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PROYECTO DE LEY NÚMERO 240  
DE 2018 CÁMARA

por la cual se expiden normas de financiamiento 
para el restablecimiento del equilibrio 
del presupuesto nacional y se dictan otras 

disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
TÍTULO I

MECANISMOS DE FINANCIAMIENTO EN 
IMPUESTO A LAS VENTAS E IMPUESTO AL 

CONSUMO
CAPÍTULO I

Impuesto sobre las ventas
Artículo 1°. Compensación de la carga impuesta 

por concepto del IVA para la población de menores 
ingresos. Créase una compensación en favor de 
cada hogar de menores ingresos para contrarrestar la 
carga del Impuesto sobre las Ventas (IVA), a partir de 
2019. Esta compensación corresponderá a una suma 
fija en pesos que el Gobierno nacional transferirá 
con una periodicidad bimestral, equivalente a tres 
(3) UVT.

Para tal efecto, se entiende por hogares de 
menores ingresos, aquellos cuyos ingresos 
mensuales están por debajo de la línea de pobreza 
certificada por el Departamento Administrativo 
Nacional de Estadística (DANE), vigente a la fecha 
del giro de los recursos.

El Gobierno nacional hará uso de los programas 
de asistencia a la población vulnerable para la 
canalización de los recursos y podrá definir los 
mecanismos para hacer efectiva la compensación.

Igualmente, el Gobierno nacional podrá realizar 
los ajustes presupuestales que sean necesarios para 

atender esta obligación, actualizar o modificar 
el monto de la compensación de acuerdo con los 
cambios en los patrones de consumo de los hogares, 
así como para llevar a cabo periódicamente las 
depuraciones necesarias en las bases de datos del 
mecanismo de focalización escogido para el efecto.

Las transferencias de recursos requeridas para la 
ejecución de los programas no causarán el Impuesto 
a las Ventas (IVA), ni estarán sujetas al Gravamen a 
los Movimientos Financieros (GMF).

Parágrafo transitorio 1°. La compensación a la 
que se refiere este artículo, correspondiente al primer 
y segundo bimestre de 2019, se realizará antes del 
primer día hábil del tercer bimestre del mismo año. 
Para los siguientes periodos, el Gobierno nacional 
transferirá, antes del primer día de cada bimestre, la 
compensación del IVA sobre los bienes de la canasta 
familiar básica, que tendrá que asumir cada familia 
durante el bimestre siguiente.

Parágrafo transitorio 2°. Con el fin de garantizar 
el pago de la transferencia ordenada en el presente 
artículo, el Gobierno nacional mediante decreto 
realizará los ajustes necesarios en el Presupuesto 
General de la Nación para la vigencia 2019.

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 424 del 
Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 424. Bienes que no causan el impuesto. 
Los siguientes bienes se hallan excluidos del 
impuesto y por consiguiente su venta o importación 
no causa el Impuesto sobre las Ventas (IVA). Para tal 
efecto se utiliza la nomenclatura arancelaria Andina 
vigente:

19.01.10.91.00 Únicamente la Bienestarina.
27.11.11.00.00 Gas natural licuado.
27.11.12.00.00 Gas propano, incluido el autogás
27.11.13.00.00 Butanos licuados
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27.11.21.00.00 Gas natural en estado gaseoso, incluido 
el biogás

27.11.29 Gas propano en estado gaseoso y gas bu-
tano en estado gaseoso, incluido el auto-
gás.

29.36 Provitaminas y vitaminas, naturales o 
reproducidas por síntesis (incluidos los 
concentrados naturales), y sus derivados 
utilizados principalmente como vitami-
nas, mezclados o no entre sí o en disolu-
ciones de cualquier clase.

29.41 Antibióticos.
30.01 Glándulas y demás órganos para usos 

opoterápicos, desecados, incluso pulve-
rizados, extracto de glándulas o de otros 
órganos o de sus secreciones, para usos 
opoterápicos, heparina y sus sales, las 
demás sustancias humanas o animales 
preparadas para usos terapéuticos o profi-
lácticos, no expresadas ni comprendidos 
en otra parte.

30.02 Sangre humana, sangre animal preparada 
para usos terapéuticos, profilácticos o de 
diagnóstico, antisueros (sueros con anti-
cuerpos), demás fracciones de la sangre 
y productos inmunológicos modificados, 
incluso obtenidos por proceso biotecno-
lógico, vacunas, toxinas, cultivos de mi-
croorganismos (excepto las levaduras) y 
productos similares.

30.03 Medicamentos (excepto los productos de 
las partidas 30.02, 30.05 o 30.06) consti-
tuidos por productos mezclados entre sí, 
preparados para usos terapéuticos o pro-
filácticos, sin dosificar ni acondicionar 
para la venta al por menor.

30.04 Medicamentos (excepto los productos de 
las partidas 30.02, 30.05 o 30.06) cons-
tituidos por productos mezclados o sin 
mezclar preparados para usos terapéuti-
cos o profilácticos, dosificados o acondi-
cionados para la venta al por menor.

30.05 Guatas, gasas, vendas y artículos análo-
gos (por ejemplo: apósitos, esparadrapos, 
sinapismos), impregnados o recubiertos 
de sustancias farmacéuticas o acondicio-
nados para la venta al por menor con fi-
nes médicos, quirúrgicos, odontológicos 
o veterinarios.

30.06 Preparaciones y artículos farmacéuticos a 
que se refiere la nota 4 de este capítulo.

38.22.00.90.00 Reactivos de diagnóstico sobre cualquier 
soporte y reactivos de diagnóstico prepa-
rados, incluso sobre soporte.

40.14.10.00.00 Preservativos.
87.13 Sillones de ruedas y demás vehículos 

para inválidos, incluso con motor u otro 
mecanismo de propulsión.

87.14.20.00.00 Partes y accesorios de sillones de ruedas 
y demás vehículos para inválidos de la 
partida 87.13.

90.01.40.00.00 Lentes de vidrio para gafas.
90.01.50.00.00 Lentes de otras materias para gafas.
90.18.39.00.00 Catéteres y catéteres peritoneales y equi-

pos para la infusión de líquidos y filtros 
para diálisis renal de esta subpartida.

90.18.90.90.00 Equipos para la infusión de sangre.

90.21 Artículos y aparatos de ortopedia, inclui-
das las fajas y vendajes médico-quirúrgi-
cos y las muletas tablillas, férulas u otros 
artículos y aparatos para fracturas, artícu-
los y aparatos de prótesis, audífonos y de-
más aparatos que lleve la propia persona 
o se le implanten para compensar un de-
fecto o incapacidad. Las impresoras brai-
lle, máquinas inteligentes de lectura para 
ciegos, software lector de pantalla para 
ciegos, estereotipadoras braille, líneas 
braille, regletas braille, cajas aritméticas 
y de dibujo braille, elementos manua-
les o mecánicos de escritura del sistema 
braille, así como los bastones para ciegos 
aunque estén dotados de tecnología, con-
tenidos en esta partida arancelaria.

93.01 Armas de guerra, excepto los revólveres, 
pistolas y armas blancas, de uso privati-
vo de las Fuerzas Militares y la Policía 
Nacional

96.19 Compresas y tampones higiénicos.

Adicionalmente:
1.	 Las materias primas destinadas a la produc-

ción de vacunas para lo cual deberá acre-
ditarse tal condición en la forma como lo 
señale el reglamento.

2.	 Todos los productos de soporte nutricional 
(incluidos los suplementos dietarios y los 
complementos nutricionales en presenta-
ciones líquidas, sólidas, granuladas, gaseo-
sas, en polvo) del régimen especial desti-
nados a ser administrados por vía enteral, 
para pacientes con patologías específicas o 
con condiciones especiales; y los alimen-
tos para propósitos médicos especiales para 
pacientes que requieren nutrición enteral 
por sonda a corto o largo plazo. Clasifi-
cados por las subpartidas 21.06.90.79.00, 
21.06.90.90.00 y 22.02.90.99.00.

3.	 Los dispositivos anticonceptivos para uso 
femenino.

4.	 Los alimentos de consumo humano y ani-
mal que se importen de los países colindan-
tes a los departamentos de Vichada, Guaji-
ra, Guainía y Vaupés, siempre y cuando se 
destinen exclusivamente al consumo local 
en esos departamentos.

5.	 Los alimentos de consumo humano do-
nados a favor de los bancos de alimentos 
legalmente constituidos, de acuerdo con la 
reglamentación que expida el Gobierno na-
cional.

6.	 La primera venta de unidades de vivien-
da nueva hasta 26.800 UVT, incluidas las 
realizadas mediante cesiones de derechos 
fiduciarios por montos equivalentes. La 
primera venta de las unidades de vivienda 
de interés social VIS, urbana y rural, y de 
vivienda de interés prioritario VIP, urbana 
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y rural, mantendrá el tratamiento estableci-
do en el parágrafo 2° del artículo 850 del 
Estatuto Tributario.

7.	 Los alimentos de consumo humano y ani-
mal, vestuario, elementos de aseo y medi-
camentos para uso humano o veterinario, 
materiales de construcción; bicicletas y sus 
partes; motocicletas y sus partes; y motoca-
rros y sus partes que se introduzcan y co-
mercialicen a los departamentos de Amazo-
nas, Guainía y Vaupés, siempre y cuando se 
destinen exclusivamente al consumo dentro 
del mismo departamento y las motocicletas 
y motocarros sean registrados en el depar-
tamento. El Gobierno nacional reglamenta-
rá la materia para garantizar que la exclu-
sión del Impuesto sobre las Ventas (IVA) se 
aplique en las ventas al consumidor final.

8.	 El combustible para aviación que se sumi-
nistre para el servicio de transporte aéreo 
nacional de pasajeros y de carga con origen 
y destino a los departamentos de Guainía, 
Amazonas, Vaupés, San Andrés Islas y Pro-
videncia, Arauca y Vichada.

9.	 Los productos que se compren o introduz-
can al departamento del Amazonas en el 
marco del convenio Colombo-Peruano y el 
convenio con la República Federativa del 
Brasil.

10.	 Las municiones y material de guerra o re-
servado y por consiguiente de uso privativo 
y los siguientes elementos pertenecientes a 
las Fuerzas Militares y la Policía Nacional:

a)	 Sistemas de armas y armamento mayor y 
menor de todos los tipos, modelos y cali-
bres con sus accesorios repuestos y los ele-
mentos necesarios para la instrucción de 
tiro, operación, manejo y mantenimiento 
de los mismos;

b)	 Todo tipo de naves, artefactos navales y ae-
ronaves destinadas al servicio del Ramo de 
Defensa Nacional, con sus accesorios, re-
puestos y demás elementos necesarios para 
su operabilidad y funcionamiento;

c)	 Municiones, torpedos y minas de todos los 
tipos, clases y calibres para los sistemas de 
armas y el armamento mayor y menor que 
usan las Fuerzas Militares y la Policía Na-
cional;

d)	 Material blindado;
e)	 Semovientes de todas las clases y razas 

destinadas al mantenimiento del orden pú-
blico, interno o externo;

f)	 Materiales explosivos y pirotécnicos, mate-
rias primas para su fabricación y accesorios 
para su empleo;

g)	 Paracaídas y equipos de salto para Unida-
des Aerotransportadas, incluidos los nece-
sarios para su mantenimiento;

h)	 Elementos, equipos y accesorios contra 
motines;

i)	 Los equipos de ingenieros de combate con 
sus accesorios y repuestos;

j)	 Equipos de buceo y de voladuras submari-
nas, sus repuestos y accesorios;

k)	 Equipos de detección aérea, de superficie y 
submarina sus accesorios, repuestos, equi-
pos de sintonía y calibración;

l)	 Elementos para control de incendios y de 
averías, sus accesorios y repuestos;

m)	 Herramientas y equipos para pruebas y 
mantenimiento del material de guerra o re-
servado;

n)	 Equipos, software y demás implementos de 
sistemas y comunicaciones para uso de las 
Fuerzas Militares y la Policía Nacional;

o)	 Otros elementos aplicables al servicio y fa-
bricación del material de guerra o reservado;

p)	 Los servicios de diseño, construcción y 
mantenimiento de armas, municiones y 
material de guerra, con destino a la fuerza 
pública, así como la capacitación de tripu-
laciones de la Fuerza Pública, prestados por 
las entidades descentralizadas del orden na-
cional de sector defensa.

11.	 El petróleo crudo recibido por parte de la 
Agencia Nacional de Hidrocarburos por 
concepto de pago de regalías para su res-
pectiva monetización.

Parágrafo. No se consideran armas y municiones 
destinadas a la defensa nacional los uniformes, 
prendas de vestir, textiles, material térmico, carpas, 
sintelitas, menaje, cubertería, marmitas, morrales, 
chalecos, juegos de cama, toallas, ponchos y calzado 
de uso privativo de las Fuerzas Militares y de Policía 
Nacional.

Parágrafo transitorio. Sin perjuicio de lo 
dispuesto en el numeral 6 de este artículo, la venta 
de inmuebles que se hayan adquirido o que se hayan 
empezado a construir, antes del 31 de diciembre de 
2018, mantendrán el régimen del Impuesto sobre 
las Ventas (IVA) aplicable antes de la vigencia de la 
presente ley.

Artículo 3°. Modifíquese el artículo 426 del 
Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 426. Servicios excluidos. Cuando en un 
establecimiento de comercio el responsable inscrito 
como contribuyente del impuesto unificado bajo el 
Régimen Simple de Tributación (Simple) lleve a 
cabo actividades de expendio de comidas y bebidas 
preparadas en restaurantes, cafeterías, autoservicios, 
heladerías, fruterías, pastelerías y panaderías, 
para consumo en el lugar, para ser llevadas por el 
comprador o entregadas a domicilio, los servicios de 
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alimentación bajo contrato, y el expendio de comidas 
y bebidas alcohólicas para consumo dentro bares, 
tabernas y discotecas, se entenderá que la venta se 
hace como servicio excluido del Impuesto sobre las 
Ventas (IVA) y está sujeta al impuesto nacional al 
consumo al que hace referencia el artículo 512-1 de 
este Estatuto.

Artículo 4°. Modifíquese el literal j) del artículo 
428 del Estatuto Tributario, el cual quedará así:

j)	 La importación de bienes objeto de tráfico 
postal, envíos urgentes o envíos de entrega 
rápida, cuyo valor no exceda de doscientos 
dólares USD$200. A este literal no le será 
aplicable lo previsto en el parágrafo 3° de 
este artículo.

Artículo 5°. Modifíquese el parágrafo 2° y 
adiciónese el parágrafo 3° al artículo 437 del 
Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Parágrafo 2°. La Dirección de Impuestos y 
Aduanas Nacionales (DIAN) establecerá mediante 
resolución el procedimiento mediante el cual los 
prestadores de servicios desde el exterior cumplirán 
con sus obligaciones, entre ellas la de declarar y 
pagar, en su calidad de responsables cuando los 
servicios prestados se encuentren gravados.

La obligación aquí prevista solamente se hará 
exigible a partir del 1° de julio de 2018, salvo en 
aquellos casos previstos en el numeral 3 del artículo 
437-2 de este Estatuto.

Estas declaraciones podrán presentarse mediante 
un formulario, que permitirá liquidar la obligación 
tributaria en dólares convertida a pesos colombianos 
a la tasa de cambio representativa de mercado (TRM) 
del día de la declaración y pago. Las declaraciones 
presentadas sin pago total no producirán efecto, sin 
necesidad de acto administrativo que así lo declare.

Parágrafo 3°. Deberán registrarse como 
responsables del IVA quienes realicen actividades 
gravadas con el impuesto, con excepción de las 
personas naturales comerciantes y los artesanos, 
que sean minoristas o detallistas, los pequeños 
agricultores y los ganaderos, así como quienes 
presten servicios, siempre y cuando cumplan la 
totalidad de las siguientes condiciones:

1.	 Que en el año anterior o en el año en curso 
hubieren obtenido ingresos brutos totales 
provenientes de la actividad, inferiores a 
2.500 UVT.

2.	 Que no tengan más de un establecimiento 
de comercio, oficina, sede, local o negocio 
donde ejerzan su actividad.

3.	 Que en el establecimiento de comercio, ofi-
cina, sede, local o negocio no se desarrollen 
actividades bajo franquicia, concesión, re-
galía, autorización o cualquier otro sistema 
que implique la explotación de intangibles.

4.	 Que no sean usuarios aduaneros.
5.	 Que no hayan celebrado en el año inme-

diatamente anterior ni en el año en curso 

contratos de venta de bienes y/o prestación 
de servicios gravados por valor individual, 
igual o superior a 2.500 UVT.

6.	 Que el monto de sus consignaciones ban-
carias, depósitos o inversiones financieras 
durante el año anterior o durante el respec-
tivo año no supere la suma de 2.500 UVT.

7.	 Que no esté registrado como contribuyen-
te del impuesto unificado bajo el Régimen 
Simple de Tributación (Simple).

Para la celebración de contratos de venta de 
bienes y/o de prestación de servicios gravados 
por cuantía individual y superior a 2.500 UVT, 
estas personas deberán inscribirse previamente 
como responsables del Impuesto sobre las Ventas  
(IVA).

Los responsables del impuesto solo podrán 
solicitar su retiro del régimen cuando demuestren que 
en los tres (3) años fiscales anteriores se cumplieron, 
por cada año, las condiciones establecidas en la 
presente disposición.

Cuando los no responsables realicen operaciones 
con los responsables del impuesto deberán registrar 
en el Registro Único Tributario (RUT) su condición 
de tales y entregar copia del mismo al adquirente de 
los bienes o servicios, en los términos señalados en 
el reglamento.

Autorícese a la Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales (DIAN) para adoptar medidas tendientes 
al control de la evasión, para lo cual podrá imponer 
obligaciones formales a los sujetos no responsables 
a que alude la presente disposición.

Artículo 6°. Modifíquese el inciso segundo 
y el parágrafo 1° del artículo 437-1 del Estatuto 
Tributario, los cuales quedarán así:

La retención podrá ser hasta del cincuenta por 
ciento (50%) del valor del impuesto, de acuerdo con 
lo que determine el Gobierno nacional.

Parágrafo 1°. En el caso de las prestaciones de 
servicios gravados a que se refieren los numerales 3, 
4 y 8 del artículo 437-2 de este Estatuto, la retención 
será equivalente al ciento por ciento (100%) del 
valor del impuesto.

Artículo 7°. Adiciónense los numerales 4 y 9, 
y el parágrafo 3°, y modifíquese el numeral 8 del 
artículo 437-2 del Estatuto Tributario, los cuales 
quedarán así:

4.	 Los responsables del Impuesto sobre las 
Ventas (IVA) cuando adquieran bienes 
corporales muebles o servicios gravados, 
de personas que no sean responsables del 
Impuesto sobre las Ventas (IVA), y que co-
rrespondan a un costo o gasto de la actividad 
productora de renta del contribuyente. Esta 
obligación no aplica a los contribuyentes del 
impuesto unificado bajo el Régimen Simple 
de Tributación (Simple).

8.	 Las entidades emisoras de tarjetas crédito y 
débito, los vendedores de tarjetas prepago, 
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los recaudadores de efectivo a cargo de ter-
ceros, y los demás que designe la Dirección 
de Impuesto y Aduanas Nacionales (DIAN) 
en el momento del correspondiente pago o 
abono en cuenta a los prestadores desde el 
exterior, de los siguientes servicios electró-
nicos o digitales, cuando el proveedor del 
servicio se acoja voluntariamente a este sis-
tema alternativo de pago del impuesto:

a)	 Suministro de servicios audiovisuales (en-
tre otros, de música, videos, películas y jue-
gos de cualquier tipo, así como la radiodi-
fusión de cualquier tipo de evento).

b)	 Servicios prestados a través de plataformas 
digitales.

c)	 Suministro de servicios de publicidad on-
line.

d)	 Suministro de enseñanza o entrenamiento 
a distancia.

e)	 Suministro de derechos de uso o explota-
ción de intangibles.

f)	 Otros servicios electrónicos o digitales con 
destino a usuarios ubicados en Colombia.

9.	 Los responsables del Impuesto sobre las 
Ventas (IVA) cuando adquieran bienes 
corporales muebles o servicios gravados, 
de personas que se encuentren registradas 
como contribuyente del impuesto unifica-
do bajo el Régimen Simple de Tributación 
(Simple).

Parágrafo 3°. Los prestadores de servicios 
electrónicos o digitales podrán acogerse 
voluntariamente al sistema de retención previsto 
en el numeral 8 de este artículo. La Dirección de 
Impuesto y Aduanas Nacionales (DIAN) mediante 
resolución indicará de manera taxativa el listado 
de prestadores desde el exterior a los que deberá 
practicárseles la retención prevista en el numeral 8. 
Lo anterior solo será aplicable a los prestadores de 
servicios electrónicos o digitales que:

1.	 Realicen de forma exclusiva una o varias 
actividades de las enunciadas en el numeral 
8 de este artículo.

2.	 Incumplan el sistema de declaración bimes-
tral del Impuesto sobre las Ventas (IVA) o 
se acojan voluntariamente a este sistema al-
ternativo de pago del impuesto, y

3.	 El valor facturado, cobrado y/o exigido a 
los usuarios ubicados en Colombia corres-
ponda a la base gravable del Impuesto so-
bre las Ventas (IVA) por los servicios elec-
trónicos o digitales.

Artículo 8°. Modifíquese el artículo 458 del 
Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 458. Base gravable en los retiros de 
bienes. En los retiros a que se refiere el literal b) del 
artículo 421 del Estatuto Tributario, la base gravable 
será el valor comercial de los bienes.

Artículo 9°. Modifíquese el parágrafo del artículo 
459 del Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Parágrafo. Cuando se trate de mercancías 
cuyo valor involucre la prestación de un servicio o 
resulte incrementado por la inclusión del valor de un 
bien intangible, la base gravable será determinada 
aplicando las normas sobre valoración aduanera, de 
conformidad con lo establecido por el Acuerdo de 
Valoración de la Organización Mundial de Comercio 
(OMC).

La base gravable sobre la cual se liquida el 
Impuesto sobre las Ventas (IVA) en la importación 
de productos terminados producidos en el exterior 
o en zona franca con componentes nacionales 
exportados, será la establecida en el inciso primero 
de este artículo adicionado el valor de los costos de 
producción y sin descontar el valor del componente 
nacional exportado.

Artículo 10. Modifíquese el inciso primero del 
artículo 468 del Estatuto Tributario, el cual quedará 
así:

Artículo 468. Tarifa general del Impuesto sobre 
las Ventas (IVA). La tarifa general del Impuesto 
sobre las Ventas (IVA) es del dieciocho por ciento 
(18%). A partir del año 2021, la tarifa general del 
Impuesto sobre las Ventas (IVA) es del diecisiete por 
ciento (17%).

Artículo 11. Modifíquese el artículo 476 del 
Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 476. Servicios y bienes relacionados al 
servicio excluidos del Impuesto a las Ventas (IVA). 
Se exceptúan del impuesto los siguientes servicios y 
bienes relacionados:

1.	 Los servicios médicos, odontológicos, hos-
pitalarios, clínicos y de laboratorio, para la 
salud humana.

2.	 Los servicios vinculados con la seguridad 
social de acuerdo con lo previsto en la Ley 
100 de 1993.

3.	 Los planes obligatorios de salud del siste-
ma de seguridad social en salud expedidos 
por entidades autorizadas por la Superin-
tendencia Nacional de Salud, los servicios 
prestados por las administradoras dentro 
del régimen de ahorro individual con so-
lidaridad y de prima media con prestación 
definida, los servicios prestados por admi-
nistradoras de riesgos laborales y los servi-
cios de seguros y reaseguros para invalidez 
y sobrevivientes, contemplados dentro del 
régimen de ahorro individual con solidari-
dad a que se refiere el artículo 135 de la 
Ley 100 de 1993 o las disposiciones que la 
modifiquen o sustituyan.

4.	 Las comisiones por intermediación por la 
colocación de los planes de salud del siste-
ma general de seguridad social en salud ex-
pedidos por las entidades autorizadas legal-
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mente por la Superintendencia Nacional de 
Salud, que no estén sometidos al Impuesto 
sobre las Ventas (IVA).

5.	 Los servicios de educación prestados por 
establecimientos de educación preescolar, 
primaria, media e intermedia, superior y 
especial o no formal, reconocidos como ta-
les por el Gobierno, y los servicios de edu-
cación prestados por personas naturales a 
dichos establecimientos. Están excluidos 
igualmente los servicios prestados por los 
establecimientos de educación relativos a 
restaurante, cafetería y transporte, así como 
los que se presten en desarrollo de las Le-
yes 30 de 1992 y 115 de 1994, o las dis-
posiciones que las modifiquen o sustituyan. 
Igualmente están excluidos los servicios de 
evaluación de la educación y de elabora-
ción y aplicación de exámenes para la se-
lección y promoción de personal, prestados 
por organismos o entidades de la adminis-
tración pública.

6.	 Los servicios de educación virtual para 
el desarrollo de contenidos digitales, de 
acuerdo con la reglamentación expedida 
por el Ministerio de Tecnologías de la in-
formación y las Comunicaciones, prestados 
en Colombia o en el exterior.

7.	 Los servicios de conexión y acceso a in-
ternet de los usuarios residenciales de los 
estratos 1 y 2.

8.	 En el caso del servicio telefónico local, se 
excluyen del impuesto los primeros tres-
cientos veinticinco (325) minutos mensua-
les del servicio telefónico local facturado a 
los usuarios de los estratos 1 y 2 y el ser-
vicio telefónico prestado desde teléfonos 
públicos.

9.	 Los servicios de transporte público terres-
tre y fluvial de pasajeros.

10.	 El transporte aéreo nacional de pasajeros 
con destino o procedencia de rutas nacio-
nales donde no exista transporte terrestre 
organizado.

11.	 La energía, la transmisión de energía y los 
servicios públicos de energía. En el caso de 
la energía y los servicios públicos de ener-
gía a base de gas u otros insumos, exclúya-
se del impuesto al insumo principal nece-
sario para la prestación del servicio, el cual 
será determinado por el reglamento, previa 
la definición del insumo principal en cada 
caso.

12.	 El agua para la prestación del servicio pú-
blico de acueducto y alcantarillado, los 
servicios públicos de acueducto y alcanta-
rillado, los servicios de aseo público y los 

servicios públicos de recolección de basu-
ras.

13.	 El gas para la prestación del servicio públi-
co de gas domiciliario y el servicio de gas 
domiciliario, ya sea conducido por tubería 
o distribuido en cilindros.

14.	 Los servicios de alimentación, contratados 
con recursos públicos y destinados al siste-
ma penitenciario, de asistencia social y de 
escuelas de educación pública.

15.	 El servicio de arrendamiento de inmuebles 
para vivienda.

16.	 Los intereses y rendimientos financieros 
por operaciones de crédito, siempre que no 
formen parte de la base gravable señalada 
en el artículo 447, y el arrendamiento finan-
ciero (leasing).

17.	 Los servicios de intermediación para el 
pago de incentivos o transferencias mone-
tarias condicionadas a los participantes de 
los programas sociales de familias en ac-
ción y de las compensaciones a la que hace 
referencia el artículo 1° de la presente ley.

18.	 Los planes de medicina prepagada y com-
plementarios, las pólizas de seguros de ci-
rugía y hospitalización, pólizas de seguros 
de servicios de salud y en general los pla-
nes adicionales, conforme con las normas 
vigentes.

Artículo 12. Modifíquese el artículo 481 del 
Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 481. Bienes y servicios que conservan 
la calidad de exentos. Para efectos del impuesto 
sobre las ventas, únicamente conservarán la 
calidad de bienes y servicios exentos con derecho a 
devolución:

a)	 Los bienes corporales muebles, así como 
los intangibles a que se refiere el literal b) 
del artículo 420 que se exporten.

Para la devolución del Impuesto sobre las Ventas 
(IVA) relacionado con los intangibles, deberán 
cumplirse los requisitos previstos en el literal c) de 
la presente disposición.

b)	 Los bienes corporales muebles que se ven-
dan en el país a las sociedades de comercia-
lización internacional, siempre que hayan 
de ser efectivamente exportados directa-
mente o una vez transformados, así como 
los servicios intermedios de la producción 
que se presten a tales sociedades, siempre y 
cuando el bien final sea efectivamente ex-
portado.

c)	 Los servicios que sean prestados en el país 
y se utilicen en el exterior, a favor de una 
persona sin actividades en Colombia y que, 
por la naturaleza del servicio, no se puede 
concluir que el mismo será usado en el país. 
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Quienes exporten servicios deberán mante-
ner todas las pruebas que demuestren la ve-
racidad de la exportación y su contrapres-
tación. Los servicios hoteleros a favor de 
personas naturales no residentes en el país, 
se consideran una exportación de servicios, 
siempre que se cuente con los soportes para 
confirmar la calidad de no residente del 
huésped.

d)	 El servicio de trasbordo internacional a fa-
vor de líneas navieras internacionales cuan-
do el destino y origen de la carga sea un 
país extranjero.

e)	 Las materias primas, partes, insumos y 
bienes terminados que se vendan desde el 
territorio aduanero nacional a usuarios in-
dustriales de bienes o de servicios de Zona 
Franca o entre estos, siempre que los mis-
mos sean necesarios para el desarrollo del 
objeto social de dichos usuarios.

Artículo 13. Modifíquese el artículo 491 del 
Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 491. IVA descontable en la 
adquisición de bienes de capital. De conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 115-2 del Estatuto 
Tributario, los responsables del impuesto sobre las 
ventas podrán descontar del impuesto sobre la renta 
a cargo correspondiente al año en el que se efectúe 
su pago y así sucesivamente, hasta agotarse, el IVA 
pagado por la adquisición, construcción o formación 
e importación de bienes de capital, incluyendo el 
asociado a los servicios necesarios para ponerlos en 
condiciones de utilización.

Cuando la adquisición de los bienes de capital se 
realice a través de un contrato de leasing, procederá 
el descuento en cabeza del arrendatario.

Este IVA no podrá tomarse simultáneamente 
como costo o gasto.

Artículo 14. Modifíquese el artículo 508-1 del 
Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 508-1. Cambio de régimen por la 
administración. Para efectos de control tributario, 
el administrador de impuestos podrá oficiosamente 
reclasificar a los no responsables en responsables.

La decisión anterior será notificada al responsable, 
contra la misma no procede recurso alguno y a partir 
del bimestre siguiente ingresará al nuevo régimen.

Artículo 15. Modifíquese el artículo 508-2 del 
Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 508-2. Tránsito a la condición de 
responsables del impuesto. Los no responsables 
del Impuesto sobre las Ventas (IVA) pasarán a ser 
responsables a partir de la iniciación del período 
inmediatamente siguiente a aquel en el cual dejen de 
cumplir los requisitos establecidos en el parágrafo 
3° del artículo 437 de este Estatuto, salvo lo previsto 
en el inciso 2° de dicho parágrafo, en cuyo caso 

deberá inscribirse previamente a la celebración del 
contrato correspondiente.

Artículo 16. Modifíquense los parágrafos 1° 
y 2° del artículo 616-1 del Estatuto Tributario y 
adiciónese el parágrafo 4° al mismo artículo, los 
cuales quedarán así:

Parágrafo 1°. Todas las facturas electrónicas 
para su reconocimiento tributario deberán ser 
validadas previo a su expedición, por la Dirección 
de Impuesto y Aduanas Nacionales (DIAN) o por un 
proveedor autorizado por esta.

La factura electrónica solo se entenderá expedida 
cuando sea validada y entregada al adquirente.

Sin perjuicio de lo anterior, cuando no pueda 
llevarse a cabo la validación previa de la factura 
electrónica, por razones tecnológicas atribuibles 
a la Dirección de Impuesto y Aduanas Nacionales 
(DIAN) o a un proveedor autorizado, el obligado a 
facturar está facultado para entregar al adquirente 
la factura electrónica sin validación previa. En 
estos casos, la factura se entenderá expedida con 
la entrega al adquiriente y deberá ser enviada a 
la Dirección de Impuesto y Aduanas Nacionales 
(DIAN) o proveedor autorizado para su validación 
dentro de las 48 horas siguientes, contadas a partir 
del momento en que se solucionen los problemas 
tecnológicos.

En todos los casos, la responsabilidad de la 
entrega de la factura electrónica para su validación 
y la entrega al adquiriente una vez validada, 
corresponde al obligado a facturar.

Los proveedores autorizados deberán transmitir a 
la Administración Tributaria las facturas electrónicas 
que validen.

La validación de las facturas electrónicas de que 
trata este parágrafo no excluye las amplias facultades 
de fiscalización y control de la Administración 
Tributaria.

Parágrafo 2°. La Dirección de Impuesto y 
Aduanas Nacionales (DIAN) podrá reglamentar 
la factura de venta y los documentos equivalentes, 
indicando los requisitos del artículo 617 de este 
Estatuto que deban aplicarse para cada sistema 
de facturación, o adicionando los que considere 
pertinentes, así como señalar el sistema de facturación 
que deban adoptar los obligados a expedir factura 
de venta o documento equivalente. La Dirección 
de Impuesto y Aduanas Nacionales (DIAN) 
podrá establecer las condiciones, los términos y 
los mecanismos técnicos y tecnológicos para la 
generación, numeración, validación, expedición, 
entrega al adquirente y la transmisión de la factura 
o documento equivalente, así como la información 
a suministrar relacionada con las especificaciones 
técnicas y el acceso al software que se implemente, 
la información que el mismo contenga y genere y la 
interacción de los sistemas de facturación con los 
inventarios, los sistemas de pago, el Impuesto sobre 
las Ventas (IVA), el impuesto nacional al consumo, 
la retención en la fuente que se haya practicado 
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y en general con la contabilidad y la información 
tributaria que legalmente sea exigida.

La Dirección de Impuesto y Aduanas Nacionales 
(DIAN) deberá adecuar su estructura, para 
garantizar la administración y control de la factura 
electrónica, así como para definir las competencias 
y funciones en el nivel central y seccional, para el 
funcionamiento de la misma.

Parágrafo 4°. Los documentos equivalentes 
generados por máquinas registradoras con sistema 
POS no otorgan derecho a descuento en el impuesto 
sobre las ventas, costos y deducciones para el 
adquiriente. No obstante, los responsables del 
Impuesto sobre las Ventas (IVA) podrán solicitar 
al establecimiento una factura, cuando en virtud 
de su actividad económica tengan derecho a tomar 
impuestos descontables, costos y deducciones.

Artículo 17. Modifíquese el artículo 616-4 al 
Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 616-4 Proveedores tecnológicos, 
obligaciones e infracciones. Será proveedor 
tecnológico, la persona jurídica habilitada para 
generar entregar y/o transmitir la factura electrónica 
que cumpla con las condiciones y requisitos que 
señale el Gobierno nacional. La Administración 
Tributaria, mediante resolución motivada, habilitará 
como proveedor tecnológico a quienes cumplan las 
condiciones y requisitos que sean establecidos.

Son obligaciones e infracciones de los 
proveedores tecnológicos las siguientes:

1.	 Los proveedores tecnológicos, deberán 
cumplir las siguientes obligaciones:

a)	 Generar y entregar facturas electrónicas 
atendiendo los términos, requisitos y carac-
terísticas exigidos.

b)	 Transmitir para validación a la Dirección 
de Impuesto y Aduanas Nacionales (DIAN) 
o a un proveedor autorizado por esta, las 
facturas electrónicas generadas, atendien-
do los términos, requisitos y características 
exigidos.

c)	 Cumplir las condiciones y niveles de servi-
cio que para el efecto señale la Dirección de 
Impuesto y Aduanas Nacionales (DIAN).

d)	 Garantizar y atender las disposiciones jurí-
dicas relacionadas con la confidencialidad, 
integridad y reserva de la información.

e)	 Mantener, durante la vigencia de la habili-
tación, las condiciones y requisitos exigi-
dos para ser proveedor tecnológico.

f)	 Abstenerse de utilizar maniobras fraudu-
lentas o engañosas en las operaciones que 
realice, relacionadas con la factura electró-
nica que resulten en operaciones inexisten-
tes, inexactas, simuladas, ficticias y cual-
quier otra figura que pueda utilizarse como 
instrumento de evasión, elusión o aminora-
ción de la carga tributaria.

g)	 Prestar a sus clientes el soporte técnico y 
funcional relacionado con la implementa-
ción y expedición de la factura electrónica 
de manera oportuna y adecuada, conforme 
con las condiciones y niveles de servicio 
que para el efecto señale la Dirección de 
Impuesto y Aduanas Nacionales (DIAN).

h)	 Garantizar la disponibilidad de los servicios 
de infraestructura tecnológica que soportan 
la operación como proveedor tecnológico.

i)	 Garantizar la fácil interoperabilidad con 
otros proveedores tecnológicos y obligados 
a facturar electrónicamente, de acuerdo con 
lo señalado por la Dirección de Impuesto y 
Aduanas Nacionales (DIAN).

2.	 Los proveedores tecnológicos, incurrirán 
en infracción tributaria cuando realicen 
cualquiera de las siguientes conductas:

a)	 No trasmitir a la Dirección de Impuesto y 
Aduanas Nacionales (DIAN) las facturas 
generadas y entregadas, ya sean propias o 
de sus clientes.

b)	 Generar y entregar facturas electrónicas sin 
el cumplimiento de los términos, requisitos 
y mecanismos técnicos e informáticos exi-
gidos.

c)	 Incumplir las condiciones y niveles de ser-
vicio que para el efecto señale la Direc-
ción de Impuesto y Aduanas Nacionales 
(DIAN).

d)	 Transmitir para validación a la Dirección de 
Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN), 
o a un proveedor autorizado por esta las 
facturas electrónicas generadas sin el cum-
plimiento de los términos, requisitos y me-
canismos técnicos e informáticos exigidos.

e)	 Violar las disposiciones jurídicas relaciona-
das con la confidencialidad y reserva de la 
información.

f)	 Haber obtenido la habilitación como pro-
veedor tecnológico, mediante la utilización 
de medios y soportes fraudulentos.

g)	 No mantener durante la vigencia de la habi-
litación alguna de las condiciones y requisi-
tos exigidos para ser proveedor autorizado.

h)	 Utilizar maniobras fraudulentas o engaño-
sas en la generación, entrega y/o transmi-
sión de la factura electrónica, que resulten 
en operaciones inexistentes, inexactas, si-
muladas, ficticias, las cuales sirvan como 
instrumento de evasión y aminoración de la 
carga tributaria.

i)	 No prestar a sus clientes el soporte técnico 
y funcional relacionado con la implementa-
ción y expedición de la factura electrónica 
de manera oportuna y adecuada, conforme 
con las condiciones y niveles de servicio 
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que para el efecto señale la Dirección de 
Impuesto y Aduanas Nacionales (DIAN).

j)	 No garantizar la fácil interoperabilidad con 
otros proveedores tecnológicos y obligados 
a facturar electrónicamente, de acuerdo con 
lo señalado por la Dirección de Impuesto y 
Aduanas Nacionales (DIAN).

Artículo 18. Elimínense todas las referencias 
al régimen simplificado del impuesto a las ventas 
y del impuesto nacional al consumo. Las normas 
que se refieran al régimen común y al régimen 
simplificado, se entenderán referidas al régimen 
de responsabilidad del Impuesto sobre las Ventas 
(IVA).

CAPÍTULO II
Impuesto nacional al consumo

Artículo 19. Modifíquense los incisos primero y 
tercero del numeral 3 del artículo 512-1 del Estatuto 
Tributario, los cuales quedarán así:

3.	 El servicio de expendio de comidas y be-
bidas preparadas en restaurantes, cafete-
rías, autoservicios, heladerías, fruterías, 
pastelerías y panaderías para consumo en 
el lugar, para ser llevadas por el comprador 
o entregadas a domicilio, los servicios de 
alimentación bajo contrato, y el servicio de 
expendio de comidas y bebidas alcohólicas 
para consumo dentro de bares, tabernas y 
discotecas, prestados por las empresas y 
compañías inscritas en el impuesto unifica-
do bajo el Régimen Simple de Tributación 
(Simple); según lo dispuesto en los artícu-
los 512-8, 512-9, 512-10, 512-11, 512-12 y 
512-13 de este Estatuto.

Son responsables del impuesto al consumo el 
prestador del servicio de expendio de comidas 
y bebidas, el importador como usuario final, el 
vendedor de los bienes sujetos al impuesto al 
consumo y en la venta de vehículos usados el 
intermediario profesional.

Artículo 20. Modifíquese el artículo 512-13 del 
Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 512-13. No responsables del impuesto 
nacional al consumo de restaurantes y bares. 
No serán responsables del Impuesto Nacional 
al Consumo de restaurantes y bares a que hace 
referencia el numeral 3 del artículo 512-1 de este 
Estatuto, las personas naturales que cumplan la 
totalidad de las siguientes condiciones:

a)	 Que en el año anterior hubieren obtenido 
ingresos brutos totales, provenientes de la 
actividad, inferiores a 1.400 UVT;

b)	 Que tengan máximo un establecimiento de 
comercio, sede, local o negocio donde ejer-
cen su actividad.

Parágrafo 1°. Para la celebración de operaciones 
gravadas provenientes de la actividad por cuantía 
individual y superior a 1.400 UVT, estas personas 

deberán inscribirse previamente como responsables 
del impuesto.

Parágrafo 2°. Los responsables del impuesto, 
una vez registrados, solo podrán solicitar su retiro del 
régimen cuando demuestren que en los tres (3) años 
fiscales anteriores se cumplieron, por cada año, las 
condiciones establecidas en la presente disposición 
para tener la condición de no responsables.

Parágrafo 3°. Cuando los no responsables 
realicen operaciones con los responsables del 
impuesto deberán registrar en el Registro Único 
Tributario (RUT) su condición de tales y entregar 
copia del mismo al adquirente de los servicios, en 
los términos señalados en el reglamento.

TÍTULO II
NORMAS DE FINANCIAMIENTO EN 

IMPUESTO SOBRE LA RENTA DE PERSONAS 
NATURALES

Artículo 21. Adiciónese el numeral 3 al artículo 
27 del Estatuto Tributario, el cual quedará así:

3.	 Los ingresos por concepto de auxilio 
de cesantías y los intereses sobre cesantías, se 
entenderán realizados en el momento del pago del 
empleador directo al trabajador o en el momento de 
consignación al fondo de cesantías. El tratamiento 
aquí previsto para el auxilio de cesantías y los 
intereses sobre cesantías, dará lugar a la aplicación 
de la renta exenta que establece el numeral 4 del 
artículo 206 del Estatuto Tributario, así como al 
reconocimiento patrimonial, cuando haya lugar a 
ello.

En el caso del auxilio de cesantía del régimen 
tradicional del Código Sustantivo del Trabajo, 
contenido en el Capítulo VII, Título VIII, parte 
primera, y demás disposiciones que lo modifiquen 
o adicionen, se entenderá realizado con ocasión 
del reconocimiento por parte del empleador. Para 
tales efectos, el trabajador reconocerá cada año 
gravable, el ingreso por auxilio de cesantías, 
tomando la diferencia resultante entre los saldos 
a treinta y uno (31) de diciembre del año gravable 
materia de declaración del impuesto sobre la renta 
y complementarios y el del año inmediatamente 
anterior. En caso de retiros parciales antes del 
treinta y uno (31) de diciembre de cada año, el valor 
correspondiente será adicionado.

Artículo 22. Adiciónese el artículo 36-4 al 
Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 36-4. Prima de costo de vida. En el caso 
de los servidores públicos diplomáticos, consulares 
y administrativos del Ministerio de Relaciones 
Exteriores, la prima de costo de vida de que trata 
el Decreto 3357 de 2009, o las normas que lo 
modifiquen o sustituyan, es considerada un ingreso 
no constitutivo de renta ni ganancia ocasional.

Artículo 23. Modifíquese el artículo 55 del 
Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 55. Aportes obligatorios al Sistema 
General de Pensiones. Los aportes obligatorios 
que efectúen los trabajadores, empleadores y 



Página 10	 Miércoles, 31 de octubre de 2018	 Gaceta del Congreso  933

afiliados al Sistema General de Seguridad Social en 
Pensiones no harán parte de la base para aplicar la 
retención en la fuente por rentas de trabajo y serán 
considerados como un ingreso no constitutivo de 
renta ni de ganancia ocasional. Los aportes a cargo 
del empleador serán deducibles de su renta.

Artículo 24. Modifíquese el artículo 206 del 
Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 206. Rentas exentas de trabajo y 
pensiones. Están gravados con el impuesto sobre la 
renta y complementarios la totalidad de los pagos 
o abonos en cuenta provenientes u originados de 
la relación laboral o legal y reglamentaria, y por 
concepto de pensiones. Las únicas rentas de trabajo 
y pensiones que se encuentran exentas son las 
siguientes:

1.	 Las indemnizaciones por accidente de tra-
bajo o enfermedad.

2.	 Las indemnizaciones que impliquen pro-
tección a la maternidad.

3.	 Lo recibido por gastos de entierro del tra-
bajador.

4.	 El auxilio de cesantía y los intereses sobre 
cesantías, siempre y cuando sean recibi-
das por trabajadores cuyo ingreso mensual 
promedio en los seis (6) últimos meses de 
vinculación laboral no exceda de trescien-
tas cincuenta (350) UVT. Cuando el salario 
mensual promedio a que se refiere este nu-
meral exceda de trescientas cincuenta (350) 
UVT, la parte no gravada de las cesantías se 
determinará así:

Salario Mensual Promedio en UVT Parte no 
gravada

Mayor de 350 UVT hasta 410 UVT 90%
Mayor de 410 UVT hasta 470 UVT 80%
Mayor de 470 UVT hasta 530UVT 60%
Mayor de 530 UVT hasta 590UVT 40%
Mayor de 590 UVT hasta 650UVT 20%
Mayor de 650 UVT en adelante 0%

5.	 El seguro por muerte, y las compensaciones 
por muerte de los miembros de las Fuerzas 
Militares y de la Policía Nacional.

6.	 El exceso del salario básico percibido por 
los oficiales y suboficiales de las Fuerzas 
Militares y de la Policía Nacional y de los 
agentes de esta última.

7.	 Las indemnizaciones sustitutivas de las 
pensiones o las devoluciones de saldos de 
ahorro pensional, siempre que dichos re-
cursos se trasladen al programa de Benefi-
cios Económicos Periódicos (BEPS).

Parágrafo. La exención prevista en los 
numerales 1 a 5 de este artículo, opera únicamente 
sobre los valores que correspondan al mínimo legal 
de que tratan las normas laborales; el excedente 
no está exento de impuestos sobre la renta y 
complementarios. Estas rentas exentas no darán 

derecho a los costos y gastos presuntos establecidos 
en el artículo 331 del Estatuto Tributario.

Artículo 25. Modifíquese el inciso primero del 
artículo 241 del Estatuto Tributario, el cual quedará 
así:

Artículo 241. Tarifa para las personas naturales 
residentes y asignaciones y donaciones modales. 
El impuesto sobre la renta de las personas naturales 
residentes en el país, de las sucesiones de causantes 
residentes en el país, y de los bienes destinados a fines 
especiales, en virtud de donaciones o asignaciones 
modales, se determinará de acuerdo con la siguiente 
tabla:

Rangos UVT Tarifa  
Marginal ImpuestoDesde Hasta

>0 1090 0% 0

>1090 1700 19% (Base Gravable en UVT menos 
1090 UVT) x 19%

>1700 4100 28% (Base Gravable en UVT menos 
1700 UVT) x 28% + 116 UVT

>4100 7.600 33% (Base Gravable en UVT menos 
4100 UVT) x 33% + 788 UVT

>7.600 13.100 35% (Base Gravable en UVT menos 
7.600 UVT) x 35% + 1943 UVT

>13.100 En ade-
lante 37% (Base Gravable en UVT menos 

13.100 UVT) x 37% + 3868 UVT
Artículo 26. Modifíquese el inciso segundo y el 

parágrafo del artículo 242 del Estatuto Tributario, el 
cual quedará así:

A partir del año gravable 2017, los dividendos 
y participaciones pagados o abonados en cuenta a 
personas naturales residentes en el país y sucesiones 
ilíquidas de causantes que al momento de su 
muerte eran residentes del país, provenientes de 
distribuciones de utilidades gravadas conforme 
a lo dispuesto en el parágrafo 2° del artículo 49, 
estarán sujetos a la tarifa señalada en el artículo 240, 
según el período gravable de que se trate, caso en 
el cual el impuesto señalado en el inciso anterior se 
aplicará una vez disminuido este impuesto. A esta 
misma tarifa estarán gravados los dividendos y 
participaciones recibidos de sociedades y entidades 
extranjeras.

Parágrafo. El impuesto sobre la renta de que trata 
este artículo será retenido en la fuente sobre el valor 
bruto de los pagos o abonos en cuenta por concepto 
de dividendos o participaciones.

El impuesto sobre los dividendos del artículo 
242-1 del Estatuto Tributario pagado por la sociedad 
que distribuye los dividendos, será descontable para 
el accionista. En estos casos la retención en la fuente 
se reduciría en el valor del impuesto descontable 
trasladado al accionista.

Artículo 27. Modifíquese el artículo 330 del 
Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 330. Determinación cedular. La 
depuración de las rentas de trabajo, pensiones, 
capital y no laborales, se efectuará siguiendo las 
reglas establecidas en el artículo 26 de este Estatuto 
aplicables a cada caso. El resultado constituirá la 
renta líquida cedular.
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La cédula de dividendos y participaciones no 
admite costos o deducciones.

Artículo 28. Modifíquese el artículo 331 del 
Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 331. Rentas líquidas gravables. Para 
efectos de determinar la renta líquida gravable de la 
cédula general a la que le será aplicable las tarifas 
establecidas en el artículo 241 de este Estatuto, se 
seguirán las siguientes reglas:

1.	 Se sumarán los ingresos obtenidos por todo 
concepto excepto los correspondientes a di-
videndos y ganancias ocasionales.

2.	 A la suma anterior, se le restarán los ingre-
sos no constitutivos de renta y las rentas 
exentas del artículo 206 de este Estatuto, 
con lo cual se obtendrá el ingreso base de 
costos y deducciones.

3.	 Al valor resultante, se le restarán los cos-
tos y las deducciones, que se presumen de 
derecho un valor equivalente al 35% del 
valor base del numeral 2 anterior, limitado 
mensualmente a 240 UVT, con lo cual se 
obtendrá la renta líquida gravable.

4.	 Las pérdidas de la renta líquida de la cédula 
general podrán compensarse con las rentas 
de esta cédula.

Parágrafo 1°. A la renta líquida cedular obtenida 
en la cédula de dividendos y participaciones le será 
aplicable la tarifa establecida en el artículo 242 de 
este Estatuto.

Parágrafo 2°. El numeral tercero del presente 
artículo no será aplicable sobre los ingresos 
obtenidos en la enajenación de activos fijos poseídos 
por un término inferior a dos (2) años.

Artículo 29. Modifíquese el artículo 333 del 
Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 333. Base de renta presuntiva. Para 
efectos de los artículos 188 y siguientes de este 
Estatuto, la base de renta presuntiva del contribuyente 
se comparará con la renta de la cédula general.

Artículo 30. Modifíquese el artículo 335 del 
Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 335. Ingresos de la cédula general. 
Para los efectos de este título, son ingresos de la 
cédula general los siguientes:

1.	 Rentas de trabajo: las señaladas en el artí-
culo 103 de este Estatuto.

2.	 Rentas de pensiones: las pensiones de jubi-
lación, invalidez, vejez, de sobrevivientes 
y sobre riesgos laborales, así como aquellas 
provenientes de indemnizaciones sustituti-
vas de las pensiones o las devoluciones de 
saldos de ahorro pensional.

3.	 Rentas de capital: las obtenidas por con-
cepto de intereses, rendimientos financie-
ros, arrendamientos, regalías y explotación 
de la propiedad intelectual.

4.	 Rentas no laborales: se consideran ingre-
sos de las rentas no laborales todos los que 
no se clasifiquen expresamente en ninguna 
otra categoría, con excepción de los divi-
dendos y las ganancias ocasionales, que se 
rigen según sus reglas especiales.

Artículo 31. Modifíquese el inciso primero y la 
tabla de retención en la fuente del artículo 383 del 
Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 383. Tarifa. La retención en la fuente 
aplicable a los pagos gravables efectuados por las 
personas naturales o jurídicas, las sociedades de 
hecho, las comunidades organizadas y las sucesiones 
ilíquidas, originados en la relación laboral, o legal y 
reglamentaria, y los pagos recibidos por concepto 
de pensiones de jubilación, invalidez, vejez, de 
sobrevivientes y sobre riesgos laborales, será la que 
resulte de aplicar a dichos pagos la siguiente tabla de 
retención en la fuente:
Rangos en UVT Tarifa  

marginal Retención en la fuenteDesde Hasta
>0 85 0% 0

>85 140 19% (Ingreso laboral gravado expresado en 
UVT menos 85 UVT)*19%

>140 350 28%
(Ingreso laboral gravado expresado en 
UVT menos 140 UVT)*28% más 11 
UVT

>350 640 33%
(Ingreso laboral gravado expresado en 
UVT menos 350 UVT)*33% más 70 
UVT

>640 1140 35%
(Ingreso laboral gravado expresado en 
UVT menos 640 UVT)*35% más 166 
UVT

>1140 En ade-
lante 37%

(Ingreso laboral gravado expresado en 
UVT menos 1140 UVT)*37% más 341 
UVT

TÍTULO III
NORMAS DE FINANCIAMIENTO A 

TRAVÉS DE IMPUESTOS AL PATRIMONIO, 
NORMALIZACIÓN Y DIVIDENDOS

CAPÍTULO I
Impuesto al patrimonio

Artículo 32. Modifíquese el artículo 292-2 del 
Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 292-2. Impuesto al patrimonio - 
Sujetos pasivos. Por los años 2019 y 2020, créase 
un impuesto extraordinario denominado el impuesto 
al patrimonio a cargo de:

1.	 Las personas naturales, las sucesiones ilí-
quidas, contribuyentes del impuesto sobre 
la renta y complementarios.

2.	 Las personas naturales, nacionales o ex-
tranjeras, que no tengan residencia en el 
país, respecto de su patrimonio poseído di-
rectamente en el país, salvo las excepciones 
previstas en los tratados internacionales y 
en el derecho interno.

3.	 Las personas naturales, nacionales o ex-
tranjeras, que no tengan residencia en el 
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país, respecto de su patrimonio poseído in-
directamente a través de establecimientos 
permanentes, en el país, salvo las excepcio-
nes previstas en los tratados internacionales 
y en el derecho interno.

4.	 Las sucesiones ilíquidas de causantes sin 
residencia en el país al momento de su 
muerte respecto de su patrimonio poseído 
en el país.

5.	 Las sociedades o entidades extranjeras que 
no sean declarantes del impuesto sobre la 
renta en el país, y que posean bienes ubi-
cados en Colombia diferentes a acciones, 
como inmuebles, yates, botes, lanchas, 
obras de arte, aeronaves o derechos mine-
ros o petroleros.

Parágrafo. Para el caso de los contribuyentes 
del impuesto al patrimonio señalados en el numeral 
3 del presente artículo, el deber formal de declarar 
estará en cabeza de la sucursal o del establecimiento 
permanente, según sea el caso.

Artículo 33. Modifíquese el artículo 294-2 del 
Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 294-2. Hecho generador. El impuesto 
al patrimonio se genera por la posesión del mismo 
al 1° de enero del año 2019, cuyo valor sea igual o 
superior a tres mil ($3.000) millones de pesos. Para 
efectos de este gravamen, el concepto de patrimonio 
es equivalente al total del patrimonio bruto del 
contribuyente poseído en la misma fecha menos las 
deudas a cargo del contribuyente vigentes en esa 
fecha.

Artículo 34. Modifíquese el artículo 295-2 del 
Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 295-2. Base gravable. La base gravable 
del impuesto al patrimonio es el valor del patrimonio 
bruto de las personas naturales, sucesiones ilíquidas 
y sociedades o entidades extranjeras poseído a 1° 
de enero de 2019 y 2020 menos las deudas a cargo 
de los mismos vigentes en esas mismas fechas, 
determinado conforme a lo previsto en el Título II 
del Libro I de este Estatuto, excluyendo el valor 
patrimonial que tengan al 1° de enero de 2019 y 
2020 para las personas naturales, las sucesiones 
ilíquidas y sociedades o entidades extranjeras, los 
siguientes bienes:

1.	 En el caso de las personas naturales, las pri-
meras 13.500 UVT del valor patrimonial de 
su casa o apartamento de habitación.

Esta exclusión aplica únicamente respecto a la 
casa o apartamento en donde efectivamente viva 
la persona natural la mayor parte del tiempo, por 
lo que no quedan cobijados por esta exclusión los 
inmuebles de recreo, segundas viviendas u otro 
inmueble que no cumpla con la condición de ser el 
lugar en donde habita la persona natural.

2.	 El valor patrimonial de los bienes objeto 
del impuesto complementarios de normalización 

tributaria que sean declarados en el periodo gravable 
2019.

Parágrafo 1°. Los valores patrimoniales que se 
pueden excluir de la base gravable del impuesto al 
patrimonio se determinará de conformidad con lo 
previsto en el Título II del Libro I de este Estatuto. 
El valor patrimonial neto de los bienes que se 
excluyen de la base gravable, es el que se obtenga 
de multiplicar el valor patrimonial del bien por el 
porcentaje que resulte de dividir el patrimonio 
líquido por el patrimonio bruto a 1° de enero de 
2019 y 1° de enero de 2020.

Parágrafo 2°. En caso de que la base gravable del 
impuesto al patrimonio determinado en el año 2020 
sea superior a aquella determinada en el año 2019, 
la base gravable para cualquiera de dichos años 
será la menor entre la base gravable determinada 
en el año 2019 incrementada en el veinticinco 
por ciento (25%) de la inflación certificada por el 
Departamento Nacional de Estadística (DANE) 
para el año inmediatamente anterior al declarado 
y la base gravable determinada en el año en que 
se declara. Si la base gravable del impuesto al 
patrimonio determinada en año 2020, es inferior 
a aquella determinada en el año 2019, la base 
gravable para cada uno de los años será la mayor 
entre la base gravable determinada en el año 2019 
disminuida en el veinticinco por ciento (25%) de la 
inflación certificada por el Departamento Nacional 
de Estadística (DANE) para el año inmediatamente 
anterior al declarado y la base gravable determinada 
en el año en que se declara.

Parágrafo 3°. En el caso de las personas 
naturales sin residencia en el país que tengan un 
establecimiento permanente en Colombia, la base 
gravable corresponderá al patrimonio atribuido 
al establecimiento permanente de conformidad 
con lo establecido en el artículo 20-2 del Estatuto 
Tributario.

Para efectos de la determinación de los activos, 
pasivos, capital, ingresos, costos y gastos que se 
tienen en cuenta al establecer el patrimonio atribuible 
a un establecimiento permanente durante un año o 
periodo gravable, se deberá elaborar un estudio, de 
acuerdo con el Principio de Plena Competencia, en el 
cual se tengan en cuenta las funciones desarrolladas, 
activos utilizados, el personal involucrado y los 
riesgos asumidos por la empresa a través del 
establecimiento permanente o sucursal y de las otras 
partes de la empresa de la que el establecimiento 
permanente o sucursal forma parte.

Artículo 35. Modifíquese el artículo 296-2 del 
Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 296-2. Tarifa. La tarifa del impuesto 
al patrimonio se determina con base en la siguiente 
tabla:

TABLA IMPUESTO AL PATRIMONIO
RANGOS DE BASE GRAVABLE EN $ TARIFA

Límite inferior Límite superior
>=3.000.000.000 <5.000.000.000 0,5%
>=5.000.000.000 En adelante 1%
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El símbolo (>) se entiende como mayor que. El símbolo (>=) se 
entiende como mayor o igual que; El símbolo (<) se entiende 
como menor que.

Artículo 36. Modifíquese el artículo 297-2 del 
Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 297-2. Causación. La obligación legal 
del impuesto al patrimonio se causa el 1° de enero 
de 2019 y el 1° de enero de 2020.

Artículo 37. Modifíquese el artículo 298-6 del 
Estatuto Tributario, el cual así:

Artículo 298-6. No deducibilidad del impuesto. 
En ningún caso el valor cancelado por concepto del 
impuesto al patrimonio será deducible o descontable 
en el impuesto sobre la renta y complementarios, 
ni podrá ser compensado con este ni con otros 
impuestos.

Artículo 38. Modifíquese el artículo 298-8 del 
Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 298-8. Remisión. El impuesto al 
patrimonio de que trata el artículo 292-2 de este 
Estatuto se somete a las normas sobre declaración, 
pago, administración y control contempladas en los 
artículos 298, 298-1, 298-2 y demás disposiciones 
concordantes de este Estatuto.

CAPÍTULO II
Nuevo impuesto de normalización tributaria 
complementario al impuesto sobre la renta  

y al impuesto al patrimonio
Artículo 39. Impuesto complementario de 

normalización tributaria - Sujetos pasivos. Créase 
para el año 2019 el nuevo impuesto de normalización 
tributaria como un impuesto complementario al 
impuesto sobre la renta y al impuesto al patrimonio, 
el cual estará a cargo de los contribuyentes del 
impuesto sobre la renta que tengan activos omitidos 
o pasivos inexistentes. El impuesto complementario 
de normalización se declarará, liquidará y pagará en 
una declaración independiente, que será presentada 
el 25 de septiembre de 2019.

Parágrafo. Los contribuyentes del impuesto 
sobre la renta que no tengan activos omitidos o 
pasivos inexistentes a 1° de enero de 2019 no serán 
sujetos pasivos del nuevo impuesto complementario 
de normalización, salvo que decidan acogerse 
al saneamiento establecido en el artículo 45 de la 
presente ley.

Artículo 40. Hecho generador. El impuesto 
complementario de normalización tributaria se 
causa por la posesión de activos omitidos o pasivos 
inexistentes a 1° de enero del año 2019.

Parágrafo. Para efectos de lo dispuesto en este 
artículo, se entiende por activos omitidos aquellos 
que no fueron incluidos en las declaraciones de 
impuestos nacionales existiendo la obligación legal 
de hacerlo. Se entiende por pasivo inexistente, 
el declarado en las declaraciones de impuestos 
nacionales sin que exista un soporte válido de realidad 
o validez, con el único fin de aminorar o disminuir la 
carga tributaria a cargo del contribuyente.

Artículo 41. Base gravable. La base gravable 
del impuesto complementario de normalización 
tributaria será el valor del costo fiscal histórico 
de los activos omitidos determinado conforme 
a las reglas del Título II del Libro I del Estatuto 
Tributario o el autoavalúo comercial que establezca 
el contribuyente con soporte técnico, el cual deberá 
corresponder, como mínimo, al del costo fiscal 
de los activos omitidos determinado conforme 
a las reglas del Título II del Libro I del Estatuto 
Tributario.

La base gravable de los bienes que son objeto 
del impuesto complementario de normalización 
tributaria será considerada como el precio de 
adquisición de dichos bienes para efectos de 
determinar su costo fiscal. Las estructuras que se 
hayan creado con el propósito de transferir los activos 
omitidos, a cualquier título, a entidades con costos 
fiscales sustancialmente inferiores al costo fiscal de 
los activos subyacentes, no serán reconocidas y la 
base gravable se calculará con fundamento en el 
costo fiscal de los activos subyacentes.

En el caso de pasivos inexistentes, la base gravable 
del impuesto complementario de normalización 
tributaria será el valor fiscal de dichos pasivos 
inexistentes según lo dispuesto en las normas del 
Título I del Libro I del Estatuto Tributario o el valor 
reportado en la última declaración de renta.

Parágrafo 1°. Para efectos del nuevo impuesto de 
normalización tributaria, las fundaciones de interés 
privado del exterior, trusts del exterior, seguro con 
componente de ahorro material, fondo de inversión 
o cualquier otro negocio fiduciario del exterior 
se asimilan a derechos fiduciarios poseídos en 
Colombia y se encuentran sujetas al nuevo impuesto 
de normalización tributaria. En consecuencia, 
su valor patrimonial se determinará con base en 
el artículo 271-1 del Estatuto Tributario y para el 
cálculo de su costo fiscal se aplicará el principio 
de transparencia fiscal en referencia a los activos 
subyacentes.

Para todos los efectos del impuesto sobre 
la renta, el impuesto al patrimonio y de su 
complementario de normalización tributaria, cuando 
los beneficiarios estén condicionados o no tengan 
control o disposición de los activos, el declarante 
será el fundador, constituyente u originario del 
patrimonio transferido a la fundación de interés 
privado del exterior, trust del exterior, seguro con 
componente de ahorro material, fondo de inversión 
o cualquier otro negocio fiduciario. Lo anterior sin 
perjuicio de la calidad de discrecional, revocable o 
irrevocable. En caso del fallecimiento del fundador, 
constituyente u originario, la sucesión ilíquida será 
el declarante de dichos activos.

Parágrafo 2°. Cuando el contribuyente tome 
como base gravable el valor de mercado de los 
activos del exterior y dentro del año siguiente a 
la entrada en vigencia de esta norma repatríe esos 
recursos a Colombia, la base gravable del impuesto 
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de normalización corresponderá al 50% del valor de 
los activos omitidos.

Artículo 42. Tarifa. La tarifa del impuesto 
complementario de normalización tributaria será 
la del 13%. Cuando el contribuyente normalice 
activos en el exterior y los invierta con vocación de 
permanencia en el país, la base gravable del impuesto 
complementario de normalización tributaria será del 
50%.

Las inversiones con vocación de permanencia 
deberán realizarse antes del 31 de diciembre de 
2019 y deben permanecer en el país por un período 
no inferior a dos años.

Artículo 43. No habrá lugar a la comparación 
patrimonial ni a renta líquida gravable por 
concepto de declaración de activos omitidos 
o pasivos inexistentes. Los activos del 
contribuyente que sean objeto del nuevo impuesto 
complementario de normalización tributaria 
deberán incluirse para efectos patrimoniales 
en la declaración del impuesto sobre la renta y 
complementarios del año gravable 2019 y de los 
años siguientes cuando haya lugar a ello y dejarán 
de considerarse activos omitidos. El incremento 
patrimonial que pueda generarse por concepto 
de lo dispuesto en esta norma no dará lugar a la 
determinación de renta gravable por el sistema 
de comparación patrimonial, ni generará renta 
líquida gravable por activos omitidos en el año en 
que se declaren ni en los años anteriores respecto 
de las declaraciones del impuesto sobre la renta 
y complementarios. Esta inclusión no generará 
sanción alguna en el impuesto sobre la renta 
y complementarios, ni en el Impuesto sobre la 
Ventas (IVA), ni en materia del régimen de precios 
de transferencia ni en materia de información 
exógena.

Tampoco generará acción penal por la omisión de 
activos omitidos o pasivos inexistentes, que hayan 
quedado sujetos al nuevo impuesto complementario 
de normalización tributaria.

Parágrafo. El registro extemporáneo ante el 
Banco de la República de las inversiones financieras 
y en activos en el exterior y sus movimientos de que 
trata el régimen de cambios internacionales expedido 
por la Junta Directiva del Banco de la República 
en ejercicio de los literales h) e i) del artículo 16 
de la Ley 31 de 1992 y de la inversión de capital 
colombiano en el exterior y sus movimientos, de 
que trata el régimen de inversiones internacionales 
expedido por el Gobierno nacional en ejercicio del 
artículo 15 de la Ley 9ª de 1991, objeto del impuesto 
complementario de normalización tributaria, no 
generará infracción cambiaria. Para efectos de 
lo anterior, en la presentación de la solicitud de 
registro ante el Banco de la República de dichos 
activos se deberá indicar el número de radicación 
o de autoadhesivo de la declaración tributaria del 
impuesto de normalización tributaria en la que 
fueron incluidos.

Artículo 44. No legalización. La normalización 
tributaria de los activos a la que se refiere la presente 
ley no implica la legalización de los activos cuyo 
origen fuere ilícito o estuvieren relacionados, 
directa o indirectamente, con el lavado de activos o 
la financiación del terrorismo.

Artículo 45. Saneamiento de activos en el 
exterior. Cuando los contribuyentes tengan 
declarados sus activos diferentes a inventarios por 
un valor inferior al de mercado, podrán actualizar su 
valor incluyendo las sumas adicionales como base 
gravable del impuesto de normalización.

Artículo 46. Normas de procedimiento. El 
nuevo impuesto complementario de normalización 
tributaria se somete a las normas sobre declaración, 
pago, administración y control contempladas en los 
artículos 298, 298-1, 298-2 y demás disposiciones 
concordantes de este Estatuto. Para todos los 
contribuyentes, la declaración del impuesto de 
normalización tributaria se presentará el 25 de 
septiembre de 2019 y no permite corrección o 
presentación extemporánea.

CAPÍTULO III
Impuesto a los dividendos para sociedades 

nacionales
Artículo 47. Adiciónese el artículo 242-1 del 

Estatuto Tributario, el cual quedará así:
Artículo 242-1. Tarifa especial para dividendos o 

participaciones recibidas por sociedades residentes. 
A partir del año gravable 2019, los dividendos 
y participaciones pagados o abonados en cuenta 
a sociedades residentes en el país, provenientes 
de distribución de utilidades que hubieren sido 
consideradas como ingreso no constitutivo de renta 
ni ganancia ocasional, conforme a lo dispuesto en el 
numeral 3 del artículo 49 de este Estatuto, estarán 
sujetas a la tarifa del 5% a título de impuesto sobre 
la renta.

Los dividendos y participaciones pagados o 
abonados en cuenta a personas jurídicas residentes en 
el país, provenientes de distribuciones de utilidades 
gravadas conforme a lo dispuesto en el parágrafo 2° 
del artículo 49, estarán sujetos a la tarifa señalada 
en el artículo 240, según el período gravable de que 
se trate, caso en el cual el impuesto señalado en el 
inciso anterior se aplicará una vez disminuido este 
impuesto. A esta misma tarifa estarán gravados los 
dividendos y participaciones recibidos de sociedades 
y entidades extranjeras.

Parágrafo 1°. El impuesto sobre la renta de que 
trata este artículo será retenido en la fuente sobre 
el valor bruto de los pagos o abonos en cuenta por 
concepto de dividendos o participaciones.

El impuesto sobre los dividendos al que se 
refiere este artículo solo se causa en la sociedad que 
reciba los dividendos por primera vez, y el crédito 
será trasladable hasta el beneficiario final persona 
natural.

Parágrafo 2°. Las sociedades sujetas al 
régimen CHC del impuesto sobre la renta, no están 
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sujetas a la retención en la fuente establecida en 
este artículo.

TÍTULO IV
MEDIDAS PARA COMBATIR LA EVASIÓN Y 

EL ABUSO EN MATERIA TRIBUTARIA
CAPÍTULO I

Impuesto sobre la renta y complementarios
Artículo 48. Modifíquese el artículo 90 del 

Estatuto Tributario, el cual quedará así:
Artículo 90. Determinación de la renta bruta 

en la enajenación de activos y valor comercial en 
operaciones sobre bienes y servicios. La renta bruta 
o la pérdida proveniente de la enajenación de activos 
a cualquier título, está constituida por la diferencia 
entre el precio de la enajenación y el costo del activo 
o activos enajenados.

Cuando se trate de activos fijos depreciables, la 
utilidad que resulta al momento de la enajenación 
deberá imputarse, en primer término, a la renta líquida 
por recuperación de deducciones, depreciaciones 
o amortizaciones; el saldo de la utilidad constituye 
renta o ganancia ocasional, según el caso.

El precio de la enajenación es el valor comercial 
realizado en dinero o en especie. Para estos efectos 
será parte del precio el valor comercial de las 
especies recibidas.

Se tiene por valor comercial el señalado por 
las partes, el cual deberá corresponder al precio 
comercial promedio para bienes de la misma especie, 
en la fecha de su enajenación. Esta previsión también 
resulta aplicable a los servicios.

En el caso de bienes raíces, además de lo previsto 
en esta disposición, no se aceptará un precio inferior 
al costo, al avalúo catastral ni al autoavalúo, sin 
perjuicio de la posibilidad de un valor comercial 
superior. En los casos en que existan listas de precios, 
bases de datos, ofertas o cualquier otro mecanismo 
que permita determinar el valor comercial de 
los bienes raíces enajenados o transferidos, los 
contribuyentes deberán remitirse a los mismos. 
Del mismo modo, el valor de los inmuebles estará 
conformado por todas las sumas pagadas para su 
adquisición, así se convengan o facturen por fuera 
de la escritura o correspondan a bienes o servicios 
accesorios a la adquisición del bien, tales como 
aportes, mejoras, construcciones, intermediación o 
cualquier otro concepto.

En la escritura pública de enajenación o 
declaración de construcción las partes deberán 
declarar, bajo la gravedad de juramento, que el 
precio incluido en la escritura es real y no ha sido 
objeto de pactos privados en los que se señale un 
valor diferente; en caso de que tales pactos existan, 
deberá informarse el precio convenido en ellos. En 
la misma escritura se debe declarar que no existen 
sumas que se hayan convenido o facturado por fuera 
de la misma o, de lo contrario, deberá manifestarse 
su valor. Sin las referidas declaraciones, tanto el 
impuesto sobre la renta, como la ganancia ocasional, 
el impuesto de registro, los derechos de registro y 

los derechos notariales, serán liquidados sobre una 
base equivalente a cuatro veces el valor incluido en 
la escritura, sin perjuicio de la obligación del notario 
de reportar la irregularidad a las autoridades de 
impuestos para lo de su competencia y sin perjuicio 
de las facultades de la Dirección de Impuesto y 
Aduanas Nacionales (DIAN) para determinar el 
valor real de la transacción.

Los inmuebles adquiridos a través de fondos, 
fiducias, esquemas de promoción inmobiliaria o 
semejantes, quedarán sometidos a lo previsto en 
esta disposición. Para el efecto, los beneficiarios de 
las unidades inmobiliarias serán considerados como 
adquirentes de los bienes raíces, en relación con los 
cuales deberá declararse su valor de mercado.

A partir del 1° de enero de 2019, no serán 
constitutivos de costo de los bienes raíces aquellas 
sumas que no se hayan desembolsado a través de 
entidades financieras.

Cuando el valor asignado por las partes difiera 
notoriamente del valor comercial de los bienes o 
servicios en la fecha de su enajenación o prestación, 
conforme a lo dispuesto en este artículo, el 
funcionario que esté adelantando el proceso de 
fiscalización respectivo, podrá rechazarlo para 
los efectos impositivos y señalar un precio de 
enajenación acorde con la naturaleza, condiciones 
y estado de los activos; atendiendo a los datos 
estadísticos producidos por la Dirección General 
de Impuestos Nacionales, por el Departamento 
Nacional de Estadística, por la Superintendencia de 
Industria y Comercio, por el Banco de la República 
u otras entidades afines. Su aplicación y discusión se 
hará dentro del mismo proceso.

Se entiende que el valor asignado por las partes 
difiere notoriamente del promedio vigente, cuando 
se aparte en más de un quince por ciento (15%) de 
los precios establecidos en el comercio para los 
bienes o servicios de la misma especie y calidad, 
en la fecha de enajenación o prestación, teniendo 
en cuenta la naturaleza, condiciones y estado de los 
activos y servicios.

Sin perjuicio de lo previsto en este artículo, 
cuando el activo enajenado sean acciones o cuotas de 
interés social de sociedades o entidades nacionales 
que no coticen en la Bolsa de Valores de Colombia 
o una de reconocida idoneidad internacional según 
lo determine la Dirección de Impuesto y Aduanas 
Nacionales (DIAN), salvo prueba en contrario, se 
presume que el precio de enajenación no puede ser 
inferior al valor intrínseco incrementado en un 30%. 
Lo anterior sin perjuicio de la facultad fiscalizadora 
de la Dirección de Impuesto y Aduanas Nacionales 
(DIAN), en virtud de la cual podrá acudir a los 
métodos de valoración técnicamente aceptados, 
como el de flujos descontados a valor presente o el 
de múltiplos de EBITDA.

El mismo tratamiento previsto en el inciso 
anterior será aplicable a la enajenación de derechos 
en vehículos de inversión tales como fiducias 
mercantiles o fondos de inversión colectiva cuyos 
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activos correspondan a acciones o cuotas de interés 
social de sociedades o entidades nacionales que 
no coticen en la Bolsa de Valores de Colombia o 
una de reconocida idoneidad internacional según 
lo determine la Dirección de Impuesto y Aduanas 
Nacionales (DIAN).

Artículo 49. Adiciónese el artículo 90-3 del 
Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 90-3. Enajenaciones indirectas. La 
transferencia indirecta de sociedades o activos 
ubicados en el territorio nacional, mediante la 
enajenación de acciones, participaciones o derechos 
de entidades del exterior, se encuentra gravada 
en Colombia como si la enajenación se hubiera 
realizado directamente teniendo como objeto el 
activo subyacente. El costo fiscal aplicable será el 
que tenga la sociedad tenedora del activo subyacente 
como si lo hubiera enajenado directamente en el país 
y el precio de venta debe corresponder a su valor 
comercial.

Parágrafo 1°. Lo dispuesto en este artículo no 
se aplicará a la transferencia indirecta de acciones 
inscritas en una Bolsa de Valores reconocida por 
una autoridad gubernamental, que cuente con un 
mercado secundario activo y cuando las acciones no 
estén concentradas en un mismo beneficiario real en 
más de un veinte por ciento (20%).

Parágrafo 2°. Lo dispuesto en este artículo no se 
aplicará a la transferencia indirecta de sociedades o 
activos ubicados en el territorio nacional, cuando el 
valor de los activos ubicados en Colombia represente 
menos del veinte por ciento (20%) del valor en libros 
y/o comercial de la totalidad de los activos poseídos 
por la entidad del exterior enajenada.

Parágrafo 3°. En caso de incumplimiento de 
las obligaciones tributarias derivadas de una venta 
indirecta por parte del vendedor, el comprador 
responderá solidariamente por los impuestos, 
intereses y sanciones, sin perjuicio del derecho a la 
acción de repetición contra el vendedor.

Artículo 50. Adiciónese el literal c) al artículo 
124-1 del Estatuto Tributario, el cual quedará así:

c)	 Los intereses y demás costos o gastos fi-
nancieros atribuidos a un establecimiento 
permanente en Colombia, cuando no se ha-
yan sometido a retención en la fuente.

CAPÍTULO II
Establecimientos permanentes

Artículo 51. Para efectos de lo establecido en los 
artículos 20, 20-1 y 20-2 del Estatuto Tributario, 
los establecimientos permanentes de individuos, 
sociedades o entidades extrajeras de cualquier 
naturaleza, ubicados en el país, serán gravados sobre 
las rentas y ganancias ocasionales de fuente nacional 
y extranjera que le sean atribuibles.

CAPÍTULO III
Entidades controladas del exterior

Artículo 52. Modifíquese el artículo 885 del 
Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 885. Presunciones de pleno derecho. 
Se presume de pleno derecho que:

1.	 Cuando los ingresos pasivos de la ECE 
representan un 80% o más de los ingresos 
totales de la ECE, que la totalidad de los 
ingresos, costos y deducciones de la ECE 
darán origen a rentas pasivas.

2.	 Cuando los ingresos activos o de activida-
des económicas reales de la ECE represen-
tan un 80% o más de los ingresos totales 
de la ECE, que la totalidad de los ingresos, 
costos y deducciones de la ECE darán ori-
gen a rentas activas

CAPÍTULO IV
Fondos de capital privado

Artículo 53. Modifíquese el artículo 23-1 del 
Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 23-1. No son contribuyentes los fondos 
de capital privado y los fondos de inversión colectiva. 
No son contribuyentes del impuesto sobre la renta y 
complementarios, los fondos de capital privado y los 
fondos de inversión colectiva, administrados por una 
entidad autorizada para tal efecto.

La remuneración que reciba por su labor la 
entidad que administre el fondo constituye un 
ingreso gravable para la misma y estará sujeta a 
retención en la fuente.

Los ingresos del fondo de capital privado o de 
inversión colectiva, previa deducción de los gastos 
a cargo del mismo y de la contraprestación de la 
sociedad administradora, se distribuirán entre los 
suscriptores o partícipes, al mismo título que los haya 
recibido el fondo de capital privado o de inversión 
colectiva y en las mismas condiciones tributarias 
que tendrían si fueran percibidos directamente por 
el suscriptor o partícipe.

No obstante lo anterior, la realización de las rentas 
para los beneficiarios o partícipes de un fondo solo 
se diferirá hasta el momento de la distribución de las 
utilidades, inclusive en un periodo gravable distinto a 
aquel en el cual el fondo de capital privado o los fondos 
de inversión colectiva han devengado contablemente 
el respectivo ingreso, en los siguientes casos:

1.	 Cuando el fondo sea cerrado y sus partici-
paciones sean negociadas en una bolsa de 
valores de Colombia, o

2.	 Cuando el fondo cumpla con los siguientes 
requisitos:

a)	 No ser poseído directa o indirectamente, en 
más de un 20%, por un mismo beneficiario 
efectivo o por miembros de una misma fa-
milia hasta un 4° grado de consanguinidad 
o afinidad, que sean contribuyentes del im-
puesto sobre la renta y

b)	 Cuando ninguno de los beneficiarios efec-
tivos del fondo, de manera individual o 
conjunta, tenga control o discrecionalidad 
sobre las distribuciones del mismo.
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En los casos en que el propósito principal para la 
creación del fondo sea el diferimiento de impuestos, 
como sucede con la estructuración de un fondo con 
el propósito de realizar una transacción particular 
de venta de uno o varios activos, las rentas de los 
partícipes se causarán en el mismo ejercicio en que 
son percibidas por el fondo, con independencia de 
que se cumpla con los requisitos señalados en los 
literales a) y b) anteriores.

Parágrafo transitorio. Las utilidades de los 
fondos a los que se refiere el inciso 4°, que conforme 
a las disposiciones anteriores se hayan causado en el 
fondo y se encuentren pendientes de causación fiscal 
por parte de los partícipes, se entenderán causadas 
en el año gravable en que entre en vigencia esta ley, 
cuando no se cumplan los supuestos dispuestos en 
esta norma para su diferimiento.

Artículo 54. Modifíquese el artículo 368-1 del 
Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 368-1. Retención sobre distribución 
de ingresos por los fondos a que se refiere el 
artículo 23-1 del Estatuto Tributario. Los fondos 
de que trata el artículo 23-1 de este Estatuto o las 
sociedades que los administren o las entidades 
financieras que realicen pagos a los inversionistas, 
según lo establezca el Gobierno nacional, efectuarán 
la retención en la fuente que corresponda a los 
ingresos que distribuyan entre los suscriptores 
o partícipes, al momento del pago, salvo en los 
casos en los que no se admita el diferimiento del 
ingreso, en los términos establecidos en la norma. 
En este último caso la retención deberá realizarse 
conforme a las normas que son aplicables en los 
contratos de fiducia mercantil, al momento de la 
realización del ingreso. Los agentes de retención 
serán los responsables de confirmar la procedencia 
de beneficio del diferimiento del ingreso y el 
cumplimiento de los requisitos establecidos en el 
artículo 23-1 del Estatuto Tributario.

Cuando el pago se haga a una persona sin 
residencia en el país o a una sociedad o entidad 
extranjera sin domicilio principal en el país, la 
retención en la fuente a título del impuesto sobre 
la renta y complementarios se hará a la tarifa que 
corresponda para los pagos al exterior, según el 
respectivo concepto.

Parágrafo. Los derechos en los fondos o carteras 
colectivas y fondos mutuos mantendrán el costo 
fiscal, tratamiento y condiciones tributarias de los 
bienes o derechos que los conforman.

CAPÍTULO V
Entidades sin ánimo de lucro

Artículo 55. Modifíquese el artículo 364-3 del 
Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 364-3. Pérdida de los beneficios del 
régimen tributario especial. Perderán los beneficios 
del Régimen Tributario Especial las entidades que:

1.	 No cumplan con lo dispuesto en los artícu-
los 19 a 23-2.

2.	 No cumplan con lo dispuesto en el Título 
VI del Libro Primero del presente Estatuto.

3.	 Cuyos miembros de junta directiva, funda-
dores, representantes legales o miembros 
de órganos de dirección:

a)	 Sean declarados responsables penalmente 
por delitos contra la administración públi-
ca, el orden económico social y contra el 
patrimonio económico, siempre y cuando 
los hechos hayan implicado la utilización 
de la entidad para la comisión del delito;

b)	 Sean sancionados con la declaración de ca-
ducidad de un contrato celebrado con una 
entidad pública, siempre y cuando los he-
chos hayan implicado la utilización de la 
entidad para la comisión de la conducta.

Parágrafo 1°. Las entidades a las que se refiere 
este artículo serán excluidas del Régimen Tributario 
Especial y por ende serán contribuyentes del 
impuesto sobre la renta a partir del año en el cual 
incumplan tales condiciones, para cuyo efecto se 
asimilarán a sociedades comerciales nacionales.

Las entidades pueden solicitar su calificación al 
Régimen Tributario Especial para el año gravable 
siguiente a la pérdida del mismo, para lo cual 
deberán dar cumplimiento al procedimiento previsto 
en el artículo 356-2 de este Estatuto.

La exclusión de las entidades sin ánimo de 
lucro del Régimen Tributario Especial por el 
incumplimiento de los requisitos establecidos en la 
ley no significará que la entidad pierda su calidad 
de sin ánimo de lucro, salvo que la Dirección 
de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN) o 
la entidad competente demuestre que la entidad 
distribuyó excedentes contrario a lo dispuesto en el 
artículo 356-1 del presente Estatuto.

Parágrafo 2°. Lo previsto en el numeral 3 de 
este artículo impedirá la nueva calificación en el 
Régimen Tributario Especial.

Parágrafo 3°. La Administración Tributaria, 
previa comprobación y mediante acto administrativo 
debidamente motivado, podrá excluir del Régimen 
Tributario Especial a las entidades de que trata el 
artículo 19-4 del presente Estatuto que:

1.	 No cumplan con las obligaciones estable-
cidas en la legislación cooperativa vigente 
y aquellas establecidas en el artículo 19-4.

2.	 Destinen el excedente o beneficio neto, en 
todo o en parte, en forma diferente a lo es-
tablecido en la legislación cooperativa vi-
gente.

3.	 No presenten o presenten de manera extem-
poránea su declaración del impuesto sobre 
la renta y complementarios por tres (3) pe-
riodos gravables en un periodo de diez (10) 
años, contados a partir de la primera pre-
sentación extemporánea u omisión de de-
claración. Las declaraciones que, debiendo 
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liquidar y pagar impuesto a cargo, sean pre-
sentadas sin el pago total del impuesto o de 
la respectiva cuota, serán tenidas como no 
presentadas, únicamente para los efectos de 
este artículo.

De ser excluidas del Régimen Tributario 
Especial, las entidades de que trata el presente 
parágrafo podrán solicitar su admisión pasados tres 
(3) años desde su exclusión, para lo cual deberán 
dar cumplimiento al procedimiento previsto en el 
artículo 356-2 de este Estatuto.

Parágrafo 4°. En caso de pérdida de los 
beneficios del régimen tributario especial, dichos 
beneficios se tornan improcedentes a partir del año 
gravable en que esto ocurra.

CAPÍTULO VI
Otras disposiciones

Artículo 56. Adiciónense los literales g) y h) y un 
parágrafo al artículo 793 del Estatuto Tributario, los 
cuales quedarán así:

g)	 Las personas o entidades que hayan sido 
parte en negocios con propósitos de eva-
sión o de abuso, por los impuestos, inte-
reses y sanciones dejados de recaudar por 
parte de la Administración Tributaria.

h)	 Quienes custodien, administren o de cual-
quier manera gestionen activos en fondos o 
vehículos utilizados por sus partícipes con 
propósitos de evasión o abuso.

Parágrafo. En todos los casos de solidaridad 
previstos en este Estatuto, la Administración deberá 
notificar sus actuaciones a los deudores solidarios, 
en aras de que ejerzan su derecho de defensa.

TÍTULO V
NORMAS DE FINANCIAMIENTO A TRAVÉS 

DE MEDIDAS PARA LA REACTIVACIÓN 
ECONÓMICA
CAPÍTULO I

Impuesto unificado bajo el Régimen Simple de 
Tributación (Simple)

Artículo 57. Impuesto unificado bajo el 
Régimen Simple de Tributación (Simple) para la 
formalización y la generación de empleo. Sustitúyase 
el Libro Octavo del Estatuto Tributario, el cual  
quedará así:

LIBRO OCTAVO
IMPUESTO UNIFICADO BAJO EL RÉGIMEN 
SIMPLE DE TRIBUTACIÓN (SIMPLE) PARA 
LA FORMALIZACIÓN Y LA GENERACIÓN 

DE EMPLEO
Artículo 903. Creación del impuesto unificado 

bajo el Régimen Simple de Tributación (Simple). 
Créese a partir del 1° de enero de 2019 el impuesto 
unificado que se pagará bajo el Régimen Simple de 
Tributación (Simple), con el fin de reducir las cargas 
formales y sustanciales, impulsar la formalidad y, 
en general, simplificar y facilitar el cumplimiento 

de la obligación tributaria de los contribuyentes que 
voluntariamente se acojan al régimen previsto en el 
presente libro.

El impuesto unificado bajo el Régimen Simple 
de Tributación (Simple) es un modelo de tributación 
opcional de determinación integral, de causación 
anual y pago bimestral, que sustituye el impuesto 
sobre la renta y complementarios, el impuesto al 
consumo, el impuesto de industria y comercio y 
su complementario de avisos y tableros, a cargo de 
los contribuyentes que opten voluntariamente por 
acogerse al mismo.

La Dirección de Impuesto y Aduanas Nacionales 
(DIAN), en uso de sus facultades, podrá registrar 
en el presente régimen de manera oficiosa a 
contribuyentes que no hayan declarado los impuestos 
sobre la renta y complementarios, el impuesto sobre 
las ventas, impuesto al consumo y/o el impuesto de 
industria y comercio y su complementario de avisos 
y tableros. La inscripción o registro, podrá hacerse 
en el Registro Único Tributario (RUT) de manera 
masiva, a través de un edicto que se publicará en la 
página web de la Dirección de Impuesto y Aduanas 
Nacionales (DIAN).

Parágrafo 1°. Los contribuyentes que opten por 
acogerse al impuesto unificado bajo el Régimen 
Simple de Tributación (Simple) deberán realizar los 
respectivos aportes al Sistema General de Pensiones 
de conformidad con la legislación vigente y estarán 
exonerados de aportes en los términos del artículo 
114-1 del Estatuto Tributario.

Parágrafo 2°. El valor del aporte al Sistema 
General de Pensiones a cargo del empleador que 
sea contribuyente del impuesto unificado bajo el 
Régimen Simple de Tributación (Simple), se podrá 
tomar como un descuento tributario en la declaración 
anual consolidada de que trata el artículo 910 de 
este Estatuto. El descuento no podrá exceder el 
impuesto a cargo del contribuyente perteneciente a 
este régimen. La parte que corresponda al impuesto 
de industria y comercio y avisos y tableros no podrá 
ser cubierta con dicho descuento.

El exceso originado en el descuento de que trata 
este parágrafo, podrá tomarse dentro de los tres (3) 
periodos gravables siguientes a aquel en que se realizó 
el pago del aporte al Sistema General de Pensiones. 
Para la procedencia del descuento, el contribuyente 
del impuesto unificado bajo el Régimen Simple de 
Tributación (Simple) debe haber efectuado el pago 
de los aportes al Sistema General de Pensiones antes 
de presentar la declaración anual consolidada de que 
trata el artículo 910 de este Estatuto.

Artículo 904. Hecho generador y base gravable 
del impuesto unificado bajo el Régimen Simple 
de Tributación (Simple). El hecho generador del 
impuesto unificado bajo el Régimen Simple de 
Tributación (Simple) es la obtención de ingresos 
susceptibles de producir un incremento en el 
patrimonio, y su base gravable está integrada por 
la totalidad de los ingresos brutos, ordinarios y 
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extraordinarios, percibidos en el respectivo periodo 
gravable.

Parágrafo. Los ingresos constitutivos de ganancia 
ocasional no integran la base gravable del impuesto 
unificado bajo el Régimen Simple de Tributación 
(Simple). Tampoco integran la base gravable los 
ingresos no constitutivos de renta ni ganancia 
ocasional.

Artículo 905. Sujetos pasivos. Podrán ser sujetos 
pasivos del impuesto unificado bajo el Régimen 
Simple de Tributación (Simple) las personas 
naturales o jurídicas que reúnan la totalidad de las 
siguientes condiciones:

1.	 Que se trate de una persona natural que de-
sarrolle una empresa o de una persona jurí-
dica en la que sus accionistas sean personas 
naturales, nacionales o extranjeras, residen-
tes en Colombia.

2.	 Que en el año gravable anterior hubieren 
obtenido ingresos brutos ordinarios o ex-
traordinarios, iguales o superiores a 1.400 
UVT e inferiores a 80.000 UVT. En el caso 
de las empresas nuevas, la inscripción en el 
impuesto unificado bajo el Régimen Simple 
de Tributación (Simple) estará condiciona-
da a que los ingresos del año no superen 
estos límites.

3.	 Si uno de los accionistas persona natural 
tiene una o varias empresas o participa en 
una o varias sociedades, inscritas en el im-
puesto unificado bajo el Régimen Simple de 
Tributación (Simple), los límites máximos 
de ingresos se revisarán de forma consoli-
dada y en la proporción a su participación.

4.	 Si uno de los accionistas persona natural 
tiene una participación superior al 10% 
en una sociedad no inscrita en el impuesto 
unificado bajo el Régimen Simple de Tri-
butación (Simple) los límites máximos de 
ingresos se revisarán de forma consolidada 
y en la proporción a su participación.

5.	 Si uno de los accionistas persona natural es 
gerente o administrador de otras empresas 
o sociedades, los límites máximos de ingre-
sos se revisarán de forma consolidada con 
los de las empresas o sociedades que admi-
nistra.

6.	 La empresa debe estar al día con sus obli-
gaciones tributarias de carácter nacional, 
departamental y municipal, y con sus obli-
gaciones de pago de contribuciones al Sis-
tema de Seguridad Social Integral. También 
debe contar con la inscripción respectiva en 
el Registro Único Tributario (RUT) y con 
todos los mecanismos electrónicos de cum-
plimiento, firma electrónica y factura elec-
trónica.

Parágrafo. Para efectos de la consolidación 
de los límites máximos de ingresos que tratan los 
numerales 3, 4 y 5 de este artículo, se tendrán en 
cuenta únicamente los ingresos para efectos fiscales.

Artículo 906. Sujetos que no pueden optar por 
el impuesto unificado bajo el Régimen Simple 
de Tributación (Simple). No podrán optar por el 
impuesto unificado bajo el Régimen Simple de 
Tributación (Simple):

1.	 Las personas jurídicas extranjeras o sus es-
tablecimientos permanentes.

2.	 Las personas naturales sin residencia en el 
país o sus establecimientos permanentes.

3.	 Las personas naturales residentes en el país 
que en el ejercicio de sus actividades confi-
guren los elementos propios de un contrato 
realidad de acuerdo con las normas vigen-
tes. La Dirección de Impuesto y Aduanas 
Nacionales (DIAN) no requerirá pronun-
ciamiento de otra autoridad judicial o ad-
ministrativa para el efecto.

4.	 Las sociedades cuyos socios o adminis-
tradores tengan en sustancia una relación 
laboral con el contratista, por tratarse de 
servicios personales, prestados con habi-
tualidad y subordinación.

5.	 Las entidades que sean filiales, subsidiarias, 
agencias, sucursales, de personas jurídicas 
nacionales o extranjeras, o de extranjeros 
no residentes.

6.	 Las sociedades que sean accionistas, sus-
criptores, partícipes, fideicomitentes o be-
neficiarios de otras sociedades o entidades 
legales, en Colombia o el exterior.

7.	 Las sociedades que sean entidades finan-
cieras.

8.	 Las empresas o entidades dedicadas a algu-
na de las siguientes actividades:

a)	 Actividades de microcrédito;
b)	 Actividades de gestión, y/o administración 

de activos;
c)	 Factoraje o factoring;
d)	 Servicios de asesoría financiera y/o estruc-

turación de créditos;
e)	 Generación, transmisión, distribución o co-

mercialización de energía eléctrica;
f)	 Actividad de fabricación, importación o co-

mercialización de automóviles;
g)	 Actividad de importación de combustible;
h)	 Producción o comercialización de armas de 

fuego, municiones y pólvoras, explosivos y 
detonantes.

9.	 Las empresas o entidades que desarrollen 
simultáneamente una de las actividades re-
lacionadas en el numeral 8 anterior y otra 
diferente.

10.	 Las sociedades que sean el resultado de la 
segregación, división o escisión de un ne-
gocio, que haya ocurrido en los cinco (5) 
años anteriores al momento de la solicitud 
de inscripción.
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Artículo 907. Impuestos y contribuciones que 
comprende el impuesto unificado bajo el Régimen 
Simple de Tributación (Simple). El impuesto 
unificado bajo el Régimen Simple de Tributación 
(Simple) comprende los siguientes impuestos:

1.	 Impuesto sobre la renta y complementarios.
2.	 Impuesto nacional al consumo en el caso 

de restaurantes y servicios de comida, a la 
tarifa especial de Régimen Simple de Tri-
butación (Simple) del 7,5%.

3.	 Impuesto de industria y comercio y su com-
plementario de avisos y tableros, a la tarifa 
especial de Régimen Simple de Tributa-
ción (Simple) del 0,6%, la cual se entiende 
adoptada por todos los municipios median-
te la presente ley.

Artículo 908. Tarifa. La tarifa del impuesto 
unificado bajo el Régimen Simple de Tributación 
(Simple) depende de los ingresos brutos anuales y 
de la actividad empresarial, así:

1.	 Actividades comerciales al por mayor y de-
tal, incluidas las tiendas de barrio, minimer-
cados y micromercados; servicios técnicos 
y mecánicos en los que predomina el factor 
material sobre el intelectual, incluidos las 
peluquerías, los electricistas, los albañiles, 
los servicios de construcción y los talleres 
mecánicos de vehículos y electrodomésti-
cos; actividades industriales, incluidas las 
de agroindustria, miniindustria y microin-
dustria; y las demás actividades no inclui-
das en los siguientes numerales:

Ingresos brutos anuales Tarifa SIMPLE 
consolidadaIgual o 

superior (UVT)
Inferior 
(UVT)

1.400 6.000 2,6%
6.000 15.000 3,1%
15.000 30.000 4,1%
30.000 80.000 5,6%

2.	 Servicios profesionales, de consultoría y 
científicos en los que predomine el factor 
intelectual sobre el material, incluidos los 
servicios de profesiones liberales:
Ingresos brutos anuales Tarifa SIMPLE  

consolidadaIgual o superior (UVT) Inferior (UVT)
1.400 6.000 5,6%
6.000 15.000 6,6%
15.000 30.000 7,6%
30.000 80.000 9,6%

3.	 Servicio de restaurante, incluidos los servi-
cios de cafetería, bar y “catering”:

Ingresos brutos anuales Tarifa SIMPLE 
consolidadaIgual o superior 

(UVT) Inferior (UVT)

1.400 6.000 11,1%
6.000 15.000 11,6%
15.000 30.000 12,1%
30.000 80.000 13,6%

Parágrafo 1°. Independientemente del 
municipio y de la actividad comercial, industrial 
y/o de servicios que realicen los sujetos pasivos 
del impuesto unificado bajo el Régimen Simple de 
Tributación (Simple), estos estarán sometidos a una 
tarifa fija del 0,6% por concepto del impuesto de 
industria y comercio y su complementario de avisos 
y tableros.

El contribuyente debe informar a la Dirección 
de Impuesto y Aduanas Nacionales (DIAN) en el 
formulario que esta prescriba, el municipio o los 
municipios a los que corresponde el ingreso declarado 
y la actividad correspondiente, información que 
será compartida con todos los municipios para que 
puedan adelantar su gestión de fiscalización cuando 
lo consideren conveniente.

El Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 
trasladará los valores recaudados a las tesorerías de 
cada municipio, de acuerdo con la certificación que 
para el efecto expida la Dirección de Impuesto y 
Aduanas Nacionales (DIAN).

Parágrafo 2°. Los contribuyentes del impuesto 
unificado bajo el Régimen Simple de Tributación 
(Simple), están obligados a pagar de forma bimestral 
un anticipo a título de este impuesto, a través de los 
recibos de pago electrónico del régimen SIMPLE.

La base del anticipo depende de los ingresos 
brutos bimestrales y de la actividad empresarial, así:

1.	 Actividades comerciales al por mayor y 
detal, incluidas las tiendas de barrio, mini 
mercados y micromercados; servicios téc-
nicos y mecánicos en los que predomina el 
factor material sobre el intelectual, inclui-
dos las peluquerías, los electricistas, los 
albañiles, los servicios de construcción y 
los talleres mecánicos de vehículos y elec-
trodomésticos; actividades industriales, in-
cluidas las de agroindustria, miniindustria 
y microindustria; y las demás actividades 
no incluidas en los siguientes numerales:

Ingresos brutos bimestrales Tarifa SIMPLE  
consolidada (bimestral)Igual o superior 

(UVT)
Inferior  
(UVT)

234 1.000 2,6%
1.000 2.500 3,1%
2.500 5.000 4,1%
5.000 13.334 5,6%

2.	 Servicios profesionales, de consultoría y 
científicos en los que predomine el factor 
intelectual sobre el material, incluidos los 
servicios de profesiones liberales:

Ingresos brutos bimestrales Tarifa SIMPLE  
consolidada (bimestral)Igual o superior 

(UVT)
Inferior 
(UVT)

234 1.000 5,6%
1.000 2.500 6,6%
2.500 5.000 7,6%
5.000 13.334 9,6%
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3.	 Servicio de restaurante, incluidos los servi-
cios de cafetería, bar y “catering”:

Ingresos brutos bimestrales Tarifa SIMPLE  
consolidada (bimestral)Igual o superior 

(UVT)
Inferior 
(UVT)

234 1.000 11,1%
1.000 2.500 11,6%
2.500 5.000 12,1%
5.000 13.334 13,6%

Parágrafo 3°. En el año gravable en el que 
el contribuyente del impuesto unificado bajo el 
Régimen Simple de Tributación (Simple) realice 
ganancias ocasionales, los ingresos correspondientes 
por este concepto no se considerarán para efectos de 
los límites de ingresos establecidos en este régimen. 
El impuesto de ganancia ocasional se determina 
de forma independiente, con base en las reglas 
generales, y se paga con la presentación declaración 
anual consolidada.

Artículo 909. Inscripción al impuesto unificado 
bajo el Régimen Simple de Tributación (Simple). 
Los contribuyentes que opten por acogerse al 
impuesto unificado bajo el Régimen Simple 
de Tributación (Simple) deberán inscribirse 
en el Registro Único Tributario (RUT) como 
contribuyentes del SIMPLE, antes del 31 del mes de 
enero del año gravable para el que ejerce la opción. 
Para los contribuyentes que se inscriban por primera 
vez en el Registro Único Tributario (RUT), deberán 
indicar en el formulario de inscripción su intención 
de acogerse a este régimen.

Quienes se inscriban como contribuyentes 
del impuesto unificado bajo el Régimen Simple 
de Tributación (Simple) no estarán sometidos al 
régimen ordinario del impuesto sobre la renta y 
complementarios por el respectivo año gravable. Una 
vez ejercida la opción, la misma debe mantenerse 
para ese año gravable, sin perjuicio de que para el 
año gravable siguiente se pueda optar nuevamente 
por el régimen ordinario, antes del último día hábil 
del mes de enero del año gravable para el que se 
ejerce la opción.

La Dirección de Impuesto y Aduanas Nacionales 
(DIAN) podrá establecer mecanismos simplificados 
de renovación de la inscripción del Registro Único 
Tributario (RUT).

Parágrafo. Las compañías creadas en el año 
gravable, podrán inscribirse en el régimen SIMPLE 
en el momento del registro inicial en el Registro 
Único Tributario (RUT).

Parágrafo transitorio. Únicamente por el año 
gravable 2019, las compañías y empresas que 
cumplan los requisitos para optar por este régimen 
podrán hacerlo hasta el 31 de julio de dicho año. 
Para subsanar el pago del anticipo bimestral 
correspondiente a los bimestres anteriores a su 
inscripción, deberán incluir los ingresos en el 
primer recibo electrónico SIMPLE de pago del 
anticipo bimestral, sin que se causen sanciones o 
intereses.

Si en los bimestres previos a la inscripción en 
el régimen simple de tributación, el contribuyente 
pagó el impuesto al consumo y/o el impuesto de 
industria y comercio y avisos y tableros, o estuvo 
sujeto a retenciones o autorretenciones en la fuente, 
por su actividad empresarial, dichas sumas podrán 
descontarse del valor a pagar por concepto de 
anticipo de los recibos electrónicos del SIMPLE que 
sean presentados en los bimestres siguientes.

Artículo 910. Declaración y pago del impuesto 
unificado bajo el Régimen Simple de Tributación 
(Simple). Los contribuyentes del impuesto unificado 
bajo el Régimen Simple de Tributación (Simple) 
deberán presentar una declaración anual consolidada 
dentro de los plazos que fije el Gobierno nacional y en 
el formulario simplificado señalado por la Dirección 
de Impuesto y Aduanas Nacionales (DIAN) 
mediante resolución. Lo anterior sin perjuicio del 
recibo electrónico de pago del anticipo bimestral 
SIMPLE que se debe presentar de conformidad 
con los plazos que establezca el Gobierno nacional, 
en los términos del artículo 908 de este Estatuto. 
Dicho anticipo se descontará del valor a pagar en la 
declaración consolidada anual.

La declaración anual consolidada del impuesto 
unificado bajo el Régimen Simple de Tributación 
(Simple) deberá transmitirse y presentarse con pago 
mediante los sistemas electrónicos de la Dirección 
de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN), a más 
tardar el 15 de marzo del año siguiente y deberá 
incluir los ingresos del año gravable reportados 
mediante los recibos electrónicos del SIMPLE. En 
caso de que los valores pagados bimestralmente sean 
superiores al impuesto unificado bajo el Régimen 
Simple de Tributación (Simple), se reconocerá un 
saldo a favor compensable de forma automática 
con los recibos electrónicos SIMPLE de los meses 
siguientes o con las declaraciones consolidadas 
anuales siguientes.

El contribuyente deberá informar en la 
declaración del impuesto unificado bajo el Régimen 
Simple de Tributación (Simple) la territorialidad 
de los ingresos obtenidos con el fin de distribuir 
lo recaudado por la sustitución del impuesto de 
industria y comercio en el municipio en donde se 
efectuó el hecho generador.

Parágrafo. El pago del impuesto unificado 
bajo el Régimen Simple de Tributación (Simple) 
podrá realizarse a través de las redes electrónicas 
de pago y entidades financieras, incluidas sus redes 
de corresponsales, que para el efecto determine el 
Gobierno nacional. Estas entidades o redes deberán 
transferir el componente de impuesto sobre la renta, 
impuesto nacional al consumo y el de impuesto de 
industria y comercio y avisos y tableros, conforme 
con los porcentajes establecidos en la tabla 
respectiva y conforme con la información respecto 
del municipio en el que se desarrolla la actividad 
económica que se incluirá en la declaración del 
impuesto unificado bajo el Régimen Simple de 
Tributación (Simple).
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Artículo 911. Retenciones y autorretenciones 
en la fuente en el impuesto unificado bajo el 
Régimen Simple de Tributación (Simple). Los 
contribuyentes del impuesto unificado bajo el 
Régimen Simple de Tributación (Simple) no estarán 
sujetos a retención en la fuente y tampoco estarán 
obligados a practicar retenciones y autorretenciones 
en la fuente, con excepción de las correspondientes 
a pagos laborales. En los pagos por compras de 
bienes o servicios realizados por los contribuyentes 
del impuesto unificado bajo el Régimen Simple 
de Tributación (Simple), el tercero receptor del 
pago, contribuyente del régimen ordinario y agente 
retenedor del impuesto sobre la renta, deberá actuar 
como agente autorretenedor del impuesto.

Artículo 912. Crédito o descuento del impuesto 
por ingresos de tarjetas de crédito, débito y otros 
mecanismos de pagos electrónicos. Los pagos o 
abonos en cuenta susceptibles de constituir ingreso 
tributario para los contribuyentes del impuesto 
unificado bajo el Régimen Simple de Tributación 
(Simple), por concepto de ventas de bienes o 
servicios realizadas a través de los sistemas de 
tarjetas de crédito y/o débito y otros mecanismos 
de pagos electrónicos, generarán un crédito o 
descuento del impuesto a pagar equivalente al 0,5% 
de los ingresos recibidos por este medio, conforme 
a certificación emitida por la entidad financiera 
adquirente. Este descuento no podrá exceder el 
impuesto a cargo del contribuyente perteneciente al 
Régimen Simple de Tributación (Simple), excepto 
en la parte que corresponda al impuesto de industria 
y comercio y avisos y tableros, la cual no podrá ser 
cubierta con dicho descuento.

Artículo 913. Exclusión del impuesto unificado 
bajo el Régimen Simple de Tributación (Simple) 
por razones de control. Cuando el contribuyente 
incumpla las condiciones y requisitos previstos para 
pertenecer al impuesto unificado bajo el Régimen 
Simple de Tributación (Simple) o cuando se verifique 
abuso en materia tributaria, y el incumplimiento 
no sea subsanable, perderá automáticamente su 
calificación como contribuyente del impuesto 
unificado bajo el Régimen Simple de Tributación 
(Simple) y deberá declararse como contribuyente del 
régimen ordinario, situación que debe actualizarse 
en el Registro Único Tributario (RUT).

La Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales 
(DIAN), tendrá las facultades para notificar una 
liquidación oficial simplificada del impuesto unificado 
bajo el Régimen Simple de Tributación (Simple), 
a través de estimaciones objetivas realizadas por 
la Administración Tributaria y conforme con la 
información obtenida de terceros y del mecanismo de 
la factura electrónica. En el caso de contribuyentes 
omisos de la obligación tributaria, su inscripción en 
el impuesto unificado bajo el Régimen Simple de 
Tributación (Simple) se verificará de forma oficiosa y 
automática por parte de la Administración Tributaria.

El contribuyente podrá desestimar y controvertir 
la liquidación oficial simplificada, a través de la 
presentación de la declaración del impuesto sobre la 

renta bajo el sistema ordinario o cedular según el caso, 
dentro de los tres meses siguientes a su notificación, 
de lo contrario quedará en firme la liquidación oficial 
simplificada y prestará mérito ejecutivo.

Artículo 914. Exclusión del impuesto unificado 
bajo el Régimen Simple de Tributación (Simple) por 
incumplimiento. Cuando el contribuyente incumpla 
los pagos correspondientes al total del período del 
impuesto unificado bajo el Régimen Simple de 
Tributación (Simple), será excluido del Régimen y 
no podrá optar por este en el año gravable siguiente 
al del año gravable de la omisión o retardo en el 
pago. Se entenderá incumplido cuando el retardo en 
la declaración o en el pago del recibo SIMPLE sea 
mayor a un (1) mes calendario.

Artículo 915. Régimen de IVA y de impuesto al 
consumo. Los contribuyentes del impuesto unificado 
bajo el Régimen Simple de Tributación (Simple) son 
responsables del Impuesto sobre las Ventas (IVA) o 
de impuesto nacional al consumo.

En el caso de los contribuyentes del impuesto 
unificado bajo el Régimen Simple de Tributación 
(Simple) que sean responsables del Impuesto sobre 
las Ventas (IVA), presentarán una declaración 
anual consolidada del Impuesto sobre las Ventas 
(IVA), sin perjuicio de la obligación de transferir 
el IVA mensual a pagar mediante el mecanismo 
del recibo electrónico SIMPLE. En el caso de los 
contribuyentes del impuesto unificado bajo el 
Régimen Simple de Tributación (Simple) que sean 
restaurantes, incluidos los servicios de cafetería, bar 
y “catering”, el impuesto al consumo se declara y 
paga mediante el SIMPLE.

Los contribuyentes del impuesto unificado 
bajo el Régimen Simple de Tributación (Simple) 
están obligados a expedir facturas electrónicas y a 
solicitar las facturas o documento equivalente a sus 
proveedores de bienes y servicios, según las normas 
generales consagradas en el marco tributario.

Parágrafo transitorio. Los contribuyentes que 
opten por el impuesto unificado bajo el Régimen 
Simple de Tributación (Simple), tendrán plazo para 
adoptar el sistema de factura electrónica hasta el 31 
de julio de 2019.

Artículo 916. Régimen de procedimiento, 
sancionatorio y de firmeza de las declaraciones 
del impuesto unificado bajo el Régimen Simple de 
Tributación (Simple). El régimen de procedimiento, 
sancionatorio y de firmeza de las declaraciones 
del impuesto unificado bajo el Régimen Simple de 
Tributación (Simple) es el previsto en el Estatuto 
Tributario.

CAPÍTULO II
Régimen tributario en renta para las mega 
inversiones dentro del territorio nacional

Artículo 58. Adiciónese el artículo 235-3 al 
Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 235-3. Mega-Inversiones. A partir 
del 1° de enero de 2019, los contribuyentes del 
impuesto sobre la renta y complementarios que 
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generen al menos cincuenta (50) empleos directos 
y realicen nuevas inversiones dentro del territorio 
nacional con valor igual o superior cincuenta 
millones (50.000.000) UVT en cualquier actividad 
industrial, comercial y/o de servicios, cumplirán las 
obligaciones tributarias sustantivas correspondientes 
al impuesto sobre la renta y complementarios, 
siguiendo los parámetros que se mencionan a 
continuación.

Las inversiones deben hacerse en propiedades, 
planta y equipo, que sean productivos o que tengan 
la potencialidad de serlo. Las inversiones se deben 
hacer en un período máximo de cinco (5) años 
gravables. Si trascurrido el plazo, el contribuyente 
no cumple con el requisito de la inversión, se 
reconocerá una renta líquida por recuperación de 
deducciones sobre las cantidades efectivamente 
invertidas en propiedades, planta y equipo, en la 
declaración de impuesto sobre la renta del quinto 
año. Los requisitos y formas de las inversiones de 
que trata este inciso serán reglamentadas por el 
Gobierno nacional.

1.	 La tarifa del impuesto sobre la renta y 
complementarios para los contribuyentes 
que realicen las nuevas inversiones, sean 
personas naturales o jurídicas, residentes 
o no residentes, será del 27%. Lo anterior 
sin perjuicio de las rentas provenientes de 
servicios hoteleros, las cuales estarán gra-
vadas a la tarifa del 9%.

2.	 Los contribuyentes que realicen las nuevas 
inversiones, sean personas naturales o ju-
rídicas, residentes o no residentes, podrán 
depreciar sus activos fijos en un período 
mínimo de dos (2) años, independiente-
mente de la vida útil del activo.

3.	 Los contribuyentes que realicen las nuevas 
inversiones, sean personas naturales o jurí-
dicas, residentes o no residentes, no estarán 
sujetos al sistema de renta presuntiva con-
sagrado en los artículos 188 y siguientes 
del Estatuto Tributario.

4.	 En caso que las inversiones sean efectua-
das a través de sociedades nacionales o es-
tablecimientos permanentes, las utilidades 
que estas distribuyan, no estarán sometidas 
al impuesto a los dividendos. Cuando los 
dividendos o participaciones correspon-
dan a utilidades, que de haberse distribuido 
hubieren estado gravadas, conforme a las 
reglas de los artículos 48 y 49 del Estatu-
to Tributario, estarán sometidos a la tarifa 
del 27% sobre el valor pagado o abonado 
en cuenta. El impuesto será retenido en la 
fuente, sobre el valor bruto de los pagos o 
abonos en cuenta por concepto de dividen-
dos o participaciones.

5.	 Los proyectos de Mega-Inversiones de que 
trata el presente artículo no estarán sujetas 

al impuesto al patrimonio consagrado en 
el artículo 292-2 del Estatuto Tributario o 
aquellos que se creen con posterioridad a la 
entrada en vigor de la presente ley.

Parágrafo 1°. El presente régimen aplicará para 
aquellas inversiones realizadas con anterioridad al 
1° de enero de 2024, por un término de veinte (20) 
años contados a partir del periodo gravable en el 
cual el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo 
notifique el acto administrativo reconociendo el 
carácter de Mega-Inversión para el nuevo proyecto, 
de acuerdo con la reglamentación que expida el 
Gobierno nacional.

Parágrafo 2°. Los inversionistas que ejecuten 
proyectos relacionados con la evaluación y 
exploración de recursos naturales no renovables, 
tales como la exploración, desarrollo y construcción 
de minas, y yacimientos de petróleo, no podrán 
solicitar calificación al Régimen Tributario en Renta 
para Mega-Inversiones. Tampoco podrán solicitar 
calificación aquellos inversionistas que ejecuten 
proyectos de infraestructura bajo cualquier esquema 
de contratación y proyectos relacionados con la 
construcción y/u operación de zonas francas.

Artículo 59. Adiciónese el artículo 235-4 al 
Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 235-4. Estabilidad tributaria para 
Mega-Inversiones. Se establecen los contratos de 
estabilidad tributaria sobre los nuevos proyectos 
de Mega-Inversiones que sean desarrollados en el 
territorio nacional. Mediante estos contratos, el 
Estado garantiza que los beneficios tributarios y 
demás condiciones consagrados en el artículo 235-3 
de este Estatuto aplicarán por el término de duración 
del contrato, si se modifica de forma adversa el 
artículo 235-3 y/u otra norma de carácter tributario 
nacional que tenga relación directa con este.

Parágrafo 1°. Los contratos de estabilidad 
tributaria podrán ser suscritos por los contribuyentes 
del impuesto sobre la renta y complementarios de 
que trata el artículo 235-3 de este Estatuto, con la 
Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales.

Parágrafo 2°. Los contratos de estabilidad 
tributaria deberán cumplir con la totalidad de los 
siguientes requisitos:

a)	 El inversionista realizará el proceso de cali-
ficación del proyecto como Mega-Inversión 
ante el Ministerio de Comercio, Industria y 
Turismo, de acuerdo con la reglamentación 
que expida el Gobierno nacional.

b)	 Una vez el inversionista haya sido notifica-
do del acto administrativo del Ministerio de 
Comercio, Industria y Turismo, por medio 
del cual se reconoce el carácter de Mega- 
Inversión del nuevo proyecto, presentará 
una solicitud de contrato a la Dirección de 
Impuestos y Aduanas Nacionales. El Go-
bierno nacional reglamentará los documen-
tos que se deben anexar a la solicitud.
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c)	 En los contratos se establecerá que la Di-
rección de Impuestos y Aduanas Naciona-
les tendrá facultades de auditoría tributaria, 
y del avance y cumplimiento del proyecto 
de inversión.

d)	 En los contratos de estabilidad tributaria 
se deberá establecer el monto de la prima 
a que se refiere el parágrafo 3° del presente 
artículo, la forma de pago y demás caracte-
rísticas de la misma.

Parágrafo 3°. El inversionista que suscriba un 
contrato de estabilidad tributaria pagará a favor 
de la Nación – Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público una prima equivalente al 0,75% del valor 
de la inversión que se realice en cada año durante 
el periodo de cinco (5) años de que trata el artículo 
anterior de la presente ley, que en cualquier caso no 
puede ser inferior a cincuenta millones (50.000.000) 
UVT.

Parágrafo 4°. Los contratos de estabilidad 
tributaria empezarán a regir desde su firma y 
permanecerán vigentes durante el término del 
beneficio consagrado en el artículo 235-3 de este 
Estatuto.

Parágrafo 5°. La no realización oportuna o retiro 
de la totalidad o parte de la inversión, el no pago 
oportuno de la totalidad o parte de la prima, el estar 
incurso en la causal del parágrafo 6° del presente 
artículo, o el incumplimiento de las obligaciones 
tributarias sustanciales o formales, dará lugar a la 
terminación anticipada del contrato.

Parágrafo 6°. No podrán suscribir ni ser 
beneficiarios de los contratos de estabilidad 
tributaria quienes hayan sido condenados mediante 
sentencia ejecutoriada o sancionados mediante acto 
administrativo en firme, en el territorio nacional o 
en el extranjero, en cualquier época, por conductas 
de corrupción que sean consideradas punibles por la 
legislación nacional.

Parágrafo 7°. Los contratos de estabilidad 
tributaria aplican solamente para los beneficios 
y condiciones tributarias señaladas en el artículo 
235-3 de este Estatuto. Por lo tanto, los contratos 
no conceden estabilidad tributaria respecto de otros 
impuestos directos, impuestos indirectos, impuestos 
territoriales u otros impuestos, tasas y contribuciones, 
o elementos de impuestos, tasas y contribuciones 
que no hayan sido definidos expresamente en el 
artículo 235-3 de este Estatuto.

La estabilidad tributaria tampoco podrá recaer 
sobre las disposiciones de este artículo que sean 
declaradas inexequibles durante el término de 
duración de los contratos de estabilidad tributaria.

CAPÍTULO III
Régimen de Compañías Holding Colombianas 

(CHC) en el impuesto sobre la renta y ganancias 
ocasionales

Artículo 60. Adiciónase el siguiente Título al 
Libro Séptimo del Estatuto Tributario:

TÍTULO II
RÉGIMEN DE COMPAÑÍAS HOLDING 

COLOMBIANAS (CHC) EN EL IMPUESTO 
SOBRE LA RENTA Y GANANCIAS 

OCASIONALES
Artículo 894. Compañías Holding Colombianas 

(CHC). Podrán acogerse al régimen CHC las 
sociedades nacionales que tengan como objeto 
principal la tenencia de valores, la inversión o 
holding de acciones o participaciones del exterior, 
y/o la administración de dichas inversiones, siempre 
que cumplan con las siguientes condiciones:

1.	 Participación directa o indirecta en al me-
nos el 10% del capital de cada sociedad o 
entidad extranjera por un período mínimo 
de 12 meses.

2.	 Contar con los recursos humanos y mate-
riales para la plena realización del objeto 
social. Se entenderá que se cumple con los 
recursos humanos y materiales necesarios 
para una actividad de holding cuando la 
compañía cuente con al menos tres (3) em-
pleados, una dirección propia en Colombia 
y pueda demostrar que la toma de decisio-
nes estratégicas respecto de las inversiones 
y los activos de la CHC se realiza en Co-
lombia, para lo cual la simple formalidad 
de la Asamblea Anual de Accionistas, no 
será suficiente.

Las entidades que deseen acogerse al régimen 
CHC deberán comunicarlo a la Dirección de 
Impuesto y Aduanas Nacionales (DIAN) mediante 
los formatos que establezca el reglamento. Las 
disposiciones contenidas en este título se aplicarán a 
partir del año fiscal en que se radique la comunicación 
en la Dirección de Impuesto y Aduanas Nacionales 
(DIAN).

Parágrafo. Los beneficios del régimen 
CHC podrán ser rechazados por la Dirección de 
Impuesto y Aduanas Nacionales (DIAN) en caso 
de incumplimiento de los requisitos mencionados 
en este artículo, sin perjuicio de la aplicación del 
artículo 869 y siguientes del Estatuto Tributario y las 
cláusulas antiabuso establecidas en los convenios de 
doble imposición.

Artículo 895. Dividendos y participaciones 
distribuidos por entidades no residentes en 
Colombia. Los dividendos o participaciones 
distribuidos por entidades no residentes en Colombia 
a una CHC estarán exentos del impuesto sobre la 
renta y se declararán como rentas exentas de capital.

Los dividendos que a su vez distribuya una CHC 
a una persona natural residente o a una persona 
jurídica residente, contribuyente del impuesto 
sobre la renta, estarán gravados a la tarifa general 
pero otorgarán derecho al descuento por impuestos 
pagados en el exterior respecto de las rentas que 
hayan estado gravadas en la entidad extranjera, 
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 254 del 
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Estatuto Tributario. Los dividendos que distribuya 
una CHC a una persona natural o jurídica no 
residente en Colombia, se entenderán rentas de 
fuente extranjera de acuerdo con el literal e) del 
artículo 25 del Estatuto Tributario.

La distribución de la prima en colocación de 
acciones tendrá el mismo tratamiento que los 
dividendos ordinarios, configurándose como rentas 
exentas cuando el beneficiario sea una CHC como 
rentas de fuente extranjera cuando la CHC distribuya 
a una persona natural o jurídica no residente en 
Colombia y como renta gravable cuando la CHC 
distribuya a una persona natural o jurídica residente 
en Colombia.

Parágrafo. Lo dispuesto en el presente 
artículo no se aplicará cuando el perceptor de 
las rentas distribuidas por la CHC sea residente 
en una jurisdicción no cooperante de baja o nula 
imposición y/o de un régimen tributario preferencial 
según lo dispuesto en el artículo 260-7 y sus 
normas reglamentarias o las disposiciones que los 
modifiquen o sustituyan.

Artículo 896. Ganancias ocasionales exentas. 
Las rentas derivadas de la venta o transmisión 
de la participación de una CHC en entidades no 
residentes en Colombia estarán exentas del impuesto 
sobre la renta y deberán declararse como ganancias 
ocasionales exentas.

Las rentas derivadas de la venta o transmisión de 
las acciones en una CHC estarán exentas excepto por 
el valor correspondiente a las utilidades obtenidas 
por actividades realizadas en Colombia. En el caso 
de accionistas no residentes, las rentas de la venta o 
transmisión de las acciones en una CHC tendrán el 
tratamiento de rentas de fuente extranjera respecto de 
la proporción de la venta atribuible a las actividades 
realizadas o los activos poseídos por entidades no 
residentes, según lo dispuesto en el artículo 25 del 
Estatuto Tributario.

Parágrafo. Lo dispuesto en el presente 
artículo no se aplicará cuando el perceptor de 
las rentas distribuidas por la CHC sea residente 
en una jurisdicción no cooperante de baja o nula 
imposición y/o de un régimen tributario preferencial 
según lo dispuesto en el artículo 260-7 y sus 
normas reglamentarias o las disposiciones que los 
modifiquen o sustituyan.

Artículo 897. Obligaciones de información 
y documentación. Las CHC deberán mantener la 
documentación que acredite el importe de las rentas 
exentas y los impuestos pagados en el extranjero 
correspondientes a estas, así como facilitar a sus 
socios la información necesaria para que estos 
puedan cumplir lo previsto en los artículos anteriores. 
Adicionalmente, deberá mantener los estudios, 
documentos y comunicaciones, que justifiquen que 
la toma de decisiones estratégicas respecto de las 
inversiones se verifica en Colombia.

Artículo 898. Coordinación con otros 
regímenes. Las CHC y sus accionistas estarán 
sometidos al régimen general del impuesto sobre la 

renta respecto de las actividades gravadas realizadas 
en el territorio nacional y en el extranjero a través de 
establecimientos permanentes. Adicionalmente, se 
tendrán en cuenta las siguientes interacciones para 
efectos de la tributación de las CHC:

1.	 Las CHC se consideran residentes fiscales 
colombianos para efectos de los convenios 
de doble imposición suscritos por Colom-
bia.

2.	 Para efectos del artículo 177-1, serán dedu-
cibles en cabeza de las CHC, únicamente 
los costos y gastos atribuibles a los ingresos 
obtenidos por actividades gravadas realiza-
das en Colombia o en el extranjero a través 
de establecimientos permanentes.

3.	 Las CHC estarán sometidas al régimen 
ECE y podrán aplicar el descuento por 
impuestos pagados al exterior de acuerdo 
con lo dispuesto en el artículo 892 de este 
Estatuto. Las rentas reconocidas bajo el ré-
gimen ECE, no tendrán los beneficios del 
régimen CHC.

4.	 Las CHC se encuentran sometidas al im-
puesto de industria y comercio en la medida 
en que realicen el hecho generador dentro 
del territorio de un municipio colombiano. 
Los dividendos recibidos por las inversio-
nes en entidades extranjeras y cubiertos por 
el régimen CHC, no estarán sujetos al im-
puesto de industria y comercio.

CAPÍTULO IV
Obras por impuestos

Artículo 61. Adiciónese un parágrafo transitorio 
al artículo 238 de la Ley 1819 de 2016, el cual 
quedará así:

Parágrafo transitorio. El presente artículo 
continuará vigente únicamente para los 
contribuyentes que se hayan acogido a este 
mecanismo de pago antes de la entrada en vigencia 
del artículo que desarrolla obras por impuestos en el 
Estatuto Tributario.

Artículo 62. Adiciónese el artículo 800-1 al 
Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 800-1. Obras por impuestos. Las 
personas naturales o jurídicas obligadas a llevar 
contabilidad, contribuyentes del impuesto sobre la 
renta y complementarios que en el año o período 
gravable inmediatamente anterior hayan obtenido 
ingresos brutos iguales o superiores a treinta y tres 
mil seiscientos diez (33.610) UVT, podrán celebrar 
convenios con las entidades públicas del nivel 
nacional, por los que recibirán a cambio títulos 
negociables para el pago del impuesto sobre la renta, 
en los términos previstos en la presente disposición. 
Los compromisos de inversión adquiridos en estos 
convenios no podrán superar el treinta por ciento 
(30%) del patrimonio contable del contribuyente, 
para lo cual se tendrá en cuenta el patrimonio del 
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año inmediatamente anterior a la suscripción de los 
mismos. En caso de que los aspirantes no hayan 
tenido ingresos en el año inmediatamente anterior 
por encontrarse en período improductivo, la Agencia 
de Renovación del Territorio (ART) podrá autorizar 
la realización de los proyectos a las que se refiere la 
presente disposición, si verifica que el contribuyente 
puede otorgar garantías suficientes para la ejecución 
del proyecto, a través de sus vinculados económicos 
o de entidades financieras o aseguradoras de 
reconocida idoneidad.

El objeto de los convenios será la inversión 
directa en la ejecución de proyectos de trascendencia 
económica y social en los diferentes municipios 
definidos como las Zonas Más Afectadas por el 
Conflicto Armado (Zomac), relacionados con 
agua potable y saneamiento básico, energía, salud 
pública, educación pública, bienes públicos rurales, 
adaptación al cambio climático y gestión del riesgo, 
pagos por servicios ambientales, tecnologías de 
la información y comunicaciones, infraestructura 
de transporte, infraestructura productiva, 
infraestructura cultural y las demás que defina el 
manual operativo de Obras por Impuestos, todo de 
conformidad con lo establecido en la evaluación de 
viabilidad del proyecto. Los proyectos a financiar 
podrán comprender las obras, servicios y erogaciones 
necesarias para su viabilidad, planeación, 
preoperación, ejecución, operación, mantenimiento 
e interventoría, en los términos establecidos por el 
manual operativo de Obras por Impuestos, según el 
caso. También podrán ser considerados proyectos 
en jurisdicciones que sin estar localizadas en las 
Zomac, de acuerdo con el concepto de la Agencia de 
Renovación del Territorio, resulten estratégicos para 
la reactivación económica y/o social de las Zomac o 
algunas de ellas.

Para este fin, la Agencia de Renovación del 
Territorio (ART) deberá llevar actualizada una 
lista de iniciativas susceptibles de contar con 
viabilidad técnica y presupuestal para conformar 
el banco de proyectos a realizar en los diferentes 
municipios definidos como Zomac, que contribuyan 
a la disminución de las brechas de inequidad y la 
renovación territorial de estas zonas, su reactivación 
económica, social y su fortalecimiento institucional, 
y que puedan ser ejecutados con los recursos 
provenientes de la forma de pago que se establece 
en el presente artículo. El contribuyente podrá 
proponer iniciativas distintas a las publicadas por 
la Agencia de Renovación del Territorio (ART), 
las cuales deberán ser presentadas a esta Agencia y 
cumplir los requisitos necesarios para la viabilidad 
sectorial y aprobación del Departamento Nacional 
de Planeación (DNP).

Para el desarrollo del presente mecanismo de 
pago del impuesto sobre la renta se tendrán en 
cuenta los siguientes aspectos y procedimientos:

1.	 Manifestación de interés por parte del 
contribuyente. En cualquier momento, 
el contribuyente que pretenda optar por 
el mecanismo previsto en la presente dis-

posición, podrá seleccionar de la lista de 
iniciativas o del banco de proyectos publi-
cado por la ART, una o más iniciativas o 
proyectos, para lo cual deberá contar con 
la aprobación de su junta directiva y ma-
nifestarlo mediante escrito dirigido a la 
ART y a la Entidad Nacional Competente 
del sector del proyecto a desarrollar. En la 
misma manifestación deberá informar des-
de qué etapa de estructuración va a desarro-
llar el proyecto y los gastos de preinversión 
y mantenimiento, en el caso de requerirse, 
adjuntando una propuesta de costos de es-
tas etapas, así como la actualización y posi-
bles ajustes al proyecto. En los casos en que 
el contribuyente haya propuesto un proyec-
to, este tendrá prioridad para la ejecución 
del mismo siempre que cumpla con todos 
los requisitos previstos en la presente dis-
posición, a menos que un tercero ofrezca 
mejores condiciones para su realización, en 
cuyo caso, la ART y la Entidad Nacional 
Competente realizarán la valoración de las 
propuestas e informarán los resultados a los 
contribuyentes.

2.	 Estructuración de iniciativas por parte 
del Contribuyente. En los casos en que el 
contribuyente haya manifestado el interés 
de estructurar una iniciativa, la entidad na-
cional competente deberá indicar y aprobar 
los estudios, diseños, costos y tiempos, que 
debe realizar y cumplir el contribuyente 
para presentar la iniciativa con el lleno de 
requisitos necesarios para iniciar el proceso 
de viabilidad, evento en el cual estos costos 
serán incluidos en el valor total del proyec-
to.

3.	 Viabilización de iniciativas. Posterior a la 
manifestación del interés por parte del con-
tribuyente sobre una o más iniciativas, la 
Entidad Nacional Competente y el Departa-
mento Nacional de Planeación (DNP) reali-
zarán los trámites necesarios para emitir los 
conceptos de viabilidad del o los proyectos 
conforme con la normatividad vigente.

4.	 Aprobación para la suscripción del con-
venio. Emitidos los conceptos de viabilidad 
del proyecto, la ART aprobará mediante 
acto administrativo la suscripción del con-
venio para la ejecución del proyecto, contra 
el cual no procederá recurso alguno.

5.	 Suscripción del convenio. Posterior a la 
aprobación por parte de la ART, la Enti-
dad Nacional competente procederá a la 
suscripción del convenio con el contribu-
yente, para la ejecución del proyecto. Por 
medio de dicho convenio, el contribuyente 
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se comprometerá a desarrollar el proyecto a 
cambio de una remuneración que será paga-
da por medio de Títulos para la Renovación 
del Territorio (TRT), una vez sea entregado 
el proyecto a satisfacción a la entidad na-
cional competente. En los casos en que la 
ejecución del proyecto sea superior a un (1) 
año, el convenio podrá prever el pago con-
tra la entrega de los hitos que se establez-
can en el mismo. El convenio estará regido 
por el régimen aquí previsto y en su defecto 
por las normas de derecho privado.

6.	 Reglas del Convenio. La celebración del 
convenio estará sujeta a las siguientes re-
glas:

a)	 Interventoría. La Entidad Nacional Com-
petente determinará los casos en los que se 
requiera la contratación de una interven-
toría sobre el bien o servicio, cuyo valor 
deberá estar incluido dentro del costo del 
proyecto, caso en el cual deberá ser selec-
cionada y contratada por la Entidad Nacio-
nal Competente. Los pagos de la interven-
toría los realizará el contratista conforme 
con lo pactado en el convenio de obras por 
impuestos.

b)	 Supervisión. La Entidad Nacional Compe-
tente realizará la supervisión del convenio 
de obras por impuestos y del contrato de 
interventoría.

c)	 Garantías. La Entidad Nacional Compe-
tente deberá establecer la suficiencia de las 
garantías para amparar como mínimo el 
cumplimiento del proyecto, la estabilidad 
de la obra o calidad y correcto funciona-
miento de los bienes según corresponda.

El contratista deberá constituir las garantías 
exigidas para la ejecución del proyecto, en caso 
de realizarlo directamente, o deberá exigirle a los 
terceros dichas garantías en los términos definidos en 
el convenio. En todo caso, las garantías constituidas 
deben ser aprobadas por la Entidad Nacional 
Competente. Tratándose de pólizas, las mismas 
no expirarán por falta de pago o por revocatoria 
unilateral y deberán ser aprobadas por la Entidad 
Nacional Competente al proyecto de inversión.

d)	 Naturaleza de los recursos para la ejecu-
ción del proyecto. Los contribuyentes rea-
lizarán los proyectos con recursos propios, 
cuyo tratamiento corresponderá a la natura-
leza jurídica del contribuyente.

e)	 Subcontratos. En caso que el contribuyen-
te deba subcontratar con terceros para la 
realización del proyecto, a dichos contratos 
les será aplicable el régimen de contrata-
ción correspondiente a la naturaleza jurídi-
ca del contribuyente y no vincularán a las 

entidades públicas que suscriban el conve-
nio principal.

f)	 Condiciones del convenio y de los sub-
contratos. El Convenio y los subcontratos 
que deba suscribir el contribuyente para la 
ejecución del mismo deberán ser realiza-
dos a precios de mercado. El reglamento 
establecerá las condiciones bajo las cuales 
se dará cumplimiento a la presente dispo-
sición, así como los casos que exijan la 
contratación de una gerencia de proyecto. 
En caso de que los subcontratos sean cele-
brados con vinculados económicos del sus-
criptor, el respectivo convenio señalará las 
condiciones bajo las cuales se garantizará 
la transparencia en la ejecución y la defini-
ción de los costos del proyecto.

g)	 Ejecución directa por parte del contri-
buyente. En caso de que el mismo contri-
buyente desarrolle el proyecto, los bienes y 
servicios que incorpore serán valorados a 
precios de mercado, de acuerdo con lo pre-
visto en el literal anterior.

h)	 Tratamiento tributario y contable de los 
convenios celebrados. Los convenios ce-
lebrados de acuerdo con lo previsto en la 
presente disposición, tendrán el tratamien-
to tributario y contable que les corresponda 
según su naturaleza y las normas que resul-
ten aplicables. Sin perjuicio de lo anterior, 
los convenios no estarán sometidos a reten-
ción y/o autorretención en la fuente a título 
del impuesto sobre la renta.

Las obras por impuestos no tendrán derecho a los 
beneficios establecidos en los artículos 115-2, 491 y 
demás consagrados en el Estatuto Tributario.

i)	 Modificaciones y adiciones. Cualquier 
ajuste en el proyecto que implique la mo-
dificación del convenio de obras por im-
puestos, deberá ser aprobado por la Entidad 
Nacional Competente previo visto bueno 
de la ART y el DNP. El convenio preverá, 
además, los efectos de los eventos eximen-
tes de responsabilidad, así como la matriz 
de riesgos del convenio.

El convenio desarrollará los efectos de los 
eximentes de responsabilidad de fuerza mayor y 
caso fortuito. El Gobierno nacional establecerá el 
procedimiento para su declaratoria.

j)	 Cesiones. Los convenios de obras por im-
puestos podrán ser cedidos previa la apro-
bación de la Entidad Nacional Competente.

k)	 Incumplimiento. En el convenio se pacta-
rán las multas y sanciones aplicables por el 
incumplimiento del contratista. Para su im-
posición, la Entidad Nacional Competente 
al proyecto de inversión, deberá aplicar el 
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procedimiento establecido en el artículo 86 
de la Ley 1474 de 2011 o la que la modifi-
que o sustituya.

l)	 Régimen jurídico aplicable y solución 
de controversias contractuales. Los con-
venios celebrados de conformidad con la 
presente disposición se regirán por las nor-
mas de derecho privado. En los convenios 
podrán incluirse cláusulas compromisorias 
que se regirán por lo establecido en la Ley 
1563 de 2012 o la que la modifique o sus-
tituya.

m)	 Publicidad. En un sitio notoriamente visi-
ble para el público ubicado en las inmedia-
ciones del proyecto respectivo, el contribu-
yente deberá colocar una valla publicitaria 
en la cual informe al público el proyecto 
que le ha sido asignado, el nombre del eje-
cutor y de sus beneficiarios efectivos, el 
tiempo de ejecución y la página web donde 
se encuentren los detalles del proyecto. La 
valla deberá mantenerse aún en caso de in-
cumplimiento, durante el tiempo de ejecu-
ción del proyecto según el caso y el tiempo 
adicional que se indique en el convenio.

n)	 Títulos para la Renovación del Territo-
rio (TRT). Autorícese al Ministerio de Ha-
cienda y Crédito Público para la emisión de 
los TRT, los cuales serán usados como con-
traprestación de las obligaciones derivadas 
de los convenios de obras por impuestos. 
Dichos títulos tendrán la calidad de nego-
ciables. El Gobierno nacional reglamentará 
las condiciones de los TRT y los requisitos 
para su emisión.

Los TRT una vez utilizados, computarán dentro 
de las metas de recaudo de la Dirección de Impuesto 
y Aduanas Nacionales (DIAN). Estos títulos, podrán 
ser utilizados por su tenedor para pagar hasta el 50% 
del impuesto sobre la renta y complementarios.

Parágrafo 1°. Las personas jurídicas que tengan 
deudas por concepto del impuesto sobre la renta, podrán 
asumir el pago de las mismas a través de los TRT.

Parágrafo 2°. El mecanismo previsto en el 
presente artículo podrá ser usado de manera conjunta 
por varios contribuyentes para la realización de un 
mismo proyecto.

Parágrafo 3°. El Consejo Superior de Política 
Económica y Fiscal (Confis) aprobará el cupo 
máximo de aprobación de proyectos, a cargo de los 
cuales se podrán celebrar los convenios establecidos 
en la presente regulación.

Parágrafo 4°. Los contribuyentes no podrán 
realizar proyectos a los que se refiere la presente 
disposición, que correspondan a los que deban 
ejecutar en virtud de mandato legal, acto 
administrativo o decisión judicial. Adicional a lo 
anterior, las empresas dedicadas a la exploración 

y explotación de minerales e hidrocarburos, y las 
calificadas como grandes contribuyentes dedicadas 
a la actividad portuaria, no podrán desarrollar 
proyectos de obras por impuestos que se encuentren 
vinculados al desarrollo de su objeto social.

Parágrafo 5°. La presente disposición será 
reglamentada, en su integridad, en un término de 6 
meses contados a partir de la vigencia de la presente ley.

CAPÍTULO V
Impuesto sobre la renta para personas jurídicas

Artículo 63. Modifíquese el artículo 25 del 
Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 25. Ingresos que no se consideran de 
fuente nacional. No generan renta de fuente dentro 
del país:

a)	 Los siguientes créditos obtenidos en el ex-
terior, los cuales tampoco se entienden po-
seídos en Colombia:

1.	 Los créditos a corto plazo originados en la 
importación de mercancías y servicios y en 
sobregiros o descubiertos bancarios. Para 
estos efectos se entiende por corto plazo, 
un plazo máximo de 6 meses.

2.	 Los créditos que obtengan en el exterior 
Bancóldex, Finagro y Findeter.

3.	 Los créditos para operaciones de comercio 
exterior e importación de servicios, realiza-
dos por intermedio de Bancóldex, Finagro 
y Findeter.

Los intereses sobre los créditos a que hace 
referencia el presente literal, no están gravados con 
impuesto de renta. Quienes efectúen pagos o abonos 
en cuenta por concepto de tales intereses, no están 
obligados a efectuar retención en la fuente.

b)	 Los ingresos derivados de los servicios 
técnicos de reparación y mantenimiento 
de equipos, prestados en el exterior, no se 
consideran de fuente nacional; en conse-
cuencia, quienes efectúen pagos o abonos 
en cuenta por este concepto no están obli-
gados a hacer retención en la fuente.

c)	 Los ingresos obtenidos de la enajenación 
de mercancías extranjeras de propiedad de 
sociedades extranjeras o personas sin resi-
dencia en el país, que se hayan introducido 
desde el exterior a Centros de Distribución 
de Logística Internacional, ubicados en 
puertos marítimos y los fluviales ubica-
dos únicamente en los departamentos de 
Guainía, Vaupés, Putumayo y Amazonas 
habilitados por la Dirección de Impuesto 
y Aduanas Nacionales. Si las sociedades 
extranjeras o personas sin residencia en 
el país, propietarias de dichas mercancías, 
tienen algún tipo de vinculación econó-
mica en el país, es requisito esencial para 
que proceda el tratamiento previsto en este 
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artículo, que sus vinculados económicos o 
partes relacionadas en el país no obtengan 
beneficio alguno asociado a la enajenación 
de las mercancías. El Gobierno nacional re-
glamentará la materia.

d)	 Para las empresas residentes fiscales co-
lombianas, se consideran ingresos de fuen-
te extranjera aquellos provenientes del 
transporte aéreo o marítimo internacional.

e)	 Los dividendos distribuidos por sociedades 
pertenecientes al régimen CHC a personas 
no residentes, siempre que dichos dividen-
dos provengan de rentas atribuibles a ac-
tividades realizadas por entidades no resi-
dentes.

f)	 La prima en colocación de acciones dis-
tribuida por sociedades pertenecientes al 
régimen CHC a personas no residentes, 
siempre que dicha prima provenga de ren-
tas atribuibles a actividades realizadas por 
entidades no residentes.

g)	 Las rentas derivadas de la venta o transmi-
sión de las acciones de una CHC por parte 
de una persona no residente, respecto de la 
proporción de la venta correspondiente al 
valor creado por entidades no residentes.

Artículo 64. Adiciónese un parágrafo al artículo 
49 del Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Parágrafo 4°. Los dividendos o participaciones 
percibidos por sociedades nacionales pertenecientes 
al régimen de Compañías Holding Colombianas 
(CHC) tendrán el tratamiento establecido en el 
Título II del Título Séptimo del Estatuto Tributario.

Artículo 65. Modifíquese el artículo 115 del 
Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 115. Deducción de impuestos 
pagados. Es deducible el cien por ciento (100%) 
de los impuestos, tasas y contribuciones, que 
efectivamente se hayan pagado durante el año o 
período gravable por parte del contribuyente, que 
tengan relación de causalidad con su actividad 
económica, con excepción del impuesto sobre la 
renta y complementarios.

La deducción de que trata el presente artículo en 
ningún caso podrá tratarse simultáneamente como 
costo y gasto de la respectiva empresa.

El contribuyente podrá tomar como descuento 
tributario del impuesto sobre la renta:

a)	 El cincuenta por ciento (50%) del impuesto 
de industria y comercio, avisos y tableros;

b)	 El cincuenta por ciento (50%) del grava-
men a los movimientos financieros.

Para la procedencia de los descuentos del 
inciso anterior, se requiere que los impuestos sean 
efectivamente pagados durante el año gravable y 
que tengan relación de causalidad con su actividad 
económica. Estos impuestos no podrán tomarse 
como costo o gasto.

Parágrafo 1°. Todo lo anterior sin perjuicio de 
la limitación establecida en el parágrafo del artículo 
107-1 del Estatuto Tributario.

Parágrafo 2°. Los porcentajes de los literales a) 
y b) se incrementarán al cien por ciento (100%) a 
partir del año gravable 2022.

Artículo 66. Modifíquese el artículo 115-2 del 
Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 115-2. Impuesto sobre las ventas 
en la importación, formación, construcción o 
adquisición de activos fijos. El impuesto sobre las 
ventas que se cause en la adquisición, formación, 
construcción o importación de activos fijos, 
incluidos los servicios necesarios para los referidos 
propósitos, podrá descontarse por el contribuyente 
responsable de IVA de su impuesto sobre la renta 
del año de adquisición, formación, construcción 
o importación, o de uno cualquiera de los años 
posteriores, hasta agotarse. En el caso de los activos 
fijos formados o construidos, el impuesto sobre las 
ventas podrá descontarse en el año gravable en que 
dicho activo se active y comience a depreciarse o 
amortizarse.

Este descuento procederá también cuando los 
activos fijos se hayan adquirido, construido o 
importado a través de contratos de arrendamiento 
financiero o leasing.

Artículo 67. Modifíquese el artículo 188 del 
Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 188. Base y porcentaje de la renta 
presuntiva. Para efectos del impuesto sobre la renta, 
se presume que la renta líquida del contribuyente 
no es inferior al tres y medio por ciento (3.5%) de 
su patrimonio líquido, en el último día del ejercicio 
gravable inmediatamente anterior.

El porcentaje de renta presuntiva al que se refiere 
este artículo se reducirá al tres por ciento (3%) en el 
año gravable 2019; al uno y medio por ciento (1,5%) 
en el año gravable 2020; y al cero por ciento (0%) en 
el año gravable 2021.

Los contribuyentes inscritos bajo el impuesto 
unificado bajo el Régimen Simple de Tributación 
(Simple) no estarán sujetos a renta presuntiva.

Artículo 68. Modifíquese el artículo 235-2 al 
Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 235-2. Rentas exentas a partir del año 
gravable 2019. A partir del 1° de enero de 2019, 
sin perjuicio de las rentas exentas de las personas 
naturales del artículo 206 del Estatuto Tributario y 
de las reconocidas en los convenios internacionales 
ratificados por Colombia, las únicas excepciones 
legales de que trata el artículo 26 del Estatuto 
Tributario son las siguientes:

1.	 Incentivo tributario para empresas de eco-
nomía naranja. Las rentas provenientes del 
desarrollo de industrias de valor agregado 
tecnológico y actividades creativas, por un 
término de cinco (5) años, siempre que se 
cumplan los siguientes requisitos:
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a)	 Las sociedades deben tener su domicilio 
principal dentro del territorio colombia-
no, y su objeto social exclusivo debe ser el 
desarrollo de industrias de valor agregado 
tecnológico y/o actividades creativas.

b)	 Las sociedades deben ser constituidas e ini-
ciar su actividad económica antes del 31 de 
diciembre de 2021.

c)	 Las actividades que califican para este in-
centivo son las siguientes:

d)	 Las sociedades deben cumplir con los mon-
tos mínimos de empleo que defina el Go-
bierno nacional, que en ningún caso pue-
de ser inferior a diez (10) empleados. Los 
empleos que se tienen en cuenta para la 
exención en renta son aquellos relaciona-
dos directamente con las industrias de valor 
agregado tecnológico y actividades creati-
vas. Los administradores de la sociedad no 
califican como empleados para efectos de 
la presente exención en renta.

e)	 Las sociedades deben presentar su proyecto 
de inversión ante el Comité de Economía 
Naranja del Ministerio de Cultura, justifi-
cando su viabilidad financiera, convenien-
cia económica y calificación como acti-
vidad de economía naranja. El Ministerio 
debe emitir un acto de conformidad con el 
proyecto y confirmar el desarrollo de in-
dustrias de valor agregado tecnológico y 
actividades creativas.
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f)	 Las sociedades deben cumplir con los 
montos mínimos de inversión en los térmi-
nos que defina el Gobierno nacional, que 
en ningún caso puede ser inferior a veinte 
y cinco mil (25.000) UVT y en un plazo 
máximo de tres (3) años gravables. En caso 
de que no se logre el monto de inversión se 
pierde el beneficio a partir del tercer año, 
inclusive.

2.	 Incentivo tributario para el desarrollo del 
campo colombiano. Las rentas provenien-
tes de inversiones que incrementen la pro-
ductividad en el sector agropecuario, por 
un término de diez (10) años, siempre que 
cumplan los siguientes requisitos:

a)	 Las sociedades deben tener su domicilio 
principal y sede de administración y ope-
ración en el municipio o municipios en los 
que realicen las inversiones que incremen-
ten la productividad del sector agropecua-
rio.

b)	 Las sociedades deben tener por objeto so-
cial exclusivo alguna de las actividades que 
incrementan la productividad del sector 
agropecuario. Las actividades compren-
didas son aquellas señaladas en la Clasifi-
cación Industrial Internacional Uniforme 
- CIIU, Sección A, división 01, adoptada 
en Colombia mediante Resolución de la 
Dirección de Impuestos y Aduanas Nacio-
nales.

c)	 Las sociedades deben ser constituidas e ini-
ciar su actividad económica antes del 31 de 
diciembre de 2021.

d)	 Las sociedades deben cumplir con los 
montos mínimos de empleo que defina el 
Gobierno nacional, que en ningún caso 
puede ser inferior a diez (10) empleados. 
Los empleos que se tienen en cuenta para 
la exención en renta son aquellos que tie-
nen una relación directa con los proyectos 
agropecuarios, según la reglamentación 
que profiera el Gobierno nacional. Los ad-
ministradores de la sociedad no califican 
como empleados para efectos de la presen-
te exención en renta.

e)	 Las sociedades deben presentar su proyec-
to de inversión ante el Ministerio de Agri-
cultura y Desarrollo Rural, justificando su 
viabilidad financiera y conveniencia econó-
mica, y el Ministerio debe emitir un acto de 
conformidad y confirmar que las inversio-
nes incrementan la productividad del sector 
agropecuario.

f)	 Las sociedades deben cumplir con los mon-
tos mínimos de inversión en los términos 
que defina el Gobierno nacional, que en 

ningún caso puede ser inferior a cincuenta 
mil (50.000) UVT y en un plazo máximo de 
seis (6) años gravables. En caso de que no 
se logre el monto de inversión se pierde el 
beneficio a partir del sexto año, inclusive.

3.	 Venta de energía eléctrica generada con 
base en energía eólica, biomasa o residuos 
agrícolas, solar, geotérmica o de los mares, 
según las definiciones de la Ley 1715 de 
2014 y el Decreto 2755 de 2003, realizada 
únicamente por parte de empresas genera-
doras, por un término de quince (15) años, 
a partir del año 2017, siempre que se cum-
plan los siguientes requisitos:

a)	 Tramitar, obtener y vender certificados de 
emisión de bióxido de carbono de acuerdo 
con los términos del protocolo de Kyoto.

b)	 Que al menos el 50% de los recursos ob-
tenidos por la venta de dichos certificados 
sean invertidos en obras de beneficio social 
en la región donde opera el generador. La 
inversión que da derecho al beneficio será 
realizada de acuerdo con la proporción de 
afectación de cada municipio por la cons-
trucción y operación de la central genera-
dora.

4.	 La utilidad en la primera enajenación de 
viviendas de interés social y/o de interés 
prioritario. Para gozar de esta exención se 
requiere que:

i)	 	La licencia de construcción establezca que 
el proyecto a ser desarrollado sea de vivien-
da de interés social y/o de interés priorita-
rio.

ii)	Los predios sean aportados a un patrimonio 
autónomo con objeto exclusivo de desarro-
llo del proyecto de vivienda de interés so-
cial y/o de interés prioritario;

iii)	 La totalidad del desarrollo del proyecto 
de vivienda de interés social y/o de interés 
prioritario se efectúe a través del patrimo-
nio autónomo, y

iv)	 El plazo de la fiducia mercantil a través del 
cual se desarrolla el proyecto, no exceda de 
diez (10) años. El Gobierno nacional regla-
mentará la materia.

Los mismos requisitos establecidos en este literal 
serán aplicables cuando se pretenda acceder a la 
exención prevista por la enajenación de predios para 
proyectos de renovación urbana.

Parágrafo 1°. Las exenciones consagradas en 
los numerales 1 y 2 del presente artículo aplican 
exclusivamente a los contribuyentes que tengan 
ingresos brutos anuales inferiores a ochenta mil 
(80.000) UVT y se encuentren inscritos en el 
Registro Único Tributario como contribuyentes 
del régimen general del impuesto sobre la renta. 
Los anteriores requisitos deben cumplirse en todos 
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los periodos gravables en los cuales se aplique el 
beneficio de renta exenta.

Parágrafo 2°. Las entidades que tengan derecho 
a las exenciones a las que se refieren los numerales 1 
y 2 del presente artículo estarán obligadas a realizar 
los aportes parafiscales y las cotizaciones de que 
tratan los artículos 202 y 204 de la Ley 100 de 1993 
y las pertinentes de la Ley 1122 de 2007, el artículo 
7° de la Ley 21 de 1982, los artículos 2° y 3° de 
la Ley 27 de 1974 y el artículo 1° de la Ley 89 de 
1988, y de acuerdo con los requisitos y condiciones 
establecidos en las normas aplicables.

Parágrafo 3°. Las rentas exentas por la venta de 
energía eléctrica generada con base en los recursos 
eólicos, biomasa o residuos agrícolas, solar, 
geotérmica o de los mares, de que trata el presente 
artículo, no podrán aplicarse concurrentemente con 
los beneficios establecidos en la Ley 1715 de 2014.

Artículo 69. Modifíquese el inciso primero y el 
parágrafo 5° del artículo 240 del Estatuto Tributario, 
los cuales quedarán así:

Artículo 240. Tarifa general para para 
personas jurídicas. La tarifa general del impuesto 
sobre la renta aplicable a las sociedades nacionales 
y sus asimiladas, los establecimientos permanentes 
de entidades del exterior y las personas jurídicas 
extranjeras con o sin residencia en el país, obligadas 
a presentar la declaración anual del impuesto sobre 
la renta y complementarios, será del treinta y tres 
por ciento (33%) para el año gravable 2019, treinta 
y dos por ciento (32%) para el año gravable 2020, 
treinta y uno por ciento (31%) para el año gravable 
2021 y del treinta por ciento (30%) a partir del año 
gravable 2022.

Parágrafo 5°. A partir del 1° de enero de 2019, 
las rentas provenientes de servicios prestados en 
nuevos hoteles que se construyan dentro de los diez 
(10) años siguientes a partir de la entrada en vigencia 
de esta ley, estarán gravadas a la tarifa del 9% por 
un término de veinte (20) años. La tarifa del 9% 
también será aplicable sobre las rentas provenientes 
de servicios hoteleros prestados en hoteles que se 
remodelen y/o amplíen dentro de los diez (10) años 
siguientes a la entrada en vigencia de la presente 
ley, por un término de veinte (20) años, siempre y 
cuando el valor de la remodelación y/o ampliación 
no sea inferior al cincuenta por ciento (50%) del 
valor de adquisición del inmueble remodelado y/o 
ampliado, conforme a las reglas del artículo 90 
de este Estatuto. Para efectos de la remodelación 
y/o ampliación, se requiere aprobación previa del 
proyecto por parte de la Curaduría Urbana o en su 
defecto de la Alcaldía Municipal del domicilio del 
inmueble remodelado y/o ampliado.

Lo previsto en este parágrafo no será aplicable a 
moteles y residencias.

Artículo 70. Modifíquese el artículo 254 del 
Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 254. Descuento por impuestos pagados 
en el exterior. Las personas naturales residentes en 
el país y las sociedades y entidades nacionales, que 

sean contribuyentes del impuesto sobre la renta y 
complementarios y que perciban rentas de fuente 
extranjera sujetas al impuesto sobre la renta en el país 
de origen, tienen derecho a descontar del monto del 
impuesto colombiano de renta y complementarios, 
el impuesto pagado en el extranjero, cualquiera 
sea su denominación, liquidado sobre esas mismas 
rentas, siempre que el descuento no exceda del 
monto del impuesto que deba pagar el contribuyente 
en Colombia por esas mismas rentas. Para efectos de 
esta limitación general, las rentas del exterior deben 
depurarse imputando ingresos, costos y gastos.

Cuando se trate de dividendos o participaciones 
provenientes de sociedades domiciliadas en el 
exterior, habrá lugar a un descuento tributario en el 
impuesto sobre la renta y complementarios por los 
impuestos sobre la renta pagados en el exterior, de 
la siguiente forma:

a)	 El valor del descuento equivale al resultado 
de multiplicar el monto de los dividendos 
o participaciones por la tarifa efectiva del 
impuesto sobre la renta a la que hayan esta-
do sometidas las utilidades comerciales que 
los generaron.

b)	 Cuando la sociedad que reparte los divi-
dendos o participaciones gravados en Co-
lombia haya recibido a su vez dividendos o 
participaciones de otras sociedades, ubica-
das en la misma o en otras jurisdicciones, 
el valor del descuento equivale al resultado 
de multiplicar el monto de los dividendos 
o participaciones percibidos por el contri-
buyente nacional, por la tarifa efectiva a la 
que hayan estado sometidas las utilidades 
comerciales que los generaron.

c)	 Para tener derecho al descuento a que se 
refiere el literal a) del presente artículo, 
el contribuyente nacional debe poseer una 
participación directa en el capital de la so-
ciedad de la cual recibe los dividendos o 
participaciones (excluyendo las acciones 
o participaciones sin derecho a voto). Para 
el caso del literal b), el contribuyente na-
cional deberá poseer indirectamente una 
participación en el capital de la subsidia-
ria o subsidiarias (excluyendo las acciones 
o participaciones sin derecho a voto). Las 
participaciones directas e indirectas señala-
das en el presente literal deben correspon-
der a inversiones que constituyan activos 
fijos para el contribuyente en Colombia, 
con lo que el descuento tributario indirecto 
no sería aplicable a las inversiones de por-
tafolio o destinadas a especular en merca-
dos de valores.

d)	 Cuando los dividendos o participaciones 
percibidas por el contribuyente nacional 
hayan estado gravados en el país de origen 
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el descuento se incrementará en el monto 
de tal gravamen.

e)	 En ningún caso el descuento a que se re-
fieren los literales anteriores, podrá exceder 
el monto del impuesto de renta y comple-
mentarios, generado en Colombia por tales 
dividendos, menos los costos y gastos im-
putables.

f)	 Para tener derecho al descuento a que se 
refieren los literales a), b) y d), el contri-
buyente deberá probar el pago en cada ju-
risdicción aportando certificado fiscal del 
pago del impuesto expedido por la auto-
ridad tributaria respectiva o en su defecto 
con una prueba idónea. Adicionalmente, se 
deberá contar con un certificado del revisor 
fiscal de la sociedad que distribuye los divi-
dendos, en que se pueda constatar el valor 
de la utilidad comercial, el valor de la uti-
lidad fiscal, la tarifa de impuesto y el im-
puesto efectivamente pagado por dicha so-
ciedad. La tarifa efectiva será el porcentaje 
que resulte de dividir el valor del impuesto 
en las utilidades comerciales de la sociedad 
extranjera operativa.

Parágrafo 1°. El impuesto sobre la renta pagado 
en el exterior podrá ser tratado como descuento en 
el año gravable en el cual se haya realizado el pago, 
o en cualquiera de los períodos gravables siguientes 
sin perjuicio de lo previsto en el artículo 259 de 
este Estatuto. En todo caso, el exceso de impuesto 
descontable que se trate como descuento en otros 
períodos gravables, tiene como límite el impuesto 
sobre la renta y complementarios generado en 
Colombia sobre las rentas de fuente extranjera de 
igual naturaleza a las que dieron origen a dicho 
descuento.

Parágrafo 2°. Cuando de acuerdo con la 
aplicación del régimen ECE el residente colombiano 
realice una atribución de algunas rentas pasivas y no 
de la totalidad de las rentas de la ECE, el descuento 
tributario corresponde al impuesto efectivamente 
pagado por la ECE sobre las mismas rentas, el 
cual deberá certificarse por la ECE y no podrá ser 
superior al porcentaje del ingreso atribuido sobre el 
valor total de los ingresos de la ECE.

Artículo 71. Adiciónese el artículo 259-2 al 
Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 259-2. Eliminación de descuentos 
tributarios en el impuesto sobre la renta. Elimínanse 
a partir del año gravable 2019 todos los descuentos 
tributarios aplicables al impuesto sobre la renta, que 
sean distintos de los contenidos en los artículos 115, 
115-2, 254, 255, 256 y 257 del Estatuto Tributario y 
los previstos en esta ley para las Zomac.

Artículo 72. Modifíquese el artículo 408 del 
Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 408. Tarifas para rentas de capital y de 
trabajo. En los casos de pagos o abonos en cuenta 

por concepto de intereses, comisiones, honorarios, 
regalías, arrendamientos, compensaciones por 
servicios personales, o explotación de toda especie 
de propiedad industrial o del know-how, prestación 
de servicios, beneficios o regalías provenientes de la 
propiedad literaria, artística y científica, explotación de 
películas cinematográficas y explotación de software, 
la tarifa de retención será del veinte por ciento (20%) 
del valor nominal del pago o abono en cuenta.

Los pagos o abonos en cuenta por concepto de 
consultorías, servicios técnicos y de asistencia 
técnica, prestados por personas no residentes o no 
domiciliadas en Colombia, están sujetos a retención 
en la fuente a la tarifa única del veinte por ciento 
(20%), a título de impuestos de renta, bien sea que 
se presten en el país o desde el exterior.

Los pagos o abonos en cuenta por concepto de 
rendimientos financieros, realizados a personas no 
residentes o no domiciliadas en el país, originados 
en créditos obtenidos en el exterior por término igual 
o superior a un (1) año o por concepto de intereses 
o costos financieros del canon de arrendamiento 
originados en contratos de leasing que se celebre 
directamente o a través de compañías de leasing con 
empresas extranjeras sin domicilio en Colombia, están 
sujetos a retención en la fuente a la tarifa del quince 
por ciento (15%) sobre el valor del pago o abono en 
cuenta que corresponda a interés o costo financiero. El 
tratamiento de los intereses será aplicable a los pagos 
o abonos en cuenta por operaciones de derivados 
asociadas a contratos de crédito.

Los pagos o abonos en cuenta, originados en 
contratos de leasing sobre naves, helicópteros y/o 
aerodinos, así como sus partes que se celebren 
directamente o a través de compañías de leasing, con 
empresas extranjeras sin domicilio en Colombia, 
estarán sujetos a una tarifa de retención en la fuente 
del uno por ciento (1%).

Los pagos o abonos en cuenta por concepto de 
rendimientos financieros o intereses, realizados 
a personas no residentes o no domiciliadas en el 
país, originados en créditos o valores de contenido 
crediticio, por término igual o superior a ocho (8) 
años, destinados a la financiación de proyectos de 
infraestructura bajo el esquema de Asociaciones 
Público- Privadas en el marco de la Ley 1508 de 
2012, estarán sujetos a una tarifa de retención en la 
fuente del cinco por ciento (5%) del valor del pago 
o abono en cuenta.

Los pagos o abonos en cuenta por concepto de 
prima cedida por reaseguros realizados a personas 
no residentes o no domiciliadas en el país, estarán 
sujetos a una retención en la fuente a título del 
impuesto sobre la renta y complementarios del uno 
por ciento (1%).

Los pagos o abono en cuenta por concepto de 
administración o dirección de que trata el artículo 
124 del estatuto tributario, realizados a personas 
no residentes o no domiciliadas en el país, estarán 
sujetos a una retención en la fuente del treinta y tres 
por ciento (33%).
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Parágrafo. Los pagos o abonos en cuenta por 
cualquier concepto que constituyan ingreso gravado 
para su beneficiario y este sea residente o se encuentre 
constituido, localizado o en funcionamiento en 
jurisdicciones no cooperantes o de baja o nula 
imposición, que hayan sido calificados como tales 
por el Gobierno colombiano, o a entidades sometidas 
a un régimen tributario preferencial, se someterán 
a retención en la fuente por concepto de impuesto 
sobre la renta y ganancia ocasional a la tarifa general 
del impuesto sobre la renta y complementarios para 
personas jurídicas.

Parágrafo transitorio 1°. No se consideran 
renta de fuente nacional, ni forman parte de la base 
para la determinación de impuesto sobre las ventas, 
los pagos o abonos en cuenta por concepto de 
servicios técnicos y de asistencia técnica prestados 
por personas no residentes o no domiciliadas en 
Colombia, desde el exterior, necesarios para la 
ejecución de proyectos públicos y privados de 
infraestructura física, que hagan parte del Plan 
Nacional de Desarrollo, y cuya iniciación de obra 
sea anterior al 31 de diciembre de 1997, según 
certificación que respecto del cumplimiento de estos 
requisitos expida el Departamento Nacional de 
Planeación.

Parágrafo transitorio 2°. Los intereses o cánones 
de arrendamiento financiero o leasing originados en 
créditos obtenidos en el exterior y en contratos de 
leasing celebrados antes del 31 de diciembre de 2010, 
a los que haya sido aplicable el numeral 5 del literal a) 
o el literal c) del artículo 25 del Estatuto Tributario, no 
se consideran rentas de fuente nacional y los pagos o 
abonos en cuenta por estos conceptos no están sujetos 
a retención en la fuente.

CAPÍTULO VI
Gravamen a los movimientos financieros

Artículo 73. Modifíquese el artículo 876 del 
Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 876. Agentes de retención del GMF. 
Con excepción del Banco de la República, actuarán 
como agentes retenedores y serán responsables 
por el recaudo y el pago del GMF, las entidades 
vigiladas por la Superintendencia Financiera de 
Colombia o de Economía Solidaria en las cuales se 
encuentre la respectiva cuenta corriente, de ahorros, 
de depósito, derechos sobre carteras colectivas o 
donde se realicen los movimientos contables que 
impliquen el traslado o la disposición de recursos de 
que trata el artículo 871.

TÍTULO VI
OTRAS NORMAS PARA AUMENTAR EL 
RECAUDO A TRAVÉS DE MEDIDAS DE 
SEGURIDAD JURÍDICA, SIMPLIFICACIÓN Y 

FACILICITACIÓN
CAPÍTULO I

Procedimiento tributario
Artículo 74. Modifíquese el inciso 5° del artículo 

580-1 del Estatuto Tributario, el cual quedará así:

La declaración de retención en la fuente que se 
haya presentado sin pago total antes del vencimiento 
del plazo para declarar, producirá efectos legales, 
siempre y cuando el pago total de la retención se 
efectúe o se haya efectuado a más tardar dentro de 
los dos (2) meses siguientes contados a partir de 
la fecha del vencimiento del plazo para declarar. 
Lo anterior sin perjuicio de la liquidación de los 
intereses moratorios a que haya lugar. En todo caso, 
mientras el contribuyente no presente nuevamente 
la declaración de retención en la fuente con el pago 
respectivo, la declaración inicialmente presentada 
se entiende como documento que reconoce una 
obligación clara, expresa y exigible que podrá ser 
utilizado por la Administración Tributaria en los 
procesos de cobro coactivo, aun cuando en el sistema 
la declaración tenga una marca de ineficaz para el 
agente retenedor bajo los presupuestos establecidos 
en este artículo.

Artículo 75. Adiciónese un parágrafo al artículo 
562 del Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Parágrafo. El Director de la Seccional de 
Grandes Contribuyentes será de libre nombramiento 
y remoción del Director General, se exceptúa de lo 
dispuesto en el parágrafo del artículo 6° del Decreto 
4050 del 2008 y tendrá la remuneración de un 
director de gestión de la Dirección de Impuesto y 
Aduanas Nacionales (DIAN).

Artículo 76. Adiciónese un inciso al artículo 563 
del Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Cuando el contribuyente, responsable, agente 
retenedor o declarante informe a la Dirección de 
Impuesto y Aduanas Nacionales (DIAN) a través 
del Registro Único Tributario RUT una dirección de 
correo electrónico, todos los actos administrativos 
le serán notificados a la misma. La notificación por 
medios electrónicos, será el mecanismo preferente 
de notificación de los actos de la Dirección de 
Impuesto y Aduanas Nacionales (DIAN), a partir 
del 1° de Julio de 2019.

Artículo 77. Adiciónese el parágrafo 4° al artículo 
565 del Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Parágrafo 4°. A partir del 1° de Julio de 2019, 
todos los actos administrativos de que trata el 
presente artículo se podrán notificar de manera 
electrónica, siempre y cuando el contribuyente, 
responsable, agente retenedor o declarante haya 
informado un correo electrónico en el Registro 
Único Tributario (RUT), con lo que se entiende 
haber manifestado de forma expresa su voluntad 
de ser notificado electrónicamente. Para estos 
efectos, la Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales deberá implementar los mecanismos 
correspondientes en el Registro Único Tributario 
(RUT) y habilitará una casilla adicional para que el 
contribuyente pueda incluir la dirección de correo 
electrónico de su apoderado o sus apoderados, caso 
en el cual se enviaría una copia del acto a dicha 
dirección de correo electrónico.

Artículo 78. Modifíquese el artículo 566-1 del 
Estatuto Tributario, el cual quedará así:
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Artículo 566-1. Notificación electrónica. Es 
la forma de notificación que se surte de manera 
electrónica a través de la cual la Dirección 
de Impuestos y Aduanas Nacionales pone en 
conocimiento de los administrados los actos 
administrativos de que trata el artículo 565 del 
Estatuto Tributario.

Una vez el contribuyente, responsable, agente 
retenedor o declarante informe la dirección 
electrónica a la Dirección de Impuesto y Aduanas 
Nacionales (DIAN) en los términos previstos en 
los artículos 565, todos los actos administrativos 
proferidos con posterioridad a ese momento, 
independientemente de la etapa administrativa en la 
que se encuentre el proceso, serán notificados a esa 
dirección hasta que se informe de manera expresa el 
cambio de dirección.

La notificación electrónica se entenderá surtida 
para todos los efectos legales, en la fecha del recibo 
del acto administrativo en el correo electrónico 
autorizado; no obstante, los términos legales para 
el contribuyente, responsable, agente retenedor, 
declarante o su apoderado para responder o 
impugnar en sede administrativa, comenzarán 
a correr transcurridos cinco (5) días a partir de la 
notificación.

Cuando las personas indicadas anteriormente 
no puedan acceder al contenido del mensaje de 
datos por razones tecnológicas, deberán informarlo 
a la Dirección de Impuesto y Aduanas Nacionales 
(DIAN) dentro de los tres (3) días siguientes a 
su recibo, para que la Dirección de Impuesto y 
Aduanas Nacionales (DIAN) envíe nuevamente el 
acto administrativo a través de correo electrónico; 
en todo caso, la notificación del acto administrativo 
se entiende surtida en la fecha de recibo del primer 
correo electrónico, sin perjuicio de que los términos 
comenzarán a correr transcurridos cinco (5) días a 
partir de la notificación.

Cuando no sea posible la notificación del 
acto administrativo en forma electrónica, por 
imposibilidad técnica atribuible a la Administración 
Tributaria o por causas atribuibles al contribuyente, 
esta se surtirá de conformidad con lo establecido los 
artículos 565 y 568 del Estatuto Tributario.

Parágrafo. El procedimiento previsto en este 
artículo será aplicable a la notificación de los actos 
administrativos en materia de Aduanas y de Control 
de Cambios que deban notificarse por correo o 
personalmente, a partir del 1 de julio de 2019.

Artículo 79. Adiciónese un parágrafo y un 
parágrafo transitorio al artículo 590 del Estatuto 
Tributario, el cual quedará así:

Parágrafo. En esta oportunidad procesal, el 
contribuyente, responsable, agente retenedor o 
declarante podrá decidir pagar total o parcialmente 
las glosas planteadas en el pliego de cargos, 
requerimiento especial o liquidación de revisión, 
según el caso, liquidando el interés bancario corriente, 
certificado por la Superintendencia Financiera, para 
la modalidad de créditos de consumo y ordinario, 

más dos (2) puntos porcentuales, para evitar la 
aplicación de los intereses moratorios y obtener la 
reducción de la sanción por inexactitud conforme lo 
autorizan los artículos 709 y 713.

El interés bancario corriente de que trata este 
parágrafo será liquidado en proporción con los 
hechos aceptados. Lo anterior sin perjuicio de la 
posibilidad que tiene el contribuyente de seguir 
discutiendo los asuntos de fondo.

En relación con las actuaciones de que trata este 
artículo, en el caso de acuerdo de pago, a partir de 
la suscripción del mismo, se liquidarán los intereses 
corrientes, certificados por la Superintendencia 
Financiera, para la modalidad de créditos de consumo 
y ordinario, más dos (2) puntos porcentuales, en 
lugar de los intereses moratorios establecidos en el 
artículo 634.

Parágrafo transitorio. El parágrafo anterior 
aplicará para los procedimientos que hayan iniciado 
y se encuentren en trámite con posterioridad a la 
entrada en vigencia de la presente ley.

Artículo 80. Modifíquese el artículo 684-4 del 
Estatuto Tributario el cual quedará así:

Artículo 684-4. Sanciones aplicables a los 
proveedores autorizados y tecnológicos. El 
proveedor autorizado y/o el proveedor tecnológico 
será sancionado con la imposibilidad de contratar 
con nuevos clientes para prestar sus servicios, 
con el objetivo de cumplir alguna o varias de las 
funciones establecidas en el numeral 1 del artículo 
616-4 del Estatuto Tributario, cuando incurra en 
alguna de las infracciones previstas en el numeral 
segundo de ese mismo artículo, de forma reiterada. 
Dicha imposibilidad tendrá una duración de un (1) 
año contado desde el día en el que cobre firmeza el 
acto por medio del cual se impuso esa sanción al 
proveedor tecnológico y/o el proveedor autorizado. 
Si es reincidente, la imposibilidad tendrá una 
duración de dos (2) años.

En caso de que la reincidencia se presente 
por tercera vez, de acuerdo con el artículo 640 
del Estatuto Tributario, por incurrir en la misma 
infracción que generó la sanción u otra de las 
establecidas en el mismo numeral, el proveedor 
tecnológico y/o el proveedor autorizado será 
sancionado con la cancelación de la habilitación 
y sólo podrá ejercer como proveedor tecnológico 
y/o proveedor autorizado, trascurrido un (1) año de 
haber sido cancelada su habilitación, para lo cual 
deberá surtir nuevamente el procedimiento previsto 
para ello.

Las sanciones previstas en este artículo se 
impondrán aplicando el procedimiento establecido 
en la oportunidad establecida en el artículo 638 del 
Estatuto Tributario. El investigado dispondrá de un 
mes contado a partir de la notificación del pliego de 
cargos para dar respuesta, presentar los descargos y 
solicitar las pruebas que considere pertinente.

En caso de que el proveedor tecnológico y/o el 
proveedor autorizado no acate de forma inmediata 
y voluntaria la sanción propuesta en los párrafos 
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anteriores, la Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales podrá imponer una sanción de cierre 
de establecimiento por un término de hasta treinta 
(30) días calendario y/o una sanción pecuniaria 
equivalente hasta del uno por ciento (1%) del valor 
de las facturas respecto a las cuales se verificó el 
incumplimiento.

Para efectos de este artículo, se entiende que 
existe un daño o perjuicio a la Administración 
Tributaria por el hecho del incumplimiento del 
proveedor tecnológico y/o del proveedor autorizado, 
considerando la sensibilidad del tema frente a la 
guerra del contrabando, el lavado de activos y la 
evasión.

Parágrafo. La sanción de imposibilidad de 
contratar con nuevos clientes, establecida en el inciso 
primero de este artículo, no conlleva la prohibición 
de seguir prestando el servicio a los clientes con los 
cuales haya suscrito un contrato, si la suscripción del 
mismo es anterior al acto que impone la respectiva 
sanción.

Artículo 81. Adiciónese el parágrafo transitorio 
al artículo 684-5 del Estatuto Tributario, el cual 
quedará así:

Parágrafo transitorio. Desde el primero de enero 
de 2019 y hasta el 31 de diciembre de 2019, quienes 
estando obligados a emitir factura electrónica como 
documento equivalente en los términos del artículo 
684-2 del Estatuto Tributario, o factura electrónica 
como factura de venta en los términos del artículo 
616-1 del Estatuto Tributario, incumplan con dicha 
obligación no serán sujetos a las sanciones previstas 
en el Estatuto Tributario, siempre y cuando cumplan 
con las siguientes condiciones:

1.	 Expedir factura por los métodos tradiciona-
les diferentes al electrónico; y

2.	 Demostrar que la razón por la cual no emi-
tieron facturación electrónica obedece a:

i)	 impedimento tecnológico; o
ii)	por razones de inconveniencia comercial 

justificada.
De igual manera, las facturas emitidas de 

conformidad con este parágrafo, no se someterán 
al desconocimiento de costos o gastos, siempre y 
cuando cumplan con los requisitos del artículo 771-
2 del Estatuto Tributario.

TÍTULO VII
DISPOSICIONES FINALES

Artículo 82. Comisión de Estudio del Sistema 
Tributario Territorial. Créase una Comisión de 
Expertos ad honórem para estudiar el régimen 
aplicable a los impuestos, tasas y contribuciones de 
carácter departamental, distrital y municipal, con el 
objeto de proponer una reforma orientada a hacer el 
sistema tributario territorial más eficiente, reactivar 
la economía de las regiones, y combatir la evasión 
y la elusión fiscal. La Comisión de Expertos podrá 
convocar a expertos de distintas áreas, en calidad de 
invitados.

La Comisión de Expertos se conformará a más 
tardar, dentro de los cuatro (4) meses siguientes a la 
entrada en vigencia de la presente ley, la cual será 
presidida por el Director General de la Dirección 
de Impuestos y Aduanas Nacionales o su delegado 
y deberá entregar sus propuestas al Ministro de 
Hacienda y Crédito Público máximo en doce 
(12) meses contados a partir de su conformación, 
quien a su vez presentará informes trimestrales a 
las Comisiones Económicas del Congreso de la 
República.

El Gobierno nacional determinará la composición 
y funcionamiento de dicha Comisión, la cual se 
dictará su propio reglamento.

Artículo 83. Fondo de Estabilización del Ingreso 
Fiscal (FEIF). Créase el Fondo de Estabilización 
del Ingreso Fiscal (FEIF), sin personería jurídica, 
adscrito al Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público y administrado por este o las entidades 
que dicho Ministerio defina. El FEIF tendrá por 
objeto propender por la estabilización del ingreso 
fiscal de la Nación, proveniente de la producción 
y/o comercialización del petróleo a través de la 
gestión, adquisición y/o celebración de instrumentos 
y/o contratos que permitan el aseguramiento 
y/o cubrimiento de tales ingresos fiscales, con 
entidades extranjeras especializadas en este tipo de 
operaciones.

Los recursos necesarios para el funcionamiento 
del FEIF podrán provenir de las siguientes fuentes:

a)	 Los recursos del Presupuesto General de la 
Nación a favor del Fondo.

b)	 Los ingresos generados por las coberturas 
de petróleo requeridos para renovar dichas 
coberturas.

c)	 Los rendimientos que genere el Fondo.
d)	 Las demás que determine el Gobierno na-

cional.
El administrador del FEIF podrá gestionar, 

adquirir y/o celebrar con entidades extranjeras 
los instrumentos y/o contratos de los que trata el 
presente artículo directamente o a través de terceros 
calificados, para lo cual requerirá disponibilidad 
presupuestal y se sujetará a las normas de derecho 
privado.

Las decisiones de cobertura deberán ser 
evaluadas de forma conjunta y en contexto con los 
ingresos fiscales petroleros, no por el desempeño 
de una operación individual sino como parte de una 
estrategia global de estabilidad fiscal y en condiciones 
de mercado. En algunos periodos determinados 
por condiciones adversas del mercado, se podrán 
observar operaciones cuyos resultados sean iguales 
a cero o negativos por la naturaleza de la cobertura.

El Gobierno nacional reglamentará la 
administración y funcionamiento del FEIF, así 
como los demás asuntos necesarios para el cabal 
cumplimiento de su objeto.

Parágrafo. El FEIF no podrá celebrar operaciones 
de crédito público y sus asimiladas.
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Artículo 84. Información del Sistema de Gestión 
de Riesgos de la Unidad Administrativa Especial 
Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales. La 
información y procedimientos que administra el 
sistema de Gestión de Riesgos de la Dirección de 
Impuesto y Aduanas Nacionales (DIAN) tienen 
carácter reservado.

Artículo 85. Sostenibilidad fiscal. Con el 
propósito de garantizar la sostenibilidad fiscal del 
Estado colombiano asegurando el fortalecimiento 
continuo de la administración tributaria, aduanera 
y cambiaria, la restricción en el crecimiento de 
los gastos de personal a que refiere el artículo 92 
de la Ley 617 de 2000 no le aplica a la Dirección 
de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN) por 
el término de cuatro años contados a partir de la 
vigencia de la presente ley.

En desarrollo del presente artículo el Gobierno 
nacional, entre otros, deberá ampliar la planta de 
personal de la Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales, soportado en un estudio técnico 
presentado a consideración del Gobierno nacional; 
y podrá adoptar las decisiones sobre bonificación de 
localización y las que surjan de la revisión que se 
deberá efectuar sobre los incentivos al desempeño 
que son reconocidos a los funcionarios de la DIAN 
como herramienta para el logro de resultados 
óptimos de la gestión Institucional a través de sus 
servidores públicos.

Artículo 86. Financiación del monto de los gastos 
de la vigencia fiscal 2019. En cumplimiento de lo 
establecido en el artículo 347 de la Constitución 
Política, los recaudos que se efectúen durante la 
vigencia fiscal comprendida entre el 1° de enero al 
31 de diciembre de 2019 con ocasión de la creación 
de las nuevas rentas o a la modificación de las 
existentes realizadas mediante la presente ley, por 
la suma de catorce billones de pesos moneda legal 
($14,000,000,000,000), se entienden incorporados al 
presupuesto de rentas y recursos de capital de dicha 
vigencia, con el objeto de equilibrar el presupuesto 
de ingresos con el de gastos.

Con los anteriores recursos el presupuesto de 
rentas y recursos de capital del Tesoro de la Nación 
para la vigencia fiscal del 1° de enero al 31 de 
diciembre de 2019, se fija en la suma de doscientos 
cincuenta y ocho billones novecientos noventa y 
siete mil trescientos cinco millones doscientos nueve 
mil novecientos veintisiete pesos moneda legal 
($258,997,305,209,927).

Artículo 87. Vigencia y derogatorias. La presente 
ley rige a partir de su promulgación y deroga el 
literal i) del artículo 1° de la Ley 97 de 1913, 
el parágrafo 1° del artículo 135 de la Ley 100 de 
1993, los artículos 28-1, 38, 39, 40, 40-1, 41, el 
inciso tercero del artículo 48, el parágrafo 3° del 
artículo 49, 56-2, 72, 81, 81-1, 116, 118, el inciso 
segundo del artículo 120, la expresión “y cumplan 
las regulaciones previstas en el régimen cambiario 
vigente en Colombia” del inciso primero del artículo 
123, 126-1, 126-4, el parágrafo 3° del artículo 127-

1, 206-1, 207-1, 223, la referencia al numeral 7 del 
artículo 207-2 del parágrafo 1° y el parágrafo 2° 
del artículo 240, 258, 258-2, 292, 292-1, 293, 293-
1, 293-2, 294, 294-1, 295, 295-1, 296, 296-1, 297, 
297-1, 298-3, 298-4, 298-5, el literal d) del numeral 
5 del artículo 319-4, el literal d) del numeral 4 del 
artículo 319-6, 332, 336, 337, 338, 339, 340, 341, 
el parágrafo 4° del artículo 383, 401, 410, 411, 423, 
439, 440, el parágrafo primero del artículo 468, 468-
1, 468-3, 477, 478, 482-1 el parágrafo del artículo 
485, 485-1, el parágrafo 1° del artículo 485-2, el 
parágrafo del 496, 499, 502, 505, 506, 507, 508, 
512-2, el parágrafo transitorio del artículo 555-2, el 
inciso 2° del artículo 601, 613, 616, el numeral 2 
del artículo 658-3, el inciso 5° del artículo 714, el 
parágrafo del artículo 720, el numeral 3 del artículo 
730, el numeral 2 y el parágrafo 3° del artículo 839-
1, la expresión “incluido el Banco de la República” 
del artículo 875 del Estatuto Tributario.

De los honorables Congresistas,

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
DEL PROYECTO DE LEY

por la cual se expiden normas de financiamiento 
para el restablecimiento del equilibrio 

del presupuesto nacional y se dictan otras 
disposiciones.
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Introducción

En este documento se pone a consideración del 
Honorable Congreso de la República el proyecto de 
ley de financiamiento que ha preparado el Gobierno 
nacional Central, en cumplimiento del mandato 
constitucional previsto en el artículo 347 de la Carta, 
y en desarrollo de importantes postulados como el 
criterio de sostenibilidad fiscal que constituye un 
instrumento para alcanzar de manera progresiva los 
objetivos del Estado Social de Derecho (artículo 334); 
los principios de equidad, eficiencia y progresividad 
que fundan el sistema tributario (artículo 363); y la 
búsqueda del bienestar general y el mejoramiento de 
la calidad de vida de la población (artículo 366).

A lo largo de los últimos meses, el Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público ha recibido y recopilado 
las opiniones de diversos sectores del país frente 
al proyecto de ley de financiamiento, que estaba 
siendo evaluando por el Gobierno nacional. Las 
observaciones recibidas recogen las visiones de 
ciudadanos, agremiaciones, empresas, académicos, 

entidades territoriales y entidades públicas de 
diferente orden frente a la creación de nuevas rentas 
y la modificación de las existentes.

Una vez revisados los comentarios presentados 
por los diferentes actores se encontró que recaen 
principalmente sobre los siguientes temas 
tributarios: (i) Impuesto a las Bolsas Plásticas, (ii) 
Impuesto Sobre la Renta y Complementarios, (iii) 
Impuesto a la Gasolina y ACPM, (iv) Impuesto sobre 
el Valor Agrado – IVA, (v) Impuesto al Carbono, 
(vi) Gravamen a los Movimientos Financieros – 
GMF, (vii) Impuesto de Industria y Comercio, (viii) 
Impuesto Nacional al Consumo, (ix) Impuesto a 
la Riqueza, (x) incentivos tributarios para cerrar 
las brechas de desigualdad socioeconómica en las 
Zonas Más Afectadas Por El Conflicto Armado 
(ZOMAC) y (xi) procedimiento.

Para el Gobierno nacional es fundamental 
garantizar la participación ciudadana de todos los 
colombianos, por lo que la propuestas y observaciones 
fueron debatidas y analizadas oportunamente, 
y algunas de las opiniones e inquietudes se ven 
reflejadas en el articulado que se presenta ante el 
Honorable Congreso de la República.

Las propuestas que se presentan en este proyecto 
de ley están encaminadas a crear fuentes de 
financiamiento adicionales con el fin de sustentar las 
necesidades de gasto que enfrenta el gobierno en 2019 
y, a su vez, incrementar el crecimiento económico y 
la progresividad que contribuirán positivamente a 
la recaudación, ejecución y distribución eficiente y 
eficaz de los recursos.

Al analizar el proyecto de presupuesto radicado 
inicialmente al Congreso de la República, el Gobierno 
nacional encontró que este es consistente con el 
déficit estipulado por la Regla Fiscal. Sin embargo, 
se advierte con preocupación que programas tan 
importantes como Familias en Acción, los créditos 
a los estudiantes de educación superior a través 
del Icetex, el Programa de Alimentación Escolar, 
la atención a población vulnerable, el Fondo de 
Reparación de Víctimas, los subsidios en el servicio 
de energía eléctrica para los estratos más bajos de 
la población y los requerimientos para igualar la 
UPC del régimen contributivo y subsidiado, entre 
otros, no cuentan con las partidas necesarias para ser 
ejecutados, afectando de forma significativa el gasto 
social y a la población más vulnerable.

Así, por medio del análisis minucioso del Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público y el Departamento 
Nacional de Planeación, se logró establecer que, 
con base en los requerimientos adicionales recibidos 
durante el trámite de aprobación de la Ley del 
Presupuesto General de la Nación (PGN) para 2019 
en el Congreso de la República, la suma de recursos 
adicionales requeridos es de $14 billones de pesos. 
Esto corresponde a un presupuesto austero, pero 
que permite la continuación de programas sociales 
y económicos de vital importancia para la equidad y 
el crecimiento económico del país.
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No obstante, es de advertir que incrementar en 
$14 billones el gasto soluciona la financiación de las 
nuevas apropiaciones, pero deteriora el balance fiscal 
del Gobierno nacional Central al asignar recursos 
(endeudamiento) destinados a la amortización de 
las obligaciones de la Nación a financiar gastos que 
se encontraban desfinanciados (funcionamiento e 
inversión).

Lo anterior llevaría a un desbalance de 1,4% del 
PIB en el PGN2019. Esta situación excedería los 
parámetros establecidos en la Ley 1473 de 2011 
“Por medio de la cual se establece una regla fiscal 
y se dictan otras disposiciones” y lo dispuesto por 
el Comité Consultivo para la Regla Fiscal. Esto 
ocurre así, puesto que el presupuesto presentado 
inicialmente al Congreso de la República se 
encontraba en el límite de lo dispuesto por la Regla 
Fiscal1, por lo cual, mayores gastos requieren 
también de un aumento en el recaudo, para no correr 
el riesgo de superar los topes impuestos por ley al 
Gobierno nacional.

Por lo tanto, la Ley de Financiamiento 
propuesta al Congreso de la República permitirá 
al Gobierno nacional financiar inversiones sociales 
y de infraestructura estratégicas. Los ingresos 
recaudados se destinarán 70% a la inversión social 
e infraestructura (educación, subsidios eléctricos 
y de gas, familias en acción, vías terciarias, entre 
otros) y el 30% a transferencias con el propósito de 
garantizar el aseguramiento en salud de la población 
colombiana. Esto permitirá la prestación de servicios 
de salud, asegurando el acceso universal y efectivo 
de la población a los servicios de salud; atender 
gastos relacionados con la implementación de los 
acuerdos de paz y el posconflicto; y cubrir déficits 
de gastos básicos de la Rama Judicial, la Fuerza 
Pública y la Cancillería.

En ausencia de los recursos adicionales 
provenientes del recaudo obtenido a partir de la 
Ley de Financiamiento, el país se enfrentaría ante 
la difícil decisión de elegir entre recortar el gasto 
público o incumplir con las metas de déficit que 
impone la Regla Fiscal. En el primer escenario, 
se dejaría de atender a una gran cantidad de 
colombianos en situación de vulnerabilidad. En el 
segundo, se estaría comprometiendo la estabilidad 
macroeconómica del país.

De esta forma, el Gobierno reitera su compromiso 
con la continuidad de los programas sociales 
en sectores estratégicos tales como educación, 
inclusión social, transporte, subsidios eléctricos, 
entre otros, sin comprometer la estabilidad de las 

1	 La Ley 1473 de 2011 tiene como objeto garantizar la 
sostenibilidad de largo plazo de las finanzas públicas y 
la estabilidad macroeconómica del país. Para ello, la ley 
exige que el Gobierno nacional siga una senda decreci-
ente anual del balance fiscal estructural, que le permita 
alcanzar un déficit estructural de 2,3% del PIB o menos 
en 2014, de 1,9% del PIB o menos en 2018 y de 1,0% del 
PIB o menos en 2022. Asimismo, el artículo 4° de la pre-
sente ley indica que el Presupuesto General de la Nación, 
deberá ser consistente con la regla fiscal.

finanzas públicas y el cumplimiento de la Regla 
Fiscal. En este sentido, se precisa la generación de 
fuentes de ingresos, durante la vigencia 2019, que 
permitan financiar la política social sin deteriorar la 
salud de las finanzas públicas.

La presente ley de Financiamiento se basa en 
cinco pilares que permitirán el cumplimiento de 
los objetivos descritos: i) balancear el Presupuesto 
General de la Nación para la vigencia 2019, ii) 
aumentar el crecimiento económico, iii) avanzar en 
progresividad tributaria, iv) simplificar el sistema 
tributario y v) garantizar la sostenibilidad fiscal del 
país.

Estos pilares se desarrollan en el presente 
proyecto de ley a través de distintas medidas. Por 
una parte, con el fin de generar mayores ingresos 
a través de la tributación, se propone modificar 
algunos impuestos nacionales como el impuesto al 
valor agregado (IVA), el impuesto al consumo, el 
impuesto sobre la renta y complementarios, así como 
la creación de impuestos como el del patrimonio 
y el impuesto a los dividendos para sociedades 
nacionales. Bajo el mismo objetivo, se proponen 
un grupo de medidas para combatir la evasión y 
el abuso en materia tributaria, de tal forma que se 
pueda generar un mayor recaudo. En tercer lugar, 
se proponen normas de financiamiento a través de 
medidas para la reactivación económica como la 
sustitución del monotributo por el impuesto unificado 
bajo el Régimen Simple de Tributación (Simple), un 
régimen tributario especial para mega inversiones 
que se realicen en el país, y modificaciones tanto 
al gravamen a los movimientos financieros (GMF) 
como a los beneficios tributarios otorgados para 
promover el desarrollo de las zonas más afectadas 
por el conflicto (ZOMAC). Finalmente, se proponen 
medidas que tienen como objetivo aumentar el 
recaudo poniendo a disposición de los contribuyente 
disposiciones que otorgan mayor seguridad jurídica, 
simplificación y facilitación en el cumplimiento de 
las obligaciones tributarias.

Así, con el fin de facilitar la presentación de los 
fundamentos que dan lugar a este proyecto de ley, 
la exposición de motivos se divide en once (11) 
secciones aparte de esta introducción. En la primera, 
se presenta en detalle la revisión jurisprudencial y 
constitucional de las leyes de financiamiento. En la 
segunda sección, se expone el contexto económico 
y social del país en el cual se enmarca el proyecto de 
Ley de Financiamiento. En la tercera, se presentan los 
faltantes del PGN2019 que deberán ser financiados 
con las fuentes de ingreso adicionales que esta ley 
propone. Acto seguido, se analizan los principales 
elementos de cada uno de los capítulos (títulos) 
que componen el articulado del proyecto de ley. 
Posteriormente, se analizan el conjunto de medidas 
que contribuirán a balancear el PGN2019 al igual 
que se expone el mecanismo de compensación. En la 
sexta sección se realiza el análisis redistributivo de 
las propuestas. En la séptima, se exponen el paquete 
de medidas que contribuirán a la reactivación 
económica. En la octava y novena, se presentan 
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las mejores procedimentales en materia tributaria y 
las normas que se plantean para reducir la evasión 
y elusión. En la penúltima sección, se explican 
las otras disposiciones. Por último, se presentan 
las estimaciones del recaudo neto esperado del 
conjunto de propuestas del proyecto de Ley de 
Financiamiento.

1.	 Las leyes de financiamiento
Como se señaló en la introducción, este proyecto 

de ley es presentado por el Gobierno nacional 
ante el Honorable Congreso de la República, en 
cumplimiento del mandato establecido en el artículo 
347 de la Constitución, y en desarrollo de distintos 
pilares y principios constitucionales que rigen las 
materias objeto de regulación.

En ese sentido, antes de entrar a presentar las 
necesidades de financiamiento para la vigencia 
2019 y las medidas que se propone adoptar 
para el cumplimiento de este y otros objetivos 
constitucionales, se considera pertinente exponer 
el contexto normativo y jurisprudencial que fue 
revisado por el Gobierno frente a las leyes de 
financiamiento, al momento de estructurar esta 
propuesta legislativa.

1.1.	Constitución Política y Estatuto Orgánico de 
Presupuesto

El Capítulo III del Título XII de la Constitución 
Política, denominado “Del Presupuesto” establece 
los postulados básicos que rigen la existencia y 
expedición del presupuesto de rentas y ley de 
apropiaciones. Dentro de estas reglas, la Constitución 
dispone en el artículo 346, que el presupuesto anual 
“deberá elaborarse, presentarse y aprobarse dentro 
de un marco de sostenibilidad fiscal y corresponder 
al Plan Nacional de Desarrollo”.

Asimismo, ante el necesario balance que debe 
existir entre los gastos proyectados y los ingresos 
disponibles, el Constituyente previó que podían 
presentarse vigencias fiscales en las que los primeros 
(gastos proyectados) superaran a los segundos 
(ingresos legalmente autorizados).

Ante dicho escenario, la Constitución optó 
por permitir el trámite de un proyecto de ley de 
presupuesto en el que los gastos no se encontraran 
totalmente financiados, pero con el compromiso de 
que el Gobierno, mediante otro proyecto de ley ante 
las mismas comisiones que conocen del proyecto 
de ley del presupuesto, proponga al Congreso la 
creación de nuevas rentas o la modificación de las 
existentes, de tal forma que se logre el equilibrio 
necesario para poder financiar los gastos previstos. 
Específicamente el artículo 347 de la Constitución 
señala lo siguiente:

“Artículo 347. El proyecto de ley de 
apropiaciones deberá contener la totalidad de los 
gastos que el Estado pretenda realizar durante la 
vigencia fiscal respectiva. Si los ingresos legalmente 
autorizados no fueren suficientes para atender los 
gastos proyectados, el Gobierno propondrá, por 
separado, ante las mismas comisiones que estudian 
el proyecto de ley del presupuesto, la creación de 

nuevas rentas o la modificación de las existentes 
para financiar el monto de gastos contemplados.

El presupuesto podrá aprobarse sin que se hubiere 
perfeccionado el proyecto de ley referente a los 
recursos adicionales, cuyo trámite podrá continuar 
su curso en el período legislativo siguiente. (…)”.

La anterior disposición fue regulada 
posteriormente a través del Estatuto Orgánico 
del Presupuesto (compilado en el Decreto 111 de 
1996), el cual dispuso en los artículos 54 y 55 que, 
(i) el Gobierno nacional a través del Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público propondría mediante 
un proyecto de ley los mecanismos para contar 
con los recursos adicionales requeridos, y (ii) que 
en caso de que se aprobara la ley de presupuesto 
sin que se hubiera expedido la ley con los recursos 
adicionales, el Gobierno podría suspender mediante 
decreto las apropiaciones desfinanciadas hasta que 
no se sancionara dicha ley. Los artículos disponen 
lo siguiente:

“Artículo 54. Si los ingresos legalmente 
autorizados no fueren suficientes para atender los 
gastos proyectados, el Gobierno por conducto del 
Ministerio de Hacienda, mediante un proyecto de 
ley propondrá los mecanismos para la obtención de 
nuevas rentas o la modificación de las existentes que 
financien el monto de los gastos contemplados.

En dicho proyecto se harán los ajustes al proyecto 
de presupuesto de rentas hasta por el monto de los 
gastos desfinanciados (Ley 179/94, artículo 24).

Artículo 55. Si el presupuesto fuera aprobado 
sin que se hubiere expedido el proyecto de ley 
sobre los recursos adicionales a que se refiere el 
artículo 347 de la Constitución Política, el Gobierno 
suspenderá mediante decreto las apropiaciones 
que no cuenten con financiación, hasta tanto se 
produzca una decisión final del Congreso (Ley 
179/94, artículo 30).”

Bajo el anterior contexto normativo, fue aprobado 
en el Congreso de la República el Proyecto de 
ley 052 de 2018 Cámara, 59 de 2018 Senado, 
por la cual se decreta el Presupuesto de Rentas y 
Recursos de Capital y Ley de Apropiaciones para 
la vigencia fiscal del 1° de enero al 31 de diciembre 
de 2019, el cual, como se mencionó previamente, 
requiere del trámite de un proyecto de ley adicional, 
de iniciativa del Gobierno nacional - Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público- que logre generar 
los recursos adicionales necesarios para financiar 
los gastos previstos para la vigencia 2019 que no 
cuentan con ingresos autorizados legalmente para su 
financiación.

1.2.	Jurisprudencia de la Corte Constitucional
A partir del artículo 347 de la Constitución 

Política y considerando lo dispuesto en artículos 
54 y 55 del Estatuto Orgánico de Presupuesto antes 
citados, la Corte Constitucional se ha referido a 
las características, trámite y límites materiales y 
temporales de las leyes de financiamiento.
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Al respecto, la Sentencia C-015 de 2016 resulta 
relevante por dos razones: i) porque se centra en 
el análisis de las leyes proferidas en desarrollo 
del artículo 347, considerando que es limitada la 
jurisprudencia sobre la materia; y ii) porque es la más 
reciente, al analizar la última ley de financiamiento 
sancionada (Ley 1739 de 2014).

Frente al principio de unidad de materia y el 
trámite de las leyes de financiamiento, en la referida 
sentencia, la Corte precisó que (i) no existe ninguna 
prohibición constitucional para que estas leyes 
generen rentas adicionales a las requeridas para 
cubrir el déficit de la ley de presupuesto general 
respectiva; y (ii) que se deben radicar ante las 
Comisiones Terceras y Cuartas de Senado y Cámara 
y que estas pueden estudiarlas en forma conjunta:

“Así las cosas, en este caso, la Sala encuentra que 
los artículos que conforman la Ley 1739 de 2014 
guardan conexidad tanto temática como teleológica 
al estar enmarcados dentro del título de la misma 
y coincidir con el propósito de la iniciativa, cual 
era lograr el equilibrio presupuestal a través de la 
generación de ingresos, de mecanismos que mejoren 
el recaudo de las rentas existentes y promoviendo la 
sostenibilidad fiscal.

En efecto, aunque del articulado es posible 
advertir que las distintas modificaciones tributarias 
generarán unos ingresos superiores a la suma 
desbalanceada (12.5 billones), este aspecto fue 
contemplado por el mismo Gobierno al presentar 
el proyecto y se manifestó al legislador, tal como 
quedó plasmado en la exposición de motivos, en la 
cual se indicó que se buscaba “aprobar una reforma 
tributaria que permita financiar el PGN para la 
vigencia 2015 y generar ciertas rentas permanentes, 
así como modificar situaciones de política tributaria 
en los términos expuestos en esta motivación”. 
Igualmente, del contenido del artículo 347 de la 
Constitución, fundamento para la expedición 
de la ley examinada, no se advierte prohibición 
alguna para que con este nuevo proyecto se 
generen rentas adicionales a las perseguidas 
inicialmente, es decir, para cubrir el déficit del 
presupuesto general.

(…)
[C]cuando se produce un déficit en el Presupuesto 

General de la Nación, la iniciativa para presentar 
un proyecto de ley con la finalidad de financiarlo, 
radica exclusivamente en el Gobierno.

En tercer lugar, el trámite de la ley de 
financiamiento se da por separado al del Presupuesto, 
de manera que este último puede aprobarse sin que 
se haya dado por terminado el de la ley que busca 
cubrir el desbalance, evento en el cual, “el gobierno 
suspenderá mediante decreto, las apropiaciones que 
no cuenten con financiación, hasta tanto se produzca 
una decisión final del Congreso.”

En cuarto lugar, cuando el artículo 347 Superior 
indica que este proyecto se propondrá por separado 

“ante las mismas comisiones que estudian el 
proyecto de ley de presupuesto” ello implica que 
se debe presentar ante las Comisiones Terceras y 
Cuartas de Senado y Cámara y que estas pueden 
estudiarlo en forma conjunta”.

Sobre el límite temporal y material de las leyes 
de financiamiento, la Corte igualmente dispuso 
que resulta constitucional que dichas leyes (i) 
contemplen medidas con vocación de permanencia, 
esto es, medidas tributarias para vigencias 
adicionales a las del presupuesto que se pretende 
complementar, y (ii) que regulen distintas materias, 
pues por ejemplo las leyes 633 de 2000 y 1111 de 
2006 que fueron expedidas en el marco del artículo 
347 constitucional, no hacen referencia única y 
exclusivamente a la creación de impuestos sino 
que contienen disposiciones varias, por ejemplo en 
materia de sanciones y fiscalización:

“Ahora bien, una interpretación literal de 
las normas citadas que se encargan de regular 
la posibilidad de complementar el presupuesto 
(artículo 347 de la Constitución, 24 de la Ley 179 de 
1994 y 54 del Decreto 111 de 1996) permite concluir 
que esta facultad para presentar un proyecto de 
ley de financiamiento se halla limitada tanto en el 
tiempo como en la cantidad a recaudar. Es decir, que 
la proyección del recaudo, esperada con los nuevos 
tributos o la modificación de los existentes, debe 
realizarse para la vigencia fiscal del presupuesto que 
se está financiando y por la suma que no se encuentra 
soportada en los ingresos legalmente aprobados.

Sin embargo, una interpretación armónica 
y sistemática de los artículos 346 y 347 de la 
Constitución, permitiría pensar que el límite 
temporal y material que puede predicarse del gasto, 
no se traslada obligatoriamente a la ley que autorice 
ingresos al presupuesto.

En efecto, el Presupuesto General de la Nación 
contiene un presupuesto de rentas, en el cual se 
determinarán las contribuciones o impuestos que 
se percibirán, y una la ley de apropiaciones, en la 
que se establecerán la totalidad de los gastos que el 
Estado realizará durante la vigencia fiscal. Ambas, 
deberán corresponder al Plan Nacional de Desarrollo 
y aprobarse dentro de un marco de sostenibilidad 
fiscal.

Bajo ese entendido, la jurisprudencia ha 
sostenido que los gastos públicos se encuentran 
limitados en cuantía, finalidad y temporalidad por 
la ley de apropiaciones, a través de la cual, es el 
Congreso el que autoriza la manera en que se van 
a invertir los dineros del Estado. Situación que no 
se predica de los ingresos o presupuesto de rentas, 
el cual se compone de un estimativo que se prevé 
recaudar durante una vigencia fiscal determinada, lo 
que conlleva a que los mismos no se limiten de la 
misma manera, en la medida que es probable que 
no se reciban los ingresos estimados y se requieran 
nuevos tributos para financiar ese faltante.

(…)
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De manera que la Corte Constitucional en 
oportunidades anteriores, ha sostenido que el 
presupuesto de rentas no contiene una autorización 
sino apenas una estimación o cálculo anual a 
diferencia de la ley de apropiaciones la cual, si la 
contiene. Diferenciación que permitiría concluir 
que al tratarse de ingresos no se aplica la misma 
restricción en cuantía y tiempo, característica de los 
gastos públicos.

En ese entendido, la expresión “para financiar 
el monto de los gastos contemplados” contenida 
en el artículo 347 Superior permite concluir que 
si bien este es el principal propósito de una ley de 
financiamiento no es el único. Al respecto, advierte 
esta Sala que, en oportunidades anteriores, los 
Gobiernos han acudido a este tipo de leyes para 
financiar el Presupuesto General de la Nación y en 
las mismas se han consagrado tributos con efectos 
en vigencias posteriores a la que se crean.

Así, tanto en la Ley 633 de 2000 como 
en la 1111 de 2006, se crearon y modificaron 
impuestos sin limitación en el tiempo, es decir, 
no se establecieron exclusivamente para el año 
subsiguiente del presupuesto aprobado sino con 
vigencias permanentes. Incluso, estas leyes no hacen 
referencia única y exclusivamente a la creación de 
impuestos, sino que contienen disposiciones varias 
en materia de sanciones, de fiscalización, etc.

Estas leyes, si bien fueron analizadas por esta 
Corporación como consecuencia de demandas 
que cuestionaron el trámite de las mismas, sirven 
de antecedente para establecer que es posible que 
a través de una ley de financiamiento el Gobierno 
contemple medidas tributarias para vigencias 
adicionales a las del presupuesto que se pretende 
complementar. De manera que las mismas no 
necesariamente son transitorias toda vez que pueden 
crearse con carácter permanente.

(…)
Bajo ese entendido, para esta Corporación 

es factible que una ley de financiamiento 
pueda contemplar medidas con vocación de 
permanencia. Es decir, que las disposiciones 
contenidas en la ley no tienen que ser exclusivamente 
transitorias o relacionadas con la vigencia fiscal 
desbalanceada o que se pretende complementar, 
toda vez que tal decisión se enmarca dentro de las 
potestades del legislador quien determinará, 
en virtud de las valoraciones sobre la situación 
económica y los requerimientos fiscales del país, 
entre otros aspectos, el carácter temporal de cada 
tributo.

Finalmente, es necesario resaltar los argumentos 
expuestos en la Plenaria del Senado de la República 
para justificar el porqué de las medidas tributarias 
adoptadas no solo para el año 2015 sino para todo 
el cuatrienio, los cuales se refieren a la necesidad 
de financiar el Plan Nacional de Desarrollo, en los 
siguientes términos: (…).” [Negrillas y subrayas 
fuera del texto original].

En consideración a lo anterior, el marco normativo 
de las leyes de financiamiento fue revisado de forma 
conjunta con la jurisprudencia constitucional, a 
partir de la cual, el artículo 347 de la Constitución 
permite (i) que el contenido de estas leyes no se 
limite a la creación de tributos, sino también a la 
modificación de los existentes y a la adopción de 
otro tipo de medidas, siempre que los diferentes 
asuntos contenidos en la ley presenten una relación 
de conexidad objetiva y razonable con el núcleo 
temático de la misma, el cual puede extraerse de los 
antecedentes legislativos -exposición de motivos y 
debates en comisiones y plenarias-, o del título de 
la ley; y (ii) que las medidas tengan una vigencia 
permanente y generen ingresos superiores a los que 
demanda la ley anual de presupuesto respectiva.

Esto resulta relevante, en la medida en que 
este proyecto de ley de financiamiento, contiene 
diferentes clases de medidas, que además generan 
ingresos adicionales no solo para la vigencia 2019, 
sino para vigencias posteriores pues se trata de 
disposiciones mayoritariamente permanentes, como 
se expondrá más adelante.

Ahora bien, más allá de referirnos a los límites 
reconocidos por la jurisprudencia constitucional, 
conviene precisar en la presente exposición de 
motivos el alcance de la potestad de configuración 
del legislador en este tipo de leyes, en aras de 
iluminar el subsiguiente debate legislativo.

Como primera medida es importante aclarar 
que una lectura integral de la jurisprudencia de la 
Corte2 permite sostener que, aparte de los límites 
anteriormente esbozados y del hecho de que el 
objetivo de las leyes de financiamiento se encuentra 
constitucionalmente predeterminado, el legislador 
detenta prima facie la misma amplitud al ejercer 
su potestad de configuración que la jurisprudencia 
constitucional le ha reconocido para el desarrollo 
legislativo en materia tributaria.

Al estructurar estas normas, el legislador ejerce 
la misma función legislativa a él reconocida en los 
artículos 114 y 150 de la Constitución, al amparo de 
la cual profiere otras normas de carácter tributario. 
La jurisprudencia ha señalado que esta facultad 
es lo bastante amplia y discrecional “como para 
permitirle fijar los elementos básicos de cada 
gravamen atendiendo a una política tributaria que 
el mismo legislador señala, siguiendo su propia 
evaluación, sus criterios y sus orientaciones en torno 
a las mejores conveniencias de la economía y de la 
actividad estatal”3.

Ciertamente, las leyes de financiamiento, si 
bien son distinguibles por su trámite y objetivo, no 
resultan particularmente especiales por su contenido 
material, por lo cual deben observar las reglas y 
principios constitucionales que rigen la formación 

2	 Corte Constitucional. Sentencias C-809, C-992 y C-1190 
de 2001, C-726 de 2015 y C-015 de 2016, entre otras.

3	 Corte Constitucional. Sentencia C-222 de 1995.
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de las leyes. Sin duda alguna la norma que profiera 
el legislador en virtud del artículo 347 Superior 
deben lograr su cometido -equilibrar el PGN-, sin 
embargo, la manera en el que el legislador decide 
satisfacer dicha exigencia en este tipo de leyes es 
de su entero y exclusivo resorte, sin perjuicio de los 
límites inherentes a la función legislativa y aquellos 
expuestos en los párrafos que preceden.

Asimismo, resulta importante reconocer que, 
por naturaleza, las leyes que manan del artículo 
347 constitucional son primordialmente de carácter 
tributario y, de manera secundaria, de carácter 
presupuestal. La confluencia de estos dos temas 
en las leyes de financiamiento es innegable, pues 
es precisamente un desbalance en el Presupuesto 
General de la Nación lo que da lugar a la existencia 
de dicha ley, el cual debe ser conjurado mediante la 
creación o modificación de rentas. Incluso, como se 
expuso previamente, el juicio de constitucionalidad 
que realizó la Corte sobre la Ley 1739 de 2014 en la 
Sentencia C-015 de 2016 se sustenta parcialmente 
sobre la bifurcación del principio de legalidad 
financiera, arribando el Tribunal a la conclusión de 
que, dado que el presupuesto de rentas no cuenta con 
las mismas restricciones cuantitativas y temporales 
de la ley de apropiaciones, si bien el financiamiento 
de los gastos sin soporte del PGN es “el principal 
propósito de una ley de financiamiento no es el 
único”.

En esta medida el pronunciamiento de la 
Corte resulta altamente respetuosa del principio 
democrático, al no estimar necesaria una restricción 
a la amplitud temática y temporal de este tipo de 
leyes, y por lo tanto es dable considerar que el 
legislador tiene un amplio campo de acción para 
ejercer su función legislativa en el desarrollo de 
una ley de financiamiento, siempre y cuando su 
gestión se encamine primeramente a equilibrar 
el Presupuesto General de la Nación cuando se 
haya presentado desbalanceado, y se observen las 
limitaciones anteriormente reseñadas.

1.3.	Leyes de financiamiento expedidas
Finalmente, con el objetivo de ofrecer mayor 

detalle al Honorable Congreso de la República sobre 
las leyes de financiamiento, se considera pertinente 
hacer referencia a tres leyes: Ley 633 de 2000, Ley 
1111 de 2006 y Ley 1739 de 2014, a las cuales ha 
hecho referencia la Corte Constitucional, tal como 
se señaló en el punto anterior.

La Ley 633 de 2000 “por la cual se expiden 
normas en materia tributaria, se dictan disposiciones 
sobre el tratamiento a los fondos obligatorios para 
la vivienda de interés social y se introducen normas 
para fortalecer las finanzas de la Rama Judicial”, 
buscaba retomar una senda de crecimiento 
económico y generación de empleo.

Frente a esta ley, la Corte Constitucional en 
la Sentencia C-809 de 2001, señaló que la ley 
aprobatoria del Presupuesto General de la Nación 
para la vigencia 2001 (Ley 628 de 2000), dispuso 
en el artículo 3° que las erogaciones serían cubiertas 

con los ingresos del proyecto de ley tributario, 
refiriéndose a la Ley 633 de 2000 en los siguientes 
términos:

“(…) habiéndose aprobado para el presente 
período fiscal un presupuesto desequilibrado 
-determinación que es procedente conforme a 
lo dispuesto en la mencionada Norma Superior- 
el Gobierno estaba en la obligación de someter 
a consideración del Congreso la creación de 
nuevas rentas para financiar el monto de gastos 
contemplado, como en efecto lo hizo a través de los 
proyectos de ley a que se ha hecho alusión, cuyo 
estudio le correspondía a las comisiones de asuntos 
económicos del Congreso, según lo ordenado en el 
artículo 347 de la Carta.”

En ese sentido, con el proyecto de ley radicado 
por el Gobierno se esperaba generar ingresos 
adicionales para el año 2001 que ascendieran a $3,5 
billones -que representaban 1,8 puntos del PIB, $3,7 
billones para el 2002, $4,1 billones para el 2003 
y $4,8 billones para el año 2004. Específicamente 
con la creación del gravamen a los movimientos 
financieros (GMF) se buscaba solventar los recursos 
necesarios para disminuir el déficit fiscal y balancear 
el presupuesto de gastos de la Nación.

Vale señalar que dicha ley reguló asuntos 
tributarios como: (i) el establecimiento del GMF, 
(ii) modificaciones al impuesto de renta, (iii) 
modificación de la tarifa y los bienes que no causan 
el IVA y bienes exentos de IVA, (iv) exclusión 
del IVA a los bienes donados, (v) normas de 
procedimiento y control, (vi) tarifa de retención en 
la fuente de honorarios y servicios, (vii) documentos 
exentos del impuesto de timbre, (viii) devolución de 
saldos a favor del impuesto de renta, (ix) aduanas; 
(x) impuesto de registro de instrumentos públicos y 
derechos notariales.

Igualmente, el proyecto de ley incluye otros 
temas como: (i) rama judicial, (ii) Fondo Obligatorio 
para Vivienda de Interés Social, (iii) subsidios, (iv) 
proyectos colectivos en vivienda de interés social y 
concurrencia de las entidades del orden nacional y 
territorial en estos proyectos, (v) Fondo de Apoyo 
Financiero para la Energización de las Zonas 
no Interconectadas, y (vi) tarifa de las licencias 
ambientales.

Por su parte, la Ley 1111 de 2006 “por la cual 
se sustituye el Estatuto Tributario de los impuestos 
administrados por la Dirección de Impuestos 
y Aduanas Nacionales”, tenía como finalidad 
reglamentar integralmente los impuestos nacionales 
administrados por la DIAN, proponiendo un cambio 
estructural e integral del sistema tributario en el 
país. Así las cosas, el Proyecto de ley número 039 
de 2006 Cámara, 43 de 2006 Senado, pretendía 
reformar la estructura impositiva de Colombia, 
para (i) satisfacer el financiamiento del Estado y 
(ii) eliminar la complejidad tributaria que resultaba 
costosa y que generaba inequidad e ineficiencia. Para 
alcanzar dichos objetivos, la propuesta de reforma 
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se basó en cuatro principios sustantivos: equidad, 
competitividad, simplicidad y sostenibilidad.

De acuerdo con la exposición de motivos que se 
sometió a consideración del honorable Congreso 
de la República por parte del Gobierno nacional, 
se incluían “recursos adicionales para financiar 
el Presupuesto General de Nación de 2007, de 
acuerdo con el artículo 347 de la Constitución.” 
Adicionalmente, atendiendo la obligación del 
Estado, como director e interventor de la economía, 
el proyecto de ley permitiría al Gobierno nacional 
obtener un número significativo de recursos que 
ingresarían al presupuesto general de la nación, con 
el fin de ser invertidos en gasto público social.

Para alcanzar los objetivos propuestos, el proyecto 
de ley reguló los siguientes asuntos tributarios: (i) 
impuesto sobre la renta y complementarios, (ii) IVA 
(adiciona bienes excluidos, tarifas especiales para 
ciertos bienes, aumento de tarifas para otros bienes), 
(iii) impuestos de timbre, patrimonio (para los años 
2007 a 2010) y remesas, (iv) GMF, (v) normas de 
procedimiento tributario ante la DIAN (presentación 
de recursos, notificaciones), (vi) impuesto al 
consumo de cigarrillos y tabaco elaborado; y (vii) 
impuesto de timbre nacional.

Finalmente, la Ley 1739 de 2014 “por medio 
de la cual se modifica el Estatuto Tributario, la 
Ley 1607 de 2012, se crean mecanismos de lucha 
contra la evasión, y se dictan otras disposiciones”, 
planteó modificaciones a las rentas existentes a 
la fecha y creó una nueva (impuesto a la riqueza) 
con el objetivo de balancear el presupuesto de la 
vigencia fiscal 2015 y alcanzar la meta de déficit 
estructural contenida en la Ley de Regla Fiscal. Lo 
anterior, teniendo en cuenta que el 10 de septiembre 
de 2014 las comisiones económicas del Congreso 
de la República aprobaron el monto del presupuesto 
de gastos de la Ley de Presupuesto General de la 
Nación (PGN) para la vigencia fiscal de 2015, por 
valor de $216.158.063.430.308, sin embargo, el 
presupuesto estaba desfinanciado en una suma de 
$12,5 billones, es decir, el PGN para la vigencia 
2015 incluía gastos sin financiación por el monto 
antes señalado. Al respecto, la Corte Constitucional 
en Sentencia C-015 de 2016 reconoció que:

“Bajo esta premisa, se radicó el proyecto que 
culminó con la Ley 1739 de 2014, analizada en esta 
oportunidad, la cual se caracteriza por ser una ley 
de financiamiento, en los términos del artículo 347 
de la Constitución, cuya finalidad es principalmente 
cubrir el desbalance del Presupuesto General de la 
Nación para la vigencia fiscal de 2015.” (Subrayado 
fuera del texto).

Así las cosas, en la exposición de motivos se 
señaló que con el proyecto de ley 134 de 2014 
Cámara, 105 de 2014 Senado, se pretendía (i) 
aumentar y mantener las coberturas en programas 
sociales en un marco de sostenibilidad de las 
finanzas públicas y de disciplina fiscal agregada; 
y (ii) recaudar $12,5 billones adicionales para 
2015, destinados a financiar los gastos en exceso 

contenidos en el Presupuesto General de la Nación 
para dicha vigencia, de acuerdo con lo previsto en el 
artículo 347 de la Constitución Política.

En este sentido, el proyecto de ley reguló 
principalmente asuntos tributarios relacionados 
con: (i) creación del impuesto a la riqueza, (ii) el 
Impuesto sobre la Renta para la Equidad (CREE) 
-permite compensación de exceso de base mínima 
y de pérdidas fiscales, descuentos por impuestos 
pagados en el exterior-, (iii) creación de la sobretasa 
al CREE, (iv) el impuesto sobre la renta, (v) la 
declaración anual de activos en el exterior, (vi) el 
GMF, (vii) el impuesto nacional a la gasolina y al 
ACPM, (viii) el régimen simplificado del impuesto 
nacional al consumo de restaurantes y bares, (ix) 
procedimiento tributario; (x) medidas para la lucha 
contra la evasión fiscal -impuesto complementario 
de normalización tributaria al impuesto a la 
riqueza, Comisión de estudio del sistema tributario 
colombiano-; y (xi) carrera específica de la DIAN.

2.	 Contexto de la Ley de Financiamiento: la 
necesidad de incrementar el recaudo para 
financiar el gasto social e incrementar el 
crecimiento económico

Las disposiciones contenidas en este Proyecto 
de Ley de Financiamiento buscar conseguir 
principalmente dos objetivos que son esenciales en 
la coyuntura actual que experimenta la economía 
colombiana, en particular en relación con las 
finanzas públicas: (i) Incrementar el recaudo 
tributario con el fin de asegurar recursos para 
financiar el gasto público destinado al cumplimiento 
de los compromisos que ha adquirido el Gobierno 
nacional, y atender y superar las grandes necesidades 
que enfrenta el país en lo económico y social, y (ii) 
Incrementar la tasa de crecimiento sostenido de la 
economía en el mediano plazo, con el fin de superar 
la reducción que ha enfrentado en años recientes 
y a su vez incrementar el recaudo tributario. 
La implementación de estas disposiciones es 
fundamental para asegurar la sostenibilidad de las 
finanzas públicas, la superación de algunos de los 
obstáculos que enfrenta el crecimiento económico 
en el mediano plazo, y una adecuada y eficiente 
respuesta del Gobierno frente a los compromisos 
adquiridos y las principales necesidades que tiene el 
país en lo económico y social.

2.1.	Colombia: un país de grandes necesidades 
económicas y sociales

Colombia es un país que tiene grandes necesidades 
económicas y sociales, que requieren para atenderse 
de la acción del Estado, la implementación de 
políticas y la destinación de gasto público para 
estos fines. Como se sostuvo previamente, dada la 
coyuntura económica y fiscal por la que atraviesa el 
país, no se cuenta con una financiación suficiente para 
el monto de gasto que se requiere para esta finalidad. 
La atención de estas necesidades es esencial para 
asegurar el mejoramiento de las condiciones de 
vida de la población, mantener la cohesión social e 
incrementar la productividad. En particular, asegurar 
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la financiación de estas necesidades es indispensable 
para cumplir los deberes constitucionales del 
Estado en cuanto al gasto público social y permitir 
la materialización de sus fines; principalmente, 
servir a la comunidad, promover la prosperidad 
general y garantizar la efectividad de los principios, 
derechos y deberes consagrados en la Constitución. 
Adicionalmente, muchas de estas necesidades 
apuntan a los principales obstáculos que enfrenta el 
país para lograr un mayor crecimiento económico 
sostenido, el cual es imprescindible para lograr la 
convergencia a niveles altos de ingreso por habitante 
que tienen las economías desarrolladas, y mejorar 
las condiciones de vida de la población.

Durante los últimos 15 años, atendiendo las 
disposiciones constitucionales y legales al respecto, 
el Gobierno siempre ha priorizado el Gasto Público 
Social dentro del Presupuesto General de la 
Nación, incrementando todos los años el monto de 
recursos destinado a este fin. Lo anterior se da en 
cumplimiento del artículo 350 de la Constitución 
Política y de las disposiciones del Estatuto Orgánico 
de Presupuesto, en los que se define el tipo de gastos 
que constituyen gasto público social y se establece 
que el presupuesto destinado a estos fines no podrá 
disminuir como porcentaje del gasto total, con 
respecto al año anterior4. Así, de esta manera el 
monto de este gasto siempre ha aumentado año a 
año, junto con su participación dentro del gasto total, 
como se observa en el Gráfico 1. Como muestra 
de la priorización que el Gobierno ha otorgado a 
la financiación de este gasto, se observa que este 
representa el 70% del gasto total del PGN.

Dado lo anterior, para el Gobierno es fundamental 
contar con recursos suficientes para financiar de 
forma sostenible el Gasto Público Social, con el fin 
de no solo sostener los incrementos realizados en el 
pasado sino para aumentar el monto de este gasto en 
el futuro. Ello, en línea con las amplias necesidades 
de gasto social que presenta el país, que se muestran 
en detalle en esta sección, además del cumplimiento 
de las disposiciones legales y constitucionales al 
respecto. En la actualidad, la financiación de estos 
gastos se ve comprometida debido a los ingresos 
tributarios insuficientes con los que cuenta el 
Gobierno para este fin, por lo cual el incremento 
en el recaudo que busca la Ley de Financiamiento 
es fundamental para subsanar esta deficiencia. Una 
prueba contundente de lo anterior es el hecho de que 
la mayoría del recaudo obtenido por medio de la Ley 
de Financiamiento se destinará para la financiación 
del gasto social.

4	 En el artículo 41 del Estatuto Orgánico de Presupuesto se 
señala que: “Se entiende por gasto público social aquel 
cuyo objetivo es la solución de las necesidades básicas 
insatisfechas de salud, educación, saneamiento ambien-
tal, agua potable, vivienda, y las tendientes al bienestar 
general y al mejoramiento de la calidad de vida de la po-
blación, programados tanto en funcionamiento como en 
inversión.”

Gráfico 1. Gasto Público Social, en billones de 
pesos y cómo % del gasto total sin deuda del 

PGN

A continuación, se muestran las principales 
necesidades que enfrenta el país en estos frentes, en 
los que la acción del Estado y la destinación de gasto 
es fundamental.

2.1.1. Superación de la pobreza y mejoramiento 
de las condiciones de vida de la población

En los últimos años, Colombia ha avanzado 
considerablemente en el objetivo de disminuir la 
incidencia de la pobreza. Durante el periodo 2010-
2017, 2,7 millones de colombianos salieron de la 
pobreza extrema, al bajar su incidencia de 12,3% 
en 2010 a 7,4% en 2017. En este mismo periodo, 
4,7 millones de personas salieron de la situación de 
pobreza monetaria e ingresaron a la clase media, al 
reducirse su incidencia de 37,2% en 2010 a 26,9% en 
2017. Si bien el progreso que se ha alcanzado en los 
últimos años en este frente es notable, todavía hay 
mucho espacio por mejorar, pues más de una cuarta 
parte de la población es población económicamente 
vulnerable. Si se compara la incidencia de la pobreza 
en Colombia con otros países de la región, se hace 
particularmente evidente la necesidad de mejora, ya 
que Colombia tiene el índice más alto dentro de una 
muestra de 7 países suramericanos (Gráfico 2).

Gráfico 2. Indicadores de pobreza5

5	 Con la finalidad de hacer comparables las mediciones de po-
breza de cada país el Banco Mundial estandariza la medición 
de pobreza bajo una misma metodología para todos los países. 
Por esto, las cifras del DANE y el Banco Mundial difieren un 
poco. Mientras que el DANE determina la incidencia de la 
pobreza a partir de una línea de pobreza calculada a partir de 
la encuesta de ingresos y gastos 2006-2007, el Banco Mun-
dial usa una línea de pobreza de USD 5,50 por día (USD de 
2011, ajustado por paridad de poder adquisitivo).
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La reducción en la incidencia de la pobreza 
monetaria ha estado acompañada de una reducción 
de la pobreza medida a través del Índice de 
Pobreza Multidimensional (IPM). Esta medición 
es una medida mucho más estricta y amplia de 
la incidencia de la pobreza y de las condiciones 
de vida de la población, que no solo se centra en 
los ingresos sino también en un concepto más 
integral del bienestar. El IPM tiene en cuenta para 
la definición de la pobreza cinco dimensiones, a 
saber: (i) Condiciones educativas del hogar, (ii) 
Condiciones de la niñez y la juventud, (iii) Acceso 
al servicio de salud, (iv) Condiciones de trabajo, y 
(v) Acceso a los servicios públicos domiciliarios 
y condiciones de la vivienda. Un hogar es pobre 
bajo esta metodología si presenta privaciones en 
una tercera parte de los indicadores usados (hay 3 
indicadores por dimensión).

La incidencia de la pobreza multidimensional 
se redujo de 30,4% en 2010 a 17,0% en 2017, con 
lo cual 5,4 millones de personas salieron de esta 
condición. Este mejoramiento en las condiciones de 
vida de la población se explica principalmente por 
las disminuciones en las privaciones de los hogares 
de bajo logro educativo (-12,0 puntos porcentuales, 
pp), carencia de aseguramiento en salud (- 10,7pp), 
trabajo informal (-8,2pp), hacinamiento crítico 
(-7,0pp) y rezago escolar (-5,8pp).

La disminución de pobreza tanto monetaria como 
multidimensional en Colombia ha venido de la mano 
del mayor gasto social por parte del Gobierno, en 
particular a través de políticas de Estado como Más 
Familias en Acción, Jóvenes en Acción y Colombia 
Mayor.

Más Familias en Acción es el principal 
programa del Gobierno destinado a la lucha contra 
la pobreza, el cual consiste en transferencias 
monetarias condicionadas destinadas a la 
población vulnerable con niños, niñas y 
adolescentes menores de 18 años que requieren 
un apoyo económico para tener una alimentación 
saludable, controles de crecimiento y desarrollo 
a tiempo, y permanencia en el sistema escolar. El 
subsidio otorgado se divide en dos: un incentivo de 
salud y uno de educación. La condición necesaria 
que se debe cumplir para que la familia reciba el 
incentivo es salud es que a los niños menores de 
6 años en la familia se le realicen oportunamente 
los controles de crecimiento y desarrollo acordes 
a su edad. La entrega del incentivo de educación 
está condicionado a la asistencia y permanencia 
en el sistema escolar de los miembros del hogar 
que tengan entre 4 y 18 años. Actualmente el 
programa cuenta con 2,4 millones de familias 
beneficiarias.

Los análisis académicos muestran un efecto 
positivo de los programas de transferencias 
condicionadas sobre las condiciones de vida de 
la población y sobre la formación de capacidades 
que impulsarán la futura generación de ingresos. 
En el caso de Más Familias en Acción, uno de los 
principales resultados encontrados es una mejora 

en la asistencia escolar para los niños. Así, aumenta 
su probabilidad de permanecer matriculados en el 
grado escolar que actualmente cursan y de que se 
matriculen al siguiente. También, se incrementa la 
probabilidad de que terminen la educación básica, 
y de que ingresen a una institución de educación 
terciaria (Barrera-Osorio, Marianne Bertrand, 
Linden & Pérez-Calle, 2008). Además de estos 
efectos en educación, los niños de las familias 
beneficiadas también han mejorado sus niveles 
nutricionales, lo cual ha ido de la mano de un 
incremento de las visitas al médico por parte de la 
familia. Adicionalmente, ha habido otros efectos 
indirectos, como un crecimiento en la bancarización, 
que ha aumentado el crédito formal en zonas rurales 
y ha desincentivando el ahorro informal (Attanasio 
& Perellano, 2012).

Jóvenes en Acción es un programa de 
formación vocacional que apoya por medio de 
transferencias monetarias condicionadas a los 
jóvenes en condición de pobreza y vulnerabilidad, 
para que puedan continuar sus estudios técnicos, 
tecnológicos y profesionales. Actualmente, 132 
mil jóvenes son beneficiarios de este programa. Se 
ha encontrado que este programa ha tenido efectos 
sustanciales para mujeres en la probabilidad 
de obtener empleo e incrementos en el salario 
(Attanazio, Kugler & Meghir, 2011). Estos 
mismos autores sugieren que este es uno de los 
programas con mayores ganancias netas entre los 
países en vía de desarrollo. Aún bajo un escenario 
muy pesimista en el análisis de costo-beneficio, 
la tasa de retorno del programa es de 10% tanto 
para mujeres como hombres (Attanazio, Guarín, 
Medina & Meghir, 2011). Este resultado es muy 
alentador ya que la mayoría de los beneficiarios no 
terminaron la educación secundaria, y a través de 
este programa mejoran sus condiciones laborales 
con un impacto duradero.

Otro de los programas sociales implementados 
por el Gobierno que ha sido fundamental en la 
lucha contra la pobreza es Colombia Mayor. Este 
programa otorga subsidios, tanto en dinero como 
en especie a través de los centros de bienestar 
del adulto mayor, a los adultos mayores que no 
cuentan con una pensión y viven en condiciones de 
pobreza extrema. Actualmente, son beneficiarios 
de este programa 1,5 millones de adultos 
mayores en 1.103 municipios y 3 inspecciones 
departamentales. Este programa es fundamental 
en la lucha contra la pobreza extrema, pues atiende 
a una población extremadamente vulnerable, con 
relativamente pocas alternativas disponibles para 
generar ingresos y mejorar sus condiciones de 
vida.

Es fundamental para el Gobierno asegurar e 
incrementar las fuentes de financiación para estos 
programas, debido a su papel esencial en luchar 
contra la pobreza y de forma más general mejorar 
las condiciones de vida de la población. En 
particular, se destaca que Más Familias en Acción 
y Jóvenes en Acción apoyan la formación de 
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capacidades y el mejoramiento de las condiciones 
de salud de los beneficiarios, que en el futuro 
incrementarán su generación de ingresos y por 
lo tanto aumentará la probabilidad de que la 
familia deje de encontrarse en condiciones de 
vulnerabilidad. De esta manera, no solo se centran 
en atender a una población vulnerable, sino en 
invertir en capital humano, lo cual asegura unas 
mejores condiciones de vida futuras y una mayor 
productividad. Así, se ve cómo estos programas 
no solo son importantes en la lucha contra la 
pobreza en el corto plazo, sino también a mediano 
y largo plazo. En línea con lo anterior, el recaudo 
que el Gobierno plantea obtener por medio de este 
Proyecto de Ley es fundamental para atender las 
grandes necesidades que tiene el país al respecto 
de la lucha contra la pobreza, para así mantener e 
incrementar los avances alcanzados.

Además de lo mostrado anteriormente, es 
evidente la necesidad del Gobierno de obtener 
más recursos para financiar estos programas, al 
comparar el gasto destinado a las transferencias 
monetarias para la población vulnerable con otros 
países. Según cifras de la OCDE, en Colombia el 
porcentaje del ingreso disponible de los hogares 
que representan las transferencias monetarias 
del Gobierno es el más bajo de todos los países 
de la OCDE, siendo incluso significativamente 
menor que el de nuestros pares regionales Chile y 
México, que hacen parte de este grupo de países. 
Estos países, al asignar una mayor cantidad 
de recursos a las transferencias del Gobierno 
destinadas a la población vulnerable, han logrado 
obtener una menor incidencia de la pobreza que la 
de Colombia. Por lo tanto, lo anterior es muestra 
de que, para progresar en la lucha contra la 
pobreza y lograr atender las grandes necesidades 
que tiene el país al respecto, es necesario obtener 
mayores recursos para sostener o incrementar el 
gasto destinado a estos fines.

2.1.2. Educación pública
La educación es un sector primordial para el 

desarrollo de la economía colombiana, siendo una 
herramienta fundamental para potencializar el 
crecimiento económico de largo plazo, la equidad y 
la cohesión social. La formación de capital humano, 
además de ser sinónimo de desarrollo social, 
constituye un motor de crecimiento económico 
gracias a sus vínculos con la productividad de las 
empresas y los trabajadores. Adicionalmente, la 
provisión de educación pública, con amplia cobertura 
y buena calidad, es fundamental para efectivamente 
lograr igualar las oportunidades de toda la 
población, y construir una sociedad más equitativa. 
Gracias a la importancia estratégica de este sector 
para la economía, en línea con lo anteriormente 
mencionado, y a las disposiciones constitucionales 
que generan obligaciones para el Estado al respecto, 
el Gobierno tiene la responsabilidad de asignar una 
proporción importante del gasto público al sistema 
educativo.

Gráfico 3.  
Gasto del Gobierno en educación (% del PIB)

Sin embargo, el gasto en educación en Colombia 
es bajo respecto a sus pares regionales. Según el 
Banco Mundial, el presupuesto destinado al sector 
educación en Colombia representa el 4,5% del 
PIB, inferior al promedio registrado para la región 
(5,3%) y al observado en Chile (4,9%), México 
(5,3%), Argentina (5,9%) y Brasil (5,9%)6 (Gráfico 
3). Además, no solo los niveles de gasto son bajos 
en términos de magnitud, sino como porcentaje del 
gasto total del Gobierno (Gráfico 4). Actualmente, 
Colombia destina aproximadamente el 16% de su 
gasto total a educación, por debajo del promedio 
regional (16,8%) y de lo observado para nuestros 
pares de la Alianza del Pacífico: Perú (17,8%), 
México (19,1%) y Chile (19,6%)7.

Gráfico 4. Gasto del Gobierno en educación  
(% del gasto total)

En las últimas décadas, en particular a partir 
de la promulgación de la Constitución Política 
de 1991, la cobertura de la educación pública en 
Colombia ha aumentado significativamente, en 
todos los niveles educativos. Para el año 2000, la 
tasa de cobertura neta era de 52,7% en educación 
secundaria y de 27,3% en educación media, 
mientras que en 2016 estas mismas tasas fueron 
iguales a 71,1% y 42,8%, respectivamente. Así, 
estas tasas de cobertura presentaron incrementos de 
18 y 15 puntos porcentuales, respectivamente, en 
16 años, constituyendo un gran avance por parte del 
Estado en cuanto a la provisión de educación básica 
y media pública para la población. De la misma 
manera, se lograron avances muy significativos en 
cuanto al incremento en la cobertura de la educación 
superior, al pasar la tasa de cobertura bruta en este 

6	 Cifras correspondientes al gasto de educación del Gobi-
erno General: Gobierno nacional Central, Regionales y 
Locales, y Seguridad Social.

7	 Cifras correspondientes a la participación del gasto en 
educación dentro del Gobierno General: Gobierno nacio-
nal Central, Regionales y Locales, y Seguridad Social.
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nivel educativo de 19,9% en 2000 a 51,5% e 2017. 
Estos avances en cuanto a la cobertura del sistema 
educativo representan un logro significativo en 
relación a la provisión de educación pública por 
parte del Gobierno, para el cual se deben dedicar 
esfuerzos y recursos significativos para preservar y 
ampliar.

A pesar de lo anterior, el nivel educativo de 
la población en Colombia también tiene mucho 
espacio para mejorar si el país quiere efectivamente 
convertir a la educación en una herramienta para 
impulsar el crecimiento de mediano plazo y tener 
una sociedad más equitativa. El rezago del país 
en esta materia se hace particularmente evidente 
al compararse con nuestros pares de la región. Es 
así como el porcentaje de la población colombiana 
con 25 años o más que tiene al menos un título de 
pregrado (o su equivalente) es de los menores de 
la región (10,3%). En países como Ecuador, Chile 
y Paraguay esta proporción es mayor al 12%; en 
México supera el 14%; y en Costa Rica es incluso 
superior a un quinto de dicha población (Gráfico 5).
Gráfico 5. Nivel educativo alcanzado, al menos 

pregrado o equivalente, población total + 25 
años (%)

A su vez, al observar la participación en el 
mercado laboral de la población que cuenta con 
formación educativa avanzada, también se evidencia 
un rezago respecto a demás países latinoamericanos 
(Gráfico 6). En Colombia, un poco más del 75% de 
la población en edad de trabajar que ha completado 
niveles educativos avanzados según estándares 
internacionales8 (i.e. ciclos de educación terciaria, 
título de pregrado, magíster, doctor o sus respectivos 
equivalentes), participa activamente en el mercado 
laboral. Este cociente se encuentra por debajo del 
promedio de Latinoamérica y el Caribe (75,9%), 
y de varios países de la región, entre los cuales se 
pueden destacar: Chile (76,6%), Brasil (77,5%), 
Perú (80,5%) y República Dominicana (88,3%). 
La posición relativa de Colombia en este indicador 
demuestra una mayor proporción de capital humano 
improductivo, destacando así la necesidad que tiene 
el país de aprovechar en mayor medida los beneficios 
de la educación sobre la actividad económica.

El país no solo debe hacer un importante esfuerzo 
desde el sector público por mantener y aumentar 
la cobertura del sistema educativo, e incrementar 
el nivel educativo de la población, sino también 

8	 Standard Classification of Education 2011 (ISCED).

por mejorar su calidad, un aspecto en el que tiene 
un rezago significativo. Así, los resultados de las 
pruebas PISA9 2015 indican que el puntaje promedio 
de los estudiantes colombianos en ciencia, lectura y 
matemáticas (416, 425 y 390, respectivamente) es 
significativamente inferior al promedio observado 
para los países de la OCDE (493, 493 y 490), y más 
bajo que los de algunos países latinoamericanos, 
como Chile, Uruguay y Costa Rica.

Gráfico 6. Tasa global de participación de la 
población con educación avanzada10, 2017 (%)

Sostener los avances logrados en términos del 
incremento en la cobertura del sistema educativo que 
ha experimentado el país, y superar el rezago que 
persisten en términos de cobertura, logro educativo 
y calidad, constituye una prioridad para la política 
social en Colombia, vital para lograr una sociedad 
más equitativa, con igualdad de oportunidades en 
este campo.

Primero, aumentar tanto la calidad de la educación 
preescolar, básica, media y superior, como el 
número de personas que completan -por lo menos- 
su educación media y, con esto, elevar la formación 
educativa de la sociedad, es de vital importancia 
para mejorar las oportunidades laborales de los 
trabajadores, aumentar los índices de formalidad, 
acceder a beneficios asociados a las prestaciones 
sociales y, en general, mejorar la calidad de vida de 
los hogares colombianos.

Adicionalmente, aumentar la calificación de 
la fuerza laboral implicaría beneficios sobre la 
productividad laboral, lo cual a su vez significa 
una fuente directa de crecimiento económico 
potencial. Los esfuerzos adicionales que realice el 
Gobierno en materia educativa se materializarán en 
ganancias económicas de corto y largo plazo, en pro 
del desarrollo, la equidad y el beneficio social. La 
realización de estos esfuerzos requiere de un mayor 
recaudo, para financiar los gastos que sean necesarios 
para alcanzar este fin, para todos los años del 2019 
en adelante. En este aspecto, son de fundamental 

9	 El Programa para la Evaluación Internacional de Alum-
nos de la OCDE (PISA, por sus siglas en inglés), tiene 
por objeto evaluar hasta qué punto los alumnos cercanos 
al final de la educación obligatoria han adquirido algunos 
de los conocimientos y habilidades necesarios para la 
participación plena en la sociedad del saber.

10	 La tasa global de participación corresponde al cociente 
entre la población económicamente activa (fuerza lab-
oral) y la población en edad de trabajar.
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importancia los recursos adicionales que se puedan 
obtener a partir de la Ley de Financiamiento.

En línea con lo anterior, las necesidades del 
sector educación están focalizadas en varios 
frentes que requieren financiamiento adicional del 
Gobierno nacional Central, dentro de los cuales se 
encuentra el Plan de Alimentación Escolar (PAE), 
créditos y becas del Icetex, subsidios a tasas de 
interés de créditos educativos, formación y becas 
para docentes, infraestructura educativa, atención 
integral a la primera infancia en condición de 
vulnerabilidad, dotación física y tecnológica para 
Instituciones de Educación Superior (IES), entre 
otros. Es necesario que el Gobierno incremente el 
recaudo por medio de la Ley de Financiamiento para 
asegurar la financiación de estos gastos, del 2019 en 
adelante.

2.1.3. Salud
Una de las principales necesidades en términos 

de política social que enfrenta el país es la provisión 
de servicios de salud de buena calidad, a la par con 
la obtención de aseguramiento y acceso universal 
al sistema, y con la implementación de esquemas 
de mejoramiento de la salud pública que ayuden 
a prevenir la incidencia de algunas enfermedades 
en la población. En los últimos años, el Gobierno 
nacional ha estado consistentemente avanzando 
hacia el logro de estos objetivos.

Así, el incremento en la cobertura del sistema de 
salud ha sido progresivo, alcanzando para 2017 el 
95% de la población colombiana. Sin embargo, la 
importancia de los logros obtenidos en este sector 
va mucho más allá de la cobertura prácticamente 
universal en salud. La unificación de la Unidad de 
Pago por Capitación (UPC) del Régimen Subsidiado 
y el Régimen Contributivo, que finalizó en 2012, ha 
permitido incrementar la igualdad en la prestación 
del servicio. En el año 2015, la Ley Estatuaria de 
Salud (Ley 1751 de 2015) definió la salud como 
un derecho fundamental, lo que ha permitido a la 
población afiliada acceder a las tecnologías en salud 
no incluidas en el plan de beneficios. Adicionalmente, 
el país cuenta con un 95% de cobertura en esquemas 
de vacunación completa en niños de hasta tres años, 
con más de 20 vacunas ofrecidas en el plan ampliado 
de inmunizaciones.

Estos logros han sido posibles gracias a las 
acciones del Gobierno, que han centrado sus esfuerzos 
en el cumplimiento de la normatividad vigente, 
en particular las disposiciones constitucionales en 
la materia, y la satisfacción de las demandas de la 
población por estos servicios. De esta manera, los 
recursos destinados desde el Presupuesto General 
de la Nación para estos fines han sido consistentes 
con su marco conceptual y normativo, de tal manera 
que en condiciones de sostenibilidad y eficiencia se 
ha garantizado el acceso universal y efectivo de la 
población a los servicios de salud.

Por otro lado, con el objetivo de lograr una 
financiación más eficiente de estas necesidades, que 
dejara de perjudicar particularmente la informalidad 

laboral, la Reforma Tributaria de 2012 (Ley 1607 
de 2012) estableció la eliminación del aporte 
parafiscal de los empleadores en salud (8,5% 
de la nómina) para los empleados privados con 
asignaciones salariales inferiores a 10 smmlv11. 
De esta manera, el Gobierno nacional adquirió 
parte de los compromisos generados por cuenta 
de la disminución de los aportes a salud de los 
empleadores, con el fin de no penalizar la generación 
de empleo formal, lo que acarreo un incremento en 
el gasto corriente de la Nación equivalente a más de 
medio punto porcentual del PIB.

Alcanzar los logros anteriormente mencionados 
y las metas trazadas en el Sistema Integral de 
Seguridad Social del país ha requerido de una 
creciente cantidad de recursos por parte de la Nación. 
En efecto, en los últimos diez años el presupuesto 
dirigido al sector salud se incrementó en 168% al 
pasar de $9,5 billones en 2008 a $25,34 billones 
en el año 201812. Para continuar progresando en el 
cumplimiento de los logros de acceso a servicios 
de buena calidad, cobertura universal del acceso 
a los servicios de salud y el aseguramiento, e 
implementación de programas de salud pública, 
y mantener los avances logrados en relación a lo 
anterior, el Gobierno debe disponer de una mayor 
cantidad de recursos para financiar las necesidades 
de gasto que lo anterior implica. De esta manera, 
es esencial el recaudo adicional que obtendrá la 
Ley de Financiamiento para financiar los gastos en 
salud del 2019 en adelante, los cuales son esenciales 
para continuar garantizando la atención en salud 
de 45 millones de colombianos, de los cuales 22,6 
millones pertenecen al régimen subsidiado de salud 
y 22,7 del régimen contributivo

Desigualdad en la distribución del ingreso
Colombia ha venido teniendo en años recientes 

reducciones importantes en sus niveles de 
desigualdad. Para 2002, según el DANE, el GINI 
se ubicaba en 57,2, mientras que en 2010 se ubicó 
en 56,0, y en 2017 fue igual a 50,8. De esta manera, 
este índice disminuyó 5,32 puntos porcentuales 
durante el periodo 2010-2017, lo cual es una 
reducción bastante significativa si se considera la 
alta persistencia que tiene este indicador, lo difícil 
que ha sido bajarlo en el pasado y el incremento que 
ha tenido a nivel mundial.

Al comparar estas cifras con las de otros países 
de la región13, se observa que, si bien Colombia 
tiene el segundo coeficiente de Gini más alto de la 

11	 Salarios mínimos mensuales legales vigentes.
12	 Estas estimaciones se hacen a precios de 2019. El índice 

de precios al consumidor (IPC) para el periodo 2002-
2017 es el reportado por el Departamento Nacional de 
Estadística DANE. El IPC proyectado para 2018 y 2019 
corresponde al proyectado en el Marco Fiscal de Media-
no Plazo 2018.

13	 Tal como sucede en pobreza, el Banco mundial, con la 
finalidad de hacer comparable medición de desigualdad 
entre países, estandariza la medición bajo una misma 
metodología para todos los países. Por esto, las cifras del 
DANE y el Banco Mundial difieren un poco.
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región, después de Brasil, tuvo la segunda reducción 
más significativa dentro de este grupo entre 2009-
2010 y 2015-2016, solo después de Bolivia. Así, 
el coeficiente de GINI, según las cifras del Banco 
Mundial, pasó de 54,8 en 2010 a 50,8 en 2017 
(Gráfico 7, Panel A).

Estas reducciones en la desigualdad han sido 
producto de los mayores esfuerzos realizados por el 
Gobierno para disminuir la incidencia de la pobreza, 
mejorar las condiciones de vida de la población 
y dar igualdad de oportunidades para todos los 
colombianos. En este sentido, han sido esenciales 
los esfuerzos mencionados anteriormente en cuanto 
a la implementación de programas para luchar contra 
la pobreza, como Más Familias en Acción, Jóvenes 
en Acción y Colombia Mayor. Adicionalmente, 
han sido fundamentales los esfuerzos realizados 
para mejorar la cobertura de la educación pública 
y del sistema de salud, y para igualar los planes de 
beneficio de los regímenes contributivo y subsidiado. 
Estas medidas han permitido avanzar hacia dar 
igualdad de oportunidades a todos los colombianos, 
con lo cual ha aumentado la movilidad social y se ha 
reducido la desigualdad.

Gráfico 7. Desigualdad

A pesar de los avances anteriormente 
mencionados, es importante que el Gobierno realice 
mayores esfuerzos para disminuir la desigualdad 
y volver más progresiva la estructura tributaria. 
En particular, es fundamental lograr una mayor 
progresividad en la estructura de los impuestos, ya 
que la política fiscal colombiana poco disminuye la 
desigualdad en comparación con varios países. En 
particular, en el panel B del Gráfico 7 se muestra 
que países como Francia, España y Estados Unidos, 
a través de la política fiscal considerada como un 
todo, reducen de manera mucho más efectiva la 
desigualdad del ingreso. Lo anterior evidencia 
que es prioritario guiar esfuerzos de política que 
incrementen la progresividad del sistema tributario, 
como lo propone este proyecto de ley. Así, algunas de 
las que constituyen avances en esta dirección son el 
incremento en el impuesto de renta para las personas 
naturales de mayores ingresos, y la simplificación 
de la estructura del IVA y la introducción del 
mecanismo de compensación para las personas de 
menores ingresos.

En línea con lo anterior, el gobierno debe 
continuar e incrementar los esfuerzos realizados 

para disminuir la desigualdad, por medio de la lucha 
contra la pobreza, el fortalecimiento de la salud y la 
educación pública, y volviendo más progresivo el 
sistema tributario, en línea con lo propuesto en este 
proyecto de ley.

2.1.4. Reparación a las víctimas
El conflicto armado interno en Colombia 

ha ocasionado una gran cantidad de víctimas, 
particularmente muertes y desplazamientos forzados, 
que han reconfigurado el país y han tenido efectos 
significativos sobre la economía y la cohesión social, 
especialmente en el campo. Para que el país tenga 
logre superar las secuelas del conflicto, y consiga 
ser más equitativo y brindar mejores condiciones 
de vida para la población, es necesario atender y 
reparar a los millones de víctimas.

En el año 2004 la Corte Constitucional de 
Colombia emitió la Sentencia T-025, como un 
llamado a las entidades públicas para atender de 
manera efectiva a las víctimas de desplazamiento 
forzado. Es así como la Corte declara el estado 
de cosas inconstitucional, al ser violentados 
sistemáticamente los derechos fundamentales de la 
población desplazada a causa del conflicto armado 
interno del país. Sin embargo, el Gobierno nacional 
decidió centrar sus esfuerzos en la totalidad de las 
víctimas, no solo en la población desplazada, y 
llevó a cabo la formulación de la Ley de Víctimas 
y Restitución de Tierras -Ley 1448 del 2011- con 
el objetivo de fortalecer el marco legal y así poder 
atender, asistir y reparar integralmente a las víctimas 
del conflicto armado interno.

Los avances en materia de atención a la población 
víctima de la violencia han permitido cumplir 
estrictamente con la Ley de Víctimas y Restitución 
de Tierras, en particular en cuanto a sus metas y 
avances esperados. En efecto, entre los años 2002 y 
2019, el Estado colombiano ha asignado y ejecutado 
más de $129 billones en los programas, proyectos 
y actividades que buscan asistir, atender y reparar 
integralmente a la población víctima del conflicto 
armado.

Estos recursos han permitido que el Gobierno 
nacional responda con las necesidades de las 
8.666.577 víctimas que hoy en día se encuentran en 
el Registro Único de Víctimas (RUV), de las cuales 
6.935.465 son sujetos de asistencia y reparación. 
De igual forma se han otorgado cerca de 806 mil 
indemnizaciones, se han acompañado 260 mil 
hogares desplazados para su retorno y reubicación, 
62 mil hogares han recibido soluciones definitivas de 
vivienda y se han beneficiado cerca de 1,8 millones 
de víctimas en programas que apoyan la generación 
de ingreso, entre otros.

Para cumplir efectivamente estos logros en 
cuanto a la reparación de la población víctima, el 
Gobierno nacional ha destinado un presupuesto 
considerablemente mayor a lo definido en el 
Conpes 3712 del año 2011, donde se establecieron 
los lineamientos del plan de Financiación para la 
sostenibilidad de la Ley 1448 del 2011. En efecto, 
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aun estando al 70% del periodo de vigencia de la 
política de víctimas (i.e. 2012-2021), ya se ha 
asignado más del 113% del presupuesto inicialmente 
contemplado en los Conpes.

En línea con lo anterior, para seguir avanzando 
en el logro de la efectiva reparación de las víctimas, 
es vital que para este fin sigan estando disponibles 
los recursos que sean necesarios. De esta manera, el 
incremento en el recaudo tributario contemplado en 
la Ley de Financiamiento es vital para que el Estado 
pueda seguir cumpliendo con estos objetivos, y 
todos los otros objetivos de política social, de 
una forma fiscalmente sostenible y responsable. 
Estos recursos no sólo representan un compromiso 
del gobierno, sino que también han tenido un 
impacto positivo sobre la equidad, y la creación de 
condiciones favorables para continuar reduciendo 
la pobreza y la pobreza extrema, al enfocarse en la 
reparación y atención de un grupo de la población 
que se encuentra en estado de vulnerabilidad.

2.1.5. Posconflicto e implementación de los 
acuerdos de paz

El conflicto armado en Colombia ha perdurado 
por más de medio siglo, acarreando altos costos 
sociales y económicos. Con base en datos del Centro 
de Memoria Histórica, durante el periodo 1958-2012 
las confrontaciones entre el Estado y los grupos 
armados al margen de la Ley han traído consigo 220 
mil muertes. Las víctimas del conflicto ascienden a 
más de 8 millones de personas.

En línea con lo anterior, el conflicto armado y la 
amenaza terrorista que ha experimentado el país ha 
generado un gran costo humano y en términos de 
cohesión social, evidenciado en el número de víctimas 
y en la población desplazada. Adicionalmente, el 
conflicto ha tenido consecuencias desde el punto de 
vista económico. La confrontación con los grupos 
armados al margen de la ley y la amenaza terrorista 
han generado efectos negativos tanto en los factores 
de producción como en su productividad. De esta 
manera, se ha destruido el capital humano vía 
masacres, desplazamientos forzosos y secuestros, 
al tiempo que se ha impactado negativamente 
el capital físico, pues se ha reducido el stock 
de infraestructura, debido principalmente a los 
atentados terroristas. Por otro lado, se ha disminuido 
la confianza, lo cual ha desestimulado la inversión 
en el país, especialmente en las regiones con mayor 
presencia de grupos guerrilleros. Adicionalmente, 
el conflicto incrementó los costos de transacción y 
disminuyó la cohesión social y la confianza en las 
instituciones, lo cual afectó la productividad.

La anterior administración firmó un acuerdo de 
paz con las FARC, con el fin de desmovilizar a los 
miembros de este grupo armado al margen de la ley 
y evitar para el país los altos costos económicos y 
sociales que trajo la confrontación armada con este 
grupo guerrillero. Así el Gobierno nacional adquirió 
el compromiso de implementar este acuerdo, en 
cada uno de sus seis puntos: reforma rural integral, 
participación política, fin del conflicto, solución 

al problema de las drogas ilícitas, víctimas, e 
implementación, verificación y refrendación. Todos 
estos puntos deberán ser implementados, cuya 
financiación y ejecución se hará conforme al plan 
marco de implementación, el cual establece una 
necesidad de recursos de $129,5 billones a precios de 
2016 durante un periodo de 15 años. De esta manera, 
es necesario para el Gobierno asegurar los recursos 
de la fracción del plan marco de implementación 
que se financiará con el Presupuesto General de 
la Nación, que, de acuerdo con lo expuesto en el 
Marco Fiscal de Mediano Plazo, asciende a $46,7 
billones de pesos.

De efectivamente implementarse el acuerdo 
de paz, en cuanto a la desmovilización de los 
guerrilleros y la ejecución de las inversiones 
pactadas, la economía nacional podría recibir un 
importante impulso a su crecimiento, especialmente 
en las zonas marginadas más afectadas por el 
conflicto. Según estimaciones del Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público14, en un escenario 
de implementación completa del acuerdo, y de 
completa desmovilización de las FARC (ausencia de 
disidencias) el crecimiento económico aumentaría 
en promedio 0,3 puntos porcentuales entre 2017 y 
2031.

Adicional a este efecto sobre el crecimiento, 
garantizar estos compromisos gubernamentales 
y la desmovilización total de los grupos armados 
permitirán la elaboración de planes económicos 
regionales, haciendo que las inversiones para la paz 
contribuyan a resolver los problemas estructurales del 
conflicto. De esta manera, se reduciría la pobreza en 
el campo, se facilitaría el acceso a la tierra a quienes 
más las necesitan y se construiría infraestructura 
para mejorar la calidad de vida de los colombianos 
que viven en zonas rurales. Esto incrementaría la 
integración del campo con las zonas urbanas y los 
mercados internacionales, y se contribuiría a que se 
cerraran las brechas existentes entre zonas urbanas y 
rurales, y más específicamente las de las zonas más 
apartadas y afectadas por el conflicto, con el resto 
del país.

Para alcanzar dichos propósitos el gobierno 
ha implementado dos enfoques diferenciales que 
permiten integrar de manera directa el desarrollo 
regional y la implementación del acuerdo de paz. 
Por el lado del gasto, se ha buscado priorizar en los 
primeros años del acuerdo los recursos destinados 
a implementar la reforma rural integral (85,4% del 
costo total del acuerdo a 15 años), a 16 regiones que 
conforman los Planes de Desarrollo con Enfoque 
Territorial (PDET), que están conformadas por 170 
municipios que presentan las mayores brechas de 
crecimiento económico y social del país. En efecto, 
durante el año 2017, 42% de los recursos destinados 
a atender los acuerdos se destinaron a las zonas 
PDET (ver Cuadro 1).

14	 El detalle de los potenciales beneficios económicos del 
Acuerdo de Paz con las FARC se encuentra en el rec-
uadro 5.A del Marco Fiscal de Mediano Plazo 2017.
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Ahora bien, por el lado de los ingresos, la Ley 1819 
de 2016 otorgó beneficios tributarios en las Zonas 
Más Afectadas por el Conflicto Armado (Zomac). 
De hecho, actualmente los empresarios que decidan 
invertir en estas zonas estarán sujetos a una tarifa de 

impuesto a la renta igual a 18,5%, lo cual representa 
un beneficio tributario de 78% con respecto a la 
tarifa general del país para las medianas y grandes 
empresas, siendo este beneficio igual al 100% para 
las micro y pequeñas empresas (Cuadro 2).

Cuadro 1. Recursos focalizados en subregiones PDET (Miles de millones de pesos constantes de 2016)

Cuadro 2. Tarifa General Impuesto a la Renta en 
las Zonas Afectadas por el Conflicto Armado

En este sentido, el aparato institucional 
conformado por medio de los acuerdos de paz 
representa un eje conductor que permitirá cerrar las 
brechas producidas por el conflicto armado entre 
las zonas urbana y rurales, y entre las zonas más 
afectadas por el conflicto y el resto del país. En 
efecto, garantizar la financiación de los acuerdos de 
paz no sólo permitirá cumplir con los compromisos 
sociales y legales adquiridos en el pasado, sino que 
también servirá como inversión destinada a las 
zonas menos desarrolladas del país, lo que impulsará 
el crecimiento en el mediano plazo y permitirá una 
mayor sincronización social regional. Así, el recaudo 
obtenido con la Ley de Financiamiento que se 
destine a este fin es fundamental para efectivamente 
cumplir con las disposiciones de los acuerdos de 
paz, y lograr materializar estos efectos positivos 
sobre la economía nacional.

2.1.6. Defensa y seguridad ciudadana
El sector defensa constituye un eje central para 

asegurar la cohesión social y la integridad de los 
ciudadanos. Según cifras provistas por el Ministerio 
de Defensa, en los últimos años se han hecho avances 
palpables en materia de seguridad. Por ejemplo, la 
tasa de homicidios15 por cada 100 mil habitantes 
ha caído sistemáticamente desde 2012 (35,3) hasta 
2017 (24,8). En línea con lo anterior, el número 
total de secuestros mostró un detrimento desde 2012 
(305) hasta el cierre del año pasado (195), mientras 
que los actos terroristas evidenciaron un importante 
descenso durante el mismo periodo (894 vs. 123). 
Sin embargo, el empeoramiento evidenciado en 
otros indicadores de seguridad da cuenta de los 
retos existentes para asegurar la integridad de 
los colombianos, justificando las necesidades de 
financiamiento adicional en este sector (Gráfico 8).

Gráfico 8. Indicadores de seguridad nacional

15	 Número de homicidios por cada 100.000 habitantes.
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Por un lado, según el Observatorio del Delito 
de la DIJÍN, la cantidad de delitos de hurto común 
ha mostrado un ascenso importante. En 2012 se 
observaron 126.516 delitos de esta clase, frecuencia 
que aumentó significativamente hasta llegar a 
279.452 en 2017. La cantidad de casos de extorsión 
y violencia intrafamiliar también se incrementaron 
durante este periodo, pasando de 2.315 a 5.532, y 
de 32.321 a 92.929, respectivamente. La tendencia 
ascendente en la frecuencia de ocurrencia de estos 
delitos muestra que, a pesar de los avances en otros 
indicadores, persisten retos en materia de seguridad 
individual y colectiva.

En otro frente, según los estudios de cultivos 
ilícitos de la Oficina de las Naciones Unidas contra 
la Droga y el Delito (UNODC) para Colombia16, 
los cultivos de coca en Colombia, desde 2013, han 
incrementado a un ritmo promedio del 45% anual, 
pasando de 48 mil ha ese año a 146 mil ha en 2016. 
A 31 de diciembre de 2017, el área sembrada con 
coca en Colombia tuvo un aumento del 17% (25 
mil ha) con respecto a la medición del año anterior, 
alcanzando las 171 mil ha. Gracias al incremento 
en el área cultivada, la producción de hoja fresca 
de coca sufrió un incremento del 32% entre 2016 
y 2017, pasando de 707 mil toneladas a 931 mil. 
Con esto, la producción potencial de cocaína se ve 
incrementada en un 31% entre estos mismos años, 
pasando de 1.053 toneladas a 1.379.

El retroceso en los indicadores expuestos 
anteriormente da cuenta del rezago existente en 
materia de seguridad a nivel nacional, y de la 
importancia de las acciones que se deben implementar 
para lograr avances necesarios en estos campos. 
Gracias a la importancia de disminuir la frecuencia 
de delitos que atentan contra la integridad física y 
mental de los habitantes, y de los cuales se lucran la 
delincuencia común y los grupos armados al margen 
de la Ley, es necesario obtener recursos adicionales 
que se focalicen al sector defensa, como se plantea 
con la Ley de Financiamiento. En particular, es 
necesario intensificar la lucha contra el narcotráfico, 
una actividad que se lucra de perjudicar la salud de 
los colombianos y que es realizada por los grupos 
armados al margen de la ley más significativos. De 
esta manera, los recursos de la Nación propenderán 
por el beneficio social asociado con mantener la 
integridad de los ciudadanos, proteger nuestra 
soberanía, y mejorar la gobernabilidad y la cohesión 
social. La conjunción de estos factores será relevante 
para eliminar las causas de conflictos sociales que 
obstaculizan la expansión de la productividad y, en 
últimas, del crecimiento económico y el bienestar 
colectivo.

2.1.7. Infraestructura de transporte
Uno de los sectores más importantes para 

la productividad y obtención de altas tasas 

16	 Monitoreo de territorios afectados por cultivos ilícitos 
2017, septiembre de 2018.

de crecimiento económico sostenido es el de 
infraestructura, en particular el de infraestructura 
de transporte. Esto es especialmente cierto en el 
caso de la infraestructura vial, ya que las carreteras 
constituyen el principal modo de transporte de 
pasajeros y carga en el país. La adecuada provisión 
de estos bienes públicos es vital para integrar los 
distintos mercados regionales a nivel nacional, y para 
facilitar la conectividad entre las empresas nacionales 
y los mercados internacionales. Una cantidad 
suficiente de carreteras, en buenas condiciones, y 
que tengan las especificaciones técnicas necesarias 
para manejar el flujo de tráfico que pasa por ellas es 
vital para impulsar la productividad de las empresas 
nacionales.

Colombia históricamente ha tenido un 
rezago significativo en la provisión de adecuada 
infraestructura de transporte, especialmente vial. Si 
bien en los últimos años se han tomado acciones, 
se han aprobado leyes y se han implementado 
programas que han ayudado a superar esta necesidad, 
este rezago no se ha superado por completo y sigue 
siendo significativo. Según indicadores del Foro 
Económico Mundial, Colombia tiene una deficiente 
calidad y cantidad de infraestructura vial, no solo al 
compararse con el resto de las economías del mundo 
sino con las otras economías grandes de América 
Latina (Cuadro 3). Estos rezagos se evidencian en 
los indicadores de conectividad vial, calidad de vías 
y densidad de vías. La principal consecuencia que 
tiene esta deficiente provisión de infraestructura 
es que las empresas del país enfrenten unos muy 
altos costos de transporte internos, y para importar 
y exportar, lo cual afecta de forma significativa su 
productividad. Estos costos se materializan tanto 
en un alto costo monetario como en tiempo de 
transporte.

Cuadro 3. Indicadores de provisión de 
infraestructura vial. Posición a nivel mundial, 

sobre 140 economías

País Conectividad  
vial

Calidad  
de las vías

Densidad  
de vías

Argentina 11 93 55
Brasil 74 112 79
Chile 14 24 56
Colombia 97 102 92
México 7 47 50
Perú 96 108 89

Fuente: Foro Económico Mundial. Reporte de 
Competitividad Mundial 2018

Otro indicador que muestra la deficiente 
provisión de infraestructura vial, particularmente en 
términos de la calidad de las vías, es el porcentaje 
de vías que se encuentran pavimentadas. En el 2015, 
el 18,6% de las vías del país estaban pavimentadas, 
significativamente menor que el 33% que se observa 
en promedio en la Alianza del Pacífico. Sin embargo, 
este indicador tiene marcadas diferencias entre las 
vías principales del país (la red vial primaria) y 
las vías regionales (red secundaria y terciaria), las 
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cuales tienen un rezago más pronunciado en este 
indicador y en general en su calidad.

En línea con lo anterior, la red vial primaria se 
encuentra en general en mucho mejor estado que 
las vías regionales. Estas vías corresponden a las 
carreteras que están a cargo de la Nación para su 
construcción, mantenimiento y mejoramiento. 
Si bien cerca del 85% de las vías primarias están 
pavimentadas, este porcentaje asciende a 98% en 
el caso de las concesiones a cargo de la ANI, y a 
46% en las vías a cargo del Invías. Así, se muestra 
como los programas de concesiones viales que se 
han adelantado en el país desde la década de los 
90 han contribuido a mejorar la provisión de vías 
principales en el país, para mejorar la conectividad 
de los principales centros de producción entre sí y 
con los mercados internacionales.

En contraste con lo anterior, la calidad de las 
vías secundarias y terciarias es mucho peor que 
la de la red vial primaria, ya que solo el 26% de 
la red secundaria y el 10% de la red terciaria se 
encuentra pavimentada. Si se considera que las vías 
secundarias, cuya construcción, mantenimiento y 
mejoramiento está a cargo de los departamentos, 
representan el 22% del total, y que las vías terciarias, 
que está a cargo de los municipios, representan el 
69% del total, es evidente que una gran proporción 
de las vías nacionales se encuentra en mal estado. 
En buena parte de los casos, el mal estado en el que 
se encuentran las vías regionales se debe al hecho de 
que en muchas de las regiones se carece de recursos 
y de gestión para realizar mantenimiento preventivo 
o rehabilitación de las obras. Todos estos problemas 
con respecto a la provisión de infraestructura vial 
regional de calidad perjudican principalmente 
la integración a los mercados nacionales e 
internacionales y la competitividad de varias zonas 
del país, particularmente las zonas rurales y las más 
apartadas, que son las principales afectadas por la 
mala calidad de las vías terciarias.

En los últimos años, se han llevado a cabo 
esfuerzos bastante significativos para superar este 
rezago e incrementar la inversión, no solo pública 
sino la privada, en infraestructura de transporte, 
particularmente vial. Dentro de estos se encuentran 
la expedición de la Ley de Infraestructura (Ley 
1882 de 2018), la expedición del marco normativo 
de las asociaciones público-privadas (Ley 1508 
de 2012), y la estructuración y puesta en marcha 
de las concesiones de cuarta generación (4G). 
Sin embargo, es evidente la necesidad no solo se 
sostener estos esfuerzos, sino de incrementarlos 
para superar el rezago que todavía presenta el país 
en esta materia. Esto es especialmente cierto en el 
caso de la red vial secundaria y terciaria, pues es en 
las que se evidencian los mayores rezagos.

En línea con lo anterior, no solo es necesario 
mantener sino incrementar los recursos públicos 
destinados a estos fines. Si bien se pueden usar 
algunos mecanismos que permitan e incentiven 

la inversión del sector privado para superar las 
grandes necesidades de recursos públicos necesarios 
para financiar las inversiones en el caso de las vías 
primarias, no es factible implementarlos para la 
red secundaria y terciaria. En estos casos, el flujo 
de tráfico es insuficiente para hacer rentable la 
inversión y operación privada, de tal forma que 
la construcción y operación de la vía se financie, 
al menos parcialmente, con peajes. Así, se vuelve 
aún más imperioso disponer de recursos públicos 
para poder financiar las inversiones requeridas en 
vías secundarias y terciarias, con el fin de superar 
el rezago que tiene el país en esta materia. En 
este sentido, el recaudo tributario adicional que 
se obtendrá con la Ley de Financiamiento es vital 
para poder lograr estos objetivos de mantener y 
profundizar los avances logrados a la fecha.

2.2.	La necesidad de incrementar el crecimiento 
económico

Una de las principales consecuencias que ha 
tenido la coyuntura de los últimos años sobre la 
economía y sus perspectivas de mediano plazo es una 
reducción en el crecimiento económico potencial. 
Diversas estimaciones de esta variable apuntan a 
que a raíz del choque que representó la caída en 
los precios internacionales de petróleo a partir de 
2014, se redujo el ritmo de crecimiento que puede 
alcanzar la economía nacional de forma sostenida. 
Esta reducción en el potencial de crecimiento se 
refleja en los cambios que han experimentado las 
tasas de crecimiento potencial estimadas por los 
miembros del Grupo Técnico de PIB Potencial del 
Comité Consultivo de la Regla Fiscal, las cuales 
se han reducido de un promedio de 4,8% en 2014 
a 3,5% en 2018 para los diez años siguientes a la 
estimación (Gráfico 9).

Gráfico 9. Estimaciones de la tasa de 
crecimiento potencial de la economía 

colombiana del MFMP. 2014-2018

Esta reducción en el potencial de crecimiento de 
la economía colombiana puede deberse a diversos 
factores, y en particular dos de ellos son susceptibles 
a ser impulsados desde la política pública. Con los 
estímulos a estos factores, se puede incrementar 
el potencial de crecimiento de la economía, y así 
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reversar los efectos que tuvo el choque petrolero 
e incrementar el recaudo tributario. El primero de 
estos factores es la inversión, la cual ha contribuido 
a la reducción en el potencial de crecimiento 
de la economía al presentar algunas caídas y 
bajos crecimientos desde el choque petrolero. 
La inversión tuvo un crecimiento promedio real 
de -0,1% anual entre 2015 y 2017, y la tasa de 
inversión17 se redujo de 24,0% del PIB en 2014 a 
22,2% en 2017. La leve contracción experimentada 
en la inversión en los últimos años es consecuencia 
tanto de la desaceleración de la economía, que 
reduce su rentabilidad de forma generalizada en 
todas las ramas de actividad económica, como de 
la contracción puntual que experimentó el sector 
minero-energético, el cual era uno de los principales 
motores de la inversión antes de 2014. Esta menor 
inversión reduce el ritmo de acumulación de capital 
de la economía y su potencial de crecimiento.

Es importante destacar que la tasa de inversión, 
si bien se ha reducido frente al pico alcanzado en 
2014, se ubica actualmente muy cerca del promedio 
observado entre 2005 y 2017 (22,4%). Así, esta 
variable no ha sufrido una caída dramática que 
la lleve a niveles inferiores a los observados en 
los últimos 12 años, ni ha perdido los avances 
alcanzados en este periodo de tiempo. De esta 
manera, se observa que la reducción en la inversión 
es un factor que ha contribuido a la caída del 
crecimiento potencial frente a los niveles que tenía 
antes del choque petrolero, aunque no debería ser 
la explicación principal, al encontrarse la tasa de 
inversión en niveles similares a los observados 
durante los últimos 12 años. Adicionalmente, si bien 
la tasa de inversión continúa ubicándose en niveles 
relativamente altos, es necesario que sea más alta 
para poder incrementar el potencial de crecimiento 
de la economía. En particular, después del choque 
petrolero, es necesario que otros sectores diferentes 
al minero-energético se conviertan en los principales 
motores de la inversión, por lo cual es clave que se 
eliminen obstáculos y se reduzcan los costos de esta 
inversión.

La inversión en Colombia enfrenta varios 
obstáculos y altos costos que la desincentivan y no 
le permiten alcanzar los niveles que potencialmente 
podría alcanzar. Uno de ellos es la alta carga tributaria 
empresarial, ya que según el Doing Business 2018 la 
tasa efectiva de tributación se encuentra en 69,7% de 
las utilidades brutas, significativamente mayor a los 
promedios de América Latina (46,6%) y la OCDE 
(40,1%). Otro de los altos costos que enfrenta la 
inversión se refiere al hecho de que muchos bienes 
de capital, principalmente maquinaria y equipo, 
están gravados a la tarifa general de IVA. Si bien el 
monto pagado por este gravamen se puede deducir 
de la base gravable del impuesto de renta, las 

17	 La tasa de inversión se refiere a la participación de la 
inversión (formación bruta de capital) en el Producto In-
terno Bruto, medido en precios corrientes.

empresas no pueden recuperar de forma completa el 
sobrecosto enfrentado por este concepto, con lo cual 
se encarece y desestimula la inversión.

En particular, desde el choque petrolero uno 
de los componentes de la inversión que más ha 
disminuido es la adquisición de maquinaria y 
equipo. Lo anterior es consecuencia en particular de 
que esta inversión se ve significativamente afectada 
por la depreciación de la tasa de cambio, ya que la 
mayoría de la maquinaria y equipo que se adquiere 
en el país es importada. De esta manera, entre 2015 
y 2017 la inversión en maquinaria y equipo tuvo una 
caída promedio anual de 6,5%. Existe evidencia que 
muestra que este tipo de inversión es particularmente 
importante para impulsar el crecimiento potencial, y 
por lo tanto la fuerte caída que ha experimentado 
desde el choque petrolero puede haber incidido 
negativamente sobre el potencial de crecimiento de 
mediano plazo de la economía.

De acuerdo con lo estimado por Betancur, 
Orbegozo y Gantiva (2018)18, la inversión en 
maquinaria y equipo es el único componente de la 
inversión que determina el crecimiento económico 
observado y potencial. Este tipo de inversión se 
concentra principalmente en el subcomponente de 
“maquinaria para usos especiales”, el cual incluye 
todo tipo de equipos utilizados por las empresas 
para elevar su productividad. Analíticamente, el 
canal a través del cual la inversión en maquinaria y 
equipo afecta el crecimiento potencial es su impacto 
positivo sobre la productividad. Como consecuencia 
de estos resultados, se observa que estimular este 
tipo de formación de capital puede inducir notables 
réditos en materia de crecimiento, o, por el contrario, 
si este tipo de inversión presenta contracciones 
importantes, se estaría afectando el potencial de 
crecimiento de la economía.

Al igual que ocurre para el total de la inversión, la 
estructura tributaria actual desincentiva la inversión 
en maquinaria y equipo, debido no solo a la alta tasa 
de tributación empresarial, que disminuye el capital 
disponible para invertir, sino al cobro del IVA sobre 
los bienes de capital, que encarece sustancialmente 
el costo de adquisición. En este sentido, para 
impulsar este tipo de inversión y lograr impulsar el 
crecimiento potencial de la economía, es necesario 
implementar medidas encaminadas a reducir sus 
costos.

Un segundo aspecto muy importante que 
ha incidido sobre la reducción del potencial de 
crecimiento de la economía en los últimos años es 
la productividad total de los factores. Durante los 
últimos 15 años esta variable ha tenido un bajo 
crecimiento, teniendo una baja contribución al 
crecimiento potencial. Así, en promedio entre 2000 y 

18	 Betancur, J., Orbegozo, C y D. Gantiva. (2018). Relación 
entre la tasa de inversión y el crecimiento económico 
en Colombia. Notas Fiscales. Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público, Colombia.
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2017, la productividad total de los factores ha crecido 
solo 0,7%, a pesar de que la mayoría de este periodo 
se caracterizó por un notable auge económico. De 
esta manera, se evidencia que durante este periodo 
la productividad total de los factores contribuyó 
positivamente al crecimiento del PIB y del producto 
potencial, a pesar de no ser el principal motor de este 
crecimiento. Durante el boom de los precios de las 
materias primas, el crecimiento en Colombia estuvo 
impulsado principalmente por la inversión, debido a 
la coyuntura favorable en cuanto a las condiciones 
financieras internacionales y la alta rentabilidad de 
la inversión en las actividades extractivas.

Después del choque petrolero la productividad 
ha presentado contracciones, al presentar una caída 
promedio anual de 0,5% entre 2015 y 2017, en 
línea con la desaceleración que ha experimentado la 
economía y con la contracción experimentada por el 
sector petrolero. De esta manera, después del choque 
petrolero esta variable ha incidido negativamente 
sobre el crecimiento del PIB y el producto potencial 
(Gráfico 10).

Lo anterior evidencia la importancia de impulsar 
la productividad para poder alcanzar un mayor 
crecimiento económico sostenido en el futuro, en 
la medida en la que después del choque petrolero 
esta variable ha contribuido negativamente al 
crecimiento y en la que no fue su principal motor 
durante los años de auge. Durante la última década 
y media, el bajo crecimiento de la productividad ha 
sido una limitación que ha enfrentado el crecimiento, 
que es necesario superar.

Gráfico 10. Crecimiento de la productividad 
total de los factores (Variación anual, %)

Las disposiciones de la Ley de Financiamiento 
impulsan el nivel potencial de crecimiento de la 
economía colombiana, al generar un incremento en 
la inversión y la productividad de la economía. En 
particular, todas las medidas encaminadas a reducir 
la tasa efectiva de tributación de las empresas y 
simplificar el cumplimiento de las obligaciones 
tributarias por parte de los contribuyentes, en 
particular las empresas, serán los motores que 
impulsarán este incremento en el crecimiento 
potencial.

Como se evidencia en el estudio adelantado por el 
Banco Mundial sobre la facilidad da hacer negocios, 
el pago de impuestos, y en particular la tasa efectiva 
de tributación a la que están gravadas las empresas, 
es uno de los obstáculos más grandes que enfrenta 
la competitividad del sector empresarial. Con lo 
anterior, se incrementan los costos se operación de 
las firmas nacionales, se desestimula la inversión 
al reducirse su retorno y se reduce la capacidad 
de las firmas ubicadas en el país de competir en 
los mercados internacionales. Por medio de todas 
las medidas contenidas en este proyecto de ley 
que reducen esta carga tributaria, se incrementa la 
competitividad nacional, se estimula la inversión y 
se incrementa la productividad.

En particular, el hecho de que en la ley de 
Financiamiento se propone permitir el descuento 
sobre el impuesto de renta del IVA pagado en bienes 
de capital, se estimulará la inversión en maquinaria 
y equipo, lo cual tendrá efectos particularmente 
positivos y significativos sobre el crecimiento 
potencial, y por lo tanto sobre el recaudo.

De la misma manera, todas las disposiciones 
contenidas en este proyecto de ley tendientes a 
simplificar el pago de obligaciones tributarias, e 
incrementar la formalización de la economía (dentro 
de las cuales también está incluida la reducción 
en la carga tributaria empresarial) contribuirán a 
incrementar el crecimiento potencial de la economía, 
por medio de un incremento en la productividad. De 
esta manera, se reducen los costos que enfrentan las 
empresas por cumplir con sus obligaciones tributarias 
y se asegura que se reduzcan las ineficiencias que 
genera la informalidad.

3.	 Recursos adicionales para el Presupues-
to General de la Nación (PGN) 2019

Durante el estudio y trámite de aprobación de 
la ley anual de presupuesto para la vigencia de 
2019 -PGN 2019- por el Congreso de la República, 
se identificaron necesidades adicionales a las 
inicialmente presentadas a esa Corporación. Esos 
recursos adicionales, como se indicó previamente, 
corresponden a $14 billones. No obstante, para que 
las entidades del PGN puedan hacer uso de dichos 
recursos, es requisito indispensable la aprobación 
del proyecto de ley que permita financiar los gastos 
adicionales, de tal manera que el PGN sea consistente 
con los preceptos de Regla fiscal, al tiempo que 
permite la continuación de los principales programas 
sociales y económicos del país. Si los instrumentos 
para obtener dichos recursos no son aprobados, los 
$14 billones mencionados, indica el EOP, serán 
suspendidos o reducidos.

En el Cuadro 4 se presenta la composición del 
gasto del PGN 2019. En este, se observa los recursos 
incluidos en el proyecto inicial presentado por el 
Gobierno nacional al Congreso de la República y 
las modificaciones realizadas durante su tránsito en 
esa Corporación.
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Cuadro 4. Presupuesto General de la Nación 2019 con modificaciones

Las modificaciones del PGN 2019 que tuvieron 
lugar durante los debates de presupuesto, permitieron 
recomponer la destinación de los recursos de tal 
manera que se redujeron recursos por $14 billones en 
servicio de la deuda (amortizaciones) y se aumentaron 
los recursos de inversión ($10 billones) y los de 
funcionamiento ($4 billones). Dicha recomposición, 
como se advirtió previamente, permitirá continuar 
con programas sociales y económicos de importancia 
sustancial para el país, y específicamente para 

la población de menores recursos, principales 
beneficiarios de programas relacionados con 
aseguramiento en salud, alimentación escolar, acceso 
y calidad de la educación, subsidios a servicios 
públicos (energía y gas), el programa de Familias en 
Acción y vías terciarias.

De esta manera, tal como se puede observar 
en el Cuadro 5, los recursos adicionales en 
funcionamiento corresponden a $4 billones. Los 
mismos se distribuyen así:

Cuadro 5. Gastos  de funcionamiento
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Conforme lo anterior, es importante recalcar que 
la no aprobación de los recursos adicionales generaría 
impactos muy negativos sobre la calidad de vida de 
la población colombiana, deteriorando no solo sus 
condiciones económicas y sociales actuales, sino 
la capacidad de generar habilidades que permitan 
la superación de la pobreza y la consolidación de 
la clase media. Por tal razón, a continuación, se 
presenta de manera detallada la desagregación de 
los principales gastos que se financiarían con los 
ingresos obtenidos a partir de la aplicación de la Ley 
de Financiamiento.

–– Sector Salud: Se adicionan recursos por va-
lor de $3,0 billones. De los cuales se desti-
nan: $2,9 billones para el aseguramiento en 
salud, asociado a la prestación de servicios 
de salud, que permita asegurar el acceso uni-
versal y efectivo de la población a los servi-
cios de salud, bajo un enfoque de derechos, 
en condiciones de sostenibilidad y eficiencia; 
$101 mil millones para el fortalecimiento de 
los actores para la apropiación del enfoque 
diferencial en la atención en salud y promo-
ción social en salud; $11 mil millones en el 
Instituto Nacional de Salud para la renova-
ción tecnológica de los laboratorios y para el 
fortalecimiento de la vigilancia, detección, 
valoración y respuesta ante riesgos, eventos, 
emergencias y epidemias en salud pública a 
nivel nacional. Por último, $3,2 mil millones 
para el proyecto fortalecimiento de la ges-
tión administrativa, tecnológica y operativa 
del Fondo Pasivo Social de Ferrocarriles Na-
cionales de Colombia.

–– Sector Hacienda: Se adicionan recursos 
por valor de $2,2 billones, de los cuales $0,8 
billones en funcionamiento y $1,3 billones 
en inversión. En el Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público se incluyen los recursos 
de funcionamiento para atender las diferen-
tes necesidades que se presenten en las de-
más entidades del PGN relacionados con el 
postconflicto y procesos de paz.

–– Sector Educación: Se adicionan recursos 
por valor de $2,0 billones. $500 mil millones 
para atender el Plan de Alimentación Esco-
lar (PAE); $750 mil millones para Créditos y 
becas del Icetex, renovación de sus créditos 
líneas, subsidio a la tasa de interés y de sos-
tenimiento, nuevas convocatorias de Fondos 
poblacionales y cumplimiento de compro-
misos de atención a la población rural y gra-
tuidad educativa; calidad educativa por $226 
mil millones para evaluación diagnóstico 
formativa a 40.000 docentes con análisis de 
resultados; Pruebas SABER a 2,8 millones 
de estudiantes; continuidad Programa Todos 
a Aprender (PTA), Programa Nacional de 

Lectura, bilingüismo, becas para docentes, 
materiales educativos, entre otros. Asimis-
mo, infraestructura educativa por $275 mil 
millones para ejecución de obras en la rurali-
dad, mejoramiento de infraestructura, refor-
zamiento, construcción de cocinas y come-
dores escolares, avance de forma escalonada 
en la Jornada Única y cumplimiento de com-
promisos derivados de fallos de restitución 
de tierras; fomento de la educación superior 
por $116 mil millones para acompañamien-
to a 30 estrategias de regionalización de la 
educación superior, dotación física, tecno-
lógica y bibliográfica de 50 IES; programas 
de primera infancia y población vulnerable 
por $79 mil millones para atención integral 
a la primera infancia en condición de vul-
nerabilidad; construcción sede Universidad 
Colegio Mayor de Cundinamarca – Bogotá 
$10 mil millones; y otros proyectos por $41 
mil millones.

A manera de ejemplo, por medio de la aprobación 
de estos recursos para el sector educación, se 
permitirá la entrega de más de 529 millones de 
raciones más de alimentación escolar en el año, 
alcanzando 1.125 millones de las mismas. De la 
misma manera, se garantizarán las modalidades 
de financiación del Icetex para créditos de 13.835 
estudiantes nuevos, subsidio a la tasa de estudios 
para 253.828 estudiantes, condonación de créditos 
conforme graduación de 15.936 estudiantes, y 
subsidio al sostenimiento de 73.246 estudiantes.

–– Sector Minas y Energía: Se programaron 
recursos adicionales por cerca de $2,0 bi-
llones. De los cuales: $1,9 billones se des-
tinan al mantenimiento del esquema actual 
de subsidios de energía y gas, beneficiando 
al estrato 1 (60%), estrato 2 (50%) y estrato 
3 (15%). De igual forma, se incorporaron re-
cursos para la ampliación del conocimiento 
geológico y monitoreo de geo-amenazas a 
través del Servicio Geológico Colombiano 
por $9 mil millones, para soluciones energé-
ticas en zonas no interconectadas en el IPSE 
por $20 mil millones, para estudios regula-
torios y mejoramiento en la CREG por $8 
mil millones y para los programas TIC de la 
ANH por $17 mil millones.

Permitir estas mayores inversiones garantizaría 
el mantenimiento de los subsidios de energía 
para 11,3 millones de hogares durante los cuatro 
trimestres del 2019 y 5,2 millones de hogares que se 
benefician de menores tarifas en el servicio público 
de gas. Sin estas inversiones, no sería posible 
distribuir dichos recursos para los hogares de los 
estratos como hoy se realiza, lo cual implicaría 
un desmonte progresivo de los mismos del estrato 
3 hasta el 1, así como posibles faltantes para la 
cobertura durante todo el año.
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–– Sector Inclusión Social: Se adicionan re-
cursos por $1,1 billones destinados al De-
partamento Administrativo para la Prosperi-
dad Social con el fin de atender 5 ciclos de 
las transferencias monetarias condicionadas 
para población vulnerable, representadas 
en incentivos en educación y salud. De no 
contar con dichos recursos, solo es posible 
atender 2 ciclos. En el ICBF, se programan 
recursos adicionales por $24 mil millones 
para el proyecto de protección de niños, ni-
ñas y adolescentes para garantizar el resta-
blecimiento de sus derechos.

–– Sector Transporte: Se incluyeron recur-
sos por $1,1 billones de la siguiente mane-
ra: $500 mil millones para el mejoramiento 
y mantenimiento de la Red Vial Terciaria 
a nivel nacional, $130 mil millones para 
continuar con la construcción de las obras 
anexas al Túnel de la Línea, $376 mil mi-
llones para la construcción, mejoramiento 
y mantenimiento de la red vial nacional no 
concesionada, $41 mil millones para el pro-
grama de renovación y reposición del parque 
automotor de carga y $30 mil millones para 
la recuperación de la navegabilidad del Río 
Magdalena.

A manera de ejemplo, la aprobación de los 
recursos para la atención de la red vial terciaria podría 
representar aproximadamente el mejoramiento de 
500 km de vías terciarias por medio de placa huella.

–– 	Sector Vivienda: Se adicionaron $565 mil 
millones, de los cuales $219 mil millones se 
incorporaron en el Ministerio de Vivienda, 
Ciudad y Territorio para atender principal-
mente el apoyo financiero a los programas 
de agua potable y saneamiento básico, sanea-
miento de vertimientos, manejo de residuos 
sólidos y desarrollo urbano y territorial, y 
$346 mil millones en Fonvivienda para aten-
der los programas de vivienda “Semillero de 
Propietarios”, “Casa digna Vida digna”, me-
joramiento de vivienda y cobertura a la tasa 
de créditos hipotecarios.

Los recursos adicionales para este sector 
garantizarían la cobertura de más de 1.200 familias 
cubiertas en el programa de vivienda rural, cerca 
de 25.838 nuevas coberturas de tasa interés (VIP y 
VIS), así como “Mi Casa Ya – Cobertura de tasa”. 
Así mismo, permitiría financiar los nuevos proyectos 
“Semillero de propietarios” y “Casa digna Vida 
digna”, cuya cobertura se estima en hasta 19.905 
familias.

–– Sector Defensa: Se adicionaron $500 mil 
millones a fin de financiar el mantenimiento 
de flota, la capacidad de las fuerzas militares 
y el mantenimiento de unidades.

–– Sector Agricultura y Desarrollo Rural: 
Se incluyeron recursos adicionales por 350 
mil millones, para reforzar, de manera gene-
ral, todos los proyectos de inversión a cargo 
de las entidades del sector. En el Ministerio 
de Agricultura y Desarrollo Rural, se desti-
nan principalmente para esquemas e instru-
mentos financieros y la gestión de riesgos 
agropecuarios a través del Incentivo a la 
Capacitación Rural (ICR), Línea Especial 
de Crédito (LEC) y el Fondo Nacional de So-
lidaridad Agropecuario (FONSA). El fortale-
cimiento de la competitividad de las cadenas 
productivas agrícolas, forestales, pecuarias, 
pesqueras y acuícolas, la construcción de ca-
pacidades empresariales rurales, los subsidios 
para la construcción o mejoramiento de vi-
vienda de interés social rural y el programa de 
alianzas productivas son otros de los recepto-
res de estos recursos.

Adicionalmente, en el Instituto Colombiano 
Agropecuario se asignaron recursos para la 
reducción de los riesgos sanitarios y fitosanitarios 
en la producción agropecuaria; en la AUNAP para 
el fomento del recurso pesquero y de la acuicultura. 
Igualmente se adicionaron recursos para la 
atención, dotación, adjudicación, ordenamiento y 
formalización de tierras, a cargo de las entidades 
del sector. Finalmente, con los recursos adicionados 
al sector, se atenderán actividades de reactivación 
económica, social y ambiental en las zonas PDET 
y zonas priorizadas por el acuerdo de paz y el 
postconflicto, y la implementación de estrategias 
de cofinanciación en el marco de los programas de 
desarrollo con enfoque territorial.

Sector Deporte: $250 mil millones para atender 
gastos relacionados con el apoyo a la realización 
de los festivales escolares a nivel municipal y 
competencias deportivas intercolegiados a nivel 
municipal y departamental – Programa “Supérate” 
$81 mil millones, y preparación y participación 
de deportistas olímpicos y paralímpicos con miras 
a Tokio 2020 campeonatos mundiales, Incentivos 
a Medallistas, glorias del deporte $169 mil 
millones.

–– Sector Ambiente: Se adicionaron $140 mil 
millones principalmente para incrementar la 
inversión del Ministerio de Ambiente y De-
sarrollo Sostenible ($32 mil millones), para 
fortalecer la inversión de los Institutos de 
Investigación del sector ($15 mil millones), 
para atender las necesidades de las áreas 
protegidas a cargo de la Unidad de Parques 
Nacionales ($17 mil millones), para mejorar 
el sistema de alertas tempranas meteoroló-
gicas a cargo del Ideam ($9 mil millones), 
para buscar mayor impacto de la inversión 
de la Corporaciones Autónomas en las regio-
nes ($10 mil millones) y para reforzar el Li-
cenciamiento Ambiental ($2 mil millones). 
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Igualmente se incluyeron $55 mil millones 
en el Fonam, para contribuir en el cumpli-
miento de las metas y objetivos de las enti-
dades del sector.

–– Sector Ciencia y Tecnología: Se incluyeron 
$131 mil millones para el fortalecimiento de 
la formación de capital humano altamente 
calificado y para el apoyo a la institucio-
nalidad del Sistema Nacional de Ciencia, 
Tecnología e Innovación, principalmente ca-
pacitación del recurso humano para la inves-
tigación y construcción y mejoramiento de 
centros de investigación.

–– 	Sector Cultura: $80 mil millones para 
atender gastos relacionados con el Plan 
Nacional para las Artes, Música, Danza, 
Teatro y Primera Infancia $13 mil millo-
nes; Recuperación y salvaguardia del pa-
trimonio cultural $22 mil millones; Econo-
mía Naranja: Ley de Económica Naranja 
y fortalecimientos de Industrias culturales, 
y fortalecimiento y diversificación del pro-
grama de estímulos a la creación $45 mil  
millones.

Por último, con el fin de dimensionar las 
necesidades de financiamiento adicionales, se 
presentan algunas comparaciones equivalentes a 
$14 billones:

–– 5 veces los recursos asignados al programa 
Familias en Acción, el cual atiende a una 
población de 2,4 millones de hogares de 
ingresos bajos (2,4 millones de hogares re-
presentan más del 70% de las familias en si-
tuación de pobreza).

–– 5,4 veces el monto total de subsidios de 
energía y gas que reciben más de 11,3 mi-
llones de hogares de los estrados 1 y 2 en 
todo el país.

–– 	4,7 veces el presupuesto de formación técni-
ca y superior del SENA, con el cual más de 
7 millones de colombianos tienen acceso a 
la educación terciaria.

–– 14 veces los recursos asignados al Programa 
de Alimentación Escolar (PAE).

El 46% del pago de intereses de la deuda 
proyectados para 2019.

El 56% del déficit total del Gobierno nacional 
Central permitido por la Regla Fiscal para 2019.

4.	 Contenido del proyecto de ley
La Ley de Financiamiento tiene dos propósitos 

centrales: i) generar recursos adicionales para 
balancear el PGN2019; ii) mejorar la estructura 
impositiva en aras de una mayor progresividad, 
eficiencia y competitividad tributaria, de la mano 
de mejoras procedimentales y administrativas de la 
DIAN.

De acuerdo con estos objetivos, el Gobierno 
nacional, en cabeza del Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público, ha diseñado una estrategia para 
alcanzarlos, la cual se materializa en los siete (7) 
apartados (títulos) que componen el articulado. A 
continuación, presentamos, a manera de introducción 
al tema, un breve resumen de cada uno de estos:

i)	 Mecanismos de Financiamiento en im-
puesto a las ventas e impuesto al consumo

Se propone la reducción gradual de la tarifa 
general del IVA a 18% en los años 2019-2020 y de 
17% a partir de 2021. La medida irá acompañada de 
una unificación de las tarifas de IVA y la eliminación 
de algunos bienes que se han considerado como 
exentos o excluidos de este gravamen. Con respecto 
a este último punto, es importante aclarar que se 
permanecerán sin IVA una lista de bienes y servicios 
tales como: servicios de salud, medicamentos, 
seguridad social, servicios de educación, servicios 
de transporte, servicios públicos domiciliarios, 
construcción de edificaciones excluidas hoy, alquiler 
de vivienda, servicios financieros, entre otros.

Simultáneamente, el Gobierno nacional propone 
la creación de un mecanismo de compensación 
con el fin de proteger el poder adquisitivo de los 
hogares de menores ingresos del país. De acuerdo 
con las estadísticas del DANE, el 26,9% de la 
población en Colombia se encuentra por debajo de 
la línea de pobreza monetaria19. Bajo este criterio, el 
Gobierno pretende beneficiar a los tres (3) primeros 
deciles (por nivel de ingresos) de colombianos. 
Así, no solo se lograría mejorar la situación de la 
población pobre, sino que se protegería a un 3,1% 
de hogares adicional que superan dicha línea pero 
que podrían llegar a considerarse como población 
económicamente vulnerable. Las estimaciones hechas 
por el Ministerio de Hacienda indican que el monto 
total promedio a transferir, a través de los programas 
sociales ya existentes, ascendería a $2,6 billones, lo 
que representaría un ingreso mensual adicional para 
las familias beneficiadas de $51.300 en 2019.

Se debe agregar que las exenciones que 
actualmente existen en el cobro del IVA no están 
cumpliendo con el objetivo de beneficiar a las 
personas de más bajos ingresos. Asimismo, el 
recaudo tributario proveniente del IVA es bajo en 
Colombia en comparación con países de la región y 
de la OECD. De hecho, la Comisión de Expertos para 
la Equidad y Competitividad Tributaria (CEECT) 
identificó, como una de las principales causas de 
esta limitación, la amplia lista de bienes exentos y 
excluidos de IVA, que además beneficia en mayor 
medida a los hogares de ingresos más altos.

Así, la propuesta que se pone a consideración del 
Honorable Congreso constituye un paso importante 
para cumplir con los dos objetivos que se plantean: 
aumentar el recaudo en 2019 con el propósito 
de financiar gran parte de la inversión social del 

19	 Cifras de la incidencia de la pobreza monetaria para 
2017.
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PGN2019 y avanzar hacia una estructura tributaria 
más progresiva y eficiente.

ii)	Normas de financiamiento en impuesto 
sobre la renta de personas naturales

El Gobierno propone simplificar el esquema 
de liquidación del impuesto de renta a personas 
naturales, unificando en una cédula general las 
rentas de trabajo, de pensiones, de capital y las no 
laborales. Del mismo modo, se propone la creación 
de un nuevo rango de tarifa marginal (37%) para 
personas naturales cuya base gravable supere las 
13.100 UVT, es decir, la población con mayores 
ingresos del país. En cuanto a las deducciones, estas 
se limitarán a un 35% para todos los contribuyentes.

Este conjunto de medidas facilitará los trámites 
a los contribuyentes y limitará a su vez el uso de 
prácticas de evasión y elusión que beneficiaban a 
las personas de mayores ingresos. Todo lo anterior 
permitirá aumentar el recaudo tributario tanto en 
2019 como en los años subsiguientes, al mismo 
tiempo que se corregirán ineficiencias y aumentará 
la progresividad de la política fiscal.

iii)		Normas de financiamiento a través del 
impuesto al patrimonio, normalización e 
impuesto a los dividendos

El Capítulo I del Título III del proyecto de ley 
que se somete a consideración del Honorable 
Congreso de la República, busca crear un impuesto 
al patrimonio para los años gravables 2019 y 2020.

El impuesto se establece para las personas 
naturales, sucesiones ilíquidas y personas jurídicas 
extranjeras cuyo patrimonio sea superior a $3.000 
millones. Una vez determinado si se es declarante 
del impuesto, los primeros $3.000 millones de 
patrimonio y hasta $5.000 millones, se liquidan a 
la tarifa del 0,5% y los patrimonios iguales o que 
excedan los $5.000 millones, se gravarán a la tarifa 
del 1%. Adicionalmente, se aclara que el registro de 
los activos que se realiza a través de este impuesto 
no implica la legalización de los mismos cuando su 
origen hubiere sido ilícito o se encuentren directa o 
indirectamente relacionados con el lavado de activos 
o la financiación del terrorismo.

La base gravable del impuesto al patrimonio se 
define como el valor del patrimonio bruto poseído a 
1° de enero de 2019 y de 2020 menos las deudas a 
cargo, vigentes en esa fecha, determinado conforme 
a lo previsto en el Estatuto Tributario. Del valor así 
definido, el artículo propuesto permite la detracción 
de los siguientes valores:

a)	 Solamente para las personas naturales, las 
primeras 13.500 UVT del valor patrimo-
nial de su casa o apartamento de habitación 
donde efectivamente habita; por tanto, no 
quedan cobijados inmuebles de recreo, se-
gundas viviendas u otro inmueble que no 
cumpla con tal condición.

b)	 El valor patrimonial de los bienes objeto del 
impuesto complementario de normalización 
declarados en el periodo gravable 2019.

Vale señalar que la tarifa del impuesto es 
determinada de manera progresiva y marginal; 
esto es, a aquellos sujetos pasivos que reportan 
una mayor base gravable les es aplicable una tarifa 
efectiva mayor que a aquellos sujetos pasivos que 
reportan una menor base gravable.

Adicionalmente, el proyecto de Ley propone 
prohibir la compensación, deducción o descuento 
del impuesto al patrimonio en el impuesto sobre la 
renta y complementarios u otros impuestos.

Finalmente, se modifica el artículo 298-8 al 
Estatuto Tributario cuyo propósito es someter 
el impuesto al patrimonio creado, a las normas 
sobre declaración, pago, administración, control 
contempladas en los artículos 298, 298-1, 298-2 y 
demás disposiciones concordantes de dicho Estatuto.

Ñ)	 Medidas para combatir la evasión y el 
abuso en materia tributaria

Las prácticas de evasión y abuso en materia 
tributaria, incluyendo las conductas elusivas, 
tienen un impacto adverso en el sistema tributario 
colombiano, por cuanto implican un menor recaudo 
fiscal, una mayor tasa impositiva para aquellos 
sectores que se encuentran dentro de la formalidad, 
erosionan la base gravable y deslegitiman a nuestras 
instituciones, y disminuyen la confianza de los 
contribuyentes en estas.

En el caso particular colombiano, se ha 
evidenciado que la evasión del impuesto de renta y 
del Impuesto sobre las Ventas (IVA) oscila entre el 
3% y 4% del PIB; la evasión en el impuesto sobre 
la renta es aproximadamente del 39% del recaudo y 
en el Impuesto sobre las Ventas (IVA) es cercana al 
23% del recaudo. Además, el contrabando se acerca 
a US$7 millones.

En vista de lo anterior, la Ley de Financiamiento 
propone una serie de medidas, que se constituyen 
en cláusulas anti-evasión y anti-abuso, relacionadas 
con la determinación del impuesto sobre la renta 
en la venta de bienes y servicios, establecimientos 
permanentes, entidades controladas del exterior, 
fondos de capital privado, entidades sin ánimo de 
lucro y responsabilidad solidaria. Adicionalmente, 
la Ley de Financiamiento propone, en el capítulo del 
Impuesto sobre las Ventas (IVA), una reformulación 
del sistema de facturación electrónica con el 
propósito de frenar los altos índices de conductas 
de evasión y abuso, y realizar las investigaciones 
pertinentes cuando se detecten comportamientos 
injustificados.

Estas medidas reducirán el abuso en materia 
tributaria por cuanto harán que la evasión y/o elusión 
sea cada vez más costosa y, en consecuencia, a la 
hora de evadir y/o eludir sus obligaciones tributarias, 
los contribuyentes analicen su utilidad comparada 
con los costos de ser descubiertos por defraudar al 
fisco. En definitiva, al incorporar las cláusulas anti-
abuso y limitaciones, el costo de evadir y/o eludir es 
mayor, por lo que los incentivos para llevar a cabo 
estas conductas son menores.
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v)	Normas de financiamiento a través de 
medidas para la reactivación económica

En esta sección, el Gobierno presenta a 
consideración del Congreso un paquete de medidas 
que mejoran la competitividad de las empresas 
ajustando su carga tributaria actual (la cual, como 
mencionamos previamente se encuentra en 69,7% de 
las utilidades brutas y es muy superior al promedio 
latinoamericano), con el fin de incentivar la 
inversión, la generación de empleo y el crecimiento 
económico. Puntualmente, las medidas que se 
proponen en el proyecto de ley se pueden clasificar 
en las siguientes tres categorías: i) formalización 
empresarial y laboral; ii) reducción de la tarifa 
efectiva; e, iii) incentivos tributarios para desarrollar 
inversiones de gran escala y en sectores (regiones) 
clave para el desarrollo del país.

En el primer grupo, se plantea la creación 
del impuesto unificado bajo el régimen simple 
de tributación (SIMPLE). El objetivo de este 
impuesto es reducir la informalidad, el cual 
constituye uno de los principales retos que 
enfrenta el país en materia económica y social. 
La principal ventaja de este esquema alternativo 
de tributación es que reduce significativamente 
los costos de formalizarse y ofrece, a su vez, 
beneficios a un universo amplio de contribuyentes, 
al cubrir el impuesto sobre la renta, el impuesto 
al consumo, el impuesto de industria y comercio, 
a todas aquellas personas naturales o jurídicas 
que hubiesen obtenido ingresos brutos iguales 
o superiores a 1.400 UVT e inferiores a 80.000 
UVT.20 La tarifa que aplica estará en función de 
la actividad económica, teniendo en cuenta la 
heterogeneidad en los márgenes de ganancia de 
cada sector, pero en ningún caso la tarifa superará 
el 13,6% de los ingresos brutos obtenidos por el 
establecimiento. Así, con esta propuesta se busca 
aumentar el recaudo a través de la creación de 
empresas formales, creando las condiciones para 
impulsar el círculo virtuoso inversión-generación 
de empleo formal-crecimiento económico-
inversión.

En la segunda categoría, se encuentran las 
medidas que reducirán la tarifa efectiva de 
tributación que asumen las empresas en Colombia, 
tanto las grandes como las pequeñas. En este orden 
de ideas, las medidas son: i) reducción de la tasa 
estatutaria de renta de 33% a 30%, ii) incrementar 
la deducibilidad del gravamen a los movimientos 
financieros (GMF) del 50% al 100%, iii) permitir 
que el 50% del Impuesto de Industria y Comercio 
(ICA) sea descontable del impuesto de renta, y iv) 
hacer 100% descontable el IVA por la adquisición 
de bienes de capital del impuesto de renta. Todas 
las propuestas apuntan a la reactivación económica, 
teniendo en cuenta que, disminuyéndole la carga 
tributaria, los empresarios –nuevos y ya existentes- 

20	 Se excluyen algunas actividades y se definen otros cri-
terios para poder acceder a este régimen (ver Título V, 
Capítulo 1 del Proyecto de Ley de Financiamiento).

tendrán mayor disponibilidad de recursos para ser 
invertidos, generando más empleo y bienestar a los 
colombianos. En últimas, estas medidas favorecerán 
el recaudo tributario vía mayor crecimiento 
económico y mayor cantidad de empresas en el país.

Por último, en tercera categoría se proponen 
incentivos tributarios para que se desarrollen 
megainversiones obras de infraestructura en las 
Zonas Más Afectadas por el Conflicto Armado 
(ZOMAC), e inversiones en sectores de la economía 
naranja y para el desarrollo del campo colombiano. 
Parte fundamental del desarrollo social y económico 
del país, dependerá del dinamismo de las inversiones 
que se hagan en estas actividades y regiones del 
país. A medida que estos proyectas sean sostenibles 
y exitosos, habrá menores necesidades para la 
población y menores presiones fiscales que atender.

vi)	 Otras normas para aumentar el recaudo 
a través de medidas de seguridad jurídi-
ca, simplificación y facilitación

Para aumentar el recaudo tributario, necesario para 
satisfacer los gastos a cargo del Estado colombiano, 
se requiere incorporar procedimientos que otorguen 
seguridad jurídica y faciliten la interacción entre 
la Dirección de Impuesto y Aduanas Nacionales 
(DIAN) y los administrados. Para estos efectos, la Ley 
de Financiamiento sugiere realizar modificaciones 
a los mecanismos de notificación electrónica con 
el propósito de disminuir las cargas procesales y 
económicas a cargo de la Administración Tributaria, 
y agilizar los procesos en cabeza de esta.

En el mismo sentido, se propone realizar ajustes 
al régimen de facturación electrónica y racionalizar 
el régimen sancionatorio para los proveedores 
tecnológicos y autorizados, de tal forma que la 
Dirección de Impuesto y Aduanas Nacionales 
(DIAN) logre implementar a cabalidad la facturación 
electrónica.

Los anteriores objetivos se enmarcan en el 
programa de fortalecimiento de la Admiración 
Tributaria y, adicionalmente, buscan dar 
cumplimiento al principio de eficiencia que regir el 
sistema fiscal colombiano.

vii) Disposiciones finales
Se propone habilitar al Gobierno nacional para 

implementar estrategias de cobertura que le permitan 
proteger parcial o totalmente los ingresos petroleros 
del Gobierno nacional Central contra la volatilidad 
natural de los precios del petróleo.

Los ingresos petroleros han sido fuente 
representativa de los ingresos del GNC, en 2013 
representaron el 19,7% del total sus ingresos, no 
obstante, luego de la contracción de los precios del 
petróleo en 2014, estos representaron 0,6%. Estas 
volatilidades de los ingresos petroleros del GNC 
hacen más compleja la programación fiscal del país. 
Por otra parte, la programación fiscal y la elaboración 
del Presupuesto General de la Nación se determinan 
con base en un precio de petróleo proyectado para el 
año, que puede variar en función de los determinantes 
del mercado internacional del petróleo. Si bien el 
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mercado del petróleo anticipa el comportamiento 
de los factores de oferta y demanda para pronosticar 
la tendencia del precio, la volatilidad de los precios 
ha dominado el comportamiento del mercado. 
Adicionalmente, la volatilidad en los precios del 
petróleo, y su impacto en los ingresos petroleros, 
tiene implicaciones sobre el costo de financiamiento 
de la nación, ya que, al estar la nación expuesta al 
riesgo ocasionado por menores precios del petróleo, 
los acreedores exigen una mayor compensación por 
el riesgo de default.

Considerando la naturaleza incierta del mercado 
petrolero, la relevancia de los ingresos petroleros en 
los ingresos del GNC y la sensibilidad de estos a 
cambios del precio, se hace deseable implementar 
estrategias de cobertura que permita proteger 
al Gobierno ante variaciones de los precios del 
petróleo. De esta forma, la propuesta que se 
pone a consideración es el desarrollo de una 
habilitación legal general que permita la realización 
y/o contratación de operaciones de cobertura o 
aseguramiento, como es el caso de las coberturas 
a las variaciones de los precios del petróleo. Una 
estrategia de cobertura permitirá compensar o 
reducir la pérdida en los ingresos fiscales por un 
menor precio del petróleo, garantizando un nivel de 
ingresos petroleros de la nación. De igual manera, 
mejorará las condiciones de crédito de la nación, 
permitiendo acceder a financiamiento con tasas más 
competitivas.

5.	 Medidas tributarias para balancear el 
PGN 2019

5.1.	El Impuesto sobre las Ventas (IVA)
Con el objetivo de generar mayores recursos para 

la financiación del PGN 2019 y en desarrollo de los 
pilares de simplificación y progresividad, se propone 
una reforma al Impuesto sobre las Ventas (IVA), 
que busca por una parte, ampliar sustancialmente 
el grupo de bienes y de servicios que actualmente 
se encuentran gravados (manteniendo solo algunas 
exclusiones), con un mecanismo de compensación 
de la carga que esta medida representa para la 
población de menores ingresos, así como con la 
determinación de un solo régimen y la unificación y 
disminución de la tarifa.

Como resultado de la ampliación de la base y 
de la unificación de tarifas, el recaudo tributario 
adicional se ubicaría cercano a 1,1% del PIB en 
2019. La ampliación de la base más que compensa 
la caída proveniente de la disminución de 1 punto 
porcentual de la tarifa de los bienes que actualmente 
se encuentran gravados al 19% para 2019 y 2020, y 
de 2 puntos porcentuales a partir de 2021.

5.2.	Impuesto a las ventas (IVA): Menor 
regresividad, mayor equidad y eficiencia

El Impuesto sobre las Ventas (IVA) en Colombia 
tiene varias características que vuelven compleja su 
estructura, reducen su productividad (efectividad 
como herramienta para obtener recaudo tributario) 
e incrementan su regresividad. En particular, dentro 
de estas características se destacan la limitada base 

gravable del impuesto, la existencia de la tarifa 
preferencial de 5%, la aplicación de exenciones21 para 
bienes transados internamente, que corresponden 
a un componente de gasto significativo, y la alta 
dispersión tarifaria entre bienes y servicios similares. 
Si bien en principio este trato diferenciado estaba 
encaminado a la protección de los derechos de la 
población vulnerable, garantizando el acceso a ciertos 
bienes y servicios, bajo las condiciones actuales se 
está beneficiando más que proporcionalmente a las 
personas de mayores ingresos, y favoreciendo los 
intereses algunos sectores económicos.

Como ejemplo de la gran dispersión tarifaria que 
está presente en la estructura del IVA, se observa que 
el maíz y el arroz actualmente están gravados a una 
tarifa distinta, dependiendo de si se destinan a un 
uso industrial o a otra actividad (5% si se destinan 
a uso industrial, excluido de lo contrario). También, 
muchos alimentos tienen tratamientos preferenciales 
que no tienen sus bienes sustitutos, afectando de esta 
forma la competencia sectorial. A continuación, se 
listan algunos ejemplos:

•	 Mientras que todas las proteínas animales 
están exentas del impuesto, las frutas y ver-
duras están excluidas.

•	 El café está gravado a 5%, mientras que el té 
está gravado a la tarifa general.

•	 La panela está excluida, mientras que el azú-
car está gravada al 5%.

•	 La mortadela, el salchichón y la butifarra 
están gravadas a 5%, mientras que las otras 
carnes procesadas están gravadas a la tarifa 
general.

•	 La sal está excluida, mientras que los otros 
condimentos están gravados a la tarifa ge-
neral.

•	 Las pastas sin cocer o rellenar están grava-
das al 5%, mientras que la pasta rellena está 
gravada a la tarifa general y el pan está ex-
cluido.

•	 El queso está exento mientras que los otros 
derivados lácteos (el yogurt y la mantequi-
lla, por ejemplo) están gravados a la tarifa 
general.

•	 Todos los bienes de capital están gravados 
a la tarifa general, excepto la maquinaria y 
herramientas usadas en las actividades agro-
pecuarias.

De acuerdo con lo anterior, los tratamientos 
preferenciales otorgados y la dispersión tarifaria 
generan que el gasto tributario relacionado con 
la estructura del IVA en Colombia sea muy alto 
económicamente, y no necesariamente esté 
beneficiando a las personas más vulnerables. Así, 
según cálculos de la DIAN, para el año gravable 2017 
el gasto tributario que implicaban las exclusiones, 
exenciones y tarifas preferenciales del IVA ascendió 

21	 Bienes y servicios gravados con tasa 0%, y con derecho a 
compensación y devolución.
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a $65,6 billones, superior a todo el recaudo de IVA 
obtenido en ese año ($54,7 billones de recaudo 
bruto22).

En este mismo orden de ideas, la Comisión 
de Expertos para la Equidad y Competitividad 
Tributaria (CEECT) identificó, como principales 
causas de esta limitación, la amplia lista de bienes 
exentos y excluidos de IVA, que beneficia en mayor 
medida a los hogares de ingresos más altos.

De forma consistente con lo anterior, según 
cifras de la OCDE, el recaudo de IVA efectivamente 
obtenido en Colombia es apenas superior al 40% 
del recaudo de IVA potencial para 2015, si todo 
el consumo final de la economía se gravara y no 
hubiera evasión. Este es uno de los porcentajes de 
recaudo efectivo como porcentaje del potencial más 
bajos de toda América Latina (promedio de 58%) 
y de los países de la OCDE (56% en promedio). 
Por otra parte, de acuerdo con CEPAL (2018), el 
gasto tributario de 2016 en IVA en Colombia (6,3% 
del PIB), es el más elevado de América Latina, 
aproximadamente el triple del estimado en Perú y 
México, y alrededor de 6 veces más que el estimado 
en Chile y Brasil para el 2018.

En efecto, si bien históricamente América Latina 
ha sido una región que ha centrado su estructura 
tributaria en el IVA, el recaudo de este impuesto 
como proporción de la economía colombiana es 
inferior al de la región y al de la OECD (Gráfico 11). 
En efecto, en 2016 el país recaudó 4,9% del PIB por 
este concepto, mientras países como Chile, Brasil 
y Perú recaudaron mucho más, 8,4%, 7,1% y 6,0% 
respectivamente. El recaudo de IVA en los países 
pertenecientes a la OECD supera al de Colombia, 
pese a ser países que concentran la mayor parte de 
sus ingresos tributarios en impuestos directos.
Gráfico 11 Recaudo tributario de IVA 2016 (% 

del PIB)

Este tipo de excepciones erosionan la base 
gravable, reduciendo la capacidad de recaudo del 
impuesto, constituyéndose de esta forma en un gasto 
tributario. Este corresponde al costo en que incurre 
el Estado al dejar de percibir recursos públicos, 
producto de deducciones o exenciones tributarias. En 
consecuencia, el gasto tributario puede entenderse 

22	 Recaudo en efectivo y papeles, no incluye compensa-
ciones.

en la práctica como un gasto o transferencia directa 
que beneficia a quien se le permite pagar un nivel 
impuestos inferior al estipulado.

El elevado gasto tributario en IVA que tiene 
actualmente el país abre un interrogante, ¿están 
beneficiando a la población objetivo estos recursos 
que el Estado deja de percibir?

Actualmente, el mecanismo de protección 
de los sectores de bajos ingresos es ineficiente 
al materializar dicha protección, pues, en aras 
de aumentar la progresividad del IVA, recurre a 
una medida regresiva en la medida que permite 
que un sector amplio de población no contribuya 
contando con una capacidad contributiva más que 
suficiente para hacerlo. En línea con Barreix, Bès 
y Roca (2010)23, en la mayoría de los países, los 
intentos por aliviar la regresividad del IVA han 
terminado por beneficiar relativamente más a 
los deciles de la población que reciben mayores 
ingresos, neutralizando las intenciones iniciales, a 
un costo fiscal importante. Este costo fiscal termina 
reflejándose en una limitación de recursos para 
financiar gasto público social, lo cual reduce la 
capacidad redistributiva de la política fiscal.

En efecto, Barreix et al. (2009)24 muestran que, 
en el caso de Honduras, el gasto tributario en el 
IVA de 2005 ascendió a 2,3% del PIB e implicó una 
disminución del Gini de solamente 0,008 puntos, 
mientras que el gasto de 0,5% del PIB en el Programa 
de Asignaciones Familiares (PRAF) conllevó una 
disminución del Gini de 0,004 puntos. Por lo cual, 
se estima que un punto del PIB en Asignaciones 
Familiares tuvo dos veces y media el impacto 
redistributivo de un punto de exoneraciones de IVA.

De esta forma, el proyecto plantea una 
modificación al régimen del IVA, ampliando su 
base gravable de manera detallada, con el objetivo 
de lograr el fin constitucionalmente legítimo e 
imperioso de aumentar la progresividad, equidad 
y justicia del sistema tributario verificando que las 
personas que tengan la capacidad para contribuir 
en razón de su consumo, lo hagan; pero a la vez 
garantizando que la población vulnerable pueda 
acceder a los bienes y servicios necesarios para 
llevar una vida digna y que su capacidad de consumo 
no se agote en el consumo de dichos bienes. 
Circunstancia que, reiteramos, el esquema actual 
del IVA no permite. Adicionalmente, al existir una 
lista muy larga de exclusiones y exenciones, vuelve 
muy complejo el sistema y dificulta el adecuado 
cumplimiento de las obligaciones tributarias por 
parte de los contribuyentes. Deja de ser evidente 
si un bien o servicio está gravado, y a qué tarifa lo 
está. También, esta base gravable reducida facilita 
la elusión y la evasión, pues se dificulta la tarea de 
la DIAN de verificar si una venta efectivamente 

23	 Barreix, A., Bès, M. y J. Roca. (2010). El IVA personal-
izado: Aumentando la recaudación y compensando a los 
más pobres. BID.

24	 Barreix, A., Bès, M. y J. Roca. (2009). Equidad Fiscal en 
Centroamérica, Panamá y República Dominicana. BID.
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debe estar gravada o no, debido a la amplia gama de 
bienes y servicios que está excluida del impuesto.

La dispersión tarifaria actual también vuelve 
muy complejo el sistema, pues dentro de una misma 
categoría de bienes y servicios pueden existir 
notables diferencias en las tarifas, lo cual incrementa 
los costos en los que deben incurrir las empresas 
para cumplir sus obligaciones tributarias acorde a 
la normatividad. Esta dispersión tarifaria, además, 
es particularmente nociva para la lucha contra la 
evasión y la elusión, pues se vuelve más difícil 
para la DIAN determinar si un contribuyente está 
evadiendo o no, haciendo pasar sus ventas como si 
fueran de un producto similar al que efectivamente 
vende, que tiene un tratamiento preferencial en 
cuanto al IVA.

5.3.	Contexto Constitucional en relación con el 
IVA sobre bienes de primera necesidad

Considerando que una de las principales 
propuestas que se plantea en relación con el IVA 
consiste en la ampliación de los productos gravados, 
se considera de gran importancia exponer los 
principales antecedentes jurisprudenciales que 
fueron considerados por el Gobierno al momento de 
estructurarla, con el fin de garantizar su coherencia 
constitucional, toda vez que se trata de un asunto 
de especial importancia para toda la población 
colombiana, y en especial, para aquellos con menor 
capacidad contributiva.

El gravamen a bienes y servicios de primera 
necesidad ha sido tratado en gran profundidad por 
la jurisprudencia constitucional, a pesar de que han 
sido pocos los pronunciamientos frente a este tema.

Al referirse a este asunto de altísima relevancia 
constitucional, dicha Corporación ha cimentado 
sus fallos sobre la premisa de que no existe una 
prohibición constitucional genérica en cabeza del 
legislador de gravar con IVA los bienes y servicios 
de primera necesidad25. La Corte ha señalado que es 
indudable que el legislador detenta una amplísima 
potestad de configuración en materia tributaria y 
que, por lo tanto, es de su exclusiva competencia 
determinar los elementos que configuran cada 
tributo26, sin embargo, ha dispuesto que la misma 

25	 Corte Constitucional. Sentencia C-100 de 2014: “en 
la Sentencia C-776 de 2003 no se estableció una regla 
jurisprudencial conforme a la cual el legislador esté in-
evitablemente obligado, por la Constitución, a excluir o 
a declarar exentos del IVA todos los bienes de primera 
necesidad. Lo cual significa que el Congreso no tiene una 
prohibición absoluta de gravar con IVA algunos bienes 
de primera necesidad.”

26	 Al respecto, dicha Corporación en jurisprudencia pací-
fica y reiterada ha señalado: “3.4.1. El margen de con-
figuración del legislador en materia tributaria es muy 
amplio, conforme a lo previsto en los artículos 150.12, 
154 y 338 de la Constitución. Dentro de este margen el 
legislador puede crear, modificar y eliminar impuestos, 
tasas y contribuciones nacionales, y puede regular todo 
lo pertinente al tiempo de su vigencia, sus sujetos activos 
y pasivos, los hechos y las bases gravables, las tarifas 
y las formas de cobro y recaudo. Además, puede prever 

no por amplia resulta absoluta27, puesto que los 
límites al ejercicio de esta potestad son los principios 
constitucionales y los derechos fundamentales de 
los asociados.

Ahora, los tributos indirectos han tenido un 
desarrollo especial por parte de la Corte ya que 
su estructura presenta retos particulares para 
materializar los referidos principios constitucionales, 
principalmente de cara al principio de progresividad 
tributaria.

En lo atinente a la relación entre el IVA y la 
progresividad del sistema tributario, la Corte ha 
reconocido que “por la conformación técnica de ese 
tributo indirecto y la necesidad de su administración 
eficiente, no es susceptible de ser creado y recaudado 
atendiendo el principio de la progresividad, pues la 
misma depende de un criterio distinto que atiende 
es a la proporcionalidad existente entre el beneficio 
recibido y el monto del impuesto” (se subraya). 
Sin embargo, igualmente ha manifestado que 
ello “no implica que dicho principio sea ajeno al 
control constitucional de determinados impuestos 
individualmente considerados, o de elementos 
singulares integrantes del ordenamiento tributario, 
ni que sea inaplicable a los tributos indirectos, 
sino que al examinar la constitucionalidad de cada 
uno de estos componentes, a la luz del principio de 
progresividad, las preguntas que debe hacerse el 
juez deben apuntar a definir: (i) si el mencionado 
tributo o elemento podría aportar al sistema una 
dosis de manifiesta regresividad, (ii) si desconoce el 
derecho al mínimo vital y (iii) si como instrumento 
fiscal incorpora una limitación irrazonable en el 
principio de progresividad (CP artículo 363). En 
caso de que así sea, el tributo o precepto tributario 
acarrearía consecuencias de regresividad para el 
sistema, que lo harían inconstitucional”.

Así entonces, como se mencionó previamente, 
la Corte se ha pronunciado en pocas oportunidades 
con fuerza vinculante en cuanto a la facultad del 
legislador de ampliar la base gravable del IVA a 

exenciones a dichos tributos” (se subraya). Corte Consti-
tucional. Sentencia C-551 de 2015.

27	 Corte Constitucional. Sentencia C-913 de 2011: “No ob-
stante, la misma jurisprudencia ha aclarado que, en todo 
caso, la atribución para fijar el régimen legal del tribu-
to, si bien es amplia y discrecional, no es absoluta, pues 
la misma encuentra límites precisos en la propia Con-
stitución Política. Ha precisado la Corte que los límites 
impuestos al poder decisorio del Congreso en materia 
impositiva, se concretan en los siguientes aspectos: (i) 
inicialmente, frente al deber individual de contribuir a la 
financiación de los gastos públicos, pues el mismo tiene 
que ser desarrollado conforme a los criterios de justicia 
y equidad (C.P. artículo 95-9); (ii) también con respecto 
a la construcción del sistema tributario como tal, toda 
vez que este debe estar fundando, por una parte, en los 
principios de legalidad, certeza e irretroactividad (C.P. 
artículo 338), y por la otra, en los principios de equidad, 
eficiencia y progresividad (C.P. artículo 363); finalmente, 
(iii) las regulaciones tributarias deben respetar los dere-
chos fundamentales, y, en ese contexto, adoptarse con un 
criterio de razonabilidad y proporcionalidad”.
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bienes previamente exentos o excluidos, a saber: la 
primera en la Sentencia C-776 de 2003 y la segunda 
en la Sentencia C-100 de 2014.

En estos fallos la Corte Constitucional analizó 
la alegada inconstitucionalidad de unas normas 
que introducían reformas al IVA, gravando algunos 
bienes y servicios que el Tribunal denominó como 
“de primera necesidad” y que hasta ese momento no 
habían sido objeto del referido gravamen.

Dada la similitud entre el contenido normativo 
de las normas acusadas y los cargos presentados en 
sendas demandas, en su pronunciamiento de 2014, 
el Tribunal fundó su decisión en el fallo del 2003 y 
procedió a hacer un recuento de los “elementos de 
interpretación de la Sentencia C-776 de 2003, en lo 
que respecta a los límites del legislador al momento 
de regular el impuesto al valor agregado sobre bienes 
de primera necesidad”, de la siguiente manera:

“[…] la Sentencia C-776 de 2003 sostiene que la 
Constitución admite un gravamen sobre el consumo 
de bienes y servicios de primera necesidad ‘siempre 
y cuando existan políticas efectivas que compensen 
la afectación al mínimo vital de las personas que, 
debido a su condición económica, enfrentarían 
dificultades o se verían en imposibilidad de acceder 
a los mismos a causa del mayor valor que deben 
pagar por ellos a causa del impuesto’. La Corte no 
define, por ser un asunto en principio del resorte 
del legislador, cuáles son las políticas efectivas de 
compensación. […]”.

[De esta manera], la Sentencia C-776 de 2003 
no puede interpretarse como una autorización 
para gravar la totalidad de los bienes de primera 
necesidad, sino como una prohibición dirigida al 
legislador, de acuerdo con la cual este no puede 
gravar la totalidad de los bienes de primera 
necesidad en el modo como lo hacía el artículo 116 
de la Ley 788 de 2002. Este último fue declarado 
inexequible en la medida en que gravaba “todos los 
bienes y servicios de primera necesidad” (C-776 de 
2003), de un modo que resultaba manifiestamente 
contrario a los principios de justicia, equidad 
y progresividad, y al mínimo vital, en tanto (i) 
introducía el gravamen sobre bienes y servicios de 
primera necesidad antes excluidos o exentos, (ii) lo 
hacía de manera indiscriminada; (iii) sin el mínimo 
de deliberación pública en el seno del Congreso, 
exigido por el respeto al principio de no tributación 
sin representación; (iv) sin que hubiera “evidencia 
de una compensación de la nueva carga impuesta” 
en beneficio de las personas con menor capacidad 
contributiva; (v) en un contexto socioeconómico 
con significativos niveles de pobreza e indigencia, 
que fue debidamente probado en ese proceso” 
(subrayado fuera del texto).

De lo anteriormente expuesto, se tiene que: i) el 
legislador detenta de una facultad de configuración 
amplia en materia impositiva, la cual tiene su 
génesis en los mismos postulados constitucionales, 
y en esta medida puede crear tributos, modificarlos 
y suprimirlos; ii) esto se traduce en un grado 

de discrecionalidad igualmente amplio en la 
determinación de los elementos esenciales de 
los mismos; y iii) que pese al extenso margen de 
configuración del cual goza el legislador, el ejercicio 
de dicha potestad se encuentra limitado por los 
principios de rango constitucional y por el respeto a 
los derechos fundamentales de la población.

Así, respecto a la ampliación de la base gravable 
del IVA mediante la supresión de las exenciones y 
exclusiones al gravamen, los anteriores elementos 
se materializan en que, si bien una modificación a 
este tributo en ese sentido no se encuentra prohibida 
en la Constitución Política y, por el contrario, 
encuentra su fundamento en la cláusula del Estado 
Social de Derecho por cuanto “al fijar la política 
tributaria del Estado, [el legislador] tiene no sólo 
la facultad sino el deber de imponer los tributos que 
se requieran para asegurar el cumplimiento de sus 
finalidades sociales y para redistribuir los ingresos, 
en guarda de la equidad”, de esta misma cláusula 
se desprenden los criterios que alinderan el campo 
de acción del legislador al efectuar tal supresión, 
claramente enunciados en la Sentencia C-776 de 
2003 y reseñados anteriormente. Estos criterios 
son, prima facie, los siguientes: i) debe garantizarse 
la satisfacción de las necesidades básicas de 
la población, ii) se ha de asegurar el carácter 
progresivo del sistema tributario y iii) la medida 
debe, como instrumento fiscal, estar encaminada a 
la consecución de los fines esenciales del Estado, 
atendiendo pautas de razonabilidad.

Así, esta razonabilidad se encuentra sujeta a que 
la necesidad imperiosa de llevar a cabo una acción 
legislativa como esa se encuentre justificada -en 
términos económicos y/o sociales- y que, siendo 
consciente del impacto que la misma podría llegar a 
tener sobre la población más vulnerable, el legislador 
adopte las medidas requeridas para mitigar de 
manera eficaz y en la mayor medida posible dicha 
afectación, bajo la debida consideración en el debate 
democrático del contexto socioeconómico en el cual 
germina la medida legislativa y de cuáles deben 
ser los alcances de la misma frente a los bienes 
individualmente considerados sujetos al gravamen.

Pues bien, es pertinente recalcar nuevamente 
que, actualmente, el mecanismo de protección 
de los sectores de bajos ingresos es ineficiente al 
materializar dicha protección, pues, en aras de 
aumentar la progresividad del IVA, recurre a una 
medida regresiva en la medida que permite que un 
sector amplio de población no contribuya contando 
con una capacidad contributiva más que suficiente 
para hacerlo.

De esta forma, el proyecto plantea una 
modificación al régimen del IVA, ampliando su base 
gravable de manera detallada, con el objetivo de 
lograr el fin constitucionalmente legítimo e imperioso 
de aumentar la progresividad, equidad y justicia del 
sistema tributario verificando que las personas que 
tengan la capacidad para contribuir en razón de su 
consumo, lo hagan; pero a la vez garantizando que 
la población vulnerable pueda acceder a los bienes y 
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servicios necesarios para llevar una vida digna y que 
su capacidad de consumo no se agote en el consumo 
de dichos bienes. Circunstancia que, reiteramos, el 
esquema actual del IVA no permite.

Adicionalmente, conviene traer a colación 
el hecho de que la última vez en que se intentó 
realizar una modificación al IVA de esta 
envergadura, fue en la Ley 788 de 2002, es 
decir hace más de 15 años. Estos tres lustros 
han permitido un avance, no solo en términos 
de tecnología y manejo de la información que 
permiten la estructuración de programas de 
transferencias monetarias sumamente complejos 
e inimaginables hace una década, sino también 
en el contexto socioeconómico en el que se 
desenvuelve la norma, explicado ampliamente 
en el segundo capítulo de este documento, de 
acuerdo con el cual el gasto social del Estado ha 
aumentado de manera significativa en este lapso 
de tiempo. Así es posible apreciar que, además 
de ser indispensable la actualización de la base 
gravable del IVA para mantener dicha senda de 
crecimiento del gasto social, es el momento 
propicio para realizar dicha modificación con el 
fin de avanzar en la progresividad del sistema 
tributario.

5.4.	 Mecanismo de compensación de la carga 
impuesta por concepto del IVA para la población de 
menores ingresos

Como mencionamos previamente, teniendo en 
cuenta el efecto económico que tendría la ampliación 
de los bienes y servicios gravados con la tarifa general 
de IVA sobre la capacidad adquisitiva de las personas 
de menores ingresos, el Gobierno nacional, en cabeza 
del Ministerio de Hacienda y Crédito Público y con 
apoyo del Departamento Nacional de Planeación y 
el Departamento de Prosperidad Social, ha diseñado 
un mecanismo de compensación que garantizará 
que los hogares pobres no se vean afectados por 
esta medida. Con la propuesta, el Gobierno pretende 
compensar a los hogares más vulnerables, tanto por 
el monto que pagan actualmente en IVA, así como 
de la carga adicional que implica la unificación de 
las tarifas. En particular, la población objetivo es 
aquella que se encuentra por debajo de la línea de 
pobreza monetaria, la cual será compensada con un 
estimativo del IVA que pagan hoy y que pagarán con 
posterioridad a las modificaciones que se proponen, 
con el objetivo de aliviar y mejorar el poder 
adquisitivo de esta población.

Es importante resaltar que adicional al mecanismo 
de compensación, existirán dos herramientas que 
mitigarán el efecto de la unificación de tarifas. 
En particular, el gasto social que será financiado 
con los ingresos adicionales de la presente ley de 
Financiamiento, y el efecto positivo en el poder 
adquisitivo de los hogares como consecuencias de 
la disminución de la tarifa general. La combinación 
de estas medidas, beneficiará no solo a la población 
pobre, sino también a los que se encuentran en la 
parte intermedia de la distribución del ingreso (clase 
media).

Si bien la literatura económica ha señalado varias 
ventajas del IVA frente a otros impuestos indirectos 
y directos, como su potencial de recaudo, la 
sustitución de otros impuestos distorsionantes como 
el de las ventas, la no distorsión de las decisiones 
de consumo-ahorro-inversión y la exención de los 
bienes exportados (Minh Le, 2003), tiene un efecto 
regresivo al ser un impuesto indirecto. En efecto, 
el IVA grava el consumo de un bien o servicio 
determinado a una tarifa general, lo que se traduce 
en que el monto pagado por persona es igual, 
independientemente del nivel de ingreso de quien lo 
compra.

En este sentido, para mantener los beneficios que 
otorga el impuesto, la política tributaria ha buscado 
mitigar el efecto regresivo del IVA, a partir de una 
continua ampliación de la lista de bienes excluidos 
y gravados a tarifa cero (exentos), así como bienes 
gravados a tarifas inferiores a la tarifa general. 
Sin embargo, estas medidas deterioran la base 
gravable del impuesto, acarrean un elevado costo 
fiscal, distorsionan los precios y no existe evidencia 
concluyente de que se traduzcan en un alivio del 
precio final para los consumidores (Abramovsky, 
Phillips y Warwick, 2017). Por ejemplo, se observa 
que las exclusiones, bienes no gravados sin derecho 
a devolución de IVA en factores, aumentan el precio 
de otros bienes y servicios gravados, que utilizan el 
bien como factor de producción, al no ser posible 
cruzar el IVA pagado en los bienes, contra el IVA 
recaudado en la venta del bien final (Abramovsky 
et al., 2017).

Esto no es deseable en la medida en que, como 
lo explican Villela, L., Lemgruber, A. y Jorratt, M. 
(2009), este tipo de incentivos tributarios obliga 
a mantener tasas elevadas del impuesto, para 
compensar la pérdida de recaudo potencial.

En reconocimiento de esto, la literatura se ha 
orientado a fortalecer propuestas de esquemas de 
tarifa unificada, con devoluciones del IVA pagado 
por este grupo poblacional. A partir de esto, es 
factible potenciar la capacidad recaudatoria del 
impuesto y reducir su carácter regresivo, a través del 
no pago y de la posibilidad de desarrollar programas 
de gasto social con dichos ingresos.

América Latina cuenta con experiencias en este 
sentido. En 2016, Argentina aprobó una Ley para la 
devolución del IVA a jubilados con pensión mínima 
y beneficiarios de planes sociales. El reintegro no 
puede ser inferior al 15% del impuesto pagado en 
compras con tarjeta débito en comercios minoristas, 
y tiene un valor máximo de 300 pesos por mes, 
beneficiando a cerca de 6,5 millones de personas. 
El tope máximo es actualizado cada año en términos 
reales. Por su parte, en el caso de Ecuador, se efectúa 
una devolución del IVA pagado en las compras de 
bienes y servicios de primera necesidad, focalizada 
en las personas con una discapacidad igual o superior 
al 30%. Actualmente, Costa Rica se encuentra 
discutiendo una propuesta de Reforma orientada 
hacia esta medida, en la cual se les devolvería el IVA 
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pagado a los primeros 4 deciles poblacionales, por 
medio de un depósito electrónico.

En el ejercicio estimado para Colombia, que 
se presenta a continuación, la unificación de la 
tarifa, acompañada de transferencias a los deciles 
de menores ingresos, compensa la regresividad 
del impuesto, elimina los subsidios de bienes 
excluidos y exentos a los deciles más altos, reduce 
la tasa de pobreza total y pobreza extrema frente al 
escenario actual y reduce la desigualdad del ingreso. 
Adicionalmente, esto incorporara una mayor 
eficiencia en el recaudo, en la medida en que los 
ingresos provenientes del impuesto se potencializan, 
dando como resultado mayores recursos para que el 
Estado cumpla con sus compromisos y amplifique 
sus programas sociales.

Con base en los microdatos disponibles en la 
Encuesta Nacional de Presupuestos de los Hogares 
(ENPH)28, así como en la estructura tarifaria del 
IVA de todos los bienes y servicios adquiridos por 
los hogares, se construyó la distribución del gasto 
en IVA por deciles de ingreso. Como se observa en 
el Cuadro 7, y como es de esperar, los deciles de 
mayores ingresos contribuyen en mayor medida al 
IVA total pagado, en la medida en que tienen un 
gasto mayor. Sin embargo, los resultados muestran 
que, la relación entre el pago de IVA sobre el ingreso 
disminuye de forma importante con aumentos en el 
ingreso de la población, lo cual refleja la condición 
de regresividad actual. De cada $100 de ingreso, 
los hogares más pobres destinan $6 al pago de IVA, 
mientras los hogares más ricos destinan $2 (Cuadro 
7). Lo anterior da cuenta de que la estructura actual 
recarga más que proporcionalmente a los deciles 
más bajos de ingreso, en línea con lo encontrado en 
la literatura, y en contra del principio de equidad en 
la tributación.

Cuadro 7. Distribución del gasto mensual 
en IVA de las unidades de gasto, por deciles de 

ingreso (Pesos colombianos)

Decil Ingreso promedio  
mensual

IVA pagado  
promedio

IVA pagado actual  
(% del ingreso mensual)

1 253.851 15.312 6,0
2 662.693 19.897 3,0
3 933.641 28.515 3,1
4 1.149.629 31.616 2,8
5 1.497.337 45.447 3,0
6 1.719.739 50.760 3,0
7 2.194.648 58.425 2,7
8 2.482.542 65.182 2,6
9 3.423.768 93.321 2,7
10 8.464.521 187.734 2,2

*Miembros del hogar excluyendo pensionistas, 
trabajadores al servicio doméstico y a sus hijos(as) Fuente: 
ENPH 2017, cálculos DGPM-MHCP

28	 Para más información referirse al documento: Orbegozo, 
C. Rodríguez, L. y O. Valencia (2018). Impuesto al Valor 
Agregado (IVA) en Colombia y retos de política pública. 
Notas Fiscales, Ministerio de Hacienda y Crédito Públi-
co, Colombia.

Por otra parte, resulta importante conocer la 
estructura de gasto de la población colombiana, 
desagregando por tipo de tarifa. El Gráfico 12 
muestra la participación de cada decil de ingreso 
en el gasto total en bienes y servicios gravados con 
IVA del 5%, el gasto en bienes excluidos y el gasto 
en exentos. A partir de los resultados encontrados, 
es posible afirmar que, de cada $100 que el Estado 
colombiano deja de recaudar sobre los bienes 
excluidos, el decil 10 se beneficia de $27, mientras 
el decil 1 de $4. Asimismo, el decil 10 se beneficia 
de $22 y de $13 de cada $100 que el Estado subsidia 
para la compra de bienes gravados al 5% y bienes 
exentos. De esta forma, el grupo de mayores ingresos 
de la población es el que se ve más beneficiado de 
la multiplicidad de tarifas en el IVA. Lo anterior 
es una muestra más de la inequidad existente en el 
gasto tributario de IVA actualmente, dado que este 
grupo poblacional tiene el ingreso suficiente para el 
pago del impuesto y, además, es el que más consume 
este tipo de productos, lo que profundiza el carácter 
regresivo del impuesto, limitando la capacidad de 
generar una compensación desde la política fiscal 
que reduzca la desigualdad.

De esta forma, nos encontramos ante un esquema 
que es ineficiente a la hora de proteger el mínimo 
vital de las personas económicamente vulnerables, al 
beneficiar al grupo poblacional de mayores recursos, 
y que es sumamente perjudicial para la Nación, debido 
a que socava su capacidad de obtener los ingresos 
suficientes para realizar gasto social efectivo.

Gráfico 12. Participación de cada decil en el 
gasto en bienes y servicios gravados al 5%, 

excluidos y exentos (%)

Esta propuesta pretende realizar una 
compensación por concepto del pago de IVA a los 
hogares pertenecientes a los tres deciles de menores 
ingresos (30% de la población), que corresponden 
a los hogares en condición de pobreza monetaria 
de acuerdo con las cifras para 2017 (26,9%), con 
un margen adicional. En línea con lo observado 
en el Cuadro 7, los primeros tres deciles pagan 
en Colombia aproximadamente el 10,7% del pago 
total de IVA que realizan los hogares. Sin embargo, 
la DIAN estima que el 50% de las compras de 
bienes y servicios de los deciles 1 y 2 se realizan 
en establecimientos pertenecientes al régimen 
simplificado, porcentaje que se estima en 40% 
para el decil 3. Por lo cual, el pago efectivo de IVA 



Gaceta del Congreso  933	 Miércoles, 31 de octubre de 2018	 Página 71

promedio mensual para dichos deciles equivale a 
$17.882 pesos, en el esquema tributario actual.

Ante un escenario de reforma de la estructura 
del IVA, en el cual se propone la tarifa general, 
permitiendo una reducción al 18% para todos los 
bienes, con algunas exclusiones, estos mismos 
hogares pasarían a pagar el 14,5% del total recaudado 
del impuesto en 2019, equivalentes a $39.331 pesos 
en promedio para los tres deciles, manteniendo el 
supuesto de evasión.

Dentro de las exclusiones que permanecerán, cabe 
destacar los servicios públicos, servicios de educación 
y salud, transporte de pasajeros excluidos actualmente, 
medicamentos e implementos de salud y bienestar, 
intereses, comisiones, seguros y rendimientos 
financieros excluidos actualmente, construcción 
de obras civiles y edificaciones, arrendamientos, 
plantaciones, servicios del gobierno, bienes intangibles, 
armas y municiones de uso privativo de las Fuerzas 
Armadas, Bienestarina, entre otros.

La justificación para la exclusión de 
medicamentos, servicios de educación y salud 
radica en que hacen parte de una inversión en capital 
humano. De la misma forma, la construcción, las 
plantaciones y los activos intangibles son otro tipo 
de inversión. Por su parte, los servicios públicos 
tienen un sistema de subsidios y compensaciones 
cruzadas, de acuerdo con el estrato socio-económico. 
Por lo cual, gravarlos con IVA elevaría el costo de 
los subsidios, con el consecuente impacto fiscal. 
Gravar el arrendamiento de vivienda genera 
complejidades en la administración tributaria, 
debido a la gran cantidad de personas naturales 
que serían responsables del impuesto. Tanto armas 
y municiones, como los servicios del gobierno y 
la Bienestarina, son de adquisición exclusiva del 
Gobierno. En el caso del transporte terrestre de 
pasajeros, se fundamenta la exclusión al ser un 
servicio regulado, debido al subsidio parcial de su 
operación por parte de los gobiernos territoriales y a 
la infraestructura que otorga la Nación.

El monto de la compensación, por lo tanto, 
sería el total de IVA pagado por estos hogares en el 
escenario del proyecto de Ley de Financiamiento, 
con lo cual el presupuesto de compensación anual 
de este impuesto ascenderá a $2,6 billones en 2019 
($51.300 pesos por hogar). Con la unificación de la 
tarifa sobre la mayoría de los bienes, el pago por 
hogar, y por consiguiente el monto total a devolver, 
no es muy sensible a la tarifa a aplicar, como sí lo 
es el recaudo total esperado. Con estos recursos se 
beneficiaría a 4,3 millones de hogares. Sin embargo, 
el número de familias podría variar, dependiendo del 
programa y esquema elegido para la focalización.

Es importante tener en cuenta que, al realizar 
una transferencia por el valor promedio pagado 
de IVA en los tres deciles, los deciles 1 y 2 se ven 
beneficiados más que proporcionalmente, lo cual 
contribuye a mejorar la progresividad.

En línea con lo anterior, los cálculos con 
transferencia focalizada por ingreso per cápita del 

hogar muestran que, la incidencia de la pobreza 
monetaria sobre el total de la población pasaría 
de 31,3% a 29,7% después de la devolución, pero 
se ubicaría en 30,8% al tener en cuenta el efecto 
inflacionario sobre la línea de pobreza29. Por 
su parte, la incidencia de la pobreza monetaria 
extrema se reduce en 1,4pps tras la transferencia 
de IVA, es decir, pasa de 9,4% a 8,0%, y se ubica 
en 9,2% al incorporar el impacto esperado en 
la inflación (Gráfico 13). De esta forma, en un 
escenario de perfecta focalización del mecanismo 
de compensación, la pobreza total se reduciría en 
250.503 personas, mientras la pobreza extrema se 
reduciría en 76.980 personas. Es importante notar 
que, la reducción de la pobreza extrema es menor 
al de la pobreza total, pese a que el ingreso por 
devolución de IVA es mayor proporcionalmente a 
su ingreso, debido al mayor efecto inflacionario de 
la medida sobre los alimentos.

Gráfico 13. Estimación del efecto de la 
devolución de IVA sobre la tasa incidencia 
monetaria de pobreza y pobreza extrema

De igual forma, se reduciría la desigualdad del 
ingreso, debido a la transferencia que reciben el 
30% de los hogares más pobres: el coeficiente de 
Gini pasaría de 0,5276 actualmente a un nivel de 
0,5157. Esta reducción es equivalente a 1,9 veces el 
cambio anual promedio observado en el Gini en el 
periodo 2010-2017 (-0,006 puntos).

Si bien la identificación de los beneficiarios de 
este tipo de programas presenta desafíos tanto en 
países desarrollados como emergentes, es posible 
aplicar el conocimiento adquirido de programas de 
transferencias condicionadas, sobre los cuales se ha 
avanzado mucho en buenas prácticas en América 
Latina, para la depuración de la base de beneficiarios, 
el contraste de ingresos con varias fuentes de 
información, visitas de campo, entre otros. Para el 
caso de Colombia, se han llevado a cabo numerosas 
evaluaciones de impacto de diferentes programas 
hasta ahora implementados.

29	 Con el fin de que la estimación de incidencia de la pobreza 
de la medida no esté sesgada, debido a la diferencia existente 
entre la tasa de pobreza calculada por el DANE y la estimada 
en este ejercicio, se asume que la transferencia es recibida por 
el 34% de la población más pobre. Así, se replica la difer-
encia entre la población pobre y la población focalizada por 
la compensación en las cifras oficiales (27,5% de población 
pobre, según el DANE en promedio para 2016 y 2017, y 30% 
focalizado; 31,3% de población pobre, según el ejercicio, y 
34% de población focalizada).
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En efecto, existen actualmente mecanismos 
para realizar transferencias monetarias a parte de 
esta población que constituyen una base para esta 
operación y permitirían generar economías de escala 
y facilidades para la implementación de la estrategia.

El principal mecanismo existente empleado 
por el Gobierno nacional para la realización de 
transferencias monetarias es la plataforma del 
programa Familias en Acción, ejecutado por 
Prosperidad Social, en el cual se encuentran cerca de 
2,5 millones de familias que cada 2 meses reciben 
una transferencia monetaria condicionada.

Para la entrega de estas transferencias de manera 
transparente y segura, Prosperidad Social contrata 
los servicios del Banco Agrario de Colombia y 
Davivienda, mediante el mecanismo de agregación 
de demanda de Colombia Compra Eficiente (contrato 
No. CCE-263-AG-2015), garantizando de esta 
manera, no sólo que en todo el territorio nacional los 
hogares cuenten con la posibilidad de hacer efectiva 
la transferencia (Gráfico 14), sino que también se 
cuente con un costo unitario por transferencia.

Gráfico 14. Cobertura bancaria – Familias en 
Acción

Adicionalmente, la plataforma empleada por Familias 
en Acción facilita la inclusión financiera de los hogares 
beneficiarios, lo que mejora la seguridad para los 
ciudadanos y propicia la transparencia. Alrededor del 
90% de los beneficiarios de Familias en Acción cuentan 
con una cuenta de ahorros que les permite interactuar 
con el sistema financiero (Gráfico 15).

Gráfico 15. Avance en la inclusión financiera

Por último, es importante resaltar los grandes 
avances operativos que ha tenido el programa Más 
Familias en Acción. En su primera fase (2000-2006), 
el programa tenía una cobertura de municipios con 
menos de 100.000 habitantes, con familias SISBÉN 
1. En 2005 se incluyó la población desplazada. En 
su segunda fase (2007-2012), se incorporan grandes 
centros urbanos, iniciando operación con población 
indígena desde 2008. En su tercera fase (2012-hoy), 
se cuenta con familias SISBÉN por debajo de un 
punto de corte establecido, incluyendo familias 
desplazadas, población indígena y las familias de 
la Red Unidos. Hoy el programa cuenta con una 
cobertura de 1.102 municipios y 3 corregimientos 
departamentales, distribuyendo recursos por 
2,1 billones de pesos a 2,5 millones de familias 
beneficiarias a lo largo del territorio nacional. La 
entrega de la compensación se realiza de forma 
transparente y segura, a través de la contratación de 
servicios financieros, abonando los giros a cuentas 
de ahorro o a partir de una entrega directa de cobro 
por ventanilla.

De esta forma, se propone apalancar el mecanismo 
de compensación de IVA sobre la operatividad 
alcanzada por Familias en Acción, cubriendo la 
base de datos del programa, y complementando 
la población objetivo con la base de datos a partir 
de un puntaje de corte en la base Sisbén, que se 
determinará de la mano del Departamento Nacional 
de Planeación. La capacidad de cobertura, y los 
avances registrados a lo largo de casi dos décadas, 
son una garantía del respaldo que tendrá el esquema 
de compensación de IVA que se plantea, al apoyarse 
en uno de los programas de transferencia vigentes 
en el país.

5.5.	 Unificación y simplificación de tarifas
Los cambios en la estructura del Impuesto sobre 

las Ventas (IVA) que se plantean en este proyecto de 
ley reducirán significativamente su complejidad. Con 
esto, aumentará la simplicidad, lo cual traerá efectos 
positivos en términos de la lucha contra la evasión 
y la elusión, e incrementos en la productividad de 
las firmas.

La eliminación de la tarifa preferencial de 
5%, y de las exenciones (excepto para el caso 
puntual de las exportaciones y las donaciones), 
simplifica notablemente la estructura de este 
tributo, al eliminar las dos tarifas reducidas 
existentes. Así, con los cambios propuestos en el 
sistema, los bienes solo podrán estar gravados a la 
tarifa general, o excluidos de este gravamen. Las 
categorías en las que pueden ser clasificados los 
bienes y servicios dentro de la estructura del IVA 
pasan de 4 (exentos, excluidos, 5% y tarifa general) 
a 2 (tarifa general y excluidos). De esta manera, 
se simplifica notablemente la estructura de este 
impuesto, y el país adopta las mejores prácticas 
internacionales en esta materia, quedando con una 
estructura muy similar a la de Chile (tarifa general 
de 19%, sin tarifas reducidas), y más simple que 
la de México (tarifa general de 16% con tarifa 



Gaceta del Congreso  933	 Miércoles, 31 de octubre de 2018	 Página 73

preferencial de 0% aplicada a varias actividades 
domésticas) (OCDE, 2018).

La ampliación de la base gravable, la 
racionalización de las exclusiones del impuesto 
y la reducción en la dispersión tarifaria también 
genera una notable simplificación de su estructura. 
El sistema elimina las complejidades que se derivan 
de una base gravable estrecha y de una estructura 
tarifaria muy dispersa, lo cual tiene en beneficio 
conjunto de simplificar el sistema y obtener las 
mejoras en eficiencia que esto implica, además de 
incrementar el recaudo.

Particularmente, es notable la reducción de la 
dispersión tarifaria que se plantea en el proyecto 
de ley, ya que las categorías de bienes y servicios 
que permanecerán con este tratamiento son bastante 
homogéneas, sin que permanezcan muchos de los 
tratos preferenciales particulares que hoy en día se 
contemplan dentro de la estructura del impuesto. 
Este es el caso, por ejemplo, de muchos alimentos 
procesados, dentro de los cuales hay tratamientos 
preferenciales puntuales que se eliminarán (panela, 
chocolate de mesa, café, azúcar, sal de mesa, entre 
otros).

5.6.	Personas naturales
5.6.1. Impuesto de Renta para las Personas 

Naturales
Con el fin de incrementar el recaudo tributario y 

la equidad vertical del sistema, se propone crear dos 
nuevos rangos en la parte superior del esquema con 
el fin de gravar con tarifas más altas a las personas 
naturales de mayores ingresos. De esta manera, 
se plantea que las personas que tengan ingresos 
líquidos entre 4.100 y 7.600 UVTs queden gravados 
con una tarifa del 33%, entre 7.600 y 13.100 UVTs 
al 35% y mayores a 13.100 UVTs al 37%.

La estructura del impuesto de renta a personas 
naturales presenta retos en el sentido de equidad 
vertical y horizontal. En el sentido vertical, la 
estructura de tarifas marginales no guarda una 
relación con la capacidad de pago de las personas 
de altos ingresos. En el sentido horizontal, el 
sistema de exenciones establece beneficios que no 
son uniformes para todos los contribuyentes, lo que 
ocasiona que personas con ingresos similares tengan 
cargas tributarias significativamente diferentes. 
Finalmente, el sistema de determinación de impuesto 
que discrimina por cédulas genera complejidades 
técnicas e inequidades tanto en el sentido vertical 
como en el horizontal.

5.6.1.1. Estructura de Tarifas Marginales: 
equidad vertical

La progresividad del impuesto de renta para 
las personas naturales se encuentra limitado por la 
estructura establecida para las tarifas marginales y 
por la tasa máxima con la que se grava a las personas 
de ingresos más altos. Para las rentas de trabajo y 
pensiones se definen únicamente cuatro rangos de 
ingresos y los ingresos líquidos superiores a 4100 
UVTs son gravados a una tarifa del 33%, lo que 
limita el poder redistributivo del sistema tributario 

al no imponer tasas marginales más altas a aquellos 
agentes que tienen una mayor capacidad de pago.

Cuando se compara con estándares 
internacionales, se encuentra que la tarifa máxima 
colombiana es considerablemente inferior a la de 
los países pertenecientes a la OCDE (Gráfico 16). 
Incluso cuando se compara con nuestros pares, es 
posible identificar una brecha de 7pp con Chile y 
2pp con México, cuyos sistemas tributarios tienen 
un mayor poder redistributivo que el colombiano 
(Gráfico 17).

Gráfico 16. Tasa Máxima Impuesto de Renta 
Personas Naturales (2014)

Con el fin de incrementar la equidad vertical del 
sistema, se propone crear dos nuevos rangos en la 
parte superior del esquema con el fin de gravar con 
tarifas más altas a las personas naturales de mayores 
ingresos (Cuadro 8). De esta manera, se plantea 
que las personas que tengan ingresos líquidos 
entre 4.100 y 7.600 UVT queden gravados con una 
tarifa del 33%, entre 7.600 y 13.100 UVT al 35% y 
mayores a 13.100 al 37%.

Cuadro 8. Tarifas Marginales Impuesto  
de Renta Para Personas Naturales

Rangos UVT Tarifa  
Marginal ImpuestoDesde Hasta

>0 1090 0% 0

>1090 1700 19% (Base Gravable en UVT me-
nos 1090 UVT) x 19%

>1700 4100 28%
(Base Gravable en UVT me-
nos 1700 UVT) x 28% + 116 
UVT

>4100 7.600 33%
(Base Gravable en UVT me-
nos 4100 UVT) x 33% + 788 
UVT

>7.600 13.100 35%
(Base Gravable en UVT me-
nos 7.600 UVT) x 35% + 1943 
UVT

>13.100 En ade-
lante 37%

(Base Gravable en UVT me-
nos 13.100 UVT) x 37% + 
3868 UVT

Fuente: DIAN y Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público

5.6.1.2. Modificación a los ingresos por pensiones
Cualquier sociedad debería garantizar una vida 

materialmente digna a su población en la tercera 
edad, con criterios de equidad y sostenibilidad. Sin 
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embargo, el sistema colombiano todavía enfrenta 
serios problemas para alcanzar estos objetivos. 
Por ejemplo, la Comisión de Expertos del Gasto 
y la Inversión pública, encontró que el 46% de la 
población, que no está en situación de pobreza y que 
no alcanza a financiar una pensión mínima con sus 
cotizaciones, recibe un subsidio negativo, es decir, 
aporta al sistema para pagar las pensiones de las 
personas con ingresos más elevados. Asimismo, el 
hecho de que las pensiones no estén gravadas y que 
el 99% de los pensionados se encuentre por encima 
de la mediana del ingreso mensual de un trabajador 
colombiano son factores que no favorecen la equidad 
(Bosch et al., 2015).

Además, el sistema es inequitativo: la mayoría 
de los pensionados se concentran en la población 
con mayores ingresos, con el agravante que están 
siendo altamente subsidiados. Fedesarrollo calcula 
que un pensionado perteneciente al 1% más rico de 
la población está recibiendo en la actualidad entre 
800 y 1.000 millones de pesos de subsidio.

Con el fin incrementar el recaudo tributario y 
promover una mayor equidad del sistema pensional, 
el proyecto de ley -al recaer ambas sobre una 
fuente de ingreso-asimila en su funcionamiento 
a las exenciones de las rentas pensionales a las 
laborales, en donde existe una estructura de tarifas 
marginales crecientes en función del ingreso de 
los contribuyentes. Actualmente las pensiones de 
jubilación, invalidez, vejez, de sobrevivientes y 
sobre Riesgos Profesionales están exentas hasta 
1.000 UVT mensuales (núm. 5, artículo 206, E.T.), 
esto es una exención sobre las mesadas pensionales 
menores de aproximadamente 33 millones de pesos 
a 2018. Esto es sin duda alguna una medida excesiva 
y altamente regresiva, no solo dentro del sistema 
pensional, sino entre el sistema tributario en su 
conjunto.

Es de notar que, como bien lo ha señalado la 
Corte Constitucional, “[d]e acuerdo con lo previsto 
en el artículo 95-9 de la Constitución, con el objeto 
de lograr una convivencia social conforme a los 
valores y principios contenidos en la misma Carta 
Política y lograr los fines del Estado, es deber 
de los ciudadanos contribuir al financiamiento 
de los gastos e inversiones del Estado dentro de 
los conceptos de justicia y equidad”30, y, a pesar 
de reconocer que dicho deber no es absoluto, la 
misma Corte ha estipulado que “[e]l principio de 
progresividad se plasma en que los pensionados 
con mayores ingresos deben tributar sobre lo que 
excede el límite [respecto del cual las mesadas 
pensionales iguales o inferiores están exentas de 
impuesto de renta]”31 (negrilla y corchetes propios). 
Pues bien, actualmente, el límite de 1.000 UVT 
mensuales es difícilmente alcanzado por la mayoría 
de las pensiones en Colombia, si no todas, por lo 
que resulta virtualmente inoperante. Ciertamente, 
un límite inalcanzable no es un límite. Por ende, 

30	 Corte Constitucional. Sentencia C-397 de 2011.
31	 Ibíd.

sin desconocer que la población pensionada merece 
una especial protección por parte del Estado, como 
tantas veces lo ha dispuesto la jurisprudencia, y 
manteniendo los demás beneficios tributarios de los 
cuales goza esta población, es importante corregir 
esta falta de razonabilidad y de progresividad del 
límite impuesto, mas no de la medida en sí misma.

De esta manera, queda exento de renta el 25% 
del valor total de los pagos por concepto de rentas 
de trabajo, pensiones de jubilación, invalidez, vejez, 
de sobrevivientes y sobre riesgos profesionales, las 
indemnizaciones sustitutivas de las pensiones o las 
devoluciones de saldos de ahorro pensional, limitado 
mensualmente a doscientas cuarenta (240) UVT.

5.6.1.3.	 Determinación del Impuesto de 
Renta por Cédulas: afecta equidad vertical y 
horizontal

La discriminación de rentas por cédulas vigente 
tiene un efecto negativo sobre las dos dimensiones 
de equidad. En relación con la vertical, los ingresos 
de una persona que provienen de diferentes cédulas 
no hacen base en el momento de la liquidación del 
impuesto total, por lo que su contribución no guarda 
relación directa con su capacidad de pago. En cuanto 
a la horizontal, dos personas con un mismo nivel de 
ingresos tienen cargas tributarias diferentes si estos 
provienen de una sola fuente o de múltiples fuentes, 
ya que son gravadas de manera independiente. Así 
pues, con el objetivo de solucionar este punto débil 
de la legislación actual, la propuesta plantea agregar 
los ingresos obtenidos en las rentas de trabajo, rentas 
de pensiones, rentas de capital y rentas no laborales 
para someterlas de manera conjunta al esquema 
señalado en el.

6.	 Efectos redistributivos: IVA y Renta
Uno de los principios más importantes de la 

tributación es la progresividad. Un problema central 
que enfrentan los gobiernos (tanto a nivel central 
como local), es la dificultad de diseñar una estructura 
tributaria que sea eficiente desde el punto de vista 
económico, y que, al mismo tiempo, contribuya 
con una mayor equidad en la distribución del 
ingreso. En este sentido, un buen sistema tributario 
debe caracterizarse por: i) garantizar los ingresos 
necesarios para cumplir con las obligaciones del 
Estado (gastos de funcionamiento, inversiones, 
pago de deuda, etc.); ii) promover la estabilidad y 
el crecimiento económico; y iii) contribuir con la 
equidad y la distribución del ingreso.

El IVA y el impuesto de renta son los dos 
tributos más importantes en términos de recaudo32, 
no obstante, bajo la estructura actual, estos no 
están contribuyendo en mayor medida a mejorar 
la distribución del ingreso. Una sociedad menos 
desigual y con menor pobreza, no solo es deseable 
socialmente, sino que libera recursos que el Estado 
podría invertir en otras áreas del desarrollo, por 

32	 En 2016, el recaudo agregado de IVA y Renta representó 
el 70% del recaudo tributario total del Gobierno nacional. 
En 2017, la participación de estos dos impuestos fue de 
82% del total del recaudo tributario.
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ejemplo, bienes públicos que -a diferencia de los 
subsidios- benefician de manera transversal a toda 
la economía.

En este sentido, es necesario establecer un 
marco normativo que provea las condiciones de 
equidad tanto horizontal como vertical. Garantizar 
la equidad horizontal se refiere a que dos empresas o 
personas naturales con ingresos y activos similares 
deberían tener cargas tributarias equivalentes. Por 
su parte, la equidad vertical busca garantizar que las 
personas con una mayor capacidad de pago aporten 
una mayor proporción de sus ingresos al fisco que 
aquellos que tienen una menor capacidad.

A pesar de los avances en materia de desigualdad 
que se han observado en los últimos años, Colombia 
continúa siendo el segundo país más desigual de 
la región después de Brasil (Gráfico 17). En la 
actualidad, el Estado no cuenta con una estructura 
tributaria lo suficientemente robusta que le permita 
avanzar en dirección de una sociedad más equitativa 
(Gráfico 17). Como se puede observar, el poder de 
reducción de la desigualdad del sistema tributario 
colombiano es de los más bajos de la región, 
comparable únicamente con el de Perú. De hecho, 
las estructuras tributarias de Brasil y Chile son 
cerca de 3 veces más potentes en la lucha contra la 
desigualdad que la colombiana.
Gráfico 17. Índice de Gini (0=equidad perfecta; 

100=desigualdad perfecta)

En esta línea, numerosos estudios han mostrado 
que, en países con una elevada desigualdad, se 
requiere una tasa de crecimiento más acelerada para 
alcanzar una reducción de la pobreza frente a países 
más equitativos. Las estimaciones de Ravallion 
(2004)33 indican que, una economía como Brasil 
debe crecer a una tasa anual 2,5 veces mayor a la 
Polonia, un país con una desigualdad menor, para 
alcanzar la misma reducción de la pobreza.

En la misma línea, López y Perry (2008) resaltan 
un canal adicional a través del cual la desigualdad 
afecta el crecimiento, por la vía de la volatilidad. La 
mayor volatilidad del crecimiento da como resultado 
menores tasas de expansión. Adicionalmente, 
periodos de volatilidad económica resultan en un 
deterioro de la distribución del ingreso, generando 

33	 Ravallion, M. (2004). Pro-poor growth: A primer. Policy 
Research Working Paper 3242, World Bank, Washington, 
DC.

un círculo vicioso en el cual la alta desigualdad y la 
alta volatilidad se retroalimentan.

7.	 Medidas para la reactivación económica
El pilar de reactivación económica busca 

establecer un marco normativo que provea las 
condiciones adecuadas para que las empresas 
nacionales se encuentren en mejores condiciones para 
hacer frente a la competencia de un mercado mundial 
crecientemente integrado. Uno de los principales 
factores que impacta negativamente el desempeño 
empresarial, es la alta tasa efectiva de tributación 
que enfrentan las firmas colombianas. De acuerdo 
con el informe Doing Business del Banco Mundial 
(2018)34, la tasa efectiva de tributación en Colombia 
asciende a 69,7% de la utilidad, la novena más alta 
de una muestra de 186 países. Esto crea presiones 
sobre su estructura financiera que desincentivan la 
inversión, la innovación y el desarrollo, a la vez que 
limita el crecimiento económico.

A este problema contribuyen diferentes factores: 
i) la tasa estatutaria de renta para personas jurídicas, 
el esquema de depuración de la renta que no permite 
deducir la totalidad de tributos pagados, y la 
existencia de múltiples gravámenes, tanto del nivel 
central como territorial, que encarecen la operación 
de las empresas.

El conjunto de medidas que se proponen en el 
proyecto de ley de financiamiento busca aliviar la 
carga tributaria a través de cuatro medidas de choque 
que permitan fomentar la actividad económica y el 
empleo: i) reducción de la tasa estatutaria de renta 
de 33% a 30%, ii) incrementar la deducibilidad del 
gravamen a los movimientos financieros (GMF) del 
50% al 100%, iii) permitir que el 50% del Impuesto 
de Industria y Comercio (ICA) sea descontable 
del impuesto de renta, y iv) permitir que el IVA 
por la adquisición de bienes de capital sea 100% 
descontable del impuesto de renta.

7.1.	Impuesto unificado bajo el Régimen Simple 
de Tributación (Simple) para la formalización 
y la generación de empleo

Este impuesto tiene como fin reducir las cargas 
formales y sustanciales, impulsar la formalidad y, 
en general, simplificar y facilitar el cumplimiento 
de la obligación tributaria de los contribuyentes que 
voluntariamente se acojan al régimen previsto en el 
presente capítulo. El régimen simple es un modelo 
de tributación opcional de determinación integral, 
de causación anual y pago bimensual, que sustituye 
el impuesto sobre la renta y complementarios, el 
impuesto al consumo, el impuesto de industria 
y comercio y su complementario de avisos 
y tableros, a cargo de los contribuyentes que 
opten voluntariamente por acogerse al mismo. 
Las contribuciones a pensiones, a su vez, serán 
descontables del régimen SIMPLE, con el propósito 
de dar prioridad al pago de las mismas.

34	 Banco Mundial. (2018). Doing Business: Reforming to 
Create Jobs. Washington D.C.
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En Colombia, el nivel de informalidad empresarial 
es alto y acarrea costos significativos. La Encuesta 
Nacional de Microestablecimientos del DANE estima 
que aproximadamente una de cada cuatro empresas 
no está registrada en el Registro Único Tributario 
(RUT) ni en el Registro Único Empresarial y Social 
(RUES) (DANE, 2016). No obstante, los datos 
muestran mayores niveles de incumplimiento en las 
demás normas asociadas a la actividad empresarial. 
Por ejemplo, la encuesta establece que solo el 51,7% 
del personal ocupado recibe sueldos y salarios, 
31,7% salud y pensión, 26,5% prestaciones sociales y 
26,7% está cubierto por Administradoras de Riesgos 
Laborales (ARL) (DANE,2016).

Por su parte, los costos sociales y económicos 
de la informalidad empresarial son altos. La 
informalidad limita la productividad y el crecimiento 
de las empresas y la economía, reduce el espacio 
fiscal del Gobierno y limita el aseguramiento de 
los trabajadores ante diversos riesgos y situaciones 
adversas (DNP, 2018).

En general no existe consenso frente a una 
definición y medición de la informalidad. La 
informalidad empresarial debe ser analizada 
desde diferentes frentes, como un fenómeno 
multidimensional y no como un estado binario. 
Hay que reconocer que una empresa debe surtir 
una serie de procesos para lograr su formalización. 
Por lo tanto, un universo amplio de empresas puede 
operar dentro de un extenso espectro de niveles 
de formalidad, cumpliendo ciertas condiciones e 
incumpliendo otras.

De acuerdo con lo anterior, las diferentes 
dimensiones de la formalidad pueden clasificarse 
en las etapas del proceso de generación de valor 
de una empresa. El Departamento Nacional de 
Planeación (DNP) reconoce cuatro dimensiones de 
formalidad: de entrada, de factores de producción, 
de procesos de producción y comercialización de 
bienes, y tributaria (DNP, 2018). Cada una de estas 
dimensiones acarrea costos financieros y operativos 
para las empresas que decidan formalizarse.

A partir de 3 estudios de caso, el DNP estima el 
costo aproximado de formalizarse, para empresas 
de distintos sectores, figuras jurídicas y tamaños35. 
Los resultados del análisis muestran que ser formal 
representa costos entre el 32% y el 47% sobre 
la utilidad bruta (DNP,2018). Los costos más 
importantes son los tributarios y los laborales. 
Adicionalmente, una empresa debe completar, en 
promedio, 25 trámites y requisitos para operar de 
manera formal cumpliendo con todos los requisitos. 
Sobresale la cantidad de requerimientos asociados a 
la formalidad de insumos en temas laborales, entre 
11 y 14 trámites (DNP, 2018).

En Colombia, el recaudo fiscal depende 
desproporcionalmente de la tributación de las 
empresas, sólo el 19% del recaudo de impuestos 

35	 Los detalles de estos estudios de caso se relatan en la sec-
ción XX (efectos positivos de la disminución en la tarifa 
efectiva sobre la formalidad)

directos viene de las personas naturales, comprado 
con el 57% en países de la OECD (DNP, 2018). 
También, en Colombia, la tasa efectiva de tributación 
es mayor cuanto menor es el tamaño de la empresa 
medida por sus activos (Gómez & Steiner, 2015). 
Además, un empresario destina, al año, para el proceso 
de preparación, declaración y pago de impuestos de 
239 horas, cifras superiores al promedio de países de 
altos ingresos de la OECD donde el número de pagos 
al año es en promedio 10,9 y el tiempo dedicado es 
de 160,7 horas (Doing Business, 2018). Esto pone 
en evidencia la necesidad de facilitar el proceso de 
formalización de las empresas.

Según el FMI los impuestos en América latina 
explican el 36,4% de la informalidad (Vuletin, 2008). 
Colombia tiene una de las tasas de impuestos más 
altas sobre las PYMES (según el Banco Mundial la 
tasa en el país asciende al 70% de las ganancias).

Asimismo, los costos laborales no salariales 
directos, como son pensiones, salud, riesgos 
laborales, prima legal, vacaciones, cesantías, 
parafiscales y auxilios de transporte pueden llegar a 
representar un sobrecosto entre 39% y 52% del salario 
de un trabajador formal (Gráfico 18). De este modo, 
en Colombia, los impuestos y las contribuciones 
laborales a cargo de las empresas como porcentaje 
de sus utilidades ascienden a 18,6%, cifra superior a 
Chile (5,1%), Perú (11%) y el promedio de la región 
(17,3%) (Doing Business, 2018). Para ilustrar el rol 
que juegan los impuestos en la informalidad vale 
la pena mencionar que, durante 2012, el gobierno 
redujo los impuestos a nomina (parafiscales) de 
29,5% a 16% y las sustituyó por el CREE. La tasa 
de informalidad laboral se ha reducido de manera 
más acelerada desde entonces.

Medina & Moeales (2016) calculan que esta 
disminución en los impuestos parafiscales resultó en 
la creación de 119.700 trabajos en el corto plazo y 
además ese efecto de la reforma podría ser de 603 mil 
trabajos formales en el largo plazo (después de 2018).

Así mismo, Fernández & Villar (2016) sostiene 
que la reducción de los impuestos a la nómina 
redujo la informalidad a nivel nacional entre 1,2 y 
2,2 puntos porcentuales.

Gráfico 18. Costos Laborales no Salariales 
directos por nivel de salario (% del salario)

Estas altas cargas impositivas a las empresas, 
así como los costos laborales no salariales pueden 
explicar en gran medida los altos niveles de evasión 
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(informalidad tributaria) y de informalidad laboral 
en Colombia.

Colombia presenta altos niveles de evasión 
tributaria, se estima que cada año se dejan de 
recaudar cerca de 1,6% del PIB de IVA por concepto 
de la economía informal (CPC, 2017). El Fondo 
Monetario Internacional estima que esta pérdida 
en recaudo es de alrededor del 3,6% del PIB. En el 
caso del impuesto de renta, estimaciones sugieren 
que entre 2007 y 2012 la evasión promedio de las 
personas jurídicas se ubicó en 39%. Esto indica 
que por concepto de evasión del impuesto de renta 
hay una pérdida en el recaudo anual cercana a $15 
billones (Comisión de Expertos para la Equidad y 
la Competitividad Tributaria, 2015). Este fenómeno 
supone un reto para las actividades de inspección, 
vigilancia y control de la DIAN, y llama al 
fortalecimiento de su estructura. Según cifras de la 
OECD, la DIAN inspecciona alrededor del 0,1% de 
los contribuyentes, comparado con el 3% en otros 
países de América Latina (OECD, 2015).

Por otra parte, pese a que la tasa de informalidad 
laboral en Colombia ha disminuido de manera 
considerable en los últimos años, en parte por la 
reducción de tributos para algunas microempresas y los 
costos de contratar trabajadores de manera formal36, 
los niveles de informalidad son aún elevados.

La tasa de informalidad laboral, promedio 
doce meses para agosto de 2018, a nivel nacional 
se ubicó en 68%, mientras que el nivel en las 
principales 13 ciudades fue de 49,3%. (Gráfico 19). 
La informalidad laboral tiene efectos adversos sobre 
el sistema pensional. Según resultados de la Gran 
Encuesta Integral de Hogares 2018, en Colombia hay 
22,5 millones de ocupados, de los cuales 14 millones 
no contribuyen al sistema pensional. Cálculos del 
Consejo Privado de Competitividad indican que el 
sistema pensional deja de recibir $24 billones por 
cuenta de los ocupados informales (CPC, 2017).

Gráfico 19. Tasa de informalidad en Colombia

Si se entiende la informalidad como una 
decisión autónoma y voluntaria de las empresas, 

36	 Durante 2012, el Gobierno redujo los impuestos a nómi-
na (parafiscales) de 29,5% a 16% y las sustituyó por 
el CREE. Medina & Morales (2016) estiman que esta 
disminución en los impuestos parafiscales resultó en la 
creación de 119,700 trabajos en el corto plazo y proyectan 
que el efecto de la reforma podría ser de 603 mil trabajos 
formales en el largo plazo (después de 2018).

que está incentivada por los costos que generan 
las responsabilidades de ser formal, los niveles de 
formalidad aumentarán solo si las empresas perciben 
que los beneficios son superiores a estos. Esta Ley 
de Financiamiento busca reducir los costos de la 
formalidad empresarial y aumentar los costos de 
permanecer en la informalidad.

El impuesto unificado bajo el Régimen Simple 
de Tributación (Simple) es una herramienta que 
reduce los costos de las empresas de ser formales, 
en particular mitiga algunas de las barreras 
a la formalización descritas anteriormente, 
principalmente las relacionadas con la formalización 
laboral y tributaria, de tal forma que impulsa la 
formalización de negocios pequeños y medianos.

Este nuevo régimen simplifica el esquema de 
tributación cumplimiento con obligaciones de 
pago de pensiones para las empresas constituidas 
como personas naturales o jurídicas, con ingresos 
entre 1.400 UVT y 80.000 UVT37, al integrar 
ambas obligaciones tributarias en pagos mensuales 
que dependen de los ingresos brutos. Una vez el 
contribuyente ha pagado la contribución a pensiones 
correspondiente, tendrá derecho a un descuento 
simple de este pago a pensiones sobre el impuesto 
SIMPLE. Esto ahorra a las empresas realizar 
múltiples trámites y acceder a diferentes canales 
de pago para atender a sus obligaciones, además 
de garantizar la priorización del pago de seguridad 
social en pensiones por parte del empleador.

Actualmente, existen 146.945 empresas y 98.798 
individuos que pagan impuesto sobre la renta en el 
rango de ingresos y actividades propuestas para el 
régimen SIMPLE, que representan alrededor del 
4,2% del recaudo total en renta ($2,4 billones de 
pesos) (Cuadro 9). La tarifa del impuesto unificado 
bajo el Régimen Simple de Tributación (Simple) 
dependerá de los ingresos brutos anuales y de la 
actividad empresarial.

Cuadro 9. Número de empresas e individuos  
que pagan impuestos por rango de ingresos
Ingresos brutos 

anuales Número de 
 empresas*

Número de 
IndividuosMin UVT Max UVT

1.400 6.000 56.195 37.065
6.000 15.000 39.535 31.196
15.000 30.000 25.294 17.856
30.000 80.000 25.921 12.681

Total 146.945 98.798
*Empresas con actividades económicas incluidas en el 

régimen Simple.

Fuente: DIAN

En particular, el impuesto unificado que se pagará 
bajo el SIMPLE incluye el pago del impuesto sobre 
la renta, impuesto nacional al consumo en el caso 
de restaurantes y servicios de comida, el impuesto 
de industria y comercio y su complementario de 
avisos y tableros, siendo descontables del pago del 

37	 Este rango de ingresos cubre al 99% de los establecimien-
tos de la encuesta de microestablecimientos del DANE.
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impuesto SIMPLE los aportes por seguridad social 
en pensión. Los demás aportes parafiscales a cargo 
del empleador seguirán siendo tratados bajo las 
condiciones establecidas en el artículo 114-1 del 
estatuto tributario.

De esta manera, a través de esta medida se 
pretende no solo disminuir los costos de la formalidad 
tributaria y laboral, sino que la economía disfrute de 
los beneficios de tener menores tasas de informalidad. 
Particularmente, el aumento en los niveles de 
formalidad empresarial genera un círculo virtuoso en 
la política tributaria. A mayores niveles formalidad 
tributaria, mayor será el número de empresas 
que pagan sus obligaciones tributarias, lo que 
implica un aumento en el recaudo, y posibilita la 
disminución de impuestos o tasas. Por otra parte, 
frente a mayores niveles de formalidad laboral, 
menores serán los gastos del Gobierno asociados 
al pago de servicios subsidiados. Los beneficios de 
la formalidad laboral y tributaria se traducen en una 
ampliación del espacio fiscal para el Gobierno, que le 
permitirá mayores niveles de inversión y la provisión 
de más y mejores bienes públicos.

7.2.	Impuesto sobre la renta a personas jurídicas
En este frente, la propuesta del Gobierno consiste 

en disminuir la tarifa general del impuesto sobre 
la renta aplicable a las sociedades nacionales y 
sus asimiladas, los establecimientos permanentes 
de entidades del exterior y las personas jurídicas 
extranjeras con o sin residencia en el país, de 33% 
hasta 30% a partir del año gravable 2022.

En Colombia, desde 1990 se han llevado a 
cabo más de 15 reformas al estatuto tributario, las 
cuales han dado origen a un sistema excesivamente 
complejo, inequitativo e ineficiente. Si bien algunas 
de las medidas adoptadas han ido en la dirección 
correcta, por ejemplo, disminuyendo los costos 
laborales no salariales que asumen las empresas, 
la tarifa efectiva que enfrentan las sociedades 
sigue siendo elevada en Colombia. Esto obedece 
no solo a que la tarifa nominal del impuesto a la 
renta sea alta (Gráfico 20), sino que a ella se suman 
otros gravámenes tanto del orden nacional como 
subnacional como se verá a continuación.

Gráfico 20. Comparación internacional  
de la tarifa nominal a las sociedades.

En primer lugar, vale la pena mencionar que el 
83% del recaudo del impuesto a la renta proviene 

de personas jurídicas mientras que el promedio de 
América Latina se ubica en 64%, mientras que en los 
de la OCDE, donde la participación de las empresas 
y personas es 24,4% y 73,4%, respectivamente. Lo 
anterior, refleja el desbalance de las cargas tributarias 
que limita la inversión, el crecimiento económico y, 
por ende, el recaudo tributario.

A pesar que en los últimos años se ha avanzado 
en la reducción de la tarifa nominal del impuesto 
sobre las empresas, esta sigue siendo elevada al 
compararse con otras economías (Gráfico 20). Sin 
duda, este hecho afecta las decisiones de inversión al 
mismo tiempo que reduce la productividad del sector 
productivo en Colombia, teniendo en cuenta que, 
en países similares de la región, como por ejemplo 
Chile y Perú, la tarifa es inferior. En este sentido, el 
Gobierno nacional propone reducir la tarifa nominal 
de renta a las empresas desde 33% a 30% de forma 
gradual (Gráfico 21), lo cual ubicaría a Colombia en 
el promedio de las principales economías de América 
Latina. Esta propuesta hace parte del paquete de 
medidas que disminuirán la tarifa efectiva de las 
empresas, con el fin de incentivar la inversión, la 
generación de empleo y el crecimiento económico, 
lo que en el mediano plazo se traducirá en mayor 
recaudo tributario para la Nación.
Gráfico 21. Tarifa de renta (y complementarios) 

para personas jurídicas.

Por otra parte, el recaudo tributario proveniente 
del impuesto a la renta representó el 42% del 
recaudo tributario total en 2017, equivalente a 
5,7% del PIB. Ahora bien, la productividad de este 
impuesto en Colombia es baja teniendo en cuenta 
que los países de la OECD recaudan en promedio 
el 11,5% del PIB. Como bien lo ha diagnosticado 
la Comisión de Expertos para la Equidad y la 
Competitividad Tributaria, paradójicamente lo 
que sucede en Colombia es que, a pesar de tener 
tarifas nominales altas, el recaudo tributario de los 
impuestos directos es bajo. Lo anterior obedece a 
dos factores: i) un gasto tributario elevado; y ii) 
una evasión que la DIAN estima en 3,0% del PIB. 
En este sentido, el proyecto de ley pretende atacar 
estos dos problemas, limitando las exenciones y 
fortaleciendo la administración tributaria.

Ahora, en cuanto a la modificación a las 
exenciones conviene recordar, que de acuerdo con 
lo señalado por la “Comisión de Expertos para la 
Equidad y la Competitividad Tributaria” en 2015, 
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la mayoría de los tratamientos preferenciales en 
el impuesto de renta de las personas jurídicas no 
satisfacen los principios del sistema tributario, 
generan distorsiones e inequidades en el sistema y 
tienen un efecto negativo sobre el recaudo. Así, con 
el fin de hacer el régimen del impuesto de renta más 
equitativo y elevar el recaudo, el proyecto de ley 
busca corregir estas falencias que son tan costosas 
de cara a los principios constitucionales que rigen 
dicho sistema.

En esta línea, es preciso resaltar que el Congreso 
está autorizado para hacer las modificaciones que 
aquí se proponen para las rentas exentas. Como lo 
ha señalado reiteradamente la Corte Constitucional 
la libertad de configuración del legislador en materia 
tributaria es amplia y, por esta misma vía, es amplia 
su facultad de derogar tratamientos tributarios 
preferenciales.

En atención a lo anterior, la Corte ha resaltado que 
los beneficios tributarios deben ser excepcionales, 
taxativos y limitativos y que “la Constitución no 
ha consagrado un derecho a recibir o conservar 
exenciones tributarias, sino que por el contrario ha 
establecido un deber general de contribuir mediante 
el pago de tributos al financiamiento de los gastos 
e inversiones del Estado dentro de conceptos de 
justicia y equidad”.

Así mismo ha explicado que “(…) el legislador 
no sólo puede definir, en el marco de la Constitución, 
los fines de la política tributaria sino también goza 
de un amplio margen para escoger los medios 
que estime adecuados para alcanzarlos. (…) Así 
mismo que en virtud de esa confianza y de esa 
potestad suficientemente amplia, no es necesario 
que el Congreso justifique que la opción escogida 
es la mejor manera de alcanzar los fines del Estado. 
Por el contrario, se presume que su decisión es 
constitucional (…).”.

Por otro lado, la jurisprudencia constitucional ha 
señalado que, en virtud del principio de confianza 
legítima, se protege un derecho objetivo a conservar 
un tratamiento tributario especial, sin que ello 
signifique que las normas tributarias no puedan ser 
derogadas o modificadas, sino que, cuando lo sean, 
el Estado debe proporcionar al afectado tiempo 
y medios que le permitan adaptarse a la nueva 
situación, lo cual consiste, por ejemplo, (i) en que 
haya un período de transición o (ii) en que no se 
establezcan barreras o trabas para que los afectados 
ajusten su comportamiento a lo prescrito por la 
nueva norma .

Así, el principio de confianza legítima respecto 
de la actividad del legislador no puede entenderse 
de manera absoluta, sino que debe verse de manera 
ponderada con otros principios constitucionales, 
por cuanto llevaría a que el ordenamiento jurídico 
se petrificara. De ahí que se sostenga que “[e]
specíficamente en materia tributaria, no es posible 
hablar de derechos adquiridos de los administrados, 
puesto que el legislador tiene facultad de establecer 
modificaciones o de crear tributos por razones 

de política fiscal. Al respecto la Corte señaló que 
‘El principio de confianza legítima, no supone la 
imposibilidad de modificación de las disposiciones 
tributarias, pues la persona no goza en principio 
de una situación jurídica consolidada, sino de una 
expectativa modificable’.” (C-785/12).

Por lo expuesto, no existen, respecto de las rentas 
exentas que aquí se eliminan, derechos adquiridos 
a conservar esos tratamientos preferenciales de 
manera indeterminada. La existencia de una 
norma que consagra un beneficio tributario en un 
impuesto de periodo anual constituye, por fuera del 
respectivo año gravable, una mera expectativa para 
el contribuyente que ha accedido a ese tratamiento.

7.3.	Impuesto de Industria y Comercio (ICA)
El impuesto de Industria y Comercio (ICA) 

es un impuesto de carácter municipal cuyo 
hecho generador son las actividades económicas 
industriales, comerciales y financieras, por lo 
que su base gravable la conforman los ingresos 
operacionales de las actividades económicas. Su base 
tarifaria es decretada por la Nación de acuerdo con 
las actividades económicas, por medio de intervalos 
de tarifas dentro de los cuales los municipios pueden 
ubicar sus propias tarifas.

Además de la complejidad en la estructura 
tributaria de cada entidad territorial, el ICA, debido 
a su carácter de gravar actividades económicas 
dentro de una jurisdicción territorial, supone varios 
problemas en materia de territorialidad, debido a 
la incertidumbre de a qué entidad se debe hacer la 
tributación, principalmente en actividades que no 
cuentan con establecimiento físico u operan a lo largo 
del país en más de un municipio. Esta problemática 
también genera una convergencia de ingresos 
hacia las territorialidades más importantes del país 
(Bogotá, Medellín, Barranquilla y Cartagena), ya 
que, existen incentivos de aglomeración económica 
en estas territorialidades, así las tarifas sean muy 
altas.

La evidencia internacional sobre este tipo de 
impuestos territoriales, cuya base gravable son los 
ingresos brutos, ha demostrado que son ineficientes 
y distorsionan el mercado, por ejemplo, en Austria, 
Francia e Incluso España, estos gravámenes 
territoriales han sido objeto de reforma y/o de 
eliminación (Universidad del Rosario, 2015). Un 
caso similar al colombiano es el Impuesto a las 
Actividades Económicas de España, el cual tiene 
una naturaleza parecida en lo que respecta a la 
base gravable y el hecho generador, padeciendo las 
mismas problemáticas al gravar la renta presuntiva 
(Quiñones, 2010).

En 2015, la Comisión de Expertos para la Equidad 
y la Competitividad Tributaria analizó precisamente 
las problemáticas en torno al ICA:

“el diseño actual del impuesto de industria y 
comercio castiga de manera fuerte la eficiencia 
económica por los efectos cascada que conlleva. Así 
mismo, la multiplicidad de actividades gravadas, 
tarifas, bases y calendarios hace que los costos 
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de cumplimiento del impuesto sean elevados. Por 
último, la falta de claridad en la definición de 
territorialidad hace que el impuesto carezca de 
equidad, lo que genera disputas entre regiones” 
(2015, Bonilla, et al.)

Con el fin de disminuir la carga tributaria 
efectiva de las empresas, sin afectar los recursos de 
las administraciones locales, el Gobierno nacional 
propone hacer descontable del impuesto de renta el 
50% del impuesto del ICA. Esta medida, contribuirá 
a la simplificación y a la formalización empresarial 
a lo largo y ancho del país.

7.4.	Cobro de IVA a los bienes de capital
La Comisión de Expertos para la Equidad y la 

Competitividad Tributaria, en su informe de 2015, 
determinó que, dado que el IVA se establece sobre el 
consumo, la imposibilidad de descontar plenamente 
el IVA en la compra de los bienes de capital, al igual 
que ocurre con sus insumos, castiga de manera 
importante la inversión. Bajo esta circunstancia, el 
IVA representa un costo adicional para las empresas, 
que afecta su productividad.

La literatura económica ha profundizado en 
el efecto que tiene sobre la inversión gravar con 
impuestos indirectos los bienes de capital. De 
acuerdo con Ebril et al. (2001), este impuesto 
distorsiona las decisiones de producción de los 
empresarios, fomentando la implementación de 
métodos menos intensivos en capital y/o alterando 
los precios relativos de los bienes más intensivos en 
capital. En particular, lo que puede ocurrir es que 
el productor traslada ese mayor costo al precio del 
producto a producir, con el fin de recuperar en el 
tiempo esperado su inversión. Sin embargo, esto está 
sujeto a las características de la empresa, en cuanto a 
tamaño, poder de mercado y elasticidad precio de la 
demanda del bien que produce. Si las condiciones de 
mercado impiden que el costo se pueda trasladar al 
precio, es posible que la inversión no se lleve a cabo.

Para el caso de Colombia, Parra (2008) lleva a 
cabo una evaluación del efecto que tuvo el descuento 
especial de IVA sobre la inversión en maquinaria 
industrial en Colombia en el periodo 2003-2005. 
La medida consistía en que el IVA pagado podía ser 
llevado como impuesto descontable en el siguiente 
periodo al hecho económico. El autor encuentra 
que, en promedio las firmas que utilizaron dicho 
beneficio realizaron una inversión mayor en un 
45,7% frente a las empresas manufactureras que no 
hicieron uso de este. Adicionalmente, las empresas 
grandes, de acuerdo con el valor de sus activos, 
realizaron mayores inversiones que las demás 
firmas, aun cuando las benefició a todas en diferentes 
proporciones. En conclusión, la medida establecida 
tuvo efectos positivos sobre la inversión, debido 
a que redujo el costo financiero y tributario de las 
empresas, reduciendo las restricciones de caja.

Por lo tanto, se propone desmontar uno de los 
desincentivos más gravosos para la inversión en 
bienes de capital, que deriva de la imposibilidad 
de recuperar plenamente el IVA pagado en su 

adquisición, importación, construcción o formación, 
como sucede en los países que compiten con 
Colombia como receptores de inversión del exterior 
o doméstica. Esto con el fin de que la estructura 
tributaria no afecte las decisiones de inversión de 
las firmas.

7.5.	Efectos positivos de la simplificación sobre 
el crecimiento económico y la lucha contra 
la evasión

Además de lo señalado hasta el momento 
frente a la creación del impuesto unificado bajo 
el Régimen Simple de Tributación (Simple), y los 
cambios planteados en la estructura del IVA, resulta 
pertinente señalar que dichas medidas también 
incrementan la simplicidad del sistema tributario, 
reduciendo su complejidad. Esta mayor simplicidad 
tiene dos efectos complementarios sobre la 
estructura económica del país: (i) se facilitan las 
tareas de fiscalización por parte de la DIAN, ya 
que la mayor simplicidad del sistema reduce las 
posibilidades que tienen los contribuyentes para 
evadir o eludir impuestos, y (ii) reduce los costos 
(en términos de dinero y tiempo) en los que deben 
incurrir los contribuyentes para cumplir con el pago 
de sus obligaciones tributarias.

Así, es de esperarse que la simplificación tenga 
efectos positivos en términos de una reducción de 
la evasión y la elusión, por la menor dificultad que 
enfrentará la DIAN para desempeñar las tareas de 
fiscalización. Esto redundará en una mayor eficiencia 
administrativa de la DIAN y un mayor recaudo 
tributario, el cual es fundamental para financiar los 
niveles de gasto que el país requiere para atender las 
distintas necesidades que enfrenta.

También, el menor costo que implica el 
pago de impuestos para las firmas incrementa la 
productividad de las empresas nacionales e incentiva 
la formalización, al reducir los costos de la formalidad 
y volver más favorable la relación costo-beneficio 
de las empresas de pertenecer a la formalidad. Estos 
efectos redundarán en una mayor productividad de 
las empresas nacionales y un mayor crecimiento 
económico futuro, que es clave en la coyuntura de 
desaceleración económica y reducción del potencial 
de crecimiento que ha experimentado la economía 
desde el choque negativo del precio internacional 
del petróleo.

7.6.	Gravamen a los Movimientos Financieros 
(GMF)

La Comisión de Expertos para la Equidad 
y Competitividad concluyó que parte de las 
deficiencias del sistema tributario en Colombia se 
explican porque en lugar de mejorar los impuestos 
fundamentales (principalmente renta e IVA), se ha 
acudido a impuestos antitécnicos que surgieron en 
momentos de necesidades fiscales. En este grupo de 
impuestos se encuentra el GMF, el cual fue creado 
en 1998 como un gravamen temporal, pero que ha 
perdurado desde entonces dadas las necesidades 
de ingresos corrientes, limitando crecimiento de la 
inversión y de la bancarización.
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Atiendo las distintas recomendaciones de 
expertos, el Gobierno propone que el contribuyente 
pueda descontar el 50% del GMF del impuesto a la 
renta. Esta modificación, además, busca promover el 
uso de los canales electrónicos y la intermediación 
financiera, con cual se lograría reducir el uso del 
efectivo y con ello la evasión.

7.7.	Régimen Holding
La competitividad fiscal de los países es un factor 

definitivo para la atracción de capitales en un mundo 
cada vez más globalizado. Actualmente las rentas 
y los empleos se ubican en las jurisdicciones más 
favorables debido a los altos índices de movilidad 
que permite la tecnología. La reforma tributaria 
aprobada en Estados Unidos el 23 de diciembre de 
2017 mediante el Tax Cuts and Jobs Act (TCJA) 
es un claro ejemplo de la reciente tendencia de 
introducir regímenes y normas para incentivar 
la repatriación de capitales y casas matrices. La 
reducción de la tarifa general del Impuesto de 
Renta al 21%, así como el régimen GILTY para los 
intangibles, son algunas de las opciones adoptadas 
por Estados Unidos, medidas que le restan 
capacidad de atraer inversión. Adicionalmente, la 
tendencia internacional en materia de tributación 
de las distribuciones corporativas es la adopción 
del principio de territorialidad en la renta, como se 
evidencia en la gráfica a continuación.

Gráfico 22. Países con régimen territorial 
 en dividendos

Estados Unidos es el país que más recientemente 
adoptó esta tendencia, con el objetivo de incrementar 
el atractivo para los capitales que en las últimas 
décadas habían migrado a lugares de menor 
tributación como Irlanda o Bermuda.

El régimen de Compañías Holding Colombianas 
(CHC) es una opción competitiva que no reduce el 
recaudo de manera significativa, pues el impuesto 
de dividendos ha sido recaudado únicamente por los 
años 2017 y 2018, las declaraciones de renta de 2018 
representarán los primeros recursos provenientes 
de este rubro. Teniendo en cuenta los costos de 
fiscalización y la pérdida en productividad, la 
tributación de los dividendos no ha sido una medida 
exitosa, por lo cual se propone adoptar la tendencia 
mundial de territorialidad para las inversiones que 
se canalicen a través de Colombia.

El presente régimen busca además generar 
empleos y un crecimiento en la inversión extranjera 

directa, en la medida en que se exigen como 
requisitos para pertenecer al régimen la contratación 
de al menos un empleado, la obligación de contar 
con una dirección corporativa propia en Colombia 
y la necesidad de ubicar la toma de decisiones 
estratégicas del holding en el país. Esto, además 
de brindar seguridad jurídica al contribuyente que 
desee aplicar al régimen, se alinea con los estándares 
internacionales más recientes de sustancia y 
prevención del abuso en materia fiscal, evitando 
así la creación de compañías de papel por la mera 
conveniencia fiscal y garantizando un beneficio en 
empleos e inversión para el país.

7.8.	Obras por impuestos
Como medida para la reactivación económica 

de los municipios definidos como las Zonas Más 
Afectadas por el Conflicto Armado (Zomac), el 
gobierno busca generar nuevos incentivos para llevar 
la inversión directa en la ejecución de proyectos de 
trascendencia económica y social que se relacionen 
con agua potable y saneamiento básico, energía, 
salud pública, educación pública, bienes públicos 
rurales, adaptación al cambio climático y gestión del 
riesgo, pagos por servicios ambientales, tecnologías 
de la información y comunicaciones, infraestructura 
de transporte, infraestructura productiva e 
infraestructura cultural, entre otros.

De esta manera, las personas naturales o jurídicas 
obligadas a llevar contabilidad, contribuyentes del 
impuesto sobre la renta y complementarios que en 
el año o período gravable inmediatamente anterior 
hayan obtenido ingresos brutos iguales o superiores 
a treinta y tres mil seiscientos diez (33.610) UVT, 
podrán celebrar convenios con las entidades públicas 
del nivel nacional, por los que recibirán a cambio 
títulos negociables para el pago del impuesto sobre 
la renta. Los compromisos de inversión adquiridos 
en estos convenios no podrán superar el treinta 
por ciento (30%) del patrimonio contable del 
contribuyente.

Esta iniciativa va en línea con lo estipulado en el 
decreto 1650 de 2017, que busca hacer un esfuerzo 
por otorgar beneficios en la tarifa general del 
impuesto sobre la renta y complementario, para las 
nuevas sociedades que se hayan constituido a partir 
del 29 de diciembre de 2016.

7.9.	Efectos macroeconómicos de la Ley de 
Financiamiento

Como se ha señalado, la Ley de Financiamiento 
presentada ante el Honorable Congreso de la 
República garantizará los recursos que hacen falta 
para balancear el PGN2019 y será el punto de 
partida para mejorar aspectos de equidad tributaria 
y competitividad, las cuales se traducirán en mayor 
crecimiento económico y recaudo para la Nación 
en los próximos años. El conjunto de medidas, 
en particular las que se enmarcan en el plan de 
reactivación económica, impulsarán la inversión 
privada y mejorarán el desempeño de todo el sistema 
productivo.
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Es de esta forma que la Ley de Financiamiento 
forma parte esencial de la sostenibilidad de las 
finanzas públicas y del progreso económico del 
país. En ausencia de las medidas que se proponen, 
sería irresponsable de parte del Gobierno expandir 
el gasto público dadas las metas fiscales que la 
misma ley exigen (Ley 1473 de 2011), incluso 
teniendo en cuenta las grandes necesidades que 
todavía enfrenta el país en áreas estratégicas para el 
desarrollo como lo son la educación, infraestructura, 
salud, inclusión social, entre otros. Adicionalmente, 
dada la situación actual caracterizada por un 
crecimiento económico inferior al potencial, 
estancamiento de la productividad y una demanda 
externa que se mantiene débil, es preciso diseñar 
mecanismos de política pública que incentiven 
la inversión y la generación de empleo, todo ello 
sin perjuicio de la sostenibilidad fiscal. En este 
orden de ideas, el plan de reactivación económica, 
diseñado por esta administración, pretende impulsar 
el crecimiento vía la simplificación de los trámites 
para los contribuyentes y la disminución de la tarifa 
efectiva que asumen tanto empresas grandes como 
pequeñas, con el objetivo de seguir avanzando en la 
formalización y en la generación de ingresos fiscales 
de manera sostenible en el tiempo.

Con la finalidad de cuantificar el impacto 
macroeconómico del conjunto de medidas que se 
están poniendo a consideración del Congreso, la 
Dirección General de Política Macroeconómica 
del Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
diseñó un modelo dinámico de equilibrio general. 
A diferencia de los análisis de mercados parciales, 
esta herramienta permite estudiar desde una 
perspectiva integral las dinámicas económicas 
al capturar la inter (e intra) dependencia de las 
variables y decisiones de los agentes que componen 
la economía. Los resultados del modelo indican que 
los cambios tributarios que se proponen tendrían un 
efecto positivo y significativo sobre el crecimiento 
económico del país.

Características del modelo
El modelo matemático simula las principales 

características de una economía como la colombiana 
a partir de un sistema de ecuaciones que se 
solucionan simultáneamente. Los elementos que 
caracterizan el modelo son “estándar”, en el sentido 
que se analiza una economía pequeña y abierta, 
en la cual interactúan hogares, firmas, gobierno y 
resto del mundo. Las tasas efectivas de tributación 
son calibradas para simular el recaudo observado 
(como porcentaje del PIB) por tipo de impuesto para 
Colombia. Además del gasto público, el gobierno 
sigue una regla fiscal en función del balance 
estructural.

Para estimar los efectos de la ley de financiamiento, 
se calculan las ganancias o pérdidas de recaudo y 
se aplican esas variaciones sobre la tarifa efectiva 
de los agentes económicos. El principal canal de 
transmisión de la política se da a partir del cambio en 
las decisiones de consumo e inversión que resultan 

a partir de las modificaciones a los impuestos en el 
modelo.

Resultados
El modelo estima un crecimiento adicional 

promedio de 0,37 puntos porcentuales (pp) para el 
periodo 2019- 2022. Particularmente, para el 2019 se 
estima un crecimiento adicional de 0,42pp (Gráfico 
23). Este resultado es consecuencia del incentivo 
tributario que tendrían las empresas debido a la 
reducción de su carga impositiva.

Gráfico 23. Crecimiento adicional  
(puntos porcentuales) producto de la ley  

de financiamiento

El aumento en la inversión incentiva la creación 
de empleo por parte de las firmas debido a que la 
productividad del trabajador aumenta. Esto se 
transmite a los salarios y este efecto contrarresta 
el impacto del aumento de la carga tributaria sobre 
la renta de las personas naturales. Por otro lado, 
los efectos del aumento de la base gravable del 
IVA sobre la demanda interna se ven igualmente 
contrarrestados por el repunte de la inversión 
privada.

La mayor demanda interna genera un aumento 
de las importaciones de bienes de consumo y 
de capital, que a su vez se traduce en mayor 
crecimiento económico y mayor recaudo tributario. 
En términos generales, el impacto positivo de la ley 
de financiamiento sobre el crecimiento económico 
es consecuencia del aumento de la productividad, 
que se traduce en mayor inversión y empleo.

7.10. Efectos positivos de la disminución de la 
tarifa efectiva sobre la formalidad

Uno de los objetivos que busca alcanzar el cambio 
en la estructura tributaria propuesto en este proyecto 
de ley es una disminución de la informalidad. Este 
fenómeno tiene una alta incidencia en la economía 
nacional y es multidimensional, ya que se manifiesta 
en distintas variables de la estructura económica. 
Así, por ejemplo, un trabajador es informal en la 
medida en la que no cotice a pensiones en el sistema 
de seguridad social (según la definición usada por el 
Gobierno nacional), sea independiente o empleado 
de alguna empresa. También, una empresa puede 
ser informal en la medida en la que no satisfaga 
las condiciones que se le atribuye a los negocios 
que cumplen con la normativa vigente, que les 
aplique para el desarrollo de su actividad económica 
(Schneider, 2006). Así, por ejemplo, una empresa 
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informal es aquella que opera sin contar con Registro 
Único Tributario (RUT), sin estar registrada en 
el Registro Único Empresarial y Social (RUES), 
sin registro mercantil o sin llevar contabilidad, 
entre otros. Teniendo esto en cuenta, los cambios 
propuestos en la estructura impositiva buscan 
aumentar la formalidad desde varias dimensiones, 
particularmente la formalidad empresarial y laboral, 
ya que se atacarán algunas de las causas de estos 
fenómenos.
Gráfico 24. Costos del proceso de formalización, 

según casos de estudio del DNP

En cuanto a la informalidad empresarial, varios 
estudios han encontrado que uno de los principales 
costos que enfrenta una empresa para formalizarse 
está relacionado con el cumplimiento de las 
obligaciones tributarias, sobre todo las del orden 
nacional. Estudios de caso realizados por el DNP38 
muestran que el pago de obligaciones tributarias 
representa entre el 49% y el 70% del costo que una 
empresa enfrenta para formalizarse, y que en todos 
los casos más del 80% de este costo lo representan el 
pago de impuestos nacionales (Gráfico 24).

Adicionalmente, otros indicadores muestran 
la alta carga tributaria que enfrentan las empresas 
nacionales, lo cual no solo afecta su competitividad, 

38	 El DNP, en el marco de la formulación del documento 
CONPES de la política de formalización empresarial, re-
alizó tres estudios de caso para distintos sectores, figuras 
jurídicas y tamaños de empresa, con el fin de valorar los 
costos marginales de la formalización para una empresa en 
su primer año de operación formal. Se analizaron el caso de 
una microempresa, una empresa pequeña y una mediana. 
La microempresa es del sector de alimentos atendido por 
su propietario y con dos empleados. La pequeña empresa 
es de carácter familiar dedicada al sector de ferretería con 
13 empleados. La empresa mediana es del sector confec-
ciones con una nómina de 56 personas.

	 Se asume que el proceso de formalización incluye el pago 
de todas las obligaciones tributarias como el impuesto 
a la renta, el ICA, el IVA y el impuesto al patrimonio. 
También, se asume que el empresario formaliza a toda su 
nómina incluyendo el pago de todos los parafiscales del 
caso y cumple con la regulación para la formalización de 
su producto o servicio como los permisos sanitarios y de 
manipulación de alimentos y otras regulaciones como el 
pago de derechos de autor por la música que se pone en 
los locales.

reduce la productividad y desestimula la inversión, 
sino que también desestimula la formalidad 
empresarial. Según el indicador de la facilidad de 
hacer negocios del Banco Mundial (Doing Business 
2018), Colombia ocupa la posición 142 a nivel 
mundial en lo referente al pago de impuestos, lo 
cual evidencia cómo en términos relativos frente al 
resto del mundo la carga tributaria empresarial y los 
costos que genera el pago de impuestos sobre las 
empresas colombianas son altos. En particular, el 
indicador de la tasa efectiva de tributación calculada 
en este estudio es igual a 69,7% de la utilidad de 
las empresas, bastante mayor al promedio de 
América Latina (46,6%) y al de la OCDE (40,1%). 
Es preocupante que este indicador es superior al 
que tienen nuestros pares de la Alianza del Pacífico 
(33,0% para Chile, 35,6% para Perú y 52,1% para 
México). Esta mayor carga tributaria asumida por 
las empresas frente a nuestros pares regionales y 
la OCDE resalta la necesidad de reducir desde la 
normatividad los costos para el sector empresarial 
que impone el pago de impuestos, y su efecto 
negativo sobre la formalidad.

La reducción en la tasa efectiva de tributación 
de las empresas que se plantea en este Proyecto 
de Ley reducirá los costos que el cumplimiento 
de las obligaciones tributarias impone al sector 
empresarial. Esta menor carga tributaria, en 
línea con lo mostrado anteriormente, reducirá de 
forma significativa los costos que enfrentan las 
empresas de ser formales, debido a la importante 
participación de las obligaciones tributarias 
dentro de estos. Así, se incentiva la formalización 
empresarial debido al mejoramiento de la relación 
costo-beneficio que enfrentan las firmas entre ser 
formales o informales.

En particular, esta reducción en la carga tributaria 
y en los costos de ser formales que enfrentan las 
empresas es particularmente pronunciada en el 
caso de las empresas jóvenes que están en etapa 
de crecimiento y consolidación de su proyecto 
productivo. En muchos casos, las firmas que se 
encuentran en esta etapa del ciclo de vida enfrentan 
pérdidas de manera transitoria, mientras logran 
entrar a nuevos mercados, conseguir clientes, 
hacerse conocer y montar sus operaciones. Las 
empresas que se encuentran en esta situación en 
teoría no pagarían impuesto de renta, ya que estarían 
obteniendo pérdidas y no tienen utilidades. Sin 
embargo, estas empresas se ven obligadas a pagar 
este tributo por medio de la renta presuntiva, el cual 
es un mecanismo que calcula la renta líquida con 
base en una presunción del rendimiento mínimo que 
debe tener el patrimonio. Así, este concepto se basa 
en el supuesto de que el patrimonio que posee un 
contribuyente debe tener una rentabilidad mínima y 
no puede ser capital improductivo, y que por lo tanto 
esta aproximación a la rentabilidad mínima se debe 
tener en cuenta para el cálculo de la base gravable 
del impuesto de renta. Así, en caso de tener pérdidas, 
una firma paga por concepto de impuesto de renta lo 
correspondiente a la renta presuntiva.
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Esta disposición genera costos particularmente 
altos para los emprendimientos y las firmas jóvenes, 
ya que las obliga a asumir un pago de impuestos 
particularmente alto, dada su rentabilidad. Además, 
impone una presión considerable sobre el flujo de 
caja, cuando precisamente están obteniendo pérdidas 
y, por ser empresas jóvenes, en general no tienen 
acceso al sistema financiero, y las fuentes de recursos 
que tiene disponibles corresponden al patrimonio 
de la empresa. Considerando estas implicaciones de 
la renta presuntiva, la eliminación que se plantea a 
esta disposición en este proyecto de ley representa un 
alivio importante para los emprendimientos, al reducir 
la carga tributaria excesiva que enfrentaban y que 
imponía costos significativos sobre su formalización. 
De esta manera, este proyecto de ley no solo reduce 
los costos que implica la formalidad para todas las 
firmas, sino particularmente para las nuevas.

Esta menor informalidad que traerá consigo la 
reducción en la carga tributaria empresarial también 
ayudará a reducir la evasión, en la medida en la que un 
mayor porcentaje de las firmas del país cumplirá con 
sus obligaciones tributarias y tendrá seguimiento por 
parte de la DIAN. Además, la mayor productividad 
que implican estas medidas tendrá efectos positivos 
sobre la creación de empresas, debido al mayor 
dinamismo del crecimiento económico, con lo cual 
también incrementará el recaudo tributario.

Por otro lado, la relación costo-beneficio entre 
ser formal o informal también mejora para las firmas 
debido a las medidas que se implementarán en cuanto 
al fortalecimiento de la DIAN y de la fiscalización. 
Como consecuencia de lo anterior, se reducirán los 
beneficios que enfrentarán las empresas en caso de 
ser informales, debido a la menor probabilidad que 
tendrán de poder permanecer en la informalidad. 
Esto evidencia la importancia de implementar 
estas medidas, como herramientas para aumentar la 
eficiencia de la administración tributaria, aumentar 
la formalidad y combatir la evasión.

De esta manera, se observa cómo la reducción 
en la carga tributaria empresarial, el fortalecimiento 
administrativo de la DIAN y la mayor fiscalización 
tendrá un efecto positivo sobre la formalidad 
empresarial y tendrá como consecuencia una 
reducción de la evasión. La mayor formalización, en 
conjunción con la mayor productividad que tendrá la 
economía, se materializará en un mayor crecimiento 
económico sostenido, el cual es particularmente 
necesario para la economía colombiana dada la 
desaceleración económica y el menor crecimiento 
potencial que trajo consigo el choque de los precios 
del petróleo. Además, este mayor crecimiento y 
la menor evasión generará un incremento en el 
recaudo tributario, muy necesario para financiar las 
necesidades de gasto público que enfrenta el país 
en relación con el gasto social, la seguridad y la 
adecuada provisión de infraestructura.

Adicional a lo anterior, se espera que con esta 
reducción en la tasa efectiva de tributación de las 
firmas se genere un impulso para la generación 
de empleo, particularmente formal. La reducción 

en la carga tributaria aumentará la productividad 
de las firmas en el país, lo cual redundará en una 
mayor inversión, un mayor crecimiento económico 
y un incremento en la generación de empleo, 
particularmente formal. Este incremento en el 
empleo formal irá de la mano con el crecimiento 
que experimentarán las firmas, además de una 
mayor creación de nuevas firmas. Además, la mayor 
formalización empresarial irá de la mano con una 
mayor formalización laboral en las empresas ya 
existentes. Así, este Proyecto de Ley contribuiría 
a abordar uno de los principales retos que tiene el 
mercado laboral colombiano, en la medida en la 
que más del 60% de los ocupados en Colombia son 
informales, y a dar un impulso para que continúen las 
reducciones en la informalidad laboral observadas 
en los últimos años. Esta mayor formalización 
laboral contribuirá a incrementar el crecimiento de 
la productividad, y el crecimiento sostenido que 
puede alcanzar la economía.

8.	 Medidas para combatir la evasión y el 
abuso en materia tributaria

8.1.	Impuesto sobre la renta y complementarios
Uno de los pilares fundamentales de la Ley de 

Financiamiento consiste en reducir, mitigar, combatir 
y penalizar prácticas que busquen disminuir, de 
forma injustificada, la carga impositiva en materia 
de renta. Por lo tanto, se proponen cláusulas anti-
elusivas respecto a ciertas transacciones que 
involucran la enajenación de bienes inmuebles y 
acciones en sociedades colombianas, así como la 
prestación de servicios.

En particular, se ajusta el artículo 90 del Estatuto 
Tributario con el propósito de establecer unas reglas 
especiales en la enajenación de inmuebles, que exijan 
a los intervinientes realizar las transacciones por sus 
valores reales. Así, se establece que no se aceptará 
un precio inferior al costo, al avalúo catastral ni el 
autoevalúo. De igual forma, los intervinientes deben 
declarar en la escritura pública, bajo la gravedad de 
juramento, que el valor por el cual se efectúo la operación 
es real, so pena de un incremento del impuesto sobre la 
renta y complementarios, el impuesto de registro, los 
derechos de registro y los derechos notariales.

Por otra parte, la Ley de Financiamiento propone 
reducir el valor que difiere notoriamente del valor 
comercial del 25% al 15%, con el fin que vendedor 
y comprador determinen con mayor precisión 
la realidad del negocio. En esta misma línea, se 
propone modificar la presunción en la venta de 
acciones o cuotas de interés social de sociedades o 
entidades nacionales que no coticen en la Bolsa de 
Valores de Colombia o una de reconocida idoneidad 
internacional. Específicamente, el precio de venta de 
las acciones o cuotas de interés no puede ser inferior 
a su valor intrínseco incrementado en un treinta 
por ciento (30%) y se propone que la DIAN cuente 
con la facultad de determinar el precio de venta, 
entre otros, con base en métodos de valoración 
técnicamente aceptados. Finalmente, se sugiere que 
este tratamiento sea aplicable en la enajenación de 
derechos en vehículos de inversión.
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Otra de las novedades de la Ley de Finan-
ciamiento consiste en la incorporación de una 
norma de transferencias indirectas de sociedades 
o activos ubicados en el territorio nacional. 
Bajo esta propuesta, dichas transferencias 
indirectas, mediante la enajenación de acciones, 
participaciones o derechos de entidades del 
exterior, se encuentran gravadas en Colombia. No 
obstante, se proponen algunas excepciones a la 
regla general cuando se trate de la transferencia 
indirecta de acciones inscritas en una Bolsa 
de Valores reconocida por una autoridad 
gubernamental o cuando el valor de los activos 
ubicados en Colombia represente menos del 
veinte por ciento (20%) de la totalidad de los 
activos de la entidad del exterior que está siento 
enajenada. Para lograr dar aplicación a esta 
disposición, se establece una responsabilidad 
solidaria del comprador por las obligaciones 
tributarias derivadas de la venta indirecta que 
estén a cargo del vendedor, sin perjuicio de la 
acción de repetición.

8.2.	Establecimientos permanentes
Se formulan propuestas para combatir el abuso 

en materia tributaria a través de estructuras que 
involucran a establecimientos permanentes o 
sucursales de entidades y personas extranjeras. Para 
estos efectos, se sugiere que los establecimientos 
permanentes o sucursales tributen sobre sus 
rentas de fuente mundial, de conformidad con los 
lineamientos de la Organización para la Cooperación 
y el Desarrollo Económicos -OCDE. Asimismo, se 
imponen limitaciones a la procedencia de costos y 
gastos financieros atribuidos a los establecimientos 
permanentes o sucursales, cuando estos no 
estuvieron sometidos a retención en la fuente.

8.3.	Entidades controladas del exterior
La Ley de Financiamiento realiza modificaciones 

a las presunciones de pleno derecho del Régimen de 
Entidades Controladas del Exterior, con el propósito 
de determinar cuándo se presente que la totalidad 
de los ingresos, costos y deducciones dan origen a 
rentas pasivas o rentas activas.

8.4.	Fondos de capital privado
Los fondos de capital privado son figuras de 

inversión que, en algunos casos, son utilizados 
de forma abusiva debido al otorgamiento del 
diferimiento de impuestos. En este orden de ideas, 
se mantiene la regla respecto al diferimiento de 
impuestos, pero solo para los fondos cerrados, que 
sus participaciones son negociadas en una bolsa de 
valores de Colombia o cuando las participaciones en 
el fondo no son poseídas en más de un veinte por 
ciento (20%) por un mismo beneficiario efectivo o 
grupo familiar, que tienen control o discrecionalidad 
sobre las distribuciones.

Si no se cumplen los anteriores requisitos, las 
rentas de los partícipes se causarán en el mismo 
ejercicio que son percibidas por el fondo y la 
retención en la fuente deberá practicarse conforme 

a las normas que son aplicables a los contratos de 
fiducia mercantil.

8.5.	Entidades sin ánimo de lucro
Se clarifican las causales por las cuales las 

entidades sin ánimo de lucro pierden los beneficios 
del Régimen Tributario Especial y el momento en 
que tendrá efecto la exclusión de dicho régimen.

8.6.	Otras disposiciones para combatir la evasión 
y el abuso tributario

Por su parte, esta reforma redefine la 
responsabilidad solidaria para el pago de impuestos. 
Así, se agregan dos condiciones para determinar 
quiénes responden con el contribuyente por el pago 
del tributo:

•	 Las personas o entidades que hayan sido 
parte en negocios con propósitos de evasión 
o de abuso, por los impuestos, intereses y 
sanciones dejados de recaudar por parte de 
la Administración Tributaria.

•	 Quienes custodien, administren o de cual-
quier manera gestionen activos en fondos o 
vehículos utilizados por sus partícipes con 
propósitos de evasión o abuso.

En todo caso, para garantizar el derecho de 
derecho de defensa, en los casos de solidaridad la 
Administración deberá notificar las actuaciones a 
los deudores solidarios.

9.	 Otras normas para aumentar el recaudo 
a través de medidas de seguridad jurídi-
ca, simplificación y facilitación

9.1.	Procedimiento tributario
El proyecto de ley puesto a disposición del 

honorable Congreso de la República incluye 
reformas al procedimiento tributario. Los cambios 
introducidos simplifican y especifican trámites y 
reforman la estructura de la DIAN a fin de garantizar 
la sostenibilidad financiera del Estado.

9.2.	Notificación electrónica
Para hacer más expedita la relación entre la 

Administración y el administrado, se establece la 
notificación electrónica mediante el canal que el 
contribuyente especifique en el RUT. Para tal efecto, 
el contribuyente debe haber informado la dirección 
electrónica en el RUT y si lo considera pertinente, la 
de su apoderado.

A partir del 1° de julio de 2019 todos los actos de 
que trata el artículo 565 del E.T. se podrán notificar 
de manera electrónica.

En el proyecto de ley se establece que la 
Dirección de Impuesto y Aduanas Nacionales 
(DIAN) habilitará una casilla en el Registro Único 
Tributario (RUT) a fin de que se pueda incluir la 
dirección electrónica del apoderado, caso en el cual 
se enviará el acto a la dirección electrónica de este.

9.3.	Reformas a la Dirección de Impuesto y 
Aduanas Nacionales (DIAN)

Los grandes contribuyentes representan una 
proporción importante del recaudo de impuestos. 
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Este tipo de agentes son de gran importancia para el 
recaudo. Es por esto que, para su correcto control, 
administración y recaudo se propone la creación de 
la administración de grandes contribuyentes dentro 
de la DIAN.

De igual modo, con la finalidad de garantizar 
la sostenibilidad fiscal del Estado colombiano 
se busca robustecer la planta de personal de 
la DIAN, para lo cual se levanta la restricción 
para el incremento del número de empleados. 
Esta propuesta atiende El diagnóstico elaborado 
por la Comisión de Expertos para la Equidad y 
la Competitividad Tributaria, que asegura que 
la DIAN cuenta con una planta de personal 
escasa dado el universo de contribuyentes y 
comparaciones internacionales.

9.4.	Intereses reducidos y eliminación de la 
nulidad por notificación

En la actualidad, cuando un contribuyente es 
fiscalizado tras presentar cualquier declaración 
tributaria, y esta presenta inconsistencias según la 
Autoridad Tributara, se causan intereses de mora de 
conformidad con el artículo 634 del E.T.

Al respecto, en el proyecto de reforma se 
contempla que si el contribuyente, responsable, 
agente de retención o declarante acepta total 
o parcialmente los hechos planteados por la 
Administración, con ocasión de las actuaciones 
adelantadas por la Administración, entre ellas, el 
requerimiento especial o de la liquidación oficial, 
en lugar de liquidar intereses moratorios, ha de 
liquidar intereses corrientes en relación con los 
hechos aceptados. Escenario que también aplica si 
al momento de dar respuesta a las actuaciones de la 
Administración en relación con los hechos aceptados 
se suscribe acuerdo de pago.

Para el efecto, el sujeto pasivo de la fiscalización 
tributaria deberá pagar el diferencial entre el valor 
declarado y el propuesto por la Administración 
Tributaria, más la sanción y los intereses reducidos 
en relación con los hechos aceptados. Lo anterior, 
sin perjuicio de que el contribuyente siga el proceso 
ante la jurisdicción contenciosa en relación con los 
hechos que inclusive haya aceptado.

Adicionalmente, se elimina la nulidad originada 
por la no notificación dentro del término legal, lo 
cual armoniza el procedimiento tributario con el 
procedimiento administrativo, toda vez que la 
notificación del acto administrativo tiene relación 
con la eficacia, más no con la validez del mismo.

9.5.	Retención en la fuente sin pago, constituye 
título ejecutivo para la Administración

Si bien la normativa tributaria establece la 
ineficacia de las declaraciones de retención en la 
fuente cuando son presentadas sin pago, para la 
Administración constituyen un título ejecutivo. Lo 
anterior, teniendo en cuenta que las retenciones 
son recursos públicos y, por ende, requieren de un 
tratamiento especial como el propuesto.

Por lo tanto, este proyecto de ley contempla 
que a pesar que las declaraciones de retención sean 
ineficaces para el declarante, la Administración 
Tributaria podrá cobrarlas, al ser constitutivas de un 
título ejecutivo para la Autoridad Fiscal.

9.6.	Facturación electrónica
En el continente, Chile, Brasil y México migraron 

hacia la factura electrónica, y son referentes 
mundiales en el tema. Este instrumento reduce el 
uso de papel, permite una mejor trazabilidad a las 
transacciones económicas y aumenta la información 
disponible para hacer una mejor fiscalización y 
cobro de las obligaciones impositivas.

La facturación electrónica representa un 
hito en la modernización de la administración 
tributaria. Además, es un mecanismo que los 
contribuyentes pueden usar para llevar una 
óptima secuencia de su operación comercial. 
Los contribuyentes se benefician de un sistema 
más eficiente, y al tener respaldo sobre sus 
ingresos, pueden acceder con mayor facilidad a 
financiación bancaria.

Este es un instrumento fundamental para la 
lucha contra el contrabando y la formalización de 
la economía.

El proyecto de Ley puesto a consideración del 
Honorable Congreso de la República propone: 
i) obligar a los contribuyentes inscritos en el 
régimen simple a emitir facturas electrónicas a 
partir del 31 de julio de 2019, ii) se racionaliza 
la imposición de sanciones a proveedores 
autorizados y tecnológicos iii) si al momento 
de realizar la validación previa de la factura 
electrónica ocurre algún inconveniente de orden 
tecnológico imputable a la DIAN, se podrá 
remitir dicha factura y la validación se hará con 
posterioridad a su presentación y iv) Desde el 
1° de enero y hasta el 31 de diciembre de 2019 
no se cobrarán sanciones por la no emisión de 
facturas electrónicas cuando el contribuyente 
esté en obligación de emitirlas, siempre y cuando 
el responsable emita la factura tradicional 
y demuestre que existen impedimentos 
tecnológicos o una razón comercial justificable 
para no hacerlo.

10.	 Otras disposiciones
10.1. Comisión de Estudio del Sistema Tributario 

Territorial
Con la finalidad de tener un sistema tributario 

territorial integrado y acorde con la realidad actual 
del país, se propone la creación de una Comisión 
de Expertos ad honorem para estudiar el régimen 
aplicable a los impuestos, tasas y contribuciones 
de las entidades territoriales, de tal forma que se 
obtenga un sistema más eficiente y se combata tanto 
la evasión como la elusión fiscal.

Se propone que la Comisión sea conformada 
cuatro meses después de la entrada en vigencia de 
la ley, sea presidida por el Director de la Dirección 
de Impuestos y Aduanas – DIAN o su delegado y, 
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entregue sus propuestas al Ministro de Hacienda 
y Crédito Público dentro del año siguiente a su 
creación.

10.2. Coberturas de petróleo
Durante el periodo comprendido entre junio 

de 2014 y enero de 2016, los precios del petróleo 
presentaron una caída significativa al pasar de 
112 dólares por barril a 32 dólares por barril. Esta 
contracción del 72% en los precios del petróleo tuvo 
impactos directos sobre los ingresos petroleros del 
Gobierno nacional Central (GNC) aumentando su 
volatilidad y haciendo más compleja la programación 
fiscal del país.

En particular, este choque en los precios del 
petróleo redujo los ingresos petroleros de la Nación. 
Mientras los ingresos petroleros alcanzaron casi 
20% de los ingresos del GNC en 2013, en 2016 estos 
representaron 0,6%. Las proyecciones del Marco 
Fiscal de Mediano Plazo de 2018 estiman que estos 
ingresos representen 7,6% de los ingresos totales del 
GNC en 2019, y 7,3% para 2020 (Gráfico 25).

Gráfico 25. Ingresos petroleros del Gobierno 
nacional Central ($MM)

Adicionalmente, la volatilidad en los precios del 
petróleo, y su impacto en los ingresos petroleros, 
está correlacionado con el costo de financiamiento 
de la nación. Históricamente los precios del petróleo 
han estado correlacionados con el spread de deuda 
colombiana39 (Gráfico 26), de tal forma que 
caídas en el precio del commodity afectan el costo 
de financiamiento ya que los acreedores exigen 
una mayor compensación por el riesgo de default 
(cesación de pagos) al estar la Nación expuesta al 
riesgo ocasionado por menores precios del petróleo.

Ahora, es importante señalar que la programación 
fiscal y la elaboración del Presupuesto General 
de la Nación se determinan con base en un precio 
de petróleo proyectado para el año, el cual puede 
variar en función de los determinantes del mercado 
internacional del petróleo. Si bien este mercado 
anticipa el comportamiento de los factores de 
oferta y demanda para pronosticar la tendencia del 
precio, la volatilidad de los precios ha dominado el 
comportamiento del mercado.

39	 Índice de correlación de -0.41 para el periodo compren-
dido entre enero de 2010 y junio de 2018.

Gráfico 26. Spread deuda soberana y precio 
petróleo

Al comparar el promedio observado de la 
referencia Brent en una vigencia con el precio 
proyectado promedio en el Marco Fiscal de 
Mediano Plazo, se observa que la diferencia entre 
el valor observado y el proyectado se desvía, 
en promedio, 20 dólares por barril, lo cual tiene 
consecuencias directas sobre la programación fiscal 
(Gráfico 27). Estimaciones de sensibilidades de 
los ingresos petroleros al cambio en el precio del 
petróleo sugieren que por cada dólar que el precio 
del Brent cierre por debajo de la proyección del 
Gobierno, se dejan de percibir recursos por $394 mil 
millones ($227mil millones por concepto tributario 
y $168mil millones por dividendos de Ecopetrol), lo 
que dificulta la seguridad sobre el cumplimiento de 
la Regla Fiscal40.

Analizando el comportamiento de los precios del 
petróleo, se observa que, en lo corrido del 2018, el 
precio del petróleo ha presentado un crecimiento 
sostenido, ubicándose en promedio en 73,48 USD/
barril, mostrando un incremento de 39% frente al 
mismo periodo del año anterior. No obstante, el 
comportamiento de los factores de oferta y demanda 
de este mercado tienen presiones mixtas sobre el 
precio.

Por una parte, la recuperación evidenciada hasta 
ahora se atribuye, principalmente, a las expectativas 
generadas por las sanciones comerciales a Irán, 
las cuales entrarán en vigencia a partir del 4 de 
noviembre. Dichas sanciones se anunciaron luego de 
que EE.UU. se retirara en mayo del acuerdo nuclear 
suscrito en 2015, alegando un incumplimiento por 
parte de Irán41. En el mismo sentido, la constante 
caída de la producción de crudo venezolana ha 
influido en el aumento del precio del petróleo, pues 
se estima que de enero a septiembre esta cayó 24%, 
explicado principalmente por la crisis económica y 
política por la que atraviesa el país.

40	 Sensibilidades correspondientes a los ingresos petroleros 
del GNC para el año 2019, según Marco Fiscal de Medi-
ano Plazo.

41	 Las sanciones constan de acciones comerciales y finan-
cieras en contra de los países que compren petróleo al 
país árabe, cuyas exportaciones ya han caído en aproxi-
madamente 10,7% desde mayo del presente año.
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Adicionalmente, otro de los factores que ha 
contribuido a la subida de la cotización del crudo 
corresponde al sobrecumplimiento del acuerdo de 
recorte hecho por la OPEP y algunos aliados como 
Rusia. El acuerdo empezó a regir en enero de 2017 
y estará vigente hasta diciembre del presente año, y 
tiene como objetivo limitar la producción de crudo 
por parte de los países miembros del acuerdo, con el 
fin de promover la recuperación de los precios tras 
el desplome evidenciado entre 2014 y 2016. Por 
último, el cierre parcial de los principales puertos de 
exportación de Libia en junio, causado por problemas 
de orden público en el país hizo que su producción 
cayera en 32,8% en julio, lo cual causó revuelo en 
el mercado. Sin embargo, con la reapertura de los 
puertos en agosto, la producción de Libia se recuperó 
y volvió a sus niveles promedio del año.

Por otro lado, también se han evidenciado 
presiones a la baja en el transcurso del año derivadas 
principalmente del contexto de la guerra comercial 
entre EE.UU. y China. La imposición de aranceles 
bilaterales ha hecho que las previsiones de demanda 
de crudo por parte de China sean pesimistas, lo que 
a su vez afectaría a otras economías. China consume 
aproximadamente el 14% del petróleo mundial, por 
lo que una reducción en su demanda tendría un gran 
impacto en el precio del petróleo. Asimismo, las 
proyecciones de crecimiento mundial más recientes 
del FMI fueron revisadas a la baja, afectando 
principalmente a las economías emergentes.

Por último, para el próximo año se espera un 
panorama de incertidumbre, ya que si bien hay 
presiones claras al alza (las sanciones comerciales 
a Irán y la constante reducción en la producción 
venezolana), las proyecciones de crecimiento 
mundial son moderadas debido a las disputas 
comerciales y al endurecimiento de las condiciones 
financieras mundiales. Dado lo anterior, las 
principales agencias y analistas del mercado 
pronostican un precio para el 2019 de 74 USD/barril, 
en línea con el precio esperado para 2018, también 
ubicado en 74 USD/barril. Ante este escenario de 
incertidumbre, y considerando las consecuencias de 
la contracción de los precios en el 2014-2016 sobre 
los ingresos del GNC, se hace deseable implementar 
una cobertura que permita blindar al gobierno contra 
la volatilidad natural de los precios del petróleo.
Gráfico 27. Precio petróleo promedio proyectado 

vs observado

Fuente: MHCP y Bloomberg

Varios países han implementado coberturas a 
través de instrumentos derivados para protegerse 
ante fuertes fluctuaciones de los precios de petróleo. 
México, país exportador neto de petróleo y el 
undécimo productor de petróleo del mundo, es un 
referente en esta materia. En los últimos 20 años, 
el Gobierno Mexicano ha realizado coberturas al 
precio del petróleo con el objetivo de reducir el 
riesgo de contracción de los ingresos de la nación 
durante el año fiscal.

Al igual que Colombia, una contracción en los 
precios del petróleo afecta directamente las finanzas 
públicas mexicanas. Los ingresos petroleros 
representaron en promedio 28% de los ingresos del 
Gobierno Federal mexicano durante 2003 y 2017. 
Para suavizar el flujo de sus ingresos petroleros el 
Gobierno Federal, a través del Banco de México, 
ha efectuado la compra de opciones put asiáticas. 
Este tipo de opciones otorgan el derecho, más no la 
obligación, de vender algún bien a un precio y plazo 
determinado, y su compra implica el pago de una 
prima. Los contratos se han hecho sobre los precios 
de las referencias del crudo Maya (producción 
nacional) o Brent, en promedio se ha cubierto el 
29% de la producción total y se ha pactado un precio 
de ejercicio similar o igual al usado en la estimación 
de los ingresos petroleros incluidas en la Ley de 
Ingresos.

El uso de opciones asiáticas permite al tesoro 
mexicano asegurar un precio promedio mínimo 
para su petróleo para la totalidad del año fiscal, en 
lugar de un precio al vencimiento del contrato. De 
tal forma que en caso de que los precios observados 
del petróleo al momento de vencimiento de la 
cobertura sean inferiores al precio pactado, las 
opciones contratadas le dan al Gobierno la opción de 
recibir unos ingresos financieros correspondientes 
al diferencial del precio promedio observado y el 
precio de ejercicio de la opción.

El Gobierno Mexicano ha gastado por concepto 
de pago de primas alrededor de mil millones 
de dólares al año en las últimas vigencias para 
cubrir volúmenes de producción entre 200 y 250 
millones de barriles. El costo de la prima por 
barril ha estado entre 4 y 4,5 dólares. Las opciones 
han sido ejercidas en tres oportunidades (2009, 
2015 y 2016) alcanzando ingresos superiores a 
los 14 mil millones de dólares. Adicionalmente, 
estimaciones del FMI, indican que, en ausencia 
de este programa de coberturas, los costos del 
endeudamiento soberano del Gobierno mexicano 
estarían 19 puntos básicos más arriba que sus 
niveles actuales.

Teniendo como referencia la experiencia 
mexicana y considerando la naturaleza incierta del 
mercado petrolero, la relevancia de los ingresos 
petroleros en los ingresos del GNC y la sensibilidad 
de los mismos a cambios del precio, se hace deseable 
implementar una estrategia de cobertura que permita 
blindar parcial o totalmente al Gobierno contra la 
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volatilidad natural de los precios del petróleo. Este 
proyecto de ley desarrolla una habilitación legal 
general que permite la realización y/o contratación 
de operaciones de cobertura o aseguramiento, 
como es el caso de las coberturas a las variaciones 
de los precios del petróleo. Como se mencionó 
anteriormente, una estrategia de cobertura permitirá 
compensar o reducir la pérdida en los ingresos fiscales 
por un menor precio del petróleo, garantizando un 
nivel de ingresos petroleros de la nación. De igual 

manera, mejorará las condiciones de crédito de la 
nación, permitiendo acceder a financiamiento con 
tasas más competitivas.

11.	 Recaudo Esperado de la Ley de Finan-
ciamiento

La presente ley de Financiamiento garantizará los 
recursos adicionales que hoy en día hacen falta para 
llevar a cabo importantes proyectos de inversión 
social en 2019. El conjunto de medidas que acá se 
proponen se resume en el Cuadro 10.

Cuadro 10. Efectos de la Ley de Financiamiento y de las medidas adicionales sobre los ingresos  
de la Nación. Año 2019

En el Cuadro 10, se observa el efecto de las 
medidas que incrementarán el recaudo tributario en 
2019, junto con el costo de la compensación a los 
hogares más vulnerables, que, en neto, incrementarán 
los ingresos de la Nación en $14 billones.

De los honorables Congresistas,

 

CÁMARA DE REPRESENTANTES

SECRETARÍA GENERAL

El día 31 de octubre del año 2018 ha sido 
presentado en este despacho el Proyecto de ley 
número 240 de 2018 Cámara, con su correspondiente 
exposición de motivos, por el doctor Alberto 
Carrasquilla Barrera, Ministro de Hacienda y 
Crédito Público.

El Secretario General,

Jorge Humberto Mantilla Serrano.
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